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NOMBRES DE LAS 1'AHTÜii ES LAS CAUSAS COXTEíWAS EX EL VOLl'llEÍ LXXXI 



A 



Acuña, Aga Iónico, por violación de domicilio ; sobre competen- 
cia 383 

Albarracin de Rojo, doña Jacinta, con don Domingo G. Sobral, por 
cobro de peso.s ; sobre nulificación 359 

Alvarez, doña Justina, contra don Hércules Antonietli, por desa- 
lojo; sobre apelación denegada 140 

Al vare*, Benjamín A., recurso de knbi'as corpm á su favor . . 281 

Antojii.'Ui.doo Hércules, condona Justina Al vare/, por desalojo ; 
sobre apelación denegaría..., 140 

Aremburu, don Juan J. con don Jesús Arias; sobre cumplimiento 
de transacción 445. 

Arana, don Faustino, su juicio de sucesión; contienda de compe- 
tencia entre los jueces de primera instancia de ta Capital y de 
La Plata.. 158 

Arias, don Jesús, contra don Manuel M. Perei ; sobre cobro de 
pesos. . ...... 440 

Arias, don Jesús, contra don Juan J. Aramburu ¡ sobre cumpli- 
miento de transacción 445 

ArJetti, don Martín, capitán de la goleta « Ohubut » con duu Eduar- 
do lenks ; sobre entrega de carga 107 

Arteaga, Alberto, contra, por robo ; sobre competencia 66 



456 



FALLOS DE LA SL'PREM* COftTE 



Balcsiraui, Fedro, criminal cunira ; por falsificación «te billetes 
ik* banco; sobre excarcelación 305 

bre cubro de pesos . 147 

Manco de la Nación, contra don Angel Qtieirolo, tercería de don 

Juan Queirolo ■ sobre costas. . . . . 275 

Banco Hipotecario Nacional con doña Mariana Sabasquct; sobre 

escrituración , -277 

Banco Nacional con don Francisco IV ; sobre cumplimiento de 

convenio :n 

Itanco Nacional contra don Fzequicl Jtral de Azúa, por cobro 

ejecutivo de pesos ; sobre apelación denegada 195 

Banco Nacional contra don D. Serpn, tercería de don Julio Wat- 
lean ; sobre recusación 31 1 

Hanco Nacional cor» don Carlos Castilla ; sobre ejecución de 

sentencia y daño* y perjuicios 368 

Banco Nacional contra don Pedro A, Guevara y don Iticardo T. 

Ruiz ; lerceria de don Miguel á Itufz 397 

Bercliúcagirigtrn, Juan R., con la provincia de Buenos Aires ; so- 
bre embargo preventivo y personería 308 

Besoui, don Carlos, y otros, con dona Eusebia 6, de Fernandez, 

por reivindicación ; sobre excepción dilatoria. . . 135 

Honhome, J. M. ; sobre derechos de aduana 350 

Buenos Aires, ta provincia de, con don Manuel .Medrano : sobre 

derecho de denuncia y compra de lierras 133 

Bueno%Aires, la provincia de, con i ra don Juan B. Berchocagiri- 

giru ; sobre embargo preventivo y personería 308 

Butige, td doctor Jingo, y otros, contra ta provincia de Santiago 

del Estero ; sobro indemnización de perjuicios 389 
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Cacace, don Tomás, contra Williams y rompa nía ; solire daños 
y perjuicios y apelación , j¿ 

Carlioni, «Ion Ireueo, con r'ralelti Branca, por faJsilicacion Ut? 
marca de fabrica ; sobre sustitución de parles un el juicio... 2J9 

Castellano, don Luis, cotjlra Joña Ascensión lí. de Palacio y don 
Federico Palacio; solire interdicto de recuperar 5 

Castilla, don Carlos, con el Banco Nacional ; sobre ejecución ite 

Castillo y Pessantc. con el doctor TV.fito (¡arria : sobre cobro 

ejecutivo de pesos 341 

Cltrislopherscn, don Podro: sobre derechos de aduana 359 

Cleffi, Silverio, ó Bleffi, por circulación de billetes falsos . . 209 

Compañía general d» fósforos, contra líossi, Casarlelliv compa- 
ñía; sobre falsificación de marca de fabrica 187 

Cordero, Pedro N., criminal, contra ; por apropiación de rentas 

fiscales , ...... , 198 

doña M. C. de, con el doctor Bernardo de Innoven, por 

sobre recurso de becho 43>l 

Corrientes, la provincia de, con don Desiderio llosas, por daños 
y perjuicios ; sobre competencia 




J» 



Daguerre, Pedro, y otro, criminal, contra, por heridas til 

Dirección de ferrocarriles nacionales, contra d Ferrocarril Dueños 

Aires al Pacílico; sobre cobro de pesos U8 

Domínguez, Benito, criminal contra, por 



i. .... ...... ....... fc 



■ •■* ~2\ 



Echeverría, Pedro, y otro, criminal contra, por heridas til 

Eslava, Esteban, criminal contra; por circulación de billetes falsos. 7ti 



45S rvLLO» he la mchesu i:»htl 
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l*Éf 

Farando, don José, contra Quintana, Lesea y compama, por exo- 
neración de Sania ; sobre embargo preventivo 4:t8 

Fernandez doña Eusebia G. de, contra don Cirios Besoiii y oíros, 
ppr reivindicación ; sobre excepciones dilatorias. . , , * , . 1 :tTi 

Fernandez, don Manuel, con o) doctor Celedonio Pereda, por <<>- 
hro de alquileres ; sobre competencia ¿18 

Ferrocarril Dueños al Pacifico, con la Dirección de ferrocarriles 
nacionales; sobre cobro d 

Ferrocarril Central Argentino, con don Juan C. Montero; sobre 
daños y perjuicios , «til 

Ferrocarril del Oeste, can doña Catalina Lujan de Tejo, por si y 
sus hijos menores; sobre daños y perjuicios 

Ferrocarril del Sud, contra don Juan Thompson; por expropia- 
ción...., 70 

Ferrocarril del Sud, contra doña Susana Thompson de llowt>; por 
expropiación SI 

Fisco nacional, contra don José Zahala: sobre escrituración de 
una donación 420 

Fisco nacional, con Sepp hermanos y compañía; sobre consigna- 
ción y nulidad de sentencia . . . . . Itilí 

Franghella, Francisco, contra ; sobre extradición 17fi 

Fralclli Branca contra don Iré neo Car bou i, por falsificación de 
marca de fábrica; sobre sustitución de pariesen el juicio 

Frías, doctor Juan T., y otro, contra don Jorge Mackluf, por cobro 
de honorarios, sobre competencia y recurso denegado de auto 
del Superior Tribunal de Salta I$9 



Carcia, el doctor Teófilo, contra Castillo y IVssan te ; sobre cobro 
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Plfiau 

don Alejandro (i., contra el Banco Constructor de Sania 

: sobre cobro «Je pisos , 117 

Gómez, don José I)., con don Germán Nagel , sobre reivindica- 
ción de condominio 3H 

Gorostiaga, doña Adela C, de, conlra don Alanasio Rodríguez, 
por daños y perjuicios é hicoustilucioiMlídad de sentencia del 
tribunal superior de Santiago del Estero : sobre jurisdicción. 257 
(¿ultiman, J,, criminal contra, por defraudación ; sobre recurso 
á la Suprema Curte de nulo de la Cámara de Apelaciones déla 
Capital i 1 lí> 



H 

Hernández, don Amonio, contra don José y don Francisco Porto- 
man; sobre daños y perjuicios. 346 

Houlder Drolbers y compañía, con don Antonio Teilesco. por da- 
ños y perjuicios; sobre prueba de testigos . 232 

Eluut de los Santos, doña Vicenta, contra A. Pantano y A. Scbia- 
riti, por cobro de pesos ; sobre arraigo M 



fenks, don Kd nardo, conlra don Martin ArJelli, capitán 
la <• Gbubul » ; subre entrega de carga ÍU7 

Imaz, don Pedro, su juicio sucesorio ; contienda de competencia 
enlre el juez de I a instancia de la Capital y el juez lelrado de 
la Pampa Central 181 

Iraburú, don Salvador, contra don Vicente de Susini, empleado 
de la legación de Francia, por cobro de pesos ; sobre compe- 
tencia ■ * 113 

líigoyeu. Ignacio, por circulación de billetes de curso legal falsos 380 

Irigoyen, el doctor Bcrnardode, contra doña M.C. de Copellc, por 
desalojo; sobre recurso de bocho 
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hola, Bautista, criminal contra, por circulación de esJampillas na- 
cionales falsas 213 




l. la compañía, con don llamón Llamonas, por eo- 

- uuuic arraigo. , , .... . , , Í30 

Leda», don 31., capitán del vapor < [tallón », con don Salvador 

Romano ; .sobre danos y perjuicios 200 

Lujan de Tejo, doña Catalina, por üí y sus hijos menorcí, contra 
el Ferrocarril del Oeste : sobre dafms y perjuicios. 268 



don Itutnun, contra la eumpaiiia Lamporl y llolt, por 
cobro de pesos ; sobre arraigo ? 



Macklul'. don Jorge, con el ductor Juan T. Frías y otro, pur roliro 
de honorarios ; sobre competencia y recurso denegado de auto 
del Superé- Tribunal de Salla. 152 

Marquardl, Augusto, contra, sobre derechos de aduana 58 

Martigena, don Marcos, con el doctor -luán José Romero y oiros, 
por desalojo; sobre ejecución de sentencia y apelación.. 354 

Maumus y Dodero, agentes del vapor < Calahro », contra, sobre 
adición al manifiesto general de carga 241 

Muttmus y Dodero, por cobro de pesos; sobre absolución de posi- 
ciones, , p 443 

Medrano, don Manuel, contra la provincia de Rueños Aires; sobre 
derecho de denuncia y compra de (ierras . . 132 
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PtftttM 

Mihanoíich, don Nicolás, con doña liosa Zicolello de Saterno, por 
daños y perjuicios ; sobre amigo 425 

Montero, don Juan C, conlra el Ferrocaríl Central Argentino; 
sobré danos y perjuicios 99 

Moreno, don Federico, jior defraudación de impuesto internos.. Ü63 

Muy re, ilon Manuel, contra don Juan Yigucri, por cobro de pesos 
sobre venia judicial y devolución de comisión ; recurso de un 
aulo de la Cámara de apelaciones de la capital 50 



\ 

Nagel, doti Germán, contra dun José U. Gómez; sobre reivindi- 
cación de condominio ||1 

Nogueras, Ilcynaldo, criminal contra, per tentativa de circula- 
ción de billetes de curso legal falsos 204 



Ocampo, Arana y C\ conlra la provincia de Santa Fé; sobre es- 
crituración ó dañus y perjuicios i% 

Ollone y C a , Rafael, con Luis Scbeiner y C», por daños y perjui- 
cios; sobre prueba de testigos , ...... 26 



1* 

Paez, don Manuel M M con don Jesús Arias; sobre cobro de 
pesos , 440 

Palacio, doña Ascensión H. de, y don Federico Palacio, con don 
Luis Castellano ; sobre interdicto de recuperar 5 

Pantano, A., y otro, con doña Vicenta Hunt de los Santos, por 
cobro de pesos ; sobre arraigo 54 
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Pipimt 

Paz, don Francisco, contra el Banco Nacional, sobre cumplimiento 

tle convenio * , , , . . 31 

Pereda doctor Celedonio, conlra don Manuel Fernandez, por 

cobrada alquileres; sobre competencia 218 

Pereyra, don Anselmo, con don Santiago Vi la. por escrituración 

de compra; sobre competencia 224 

Pesoa, Alejandro, por circulación de un billete tle curso legal 

falso • ..«,«■■»...,.. 380 

Peycheau*, don Pedro, con don Francisco Stanca, por daños y 

perjuicios; sobre competencia 234 

Plnrutii, don Francisco, con la sociedad tUnione Italiana de 

Chascomús, sobre nulidad de una escritura de venta 424 

Podesfá, don José, recurso de (tabeas &Tpti$ deducido á favor de 

indígenas contratados por éste £40 

Porto man. don José y don francisco con don Antonio Hernández; 

sobre daños y perjuicios 340. 

Prado Vicuña, don Bernardino, con doña Mercedes P. de llosas, 

, sobre competencia , 265 



Quciroto, don Juan, por tercería en el juicio ejt 

de la Nación contra don Angel Qucirolo; sobre costas 275 

Quintana, Lesea y O, con don José Fa.uido, por exoneración de 

fian/a; sobre embargo preventivo m 




Ramírez, José M. y oíros, por hurto de animales ; sobre com- 
petencia , 41 g 

Real de Azúa, don Ezoquiel, con el Uancu Nacional, por cobro 
ejecutivo de pesos ; sobre apelación denegada. 195 



K¡ varóla, don Esteban, con don Usandro de I» Torre, por cum- 
plimiento do sentencin ; sobre liquidación y apelación. 88 

Rivaille. «Ion ¿Gustavo, por las • Mensajerías Marítimas 9G y 155 

Rodríguez r don Atanasio, con doña Adela G. de Gorosltaga, por 
daños y perjuicios ó inconsiiluciuualidad de sentencia del tri- 
bu iiaí superior de Santiago del Estero; sobre jurisdicción 251 

llomano, don Salvador, contra don M, Levan, capitán del vapor 
< Bellora i ; sobre d,iños y perjuicios ¿60 

Homero, Gregorio Ignacio, el preshliero ; bula instituyéndolo 
obispo titular de Jaso 53 

Romero, el doclor Juan José, y otros, contra don Marcos Marti jíe- 
na, por desalojo ; sobro ejecución de sentencia y apelación. . 354 

Rosas, doña Mercedes P. de, contra don Bcrnardino Prado Vicu- 
ña, por cobro de pesos; sobre competencia 265 

Rosas, don iVsiderio, contra ln provincia de Corrientes, por da- 
ños y perjuicios ; sobre competencia 338 

Uossi, Lasartelli y compañía, con la compañía general de Fósfo- 
ros; sobre lanificación de marca de fábrica 187 

ILuiz, don Ignacio, reclamando ante la Suprema Corte contra pro- 
cedimientos del juez del Crimen de la Capital 310 

Ruiz, don Miguel A., por tercería de dominio, en la ejecución del 
Banco Nacional contra don Pedro A. Guevara y don Ricardo T. 
Rui* 397 



S 



Ühasquet, doña Mariana, contra el 

sobre escrituración » • ■ 277 

Santa Fe, la provincia de, coa tlcampo, Arana, y compañía ; so- 
bre escrituración ó daños y perjuicios , 28 

Santiago del Estero, la provincia de, con el doctor Hugo llunge y 

otros ; sobre indemnización de perjuicios 389 

Scheiner y compañía, Luis, contra Rafael Ottone y compañía, por 

y perjuicios; sobre prueba de testigos 26 
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Secclii. Carlos» criminal, contra, por complicidad en la defrauda- 
cion de fondos nacionales ; sobre excarcelación 435 

Sepp Hermanos y compañía centra el Fisco nacional; sobre con- 
signación y nulidad de sentencia , 10G 

¡Serpa, do» D., con el Rancu Nacional, lerceria de don Julio 
Walteau ; sobre recusación É 3M 

Sobral, don Domingo 0., contra doña Jacinta A. dellojo. por co 
brode pesos ; sobre notificación. , . . 2Dí> 

Sola, Enrique de la, criminal contra: por lesiones ib3 

Slanca, don Francisco, contra don Pedro Peycheaux, por daños y 
perjuicios; sobre competencia 231 

Snsini, don Vi ce n le de, empleadn de la lepaeion de Francia, por 
cobro de peías ; sobre competencia. HJ 

T 

Tcdcsco, don Antonio, contra lloulder Itrolhers y compañía, por 
daños y perjuicios; sobre prueba de testigos 

Tbompson, don Juan, con el ferrocarril del Sud ; pnrexpropia- 
etefl , 70 

Tbompson de Jtowe, doña Susana, ron el Ferrocarril del Sud; 
por expropiación 8i 

Torre dun Lisandro de h, contra don Esteban Hivarola, por cum- 
plimiento de sentencia ; sobre liquidación y apelación 8K 

■ U 

« Uniorie Italiana ». la sociedad, contra don Francisco Plurulti ■ 
sobre nulidad de una escritura de venta 

V 

, don Juan, con don Manuel Muy™, por cobro de pesos ; 
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sobre mita judicial y devolución de comisión; recurso de auto 

déla Cámara de apelaciones de la Capital 50 

Vila, don Santiago, contra don Anselmo Poreyra, por escritura- 
ción de compra ; sobre competencia. y 94 



Watleau, don Julio, por 

del Banco Nacional contra don I). Serpa; sobre recusación... 31 f 
Williams y compañía, con don Tomás Cacacc ; subru daños y per- 
juicios y apelación 12 



Cabala, don José, con el Kiseo nacional ; sobre escrituración de 
una donación m 

Zicolollo de Salerno, doña Rosa, contra don Nicolás Mihanovích, 
pordañosy ijerjniciüs; sobre arraigo 425 
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- Irresoluciones condena lorias del administrador de Adua- 
na, «o.. inapelable* par* el ..-maleado interesado, v es nula 
la resolucmn ministerial que las modifique. Páginas 58, % 
y l.'t5, 

,f '"""" - ^M" ■* ,é y v 'K*nte en 1894, puede sin reato adicionar, 
se cJ manifiesto general de los paquetes de vapor mientras' 
dure In desniega. Página 24! . 

Apelarían. - Pedida aclaración de uno de Jos puntos de la sentencias 
la apelación interpuesta después de la aclaración á los Ire- 
dias de ésta y á los seis de la notificación de la sentencia, 
sido puedo ser concedida respecto del punto materia de Ja 
aclaración. Página f§¡i 

Apelable. - Es apelable el auto que en el j, lic i sol)rc cumplimiento 
de sentencia aprueba la liquidación. Página 88. 

Apelación. — Véase : Admitía ; Desalojo. 

Atraigo. - No procede la excepción de arraigo contra el domiciliado 

en Ja líepúulina. Página 54. 
Amigo. - Xo probándose el hecho de hallarse el actor domiciliado 

en el extranjero, no procede la excepción de arraigo. Pá- 
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Arraiga, — La manifestación del apoderado de que el mándalo á «I 
couterido. sirve á garantir las cosías del juicio, importa la 
obligación .k> pagarlos cu Su caso, y basta para llenarlos pro- 
pósitos de la excepción de arraigo. Página 434. 

It 

BnmoNtifhnaL - No pmde quedar obligad., pr ti convenio que, 
su intervención, haya hecho un deudor ajijo, estipulando 
con terceros la venta de una propiedad de su pertenencia, 
para que los compradores pagaran el precio con pagarés des- 
contados del mismo Hunco, garantidos por la hipoteca de lo 
vendido, imputándose el valor del deseuefllo á la deuda del 
vendedor, Página 3". 

{innto ¿Vflrimwf - El de hahcr aceptado y practicado el des- 

cuento con dos de los compradoras, no obliga al llanto á 
hacer igual Operación con los otros dos, si aquellos obraron 
i nd ¡vidual mente y á su propio nombre, máxime *i la opera- 
ción, á mus .le perjudicial, era cunlraria á los reglamentos 
del Banco, y no habla sido aceptada por el 
cursal. Página U". 



Capitalización. — fiase : fulera»». 
Capitán. - Víase : C'tnjit. 

Carga - SI capitán, com j depositario do lacarga.es responsable 
de ella, desde que la recibe, y está obligado a entregarla a 
su dueño o al que lo represente, á ponerla á disposición de 
la autoridad judicial del lugar, y por la que haya dejado de 
entregar debe indemnizar su valor, ó el que, en defecto de 
prueba, lije el tribunal (artículos <H 8 y 900. Código de Co. 
memo ; articulo» 1083, 1109 y i i 19, Código Civil). Pági- 
na 10". ... , . 

CirenUmon «V W (IM. - U reo de este delito es pas.ble de la 
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pena do cinto años y medio de trabajos forzados y inulta de 
2150 pesos. Página Tü. 

Circulación de billetes falsas, — liesiiella en favor del procesado la duda 
sobre si se trata do la tentativa dt-l delito de circulación de 
billetes de curso legal lalsos, » del ifelito consumado, y no 
habiéndose interpuesto apelación por el ministerio fiscal 
procede l.t rnnlirmacioii de la sentencia que impone la pena 
dedos años y nueve meses de trauajos loriados y multa de 
1375 pesos. Peinas ¿OU. 

Cil'calaátui de hillétcs falsos. — La de un billete, á sabiendas de su 
falsedad, pero adquirido iU buena Té, debe ser castigado, 
cu mo término medio, con la mulla ilel doble de su valor. 
Páginas 380 y 386, 

Circulación d? billetes falsos. — Véase : Tentativa. 



Comisión. — La de un lanío pur ciento acordado por los estatutos del 
banco ai encargado de cubicar sus acciones, debe entenderse 
que se reitere a las acciones (pie lumia u el capital con que 
el banco se constituyó, y no á las creadas después para 
aumentar dicho capital y que lueseu distribuidas entre los 
accionistas. Página* 117. 

Competencia, — Corresponde al tribunal que en tendió en el pleito, 
el conocimiento del juicio sobre honorarios devengados en 
el mismo, Página 1óá, 

Compraventa. — El inmueble adquirido por una suciedad y poseído 
por ella, no puede ser vendido por olra sociedad formada 
con el mismo noiubre con posterioridad ú la adquisición de Ja 
primera, y la venta que la segunda haya hecho y su escritura- 
ción son de ningún valor. Pagina 134. 

Compraventa. — La venta hecha después de haberse declarado por 
sentencia firme que el inmueble vendido no pertenece al 
enajenante no puede tener por objeto la transmisión de la 
propiedad, sinó la de los derechos que puedan correspon- 
dería derivados de la cusa. Página 338. 

Contiguación. — No es admisible el pago por consignación que es in- 
terior al crédito reclamado. Página 160. 
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Cotias. — Son de cargo del ejecútame hs costas causada» al terce- 
rista sobre desembargo de bienes, cuya propiedad le ba 
sillo reconocida implícitamente- Página 
Cuati delito. — Véase : Daños y perjuicios. 



I» 

Daños S perjuicios. -En ta acción civil por reparación de daños pru- 
cedenloa de cuasidelito, no puede hacerse lugar á la deman- 
da, si no resulta probada la privación de ganancias que haya 
sufrido el demandante por el hecho en que la Tunda, y la 
existencia de los perjuicios que se le lia van causado. Paju- 
na É$. 

Daños y perjuicios. - So procede acción por reparación de «¡ano que 
no ha silfo causado por imprevisión 6 negligencia de perso- 
nas que dependíftii del (tema miado. Página 

Daños 1/ perjuicios. — li| hecho que no cansa da/u» sino por falla im- 
putable a la victima no impone responsabilidad. Página 208. 

Dafior g perjuicio* .— No puede prosperar la dcn.anda sobre ellos, en 
Ja que no se alega hecho alguno, conducente a comprobar el 
dañu efectivo Ó la cesación de ganancias apreciables en di- 
nero. Página 'JAS. 

Daños y perjuicios, _ Tratándose de ejecutar la sentencia condenan- 
do á restituir el precio del inmueble vendido con danos y 
perjuicios, la indemnización de estos no puede mandarse 
hacer con el pago de la diferencia en más entre el precio de 
venta y el i|ue tenga el ni mu el. le el dia de la elección, cuan- 
do resulla que el aumento procede de causas extraordinarias, 
sino en defeclo de prueba suficiente para fijarla sobre otra 
base, con el pago de los intereses legales del precio pagado, 
desde el día de la compra. Pagina 368. 

Dono* 9 perjuicios. -Si„ la prueba de que la cosa vendida no 
pertenece al enajenante cuando la vendió, sino á un tercero, 
no puede admitirse la acción por indemnización que la ley 
concede contra el vendedor de cosas ajenas. Página 389. 
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Defraudación. — No existiendo prueba bastante sobre la imputada, 
procede la absolución de la acusación. Página 363. 

Demanda. — Debe rechazarse la que se funda en docu metilo del cual 
el demandante no lia probado i[iie fuese titular. Página 477. 

th'salnjo. — Pío es apelable en los juicios de desaloja, el auto que lo 
ordena. Página i 40. 

Desalojo. — Si la sentencia que ordenó el desalojo del campo ocupado 
por el demandado, fue pronunciada en forma condicional,» 
dicho campo resultase ser el de propiedad de los demandan- 
tes a que .lidia sentencia se refiere, no puede invocarse la 
autoridad de la cosa juzgada para or-lenar el lanzamiento y 
negar la apelación del auto que lo .irdena. No habiéndose 
practicado las diligencias de investigación necesaria para es- 
tablecer que el rampo ocupado es el mandado desalojar, de 
propiedad de los demandantes, debe revocarse la orden de 
lanzamiento. V mandado reponer al demandado en posesión, 
la revocatoria pedida por los demandantes no puede resol- 
verse sin abrir el incidente ú prueba. Página 354. 

Dófífhuoti,— El decreto de concesión acordado bajo bases que resulte 
liaber sí, lo ignoradas, y por lauto no acopladas por el conce- 
sionario, importa una promesa de donación susceptible de 
retractación ; y el hecho de haber el concédanle dispuesto de 
la cosa materia de ella á favur de otro, importa retractación 
de dicha promesa. Página 28. 
Detttiojo. — No es apelable el auto ordenando el desalojo de la cosa 

locada. Página 431. 
Donación . — l.a sentencia cimdenaiido al pago de daños y perjuicio» 
por falla de escrituración no guarda la conformidad indis- 
pensable con la demanda deducida sobre dicha escritura- 
ción. Página m. 



o ¡treanlim. — El poder conferido para reivindicar compren- 
de la facultad de pedir el embargo preventivo de la cosa reí- 
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• vindicada, v si éste se ha concedido bajo caución juratoria, 
el apoderado puede prestarla, debiéndola hacer en nombre 
del mandante. Página 308. 

Embargo preventivo.— No procede el pedido en mérito de documen- 
tos privados, cuyaautcntkidad no ha sido reconocido, niacre- 
d i luda en otra furnia. Página 438. 

Embargo. — Los deudores de una letra no pueden dar á embargo los 
bienes de un tercero, ni aún oti t¡\ raso de haberla suscrito 
por cuenta ile éste. Página ÍJ'.n. 

Empleados. — Véase: Adttam. 

Error de derecho. — Véase : Intereses. 

Excmirtanon. — Al empleado procesado por exacciones no puede 
concederse la excarcelación. Página ti. 

E.rrarrelacion . - Para ella» sólo debe tenerse en cuenta la n atúrale» 
del delito imputado, y ñolas circunstancias que puedan fun- 
dar en delinilivn U inocencia del procesado. Página ¡105. 

Excareeladun. — No puede ser concedida, al procesado por Jalsilica- 
cion de hilletes de banco. Página 305. 

Encarcelación. — N<i procede si la pena correspondiente al hecho 
imputado, es de trabajos forzados. Página 135, 

Excepción dilatoria. - Lis que no se han opuesto en la estación opor- 
tuna del juicio, no pueden hacerse valer en el alégalo de 
bien probado. Página 138. 

Expi ftpitiriun . — La indemnización por ella, debe Jijarse con arreglo 
al mérito de los autos y de los precedentes eslahlecidos en 
casos análogos, Páginas 70 y 84. 

Extradición. — No obsta á la concesión de ella, la naturalización del 
requerido posterior al hecho que motiva al requerimiento. 
Página ITfi. 

W 

Fianza. — La exigencia ó no de un fiador de la obligación, no eiime 
de ella al deudor principal. Página 440. 
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Babsascorpui. — ¥A acto de un funcionario público deteniendo el 
transporte ele indígenas rontratados por un empresario, no 
para privarles dja su libertad, sirio para protegerlos j poner a 
aquellos en situación de manifestar libremente su voluntad 
respecto á su presente y futuro, no puede dar lugar á un 
ocurso de bobeas corpas. Página ¿4(i 

Httbeas Corpus, — Kl ciudadano convocado al servicio militar, con arre- 
glo a las leyes vigenh-s sobre formación y organización del 
ejército permanente, no puede alegar que su libertad ha 
sido restringida sin derecho, y deducir recurso de habed? 
Corpus, Página ¿8 1 . 

Honorarios, — Véase: Cmnpeteuria . 



I 

Inconstitucional , — Véase : Servicio militar. 

Interdicto de recobrar, — Kl termine del arriendo y la restitución 
que, en su consecuencia, se fia hecho de ta rosa arrendada, 
durante el interdicto de recuperar deducido por el inquilino 
contra el propietario, hace desaparecer la materia, consisten- 
te en la restitución de la co*a. que forma el objeto principal 
del juicio, é impone que se sobrea en este respecto de todas 
sus peticiones, tanto principal como accesorias. Página 5. 

Intereses, — i\o es dudoso que entre tos perjuicios causados por una 
ejecución ilegal, se comprenden los intereses del dinero que 
el ejecutado toé obligado á depositar y las costas que se le 
causaron. Página la. 

Interese*. — No correspondiendo al crédito liquidado la capitalización 
ile intereses, el error de derecho sufrido por el deudor acep- 
tando la liquidación que Ja contiene no puede impedir que 
ésta se rectifique en esa parle, modificándose asi el auto que 
la aprobó . Página 88. 
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Don Luis Castellano contra doña Ascensión B. de Palacio y don 

io; sobre interdicto de recuperar 



Sumario. — El término del arriendo y la restitución que en 
su consecuencia se ha heclM «le la cosa arrendada durante el in- 
dicto de recuperar deducido por el inquilino contra el propieta- 
rio, hace desaparecer La materia, consistente en la restitución 
de la cusa, que forma el objeto principal del juicio, é impone 
que se sobresea en este respecto de todas sust peticiones, tanto 
principal como accesorias. 



Caso. — Resulta riel 
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«eudoia, Hayo ÍO df> 1895. 

Vistos : Don Lucas Olguiu, on representación de dnu Luí* 
Castellano, deduce interdicto de recobrar la posesión contra 
doña Ascensión B. de Palacio, don Federico Palacio y don Abe- 
lardo Tabanera. 

Expone que su mandante es locatario <h- las casas ubicadas 
en esta ciudad, calle San Martín número 277, pertenecientes á 
los demandados; que las últimas i üud<1 aciones pusieron el edi- 
ficio en peligro de destruirse y el señor Castellano tuvo que 
trasladarse sin que la locación cesase ni ae interrumpiera, man- 
teniendo allí muebles y otros artículos que fueron del « Café 
Argentino > ; que á mediados de Marzo próximo pasado se mar- 
chó para Buenos Aires, y á su vuelta, teniendo que sacar de la 
casa varios útiles que debí * proporcionar á la compañía que 
actúa en el * P«'liteama de Mendoza » t encontró cerrada la puer- 
ta que da salí la ;i la calle General Paz; que ocurrió entonces 
por la calle San Martín y el casero Mauuvl Alvarez le dijo que, 
de órden de la señora Ascensión y de su hijo Federico, no podía 
entrar el señor Castellano ai su familia á la referida casa; 
que según lo ha sabido después, la señora Ascensión y su hijo 
penetraron el 28 de Marzo al domicilio antedicho, de nueve á 
diez de la noche y por su sola autoridad tomaron posesión de 
la casa arrendada al señor Castellano, condenaron la puerta 
que da salida á la calle General Paz, violaron los candados de 
las puertas que dan entrada al fondo del patio, clavándolas en 
seguida y ordenaron al casero que no permitiera la entrada de 
Castellano y su familia, ni á sacar agua, y que los repeliera con 
la fuerza; que el 14 de Abril, cuando el señor Castellano fué 
eoo varios miembros de la compañía del Politeama, pudo ha- 
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cerse cargo de que los demandados, haciéndose justicia por si 
mismos, habían tomado posesión de la casa arrendada coa 
todos tos enseres pe contenía; que han negado el retiro de ta- 
rios muebles, se lian aprovechado de la uva del parral, han 
arrendado parte del inmueble y se lian quedado con todo lo que 
el señor Castellano tenía allí; qm- el actor ha sido despojado 
por los locad- re sde hi posesión del inmueble ; que el procurador 
de los demandados, para subsanar la falla de su* mandantes, 
ha pedido al Juzgado la posesión de la rasa, desloes que ta han 
tomado p»r sí; que los demandados, aunque vean los dueños de 
la casa, no hau podido hacerse justicia ellos mismos, tomando 
e] inmueble arrendado, por su sola autoridad, [tendiente la po- 
sesión del locatario ; que habiéndole despojado de valiosos ar- 
ticules de confitería y cantina, sufre graves perjuicios, porque 
no puede reabrirla, Kn consecuencia, solicita se condene á loa 
demandados a restituir la posesión de la casa locada al señor 
Castellano condenándolos en las costas, daños y perjuicios. 

Conferido el traslado de la demanda de fojaá y la ampliación 
de foja 10, relativa al señor Tabauera, y citadas las partes á 
juicio verbal, de conformidad alo proscripto por los artículo* 
333 y 333 de la lej de procedimientos, reproduce su demanda 
la parte actoTa. Los demandados contestan negando en abso- 
luto todos los heohos de que se les acusa. Rendida la prueba 
que consta del acta corriente de foja 17 vuelta á foja 50, se cita 



r 




jor proveer se pide el expediente á que se refiere el 
i en su párrafo cuarto j que s« menciona en la 
contestación de foja 18 vuelta de la sexta pregunta del interro- 
gatorio de foja 24. 

T considerando : i" Que según resulta de la prueba rendida 
por la parte adora y las posiciones absueUas por los demanda- 
dos, señora Ascensión B. de Palacio y señor Federico Palacio, 
á fines de Marzo del corriente, por orden de la señora antes 
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nombrada, procedió don Manuel Alvares a abrir ia puerta que 
comunica la casa y el sitio arrendado* por el señor Castellano 
| a cerrar la puerta de la miama q.ui-da á la calle General Paz ; 
no habiendo intervenido en este hecho el agrior Tabanera ni el 
sañor Palacio. 

* Que la casa arrendada por el señor Castellano a los de- 
mandados, quedó, por causa de laa inundaciones, amenazando 
ruina; la autoridad iniervino para desagotar las licitaciones, 
apuntalare) ediíicioy establecerla correspondiente vigilancia, 
pues que bu encontraba entre las casan mandadas deaalojnr por 
el peligro que ofrecía para habí tantea y transeúntes. 

3» Que si bien el contrato de locación entre el actor y lúa 
demandados, respecto del inmueble en cuestión, hat>fa termina- 
do el 3 de Noviembre de 1894, ia tenencia del locador continuó 
de hecho y ¡i virtud de litigio pendiente hasta resolverse éste 
con fecha 43 de Mario de 1895, no habiéndose ordenado -dar la 
posesión á los locadores sinó ron fecha 15 de Abril, resolución 
reiterada el 1° de Mayo ni otorgádose la posesión judicial por 
haberse satisfecho las exigencias del « aso, respecto de los due- 
ños sinó el 9 de Mayo presente. 

4° Que de consiguiente, no obstante haberse terminad» antes 
eloontrato, mientras no se otorgó la lianza por lu responsabili- 
dad de mejoras reclamadas en este juicio y aceptada de contra- 
rio (véase expediente núm- . o 3278, traído para mejor proveer), 
no pudo ninguno de los lacadores ejercer por sí acto alguno de 
posesión durante la tenencia del locatario, aunque hubiera sido 
de hecho destituido de todo derecho ó presunción siquiera de 
tenerlo, 

B> Que no puede sostenerse que el señor Castellano hiciera 
abandono del inmueble locado, puesto que existían motivos 
para la desocupación ordenada por las autoridades en los edili- 
cioa que ofrecían peligro. Nada induce que dejara de existir 
el ánimo de poseer, en ejercicio de los derechos existentes ó en 
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gestión. Y enlodo caso, si el abandono se pro lujo, los locado- 
res sillo tenían detecho para tomar cuenta del estado del inmue- 
ble y requerir las correspondientes medidas judiciales; pero no 
para tomar por sí la posesión que haiPdebido solicitar y obtener 
del Juzgado, después de resuelto el jui -io ordinario respectivo 
y de llenados los requisitos que faltabui para que al bien fuese 
restituido á sus dueños, con arreglo al contrato de locución 
(artículo 1564 di-1 Código Civil). 

6 1 ' i|ue si b¡ ti por razón del juicio número 3278 antes citado, 
los lucidores bao debido ser puestos en posesión del inmueble, 
tu acción que informa este interdicto debe juzgarse con arre- 
glo d su procedencia ó improcedencia en el momento de ins- 
taurarse y cini sujeción a Uk antecedentes que lo motivaron. 

7 o Que este juicio, iniciado el 15 de Abril del corriente año, 
á proposito iJel despojo efectuadu respecto de una parte del in- 
mueble locad u ú íines de Marzo y conocido por el arrendatario 
á mediados de Abril, con motivo de no haber podido entrar al 
aditicio, reúne condicionen fie la ley que determinan Ea proce- 
dencia de la acción (artí -ulo 323 de Ja ley de procedimientos). 

8° Que corresponde la arción de despojo á todo poseedor des- 
pojado de la posesión de inmuebles, aunque su posesión sea 
riciosa; sin obligación de producir título alguno contra el des* 
pojante, sus herederos y cómplices, aunque sea el dueño del 
inmueble, porque se trata de una medida de orden público, en 
respeto del hecho de la posesión y en salvaguardia del perjui- 
cio de que nadie puede darse á si mismo la justicia en sos con- 
troversias con los demás (articulo 2490 y sus notas en 3*govia, 
tomo II, página 67). 

9° Que la acción se ha interpuesto en tiempo y se han l lenado 
los requisit -s que debe satisfacer en cuanto á la ley de fondo : 
la posesión ó tenencia, el despojo y el tiempo en que se come- 
tió (artículos 2493 y 2494 del Código Civil). 

IO" Que habiendo desaparecido los antecedentes que funda- 



barí la. posesión o tenencia del actor respecto del inmueble, aun 
bajo la procedencia de la acción de despojo, la restitución al 
poseedor no puede verificarse, pues solo sería momentánea y 
sin objeto, una vez que con posterioridad a esta acción y por 
causa de un contrato ha debido darse la posesión a las locadores 
del inmueble, que son los demandados en este juicio. fis así que 
la condenación por e! despojo sólo pu de y debe cumplirse al 
presente, en cuanto ii las pérdidas é intereses y chatas (articu- 
lo 2494, inciso 2", Código Civil). 

Por estos lumlainentos : fallo declarando ilegsi! la desposesion 
llevada á cabo por la señora Ascensión B. de Pal ario respecto 
del inmueble arrendado al señor Castellano en los términos que 
expresa esta resolución y por lo que se le condena en los llanos 
y perjuicios ocasionados por el despojo arbitrario y en las cos- 
tas del juicio, absolvió i¡d os- de la demanda á los señores Fede- 
rico Palacio y Abelardo Tu lia ñera, por ciunto no lian tenido 
participación en el heehu. Declárase también que no corres- 
ponde la restitución de la posesión ;il despojado, por cuanto en 
el juicio número 3278, de que se hace mérito en este füllo, lia 
sido resuelto el punto de derecho que con arreglo ,i| contrato 
atribuyó la posesión á los dueños con posterioridad al hedí" 
del despojo, Kn definitiva, así lu declaro y ordeno f-n Mendoza 
á 20 de Mayo de I8í>5. Notifíquese original y, en oportunidad, 
archívese. 

Severo ti. del Caslilh. 



rali» (le I* Nuprema Corte 



líueuos Aires, Setiembre i de 1S9U, 



Vistos y considerando : 
apelada, con anterioridad i su 




resulta de la 
e Labia resuelto en 
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contrato de arrendamiento se diese al propietario la posesión de 
la cosa á que esla causa se relien», posición que en efecto se 
le dió también antes de la fecha del fallo recurrido. 

Que va en mérito <k» ese antecedente que se niega at ¡ictor 
U restitución en la tenencia fie la cosa de que diré, huher sido 
indebidamente privado, lo que vale decir que esa negativa es 
perfectamente legal, porque no podía dis ponerse la entrega por 
razón de un título tcmporariu pur su naturaleza y que en el 
Iiecbo y en el derecho había terminado en sus ef-cto-;, en lo que 
se refiere á la ocupación pur parle del locatario de la casa lo- 
cada. 

Que con tul circunstancia, tan luego como ella tuvo su nali- 
zaelon, desapareció la materia qm* hace H objeto principal del 
presente juicio, que consiste en restitución de la cosa de que el 
actor se dice despojado y debió, en consecuencia, sobreseerse 
en dicho juicio. 

Por esto, se con Urina la sentencia apelada de foj:i cincuenta y 
una, en cuanto no hace lugar ú ta entrega de la cosa, y se la re- 
voca, en cuanto á las condenaciones accesi-rias que contiene á 
cargo del demandado, lasque uouan podido pronunciarse en este 
juicio, una ves desaparecida la materia principal del mismo, 
dejándose A salvo ;os derechos del actor, si los tiene, sobre los 
objetos de esas condenad un es para que lus haga valer en la 
forma correspondiente. Notifíquese con el original y, repuestos 
los sellos, devuélvanse. 

BENJAMIN PAZ. — ABEL BAZAR. 
OCTAVIO BUNGE. — JUAN 
E. TORIIENT. — II, HARTINEf . 




ikm Tomás Cacace contra Williams y Compañía, sobre daños 
y perjuicios y apelación. 



Sumario. — I" Pedida la aclaración de uno de tos puntos de 
la sentencia, la apelación interpuesta después de la aclaración 
u los tres dia^ de ésta y á los seis desde la nolilicacion de la • 
si nteru-ia, súlo puede ser concedida respecto del punto materia 
de la aclaración. 

2 o La razo» social demandada por perjuicios procedentes de 
un juicio ejecutivo seguido ¡legalmente, no puede sostener qui- 
no es la misma de! mismo nombre que siguió dicho juicio, si 
en l:i contestación de la demanda uu lo negó de una manera 
formal y explícita, v si no resulta que ésta haya concluido 6 se 
haya disuelto antes di- la demanda. 

3 o No es dudoso que entre lus perjuicios causados por u mi eje- 
cución ilegal, se comprendan loa intereses del dinero que el eje- 
cutado fué obligado á depositar, y las costas que se le causa- 
ron. 



Caso. — Resulta de las si guíe ules piezas : 



Buenos Aires, Abril 12 de 189M. 

Y fistos estos autos, de los que resulta: 

Que don Jnsé F. González Romaganta, por don Tomás (Ja- 
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cace, se presentó A foja 25, manifestando s Haber recibido ins- 
trucciones de don Tomás Cacaee, capitán que fui de la barca 
€ Papa», de citar á juicio á ¡os señoras Williams y Compañía, 
por cobro de la s urna de 30.000 pesos moneda nacional, en que 
estima los daños y perjuicios causado* }«or los demandados, en 
Tirtud de los siguienti-s hechos. 

En Setiembre fie 1887 se bailaba Cacarte en Moutevideo al 
mando y como eapitan de la barca t Papa ». En esa circunstan- 
cia y en tal carácter recibió de los señores Williams y Cu mpañía 
diversas sumas, que agregadas á otras que dichos señores pa- 
garon por cuenta del biiqm\ formaron la cantidad de 454 li- 
bras esterlinas ; firmándoles, en constancia, un pagaré en tres 
ejemplares, en que se comprometió, en su calidad de capitán, á 
abanar dicha suma á tus dk-i dias de su arribada á Montevideo, 
de retorno de un viaje i Neiv Yoik que iba a emprender. 

Llegado <'l «Papa > tíos Estados Unidos y encontrándose en 
' Filad kI fia, fué demandado p»r Los señores Williams y Compañía 
ú fin de obtener el pago do las 254 libras referidas. 

Como consecuencia de esta ejecución el buque fué embarga- 
do, depositado y vendido judicial mente, babiéudoln dejado, 
quien lo comprara, á Cacaee, que volvió así i su puesto de ca- 
pitán. 

Que uo obstante la disposición de los artículos 864 y 050 
del Código de Comercio, los se u ore* Williams y Compañía, en 
su propósito de hostilizar a aquel, y encontrándose el precitado 
buque en Enero de 1800 en el puerto del Rosario al comando 
de Cacace, le ejecutaron nuevamente por ta misma deuda, va- 
liéndose del duplicado del pagaré á que lia hecho referencia. 
El original les sirvió en la ejecución iniciada y terminada en 
el puerto de Filad el ti a, y uno de Ion duplicados aparece en el 
puerto del Rosario, prestigiando otra demanda que empezó por 
una lianza valor de 3200 pesos, para responder á la deuda sal- 
dada ya en Filad el lia. 
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En Junio de 1891, los señores Williams y Compañía, pretex- 
tando la sulia del oro, piden y obtienen no le fuera permitida 
la salida del señor Caeaee del Rosario, hasta que hubiese de- 
positado 2000 pesos má-i que le expían, y como dicho señor 
no tenía dinero para .-lio, se viÓ precisado á buscar capitán á 
quien entregar «1 buque, y ¡í abandonar éste en Agosto de 1891 , 
perdiendo su posición, Ir jos de su familia, sin recursos y com- 
prometido su porvenir. 

La justicia se hiz.ulespues de tina larga tramitación, y Ta 
sentencia se produjo en un todo favorable á su mandante. Los 
señores Williams y Compañía apelaron de ese fallo, el cual 
fué confirmado por la Suprema Corte, 

A consecuencia de este largo y oneroso litigio, los hoy de- 
mandados obligaron á Cacace á abandonar su carrern, a vivir 
ene! Rosario, solo durante dos años, donde contrajo una enfer- 
medad que puso en peligro su vida, dejando desamparada en 
Italia á su familia. 

En resumen, los daños y perjuicios causados se síntelUan en 
en esta forma: Por los intereses y privación de su giro, del depó- 
sito referido durante la secuela del pleito, por la pérdida del em- 
pleo decapitan de buque y estadía forzosa impuesta en el Rosario 
á sus resultas, pérdidas de las utilidades y del trafico de la earga 
y descarga del buque, gastos ocasionados «n la prueba para 
traer las constancias obradas en el Tribunal do FiladelÜa y su 
conveniente traducción ; erogaciones naturales del pleito, etc. 

Por todo to que, estimando esosdailoi y perjuicios en 30.000 
peso* moneda nacional y apoyado en los artículos 1072, 1076 
1077, 1109, 1088 y 10(10 del Código Civil, pide que en su opor- 
tunidad sean condenados á pagar dichos daños los señores Wi- 
lliams y Compañía, con costas. 

Que corrido el respectivo traslado ¡i los demandados, y des- 
pués de sustanciado el incidente sobre arraigo del juicio por 
ellos promovido, lo evacúan á foja 43, sosteniendo que debe 
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rechazarse con costa» la demanda, por ser inciertos los hechos 
en que- ella se basa, negando también los preterid id úrdanos y 
perjuicios invocados y bu monto, aunque ¡ior otra parte no se- 
rían de su cargo. 

Que recibida la cansa ú prueba se produjo la que expresa el 
certificado del señor Secretario de foja 79 vuelta, y ordenán- 
dose la agregación del expediente que menciona el auto de foja 
111 con calidad de € para mejor proveer», uon loque, y previo 
llamamiento de autos para deüuitira, la cansa ha quedado en 
estado de ese pronunciamiento. 

I considerando: I o Que el actor, en curopl i miento del pre- 
cepto sancionado por la ley 12, título 14, partida 3', ha ofrecido 
como prueba de sus afirmaciones las posiciones do foja 64, y el 
expediente agregado. ¿ Que mérito legal tiene esa prueba en 
relación ú lo¿ hechos controvertida y que son el fundamento 
del pleito ? 

Es esta la cuestión que á mérito de sus constancias, pasa el 
juzgado á resolver. Pero antes, es necesario ocuparse de la ini- 
ciada en el alegato de los demandados, sobre la improceden- 
cia de la acción, por razun de que ella ha debido ser dirigida 
contra la casa WiHiams y Compañía de Montevideo, por ser 
ella la que demandó A Gacuce por cobro del pag.iré y no contra la 
que se dice existe en esta plaza. Ese pronunciamiento es prévio 
desde que ella envuelve un* cuestión de compelem ia jurisdic- 
cional quo, á existir, debe ser declarada aun de olicio, en cual- 
quier estado de la causa y aun cuando no se deduzca en forma, 
(tomo 10, página 177, y toin 3", página 189 de los Fallos de la 
Suprema Corte). 

2° Que el juzgado, sobre la procedencia de dicha defensa, 
se pronuncia desde luego por la negativa, desde que la litis 
contestación se trabó directa y personalmente con Williams y 
Compañía, y sin observación alguna entro al pleito, después de 
haber requerido y obtenido de su contraparte medidas de se- 
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guridad ? arraigo, y por consecuencia, no piulando la litU 
contestación sufrir modificación, y debiendo la sentencia fun- 
darse en las alegaciones hechas en la demanda y contestación, 
tal defensa es inadmisible bajo el punto de vista legal, mayor- 
mente que, según resulta de autos, los demandados fueron noti- 
ficados en el domicilio indicado, lu que juris tantum prueba que 
ellos lo tienen en esta Capital, de donde suTgt- el fuero federal 
por tratarse del ejercicio de una acción personal. Que uparte de 
estas razones finid a metales, la* constancias de lu causa no acre- 
ditan el extremo alegado, esto es, la existencia de ambas casas 
de comercio, y pnr el contrario, ellas justifican qii" la rasa 
dama miad a es laque inició y prnsi^ui'i el juicio eu el Rosario por 
cobro del refeiidn |iagaré, y pc-i tanto es ella la úuii-a que debe 
responder d< las resultas 'le sus propios actos, con arreglo al 
artículo HOÜ del Código Civil. Lis respuestas dadas por los 
demandados absolviendo el pliego ¿e posiciones de Toja 6i y 
el poder de foja fttdel expediente pie*eiitado como pnuha, 
y el traído ad effeclum vvtendi, son bien elocuente* al respecto 
y escusa n mayores consid oraciones. 

Y no obbtanle que con las posiciones de foja 87 se ha pre- 
sentado documenlus que tienden á acreditar la existencia de 
ambas casas y la composición diferente de los socios que la 
Componen, tal doc.iimentaci n, el juzgado, aun de oficio, no pue- 
de tomarla en consideración, en razón deque ella ha sido pre- 
sentada después <l el vencimiento del téimino probatorio , y no 
fué ni siquiera mencionada en U contesl ación dei pleito y ni 
fué acompañada con el juramento que prescribe el artículo 10 
de la ley nacional de procedí miento -i (inmc^S , página 428, 
Fallos citados). 

3" Que eliminada la cue-tiou competencia, n-sia resolver la 
de fondo, ó sea la procedencia ó improi edeioia de la acción ins* 
taurada. 

Que la absolución deposiciones al tenor del pliego de fojas 64, 
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hecho por Williams y Compañía y las constancias del expedían- 
te ejecutivo seguido ante el señor juez de sección del Rosario, 
demuestran incontrovertiblemente el derecho del actor á aer 
indemnizado del perjuicio recibido, desde que por confesión ei- 
presa de dichos señores, y por sentencia homologada, se tiene 
comprobado la existencia del paga.-é en tres ejemplares valor 
de i34 libra* esterlinas, suscrito en Montevideo por Cacace en 
su carácter de capitán del baque « Papa * ti favor de WiMama 
y Compañía, la ejecución iniciada en Filadelliu y como su con- 
secuencia, el embargo y venta de dicho hoque por esa autoridad 
judicial ; el juicio ejecutivo promovido por loa mismos señores 
contra el actor por ante el señor juez federa! del Rosario, con 
esos mismos documentos, la fianza ejercida y otorgada por Ca- 
cace, y finalmente, el fallo favorable pronunciado enambas ins- 
tauoias. 

4' Que el derecho del señor Cacace a -ser indemnizado, nace 
del artículo H09 del Código Civil que preceptúa, que todo el que 
ejecuta un hecho que por su culpad negligencia ocasionaun daño 
á otqg, «tita obligado á la reparación del perjuicio, y en el sub- 
judiee, esa culpa es evidente y mi ni fiesta, como lo demuestra 
principalmente, el hecho de haberse iniciado ¡í sabiendas 'res- 
puestas á Jas posiciones del pliego de posiciones) tina segunda 
ejecución con ocasión del mismo pagaré y después de haber sido 
vendido el buque « Papa * judicialmente en Filadelfia, no 
obstante el precepto imperativo del articulo 8(U del Código de 
Comerci-, que dispone que en las ventas judiciales se extingue 
toda responsabilidad del buque en favor de los acreedores, sean 
cuales fueren s- i privilegios, desde el dia del remate. 

6 o Qne establecido el dereeho del actor á ser indemnizado, 
sólo queda á examinar el mérito de las probanzas por él ofreci- 
das, i fin de justificarlos perjuicios sufridos y que se mencionan 
en su demanda, y bu importancia <t efecto de determinar la 
suma que corresponda en justicia le se* abonada. 

T. Lili 4 ^ 



18 



f Al LOS i>t I.* SUPllfcM* <:oKTK 



£1 demandante h.i comprobado satisfactoriamente con el re- 
cibo «le foja 16 de las autos traídos ad effectum videndi y con 
las demás constancias del mismo, haber sido privado del inte- 
rés j giro de la suma de 3200 pesos moneda nacional exigido 
judicialmente como canción de arraigo durante la secuela del 
pleito, así como tas erogaciones naturales »del mismo, que de 
dicho eipedien te constan, r¡izon por la que procede sean esas 
partida» declaradas de legítimo abono, previa liquidación 
de su importe por secretarla. 

6°Que los perjuicios invocados por la demanda, por la pérdi- 
da del empleo de capitán del buque j pérdida de las utilidades 
y del tranco déla curga y descarga del mismo, no han sido com- 
probados en forma alguna, motivo ni; > que suliciente para que» 
con arreglo á la ley i*, litólo i4, partida 3*, se Ies declare im- 
probados y se absuelva ó tos demandados de toda responsabili- 
dad pot ellos. 

7" Que si bien las conslancias de la causa acreditan la estu- 
dia forzosa del actor en el Rosario, con motivo del pedidode lus 
señores Williams y Compañía hasta tanto no dejare apoderado 
instruido y expensados bis resultas del nuevo emburro pedi- 
do, fojas 107 y Il8, tal circunstancia no la constituye en res- 
ponsabilidad civil, desde que, como lo tiene consagrado la Btt> 
prem* Corle de justicia en numerosos casos, y entre otros,' en 
el que se registra en el tomo 67, página 406, de sus fallos, no 
basta, para la procedencia de la reclamación del perjuicio, de- 
mostrar el derecboáser indemnizado, Binóqnees necesario que 
el uctor además compruebe la existencia real de ellos, usí como 
su importancia, ¡i íin de poder determinarjudicialmente la suma 
que 9e le debe mandar abonar por tal concepto, extremos éstos 
que no han sido justificados en forma alguna y ni siqníera se lia 
intentado hacerlo. 

Por e^tos fundamentos fallo : condenando á loa stñores 
Williams y Compañía á satU facer á don Tomás Caeace, por 
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toda indemnización de perjuicios, e! importe de intereses y pri- 
vación de su giro del depósito de foja 19 (autos traídos ad 
efleclum vitltmdi)ú\ tipo usoa! de Banco durante la secuela de 
pleito, y i-rogaciones naturales del mismo, debiendo en su opor- 
tunidad practicarse por secretaría una liquidación de ellos; 
absolviendo á los demandados de los demás perjuicios reclama- 
dos, y con declaración de que las costas causídicas deberán sa- 
tisfacerse por sn orden, por no encontrar el juzgado mérito para 
imp>Hu-rlas á ninguna de las partes. 

Notifíqneae original, devuélvanse tos autos traídos y repón- 
gase los sellos. 

If/ustin Vrdinarrain. 
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Exvmo. señor: 



La sentencia fue dhtada el 12 de Abril próximo pasado, y 
notificada al actor el 13 de! mismo mes come consta á foja 125 
vuelta, Este solicitó aclaratoria déla sentencia respecto á las 
erogaciones naturales, pidiendo no I corra el término, ni le 
pare perjuicio para la apelación (fnja 126). YA 14 fué despachada 
la aclaratoria y notificada el 17, el 20 se presentó el escrito de 
apelación (foja 30), el que fué concedido libremente. 

Contado el término para apelar desde la notificación de la 
sentencia hasta la fecha de] cargo puesto al escrito de apelación 
han trascurrido 6 días, y contados desde la notificiicion de la 
aclaratoria, ó sea desde el 17 de Abril á la fecha del escrito de 
apelación, lian trascurrido tres dias. 



Federico Ibarguren. 



FALLOS DE LA SUPHEHA COATE 



Iluciiús Aire*, Mayo 18 de 1889. 



Vistos y considerando: Q ae según n anita del informe prece- 
dente, la ape|ar¡on dedm ida á foja ci-olo treinta ha sido inter- 
puesta después del término que la ley acuerda ú este objeto (ar- 

Que no es rtabh á las parts prorogur en su pr. .Techo, Jos tér- 
minos fatales, con la presentación de coritos que no importan 
la promoción de un in-idente, au:. cuando expresen que hacen 
díoha presentación, sin que les coíra término ni les pare per- 
juicio. 

Que sí bien la ley quince, título veintitrés, partida tres, esta- 
bleCe que la Bclaracinn jmlirial de o na sentencia, permite al 
interesado deducir el recurso de apelación aunque haya vencido 
el térmiiK» para recurrir de la sentencia aclarada, la apelación 
en este caso, sólo da derecho a ju/gur si es ajustada ó no la in- 
terpretación dada al fallo por el juez. 

Por esto.se declara mal concedida la Apelación de foja ciento 
treinta, en cuanto ella no se refiere á la autorizada por la citada 
ley quince, título veintitrés, partida tercera. Repóngase el 
papel. 

BENJAMIN PAZ. — AOEI. RAZAN. 
— OCTAVIO BUNGE. — «JA». 
B. TOItHEPiT. 
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rail» de I» 



Buenos Aires, Setiembre 2 de 1899. 




Yistosy considerando : Que el demandado, en la contestación 
de h\ demanda, no ha afirmado de oaa manera formal y explíci- 
ta que lar.ríun social Williams y compañía, contra la que se 
deduce la acción, im sea La misma que con igual nombre siguió 
contra el demandado Cacace el juicio ejecutivo que sirve de 

paru que ese heohuse tenga por reconocido de conformidad con 
el artículo ochenta y seis de b ley de procedimientos. 

hay tanta más razón para aplicar, en el caso, la líspoai- 
artícnlo citado en el sentido expresado, cnanto que 
consta de los autos que Cacase promovió contra Williams y com- 
pañía ante el juez de sección de Santa Fe, demandando las 
mismas indemnizaciones que persigue en éstos, y que se han 
traído adeffectum vuiendi, á consecuencia de la providencia de 
foja cincuenta y una vuelta, que el demandado aceptó entrar a 
ese juicio, reconociendo que realmente eran á su cargo las res- 
ponsabilidades pretendida* por Cacace, en cuanto hubiere lu- 
gar por derecho á esas responsabilidades, porque así Be des- 
prende del poder de foja diez y seis y porque así Tesult» en 
términos expresos del escrito de contestación ¿ la demanda de 
foja diez y nueve, en el que la parte de Williams y compañía de 
esta plaza, pide en conclusión, que habiendo por contestada la 
demanda, se falle en definitiva que esaparte sólo está obliga- 
da á pagar el interés de los pesos tres mil doscientos, deposita- 
dos por Cacace, y los gastos necesarios y comprobados que él 
haya tenido que hacer con motivo del pleito originario; es de- 
ctr, del ejecutivo de que se ha hecho referencia. 
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Que á los efeotos de la mis mu conclusión, puede observarle 
qne en el juicio ejecutivo ya mencionado, con motivo de la re- 
nuocia del poder que. hicieron Uaumus y Dodero^epTPsentantps 
de Williams y compañía, la Grma sociu! demandada en el pre- 
sente litigio fué notificada á fin deque asumiera la participa- 
ción que le correspondía en la causa y aceptó sin observación 
alguna esa uutifiCdcion, según se Te á foja doscientas dos y 
vuelta del expediente relativo, también traído mi effectum vi- 
dendi> en virtud de ta providencia de foja ciento anee. 

Que aunque el demandado pretende que la rizón social Wi- 
lliams y compañía pertenece boy á una sociedad que mi es l;i 
misma que se hizo representar y actuó en el juicio recordado 
que por daños y perjuicios promovió Cacace ante ejj juez de sec- 
cion de Santa Ee, no sólo es cierto que lodi-bió diuji de manera 
clara en la contestación ;i la demanda, <inó que no ha probado 
que la sociedad Williams y compañía, que existió y que se dice 
transformada, se bobiera disuelto y mucho menos liquidado, 
anotándose en el Registro de Comercio, y publicándose en for- 
ma la disolución para que esto hubiera de surtir efecto en per- 
juicio de tercero, yaque ni siquiera se maniíiesta que esa so- 
ciedad se había contraído por tiempo determinado (urtículocua- 
trocientos veintinueve del Código de Comercio). 

Que es fuera de duda que el demandad» tiene el deber do pa- 
gar al actor los intereses corridos al tipo de tos que cobra el 
Banco de la Nación en sus descuentos, por la suma de pesos 
tres mil doscientos moneda nacional, que Cacace depositó se- 
gún eí comprobante de foja dieciocho de los auto? ejecutivos, 
y por el tiempo transcurrido desd^ la fecha del depósito hasta 
que le fueron devueltos sus dineros : obligación que el mismo 
demandado reconoció, como ya se ba hecho constar, eoel juicio 
seguido ante »1 juez de la sección de Santa Fe, entre las mis- 
mas partes y sobre ta misma materia. 

Que tampoco puede haber duda que el actor tiene derecho de 
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ser pagado de las costas que se hizo en el juicio ejecutivo, por- 
que así está ordenado por la sentencia ejecutoriada de foja doa- 
eientus treinta y nueve que cuntir ra ó la de foja ciento sesenta 
y cinco recadasen ese juicio, siendo de observar que el apode- 
rado del actor, en el escrito de f fija doscientas cinco de esos 
mismos autos, con expresión de cantidad, reconoció haber reci- 
bido por entrega hecha por Haumus y Dodero, sumas de dinero 
aplicables ó esas costas. 

Que Caoace uo ha probado que se le hayan ocasionado otros 
perjuicios sobre los que le reconoce lasentencia apelada,que pue- 
dan servir de fundamento legal ¡i sus pretensiones, pues que no 
ha producido justilicativo alguno que sirva á demostrar que haya 
sido forzosa su permanencia en el Rosario desde el ocho de Agosto 
de mil ochocientos noventa y uno, fecha en que á foja ciento 
veinte de los autos ejecutivos se le notificó que no podía ausen- 
tarse sin dejar apoderado instruido y expensado, á las resultas 
del embargo mandado trabar por la suma de pesos dos mil en 
ampliaron del por pesos tres mil doscientos anteriormente tra- 
bado, hasta el veintisiete de Noviembre del mismo año en que 
se dejó sin efecto esa ampliación (foja doscientas), habiendo, al 
contrario, elementos suficientes para admitir que Cacace pudo 
ponerse á cubierto de las consecuencias temporarias de esa no- 
tificación, y continuar el ejercicio de su empleo de capitán, co- 
mo ha continuado después, según se ve á foja setenta y una de 
los autos corrientes. 

Por esto, y fundamentos concordantes de la sentencia apela- 
da de foja ciento diez y ocho, se confirma ésta, sin especial con- 
denación en costas, por haber sido recurrida por ambos interesa- 
dos, con declaración de que los intereses por la suma de tres 
mil doscientos pesos que deposito Cacace en el juicio ejecutivo, 
se han de liquidar en razón al tiempo transcurrido desde la 
fecha del depósito, hasta la fecha en que esa cantidad fué de- 
vuelta al mencionado Cacace, y de que para la liquidación de 
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las costasen el juicio ejecoÜTO, se han de tener fn cuenta la* 
sumas que áeae titulo recibió el apoderado de Cacace, segtin 
el escrito de foji doscientas cinco, corriente «mi ese juicio. Ñu- 
tí fiq o ese con él original y 



BENJAMIN p Atl ~ ABEL BAZAN. 
— OCTAVIO IHJSCE. — JUAN 
E. TOilKENT, — ¡i. ÜABTirtEZ. 
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Criminal centra 



excarcelación 



Sumario. - Al empleado procesado por emociones no puede 
la excarcelación provisoria. 



Caso. — El procesado solicitó excarcelación bajo lianza, di- 
ciendo que la pena aplicable no excedería de seis meses de 
prisión, como lo había consignado el procurador tiscal en su 
acusación. 

Eati- funcionario expuso que podía concederse ta excarcela- 
ción, Á mérito de la naturaleza de la pena cuja aplicación soli- 
cité contra el procesado. 
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Vatf d*l Juf/ f>d<°r»i 



Salla. Junio M a? 1899. 



Vistos y considerando : Que i<| presante caso, ile exaccio- 
nes pur ti ti empleado público nacional, está especial y exclu- 
sivamente regido por el ¡míenlo 88, referente al 87 de la ley 
nacional de 14 de Setiembre de 1863, y no por las disposiciones 
del Código Penal que rigen los delitos comunes y los cometidos 
por empleados que no son de aquel carácter. 

Que lijándose el máxit ti de la pena por dicho artículo 88 

en seis años de trabajos forzados, el caso no está comprendido 
en el artículo 376 del Código de Procedimientos en lo Crimina I. 

Por esta razón, fallo: declarando, no haber Jugar á la excar- 
celación pedida. Repónganse. 

David ¿ainbraho. 



VISTA DEL SENOH I EtOUJIUUOK GENEHAI. 

Uuerio* Aires, Agosto 10 de 1899. 



Ajustándose el auto recurrido de foja 46 vuelta ¡í las cons- 
tancias del sumario, en cuanto a la naturaleza del delito que lo 
motiva y á las prescripciones de la ley nacional de 1863, en 
cuanto á la penalidad aplicable á los hechos imputados, pido a 
V. S. se sii va confirmarlo por sus fundamentos. 

Sabiniano Kier. 



■ 
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Buenos Aires, Setiembre i? de 1889, 

Viatoa: De acuerdo con lo pedido por el señor procurador 
general y sin perjuicio de la calificación del delito que en deli- 
nitiva se baga en su oportunidad, ec confirma, con coatas, el 
autu apelado de foja cuarenta y seis molta. Devuélvanse. 

BENJAMIN PAZ. — ABEL BAZAN. 
— OCTAVIO BUNGE. — JUAN 
E. 10BBENT. — II. MAllTIKEZ. 
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Luis Seheiner y compañía routra Rafael Otlone y compañía t 
por daños y perjuicios ; xobre prueba de testigos 

Sumario. — La no concurrencia sin justificativo de los tes- 
tigos, y el no haber s ■diuilailo los medidas del artículo 122 de 
La ley di 1 procedimientos, máxime si el término probatorio se 
encontraba vemido, importa negligencia de la parte. 



Caso, — Vencido el término de prueba, el secretario certificó 
al respecto, agregando la producida por tal partes. 
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Fallo del Jm Fe deeal 

Ilutaos Airo, Junto :i de 18W. 

Hágase saber el certificado que antecede y que el expediente 
se enrueutra en secretaría á los efectos del artículo 177 del Có- 
digo de Procedimientos. Repóngase el papel. 

Vrdinarram. 



Auto del Juti Federal 

Rucho* Aire^, Jimio áiSdfi 1899. 

Y vistos: No enroutrnndo mérito bastante pitra revocar el 
auto de f.,., por encontrarse ajustado a derecho, y por las con- 
sideraciones del precedente escrito, no lia lugar á la revocatoria 
solicitada a foja Í72, y concédese en relación el recurso de 
apelación interpuesto, debiendo elevarse lúa autos á la Supveina 
Corte en la forma de estilo. 

iiervasio h\ (iranei. 



Falle de la ftuprc*** Corte 

Buenos Ain-s, Setiembre & de 1899. 

Vistos y considerando: Que es obligación de la parte que 
ofrece la prueba testimonial urgir per todos los nidios legales 
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su recepción, de modo que no pueda imputársele culpa ó negli- 
gencia. 

Que en él présenle caso, si bien es cierto que el actor soli- 
citó en diferente» ocasiones lacitarion de tos testigos que ofre- 
cía, uo es monos cierto que la no comparencia de éstos, no obe- 
deciendo á causa justificada alguna, le imponía el deber de 
hacer Uso del recurso legal autorizado por el artículo ciento 
veintidós de la ley de procedimientos, sí quería que su prueba 
teatimoníal se produjera, con tunta mayor razón euanto que 
el término de prueba se encontraba rencido, según consta del 
certificado de foj¡i ciento setenta y una. 

Que al no hacer uso del referido recurso ha procedido ce n 
negligencia, cuyas consecuencias deben recaer sobre él. 

Por esto, se confirma con costas el auto apelad» de foja ciento 
setenta y una vnelta. Notifíquese original y, repuestos los se- 
llos, devuélvanse. 

BENJAMIN PAZ. - ABEL BA24N . 
— OCTAVIO BUSGK. — JUAN 
E. TUBRENT, — H . MARTINEZ. 



VAVHA « « < *1LI 

Oca/upa, Arana y compañía, contra la provincia de Santa Fé; 
sobre escrituración ó daños y perjuicios. 

Sumario. — i" El decreto de concesión acordada btijo bases 
que resulte hiber stdo ignoradas, y por tanto no aceptadas pur 



[>K JUSTICIA NACIONAL 29 

el concesionario, importa una promesa de donación susceptible 
de retractación ; y el hecho de haber el eoncedente dispuesto 
de la cosa materia de ella á favor de otro, importa retractación 



Caso. — Lo es plica el 



Hueiios Aires, Setiembre 7 de 18W9. 

Vistas i Los presentes autos seguidos originariamente ante 
e¡>U Suprema Corte por los señorea Ocanipo, Arana y compañía 
contra la provincia de Santa Fé, sobre escrituración de una 
úrea de campo en el Chaco Austral, y en su defecto, sobre pago 
dv daños y perjuicios, de los cuales resulta: 

Que según lo acredita el expediente administrativo acompa- 
ñado á ladeinaudade foja veintidós, don Manuel O ampo Sa- 
manes, solicitó del Poder Ejecutivo nacional, foja nueve, conel 
objeto de colonizar, lu concesión de un área de cuatrocientos 
kilómetro» de terreno contiguo ¡i la cubmia Oca tupo, de propie- 
dad del solicitante, situada en el Chaco; por decreto de treinta 
de Mayo de mil ochocientos «'lienta y tres, fué aceptada esa 
solicitud, disponiéndose en el misino decreto que la Ohcina de 
Tierras y Colonias formulase el proyecto de contrato correspon- 
diente, que debía elevar á ta aprobación del Podtr Ej<'Cutiv<i, 

Que formulado por dicha oficina el proyecto d« contrato de 
foja once vuelta, fué aprobado con algunas modificaciones por 
el decreto de catorce de Diciembre de mil ochocientos ochenta 
y tres (foja catorce), en que se orden* que pase á la escriba- 
nía mayor de gobierno para su escrituración. 
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Que por resolución del ministerio del Interior, que ge registra 
al pié de este decreto, se dispone, qne él fuese notificado á don 
Manuel Oeampo Samaría, haciéndole saber que el depósito de 
garantía y la firma de escritura debían quedar hechas dentro 
de diez días de la notificación, debiendo dar cuenta el escribano 
mayor de gobierno si no ge eumpliese esta resolución. 

Que la notificación expresada no se efectuó, quedando en 
este estado el expediente durante tres años, por haberse tras- 
papelado en el archivo del ministerio, hasta que, habiendo apa- 
recido, se presentó el interesado al gobierno con fecha dos de 
Enero de mil ochocientos ochenta y siete, alegmdu la circuns- 
tancia enunciada y pidiendo que se ordenase á Ja escribanía ma- 
yor de gobierno el cumplimiento del decreto por el cual se man- 
dó hacer la escrituración. 

Que el ministerio respectivo, previa certificación sobre el ex- 
travío del expedicute, dictó el decreto de primero de Abril de 
mil ochocientos ochenta v siete (foja diez y ocho), disponiéndose 
que pase el expediente al gobierno de Santa Fé, en atención ú 
no corresponder ya á dicho ministerio conocer en lo relativo ú los 
terrenos solicitiidos por Ücampo Samanes por haber sido ellos 
comprendidos en los concedidos i la provincia de Santa ¥4 por la 
ley de trece de Noviembre de mil ochocientos ochenta y seis. 

Que con e-re motivo Oeampo Sainaués ocurrió al gobierno de 
Santa Fé, pidiendo la escrituración que quedó pendiente anta 
el de la nación; pero a'juel gobierno se negó á ello, en vista del 
informe de foja diez y nueve del Departamento Topográfico de 
la misma provincia, en que se asevera, que de los antecedentes 
remitidos al gobierno dtí Santa Fé por tas autoridades de la na- 
ción respecto "leí territorio anexado por la ley del Congreso, 
consta que parte del área cuya escrituración solicitaba Ocampo 
Samanes, fué mandada mensurar y dividir por decreto del Exmo. 
gobierno nacional de fecha cinco de Diciembre de mil ochocien- 
tos ochenta y cuatro, habiendo efectuado esa operación el agri- 
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mensot doa Domingo Orlandíni, quien midió y gubdividió una 
área de doscientos kilómetros, que bajo ta denominación de sec- 
ción una y dos de Las Garzas, fué entregada á la colonización ; 
y que Jo restante de la superficie de cuatrocientos kilómetros 
fué consignado en la* planillas remitidas por el Ministerio del 
Interior, con fecha veinte de Noviembre de mil ochocientos 
ochenta y seis, como «rea libre de que podía disponer el gobierno 
de Santa Fé á los efectos del contrato de límites con la provincia 
de Sautíagu. 

Agrega el mismo informo, que fundado en esto, el gobierno 
de Santa Fé escrituró a favor de don Vicente L. Casares, en 
veintidós de Noviembre de mil ochocientos ochenta ? seis, y 
©orno indemnización de úreas cuyos títulos procedían de la pro- 
vincia de Santiago, una superficie dentro de la cual quedó in- 
cluida la parte de que no había dispuesto la nación, un el área 
solicitada porüoampo Samanes, y que en consecuencia, no había, 
en la actualidad, terreno disponible dentro de los límites indi- 
cados en los preliminares del contrato cuya escrituración se pe- 
día; invocando estos antecedentes los señores Ücarapo, Arana y 
compañía, lian deducido la demanda de foja veintidós, en que pi- 
den que la provincia -le Santa Fé sea condenada á cumplir lo 
resuelto por el gobierno de Ja nación en los decretos antes men- 
cionados, y en su defecto, á indemnizarle de los daños y perjui- 
cios que les causa su falta de cumplimiento. 

Fundan los actores esta demanda alegando- que si por lo* 
decretos del Kimo. Gobierno de la nación, Ocampo había adqui- 
rido derecho á la concesión que solicitó, no se le podía despojar 
de él por un decreto posterior, destinando la misma tierra al 
mismo objeto y sin que nadie la hubiera solicitado. 

Que si Ocampo no protestó, ni se presentó á hacer opusicion, 
fué porque do tuvo conocimiento de lu operación de mensura, ni 
se le notificó ésta, como lindero que era de las tierras de que se 
trata. 
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Que Ooaropo estaba entonces en posesión de ellas y que r.i sus 
encargados allí habían visto que se practicase tal operación. 

Que el decreto del Poder Ejecutivo no se había cumplido, que 
las tierras do han sido da-tas á la colonización, bailándose en el 
mismo estado que cuando se otorgó á Ocempo la concesión. 

Que si bien era cierto que en el croquis provisorio que se pasó 
al gobierno de Santa Fé por el Ejecutivo nacional aparecían como 
librea esas tierras, también !o era que en uu pimío definitivo 
que se pasó después, se señalaban las tierras en cuestión oomn 
cedidas á Ocampo, sin poder asegurar que la escritura otorgada á 
Casaros sea de fecha anterior á la remisión de ese segundo pla- 
ñí); p r iqu- eu cualquiera de los dos casos el gobierno de Santa 
Fé no pudo escriturar ¡i Ca-arcs, porque si cuando lo hizo un 
había recibid n e¡ segundo plano, procedió con li pereza, puesto 
que siendo el primer plano promono, su mismo -ácter le in- 
dicaba que pulía ser mo lificado, ó que contenta errores; si lo 
segundo, couc-dió á Casares loque sabía que va babfusido con- 
cedido a Ücumpo. 

Pero que aún ruando la escrituración á favor de Casares hn- 
bie.se sido bien hecha, resultaría siempre mejor el den^ho de 
Ücirnpo á esos terrenos, tanto por haberlos obtenido primero, 
como por haber tomado primero posesión de ellos, siendo sabido 
que de dos qu«» han comprado una misma cosa, es preferido el 
que fué anterior en tiempo, y si alguno de ellos lomó posesión, 
el que primero la tomó, 

(Jue no podía oponerse como razón bastante, el que antes de 
la escrituración el Honorable Congreso hubiese dispuesto de 
esas tierral con otro objeto, porque la concesión hecha á Ocam- 
po fué muy anterior á la fecha de esa ley, es decir, que la pro- 
piedad de ellas, cuando se dictó la ley, había salido ya de la na- 
ción para ser de Ocampo, en virtud de un decreto dictado con 
arreglo á la lej que eut'mces regía y que lo facultaba para ha- 
cer tales concesiones. 



DE JUSTICIA N ACHINA L 33 

Que si no se había hecho todavía la escrituración, y faltaba 
algún otro requisito sin grande importancia, no por eso era 
nulo el decreto de la concesión, pues que es éste y no la escri- 
tura lo que da derecho ¡i las tierras que se destilan á la coloni- 
zación, siundo la escritora el medio de perfeccionar el contrato, 
cuando éste ya existe. 

Que aún prescindiendo del carácter oiicial del poder ejecu- 
tivo nacional al dictar el decreto de concesión, para reducir- 
se al caso entre particulares, la demanda de los actores era 
perfectamente arreglada al artículo mil ciento ochenta y cinco 
del Código Civil, qoe establece que Ja falta de escritora públi- 
ca, después d« hedía la concesión, da derecho á las partes 
para exigir la escrituración, que ps lo que jhora demandaban 
de la parte con quien hicieron el contrato, Ú de su sucesor, que 
era lo mismo. Y esto haciendo caso omiso del carácter de pre- 
sidente de la república, cuyas resoluciones siempre que sean de 
acuerdo con la ley, revisten el carácter de instrumento públi- 
co (artículo novecientos setenta y nueve, inciso segundo, M 
Código Civil). 

Concluyen observando con respecto il decret» del Ministerio 
del interior, referente & la notificación que debía hacerse á 
Ocampo, que no había habido culpa ni negligencia de parte de 
éste, puesto que nada se le hizo saber de lo mandado por el 
ministro. 

Contestando la provincia de Santa Fe enta demanda por me- 
dio de su Hpoderado, constituido al rfecto, pidió á foja cuarenta 
y cuatro su reclMio con costas. 

Dijo en su defensa que la acción de los demandantes no se 
había instaurado contra quien correspondía. 

Que el gobierno de Santa Fe do había contratado ron los 
demandantes, y no era A él á quien incumbía reparar actos que 
no había ejecutado. 

Que según lo manifestaban los mismos demandantes, el pro- 



3i t Al I OS ÜK LA Slt'KKMA C0RT1 

yecto de contrato de colonización hubo de llevarse á cabo con 
el ejecutivo nacional, y que la provincia de Santa Fe era un 
tercero que nada tenía que ver con esta convención. 

Quü el artículo mi 1 , ciento o,- lienta y cinco del Código Civil 
que invocaban los actores, «o refería á las partea contratantes, 
que en esto caso, son los demandantes y el peder ejecutivo de 
la nación» si ha habido alguna convención entre ellos, y que el 
cumplimiento de la obligación de hacer escritura, deque habla 
dicho artículo, sólo puede pedirse á la parte que se obligó i 
otorgarla baju la pena que establece el artículo mil ciento 
ochenta y siete. 

Que 1.» fuerza ..bligatoria di- las conven t-ion es nuce del con- 
sentí ron- 11 lo de las partes, y que era natural que solo tengan 
efectos entre las que han consentido, sin que puedan perjudi- 
car al tercero, que no ha participado ni ti- nido representación 
en ellas. 

Que cometían un grap error \o* demandantes al pretender 
que el gobiemu de Santa Fe había sucedido al de la na* ion. 

Qtie constaba de autos que la tierra en cuestión fué entre- 
gada ;í Santa Fe como área Ubre de que podía disponer su go- 
bierno. 

Que no se había demostrado qm- los demandantes tuviesen la 
posesión de las tierra* que nadie les dió, y que no pudieron 
tomaría sin cometer un abuso ; pues no tenían la propiedad por 
no haberle sido escriturada. 

Que el contrato de Ocarupo con el goLierno nacional no se 
había consumado, y las tierras permanecieron en el dominio de 
éste hasta que el Congresn las cedió por una ley al gobierno de 
Santa Fe. 

Qu.' el dominio de esas tierras no pertenecía á los deman- 
dantes, porque nn había habido tradición, ni se firmó la escri- 
tura de enajenación, 

Que los daños é intereses que resultan de la inejecución de 
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una obligaciun, ó de un contrato, no pueden reclamarse sino á 
«nade Ja, partes contratante,; y que ll0 habiendo existido 
tal obligado» entre el gobierno de Santa Fe y lo* señores Oeam- 
!><>, Ara.ni y compañía era eridente que éstos nn podían elegir 
»l primer» pura entablarle ta aeciou que habían deducido y que 
MU reolmjarse por improcedente. 

Abierta la Causa á prueb» por el auto de foja -ementa y seis 
«obre lo, hechos que en él se determina, se produjo por l*, 
J|r|w la q«e eipreaa el certificado de foju ciento cincuenta y 
**, v habiendo alegado ambas sobre su mérito, y agregádoie 
í \M itttw las diligencias probatorias de foja ciento noventa y 
«.iutro á doscientos once, I, causa quedó conclusa para definí- 

Y con.ider.ndo: Que según s, demuestra por los anteceden- 
t-s racionados la solicitud hedía por Ocampo S.imanésá objeto 
«'» qu« se le concediera la tierra que hace la materia del pre- 
ste Pleito estaba aún en tramitación cuando esa tierra pasó 
u dominio y jurisdicción de la" provincia de Santa Fe, siendo 
e*a Ja rutón por la que el gobierno nacional dictó el decreto de 
fe-ha Abril |mm ? ru de mil ochocientos ochenta y siete foja 
m y ocho, decl.irando que no era ya de su incumbencia con- 
ti miar con *s¡* tramitación. 

Q»e In, cosas e„ ese estado, lo, demandant-s no han podido 
...rucar los decretos de fojas nueve y catorce para justificar con 
ellos la «i.stencia de una contención 4 ue sirva á don Manoel 
Ucampo Samanes para eligir, conforme á lo dispuesto en el ar- 
tículo m,l ciento ochenta y cinco del Código Citil, la escritura- 
ción que solicitan, porque: . hay contrato cu.ndu variae per- 
sona* se ponen de acuerdo sobre una declaración de rolantad 
mm destinada á reglar sus derechos», según lo establece el 
«tículo mil ciento treinta y siete dd Código citado; y mal 
l'»ede decirse, que por la eipedicion de los decretos de la refe- 
rencia hubo acuerdo entre 0;am P o Samanes y el poder ojeen- 
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tifo nacional sobre una declaración do voluntad común, cuando 
al dictarse el primer decreto de r»j¡i nueve no se había formu- 
lado todavía el contrato bajo cuyas cláusulas debía hacerse la 
concesión, y cuando el segundo deci to de foja catone, que 
aprobaba, con modifican ionei-, el proyecto formulado por la ofi- 
cina de Tierras y Colonia*, se mantuvo ignorado para el conce- 
sionario Ocanipo, por ivo habérsele notilic ido, basta tres uñus 
después de su fecha, en fue recién apareció el expediente extra- 
viado, lo que excluye la posibilidad de la existencia de una 
depuración «le voluntad común entre las pai tes. 

Que no importando el decreto de foja nueve sino la promesa 
de una donación subre bases aún no estipuladas y conteniéndo- 
se en el de foja caturee la of-rta al solicitante Ocatnpo Sama- 
nes de las cláusulas que reblarían la < cnTencion, el gobierno na- 
ciiinal ha podido rehnctar esas ofertas en tanto cuanto ellas 
no se hallasen todavía aceptadas (artículo mil ciento cincuenta, 
Código Civil). 

Que esa retractación resulta evidente del hecho de haber 
dispuesto la Nación de la tierra en favor de la provincia de San- 
ta Fe, mediante la ley de trece de Noviembre de mi) ochocien- 
tos ochenta y seU (artículo mil setecientos noventa y tres, Có- 
digo Civil). 

Por esto¡* fundamentos, no se hace lugar á la demanda de fi«ja 
veintidós, absolviéndote en consecuencia al demandado. Notifí- 
cese con el original y, repuestos los sellos, archívese. 

BENJAMIN PAZ. — ABEL BAZAS. — 
OCTAVIO BUNCE. — JUAN E. 
TORRENT. — U. HARTINEZ. 
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íto» Francisco Paz contra la Sttcursat del lianco Nacional en 
Saníiat/o del Estero, sobre cumplimiento de un convenio 

Sumaria. — 1° El DancoNacional no puede quedar obligado 
por el convenio que sin su intervención haya heoho un deudor 
su.vo, estipulando con terceros la venta de una propiedad de su 
pertenencia para que los compradores pagaran el precio con 
pagarés descontados del iuímuo Banco, garantidos por la hipo- 
teca de lo Tendido, imputándoae el valor del descuento ala deada 
del vendedor, 

2° El hecho de haber aceptad" y practicado el descuento con 
dos de los compradores» no obliga al Banct» á hacer igual ope- 
ración con loa otros dos, si aqueilus obraron mdividu *lmenley 
á. su propio nombre, máxime si la operación, a más de perjudicial, 
era contraria 4 los reglamentos del Banco, y no había sido acep- 
tada por éj gerente de la sucursal. 



Paso. — Resolta del 



rali* 4*1 Smmm Federal 

Autos j fistos : la demanda civil entablada por don Francis- 
co Paz, sobre cumplimiento de un contrato, de so estudio, re- 
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salta que el actor expone : Que convino con los señores Ft rui- 
nando Guiliano, Antonio Flooco, José Salvador y Antonio Crarero 
en Tenderles unn finca que poseía en el paraje denominado día- 
nogasta», departamento de Silipie.u I*, la que debía entregarles 
cercada y además f.ici litarles I dinero para compra líe agua y 
útiles de cultivo, obligándose ellos :i pagarle él precio de 20.000 
pesos, en cuatro pagarés de 5000 pe nos cada uno, ú la ¿ni en 
del Banco Nacional de esta ciudad, si este estabteci miento 
aoeptabi su descuento para i tu potar el iiuputtede ¡iquellos pa- 
garés al pago de su «leuda al mis mu Banco (la de Paz), que en 
efecto, en 12 de Abril, presentaron los referidos Guiliano, Flocco 
Salvador y Craverosii gestión ante el Banco y éste, por resolu- 
ción del 26 ó 27 de Abril de 1890, les acordó lo que pedían, y 
poniendo en ejecución eü» resolución, el entonces gerente don 
Julio Voget ordenó al empleado don Arcadia de J. Diax, que 
hiciera la liquidación de lu deuda -de Paz, que consistía en su 
cuenta corriente, cuyo saldo ascendía á 13.544 pesos 17 centa- 
vos y dos pagarés, el uno por 3900 pesos y el otro por 3900 
pesos. ' 

Que verificada esa liquidación y deducido de) monto de su 
deuda el importe de los cuatro pagarés por 5000 pesos cada uno, 
<iuedó un saldo en su contra de 110 pesos nacionales, por el que 
se le ex.igjí y lirmó un pagaré á laórden del Banco á 30 días* 

Que por su purte el 27 de Abril arregló con el Banco Hipoteca- 
rio Nacional la chancelación de su hipoteca sobre el terreno de 
que sctrttta y el 28 extendió la escritura respectiva á favor de 
Guiliano, Flocco, Salvador y Oravero, por precio recibido, por 
cuanto el Banco Nacional había aceptsido la propuesta antes re- 
ferida, acreditándole en cuenta corriente los pagarés que aque- 
llos firmaron por él precio de Inventa, extendiendo la escritura 
déla referencia en el registro á cargo del escribano Absalon 
Arias, 

Que también se extendieron por el mismo escribano Arias las 
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cuatro escrituras de hipoteca, que hacían los cuatro compradores 
á favor del Banco, según lo acordado; que convenidas las cosas 
así, exigió del Banco la devolución de los pagarés antes mencio- 
nados, y sólo obtuvo un recibo por 9800 pesos nacionales rete- 
niéndomele los pagarés suyos, cuya devolución exigía. 

Que en vano reclamó de loses-gerentes Voget y Alfonso por 
este proceder, sin Óbténef resultado favorabl» 1 y ain *\ue se acep- 
tara temperamento alguno conciliatorio de los que propusiera 
al Banco su abogado para eritar un pleito. 

Que de todo lo expuesto resulta, pues, que el Banco le retiene 
i nriebidanir'ntr ti os pagarés y además un recibo de can -elación 
de su cuenta corriente por 3748 pesos moneda nacional 17 cen- 
tavos. 

Que el Banco lio tiene derecho ¡i retenerle esos documentos, 
después de existir un convenio concluido y ejecutado ya parcial- 
mente por el Banco. 

Que desde que existe un contrato concluido y ejecutado en 
parte por el Baño, mal podía éste por sí solo pretender molli- 
ficarlo ó rescindirlo. 

Que segun el artículo ¿07 del Código de Comercio debe re- 
solverse por el derecho común esta cuestión. 

Que dada . su int-rvencion en la negociación de los señores Gni- 
liano, Flocco, ¡Salvador y Cravero, cree tener derecho para exi- 
gir el cumplimiento del contrato, conforme non Lo dispuesto por 
los artículos i 161, 1 162 y 1109 del Código Civil. 

Que con arreglo á los artículos 1197 y 1400 del Có ligo ci- 
tado, las convenciones de las partee son la ley á que deben so- 
meterse sin que les sea lícito eludir so cumplimiento, por la 
sola voluntad de una parte, ni modificarlas ó rescindirlas. 

Que en el caso sub-judtee ha habido un contrato bilateral 
perfecto y que ba principiado por el Banco, entregándole el de- 
pósito antea referido. 

Que aeí, no puede el Banco preteuder, por actos posteriores, 
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modificar lo coiiTeuido y rehusar el cumplimiento de lo esti- 
pulado. 

Qu. habiendo cumplido, por su parlo, con Ina obligaiiones 
que le imponía el contrato, conforme con el artículo 1201 del 
Código Civil, estaba en su derecho de exigir al Banco el eum- 
p| i miento total de su obligación. 

Que en mérito de su exposición, pedía A juzgado que al resol- 
ver un definitiva condenara al Banco : I o á la entrega de los 
mencionados pagarés suscritos por ál íi su orden por 3900 pesos 
el uno y por 3906 pesos el otro ; 2 o á expedirlt- d recibo de de- 
pósito, cancel.itorio de su cuenta corriente á la época en que fué 
liquidada ó sea por pesos 3í)48,f 7 centavos ; y 3° al pago de las 
costas y coütus. 

El Banco Nacional, contestándola demanda, dijo ser inexactos 
la mayor parle de los hechos en que fundaba ¡»u demanda el ac- 
tor, pues que los gerentes no habían hecho sino cumplir con 
su deber al ordenar la suspensión deesa operación que excep- 
tuaban perjudicial para el establecimiento. 

Que los consejos tenún rol meramente consultivo, pudiendo 
el gerente separarse de ellos. 

Que no era ''ierto que a] ei-gerente Voget, ordenara la liqui- 
dación ; que, por el contrario, ordenó no se hiciera, 

Que los estatutos y disposiciones reglamentarias imponían á 
tos gerentes que no realizaran operaciones que fueran ; erjudi- 
cinles, como hubiera sido la de que se tr.ita, por la elevada 
apreciación del terreno en cuestión y por l¡i insolvencia de los 
solicitantes. 

Que además, el actor Paz no fué parte en esas gestiones, y 
que por tanto no tenía personería para instaurar esta demanda. 

La causa fué abierta ¿prueba, y taparte de Paz produjo la 
que corre de foja,,, á foja... y el Banco la confesión de Paz, 
de foja... Corresponde ahora pronunciarse sobre el mérito de la 
prueba rendida. 
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Considerando; Que en el caso presente so trata del cumplí* 
miento deán contrato celebrado entre el Banco Nacional j los 
señorea Ferdinanrto Guiliano, Antonio Flucco, Jo>é Salvador 
v Antonio Cravero, Robre préstamos de sumus de dinero con ga- 
rantía h i poterna, spgun se desprende de los docu méritos ex- 
hibidos por el Banco, coro,* son l.is solicitudes de los nombra- 
do» ante el conseja, uon el despacho de la* mismas, pnesU al 
pie por )<is consejeros ü In Gregorio Santillan y don Jaime Ber- 
daguer, .sí como ttrml»eri de los pagarés firmados por los peti- 
clonantes, y por lia por las escrituras presentidas por el escri- 
bano Arias, de hipotecas, según lo acordado ptir ei eu-ísejo del 
Banoo. 

Que de la> declaraciones de los señores Santillan y ISer- 
daguer, como de los testigos Voget, Diazy HerteT, se despren 
de que, en efecto, se pactaron las base* del contrato y se rea- 
lizó éste en la forma acordada desde que se verificaron los des- 
tientos dolos pagaré* solicitados y a e expidió á Paz el recibo 
de foja 1; y se mandaron extender las e¡,crituras respectivas, 
comoeonsU dr foja.,, á ruja... 

Que si el contrato era 6 no ronreniente á los intereses del 
Banco, era cuestiun distinta que debe resolverse por las gestio- 
nes que corresponde entre mandatario y mandante. 

Que la personería de Paz está acreditada por ser un tercero 
oh el concepto del articula 1199del Código Civil, desde que era 
directa y personalmente interesado; y porque intervino persn- 
nalmente, como consta por las declarado urs de Díaz y Herter 
ya citadas; porque se le expedió ei recib>de foja... importe de 
los pagarés y porque dedujo su acción en tiempo, según ta lev 
(art. 2244 del Código Civil), 

Que el ion trato estaba hecho segun las prescrip ciones de los 
artfculo» 1148 y 1154 del Código Civil. 

Que la personería de Paz queda acreditada con arreglo á los 
artículos 1161, 1168 j 1199 del mismo código. 
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Que son, ad.-mus, de oportuna aplicación ü caso sub-judice, 
dada la naturaleza del contrato de que ae trata, lus diaposicio- 
nes de los artículos 132, 142, 141, U« y 207 del Código^ Co- 
mercio en cuanto establece las reglas que rigen ha rebelones 
que median entre factores y dueños ñe negocios. 

Por estas consideraciones y otras que se omiten, y por las con - 
cordanteade los escritas de foja* 3 ¡i 8 y de fnjas 108 á 118, d*- 
linitiv;i mente juzgando, fallo: que debo declarar, como en rfec- 
to declaro : 

I o Que el Banca Nacional debí- entregar A don Francisco Paz 
los pngrés por él suscritos á la órden de aquél, por 3000 pesos 
monada nacionai uno y 3906 posoa moneda nacimial el otro; 

2" Que debe espedirla el recibo di* depósito cancel ilurio de 
su cuenta corriente, A la ¿poca en que fué liquidada ó se;i por 
pesos moneda nacional 3748 con 17 centavos; 

3 a Qne taa costas se paguen en el orden en que se hayan cau- 
sado ; 

A" Que quedan á salvo al Banco Nacional, lea derechos que 
creyera t"n*T para balerío» valer dónde, contra y cuando co- 
rresponda, si viere así convenirle. 

Así lo resuelvo hi Santiago del Estero, A 1* de Agosto de 
1893. 

P. Otaechea y Alearla. 



rail* de i* Mupr«tttft f 

Buenos Aires, Setiembre 7 de 1899. 

Vistos y considerando: Primero: Que según se eipone en la 
demanda, don Franciaco Paz vendió a los señores Antonio 
Flocni, FcrdinandoGmliano, Antonio Crav^ro ó Clavero y José 
Salvador un terreno de su propiedad situado en el departamento 
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de Si típica primero, obligándose los compradores á pagar el 
precio de veinte mil pesos, en cuatro pagarés ú En orden del 
Uaneo Nacional, si se a eptaba su descuento, para imputarlo á 
la deuda que el a.-tor tenía en el mismo esiablecimientn. 

Segundo; Que no se ha probado que la sucursal del Banco 
Nacional en la provincia de Santiago interviniere en el contrato 
referido. 

Tercero; Que tampoco se ha demostrado que los señores 
Ploceo, Guiliano, Cravero j Salvador, hicieran en común el ne- 
gocio de la compra de la propiedad de Paz, y su hipoteca al 
Banco pnra obtener el dinero cun que se había de chancelar la 
deuda del propietario, de tal suerte, que tn que convinieran dos 
de los compradores quedase ligado al efecto de loa contratos 
que realizaran los otnta dos, pues consta, por el contrario, que 
Cravero y Salador procedieron individualmente, porque contra- 
taron A mi propio nombre al otorgarse lg* escrituras de fojas 
ciento treinta y seis y ciento treinta y ocho y porque tanto en 
las solicitudes do fojas treinta j cuatro y treinta y cineo como 
en los pagarés do fojas cincuenta y cincuenta y una no hacen 
referencia alguna á Hocen y Ouiiiuno, 

Cuarto: Que en vista de lo expuesto en los considerando-! 
anteriores, no puede admitirse que. el heyhode haberse cumpli- 
do el descuento de los pagarés ürraados por Floccoy Guiliano 
sea una cuntir moción de lo que pudo convenirse con Cravero v 
Salvador, que obligue al Bancj á llevar á rabo una operación, 
que dadas las constancias de autos, le sería perjudicial. 

Quinto: Que la desconfianza que loa solicitantes Cravero y 
Salvador inspiraron al gerente de la sucursal, don Julio Voget, 
está justificada, porque á pesar «le exponer a foja ochenta y tres 
quédele iiifurmó que esas personas nu existían, no se ha traí- 
do á los autos otra demostración de su identidad que las escri- 
turas de fojas ciento treintay seis y ciento treinta y ocho, an- 
teriores 4 la declaración de » ate testigo. 
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Sexto: Que el antecedente referido convence de que el tras- 
palo ó sustitución tle la deuda del demandante, á nombre de 
Cravero y Salvador, no ]>ro<1uoiri.i otro efecto que el de elimi- 
nar la responsabilidad del dendur sin dejar a] Baucn compen- 
sai- ion solí cíen te, pues no se ha comprobado c| ue Las ciucueula 
cna Ins de campo, en la provincia He Santiago, ofrccidtis en ga- 
rantía, valgan la simia de diez mil pesos que se exige al di- 
mandado y es *i e Ofeerse t¡tie nu tiene tanta importancia con itrio 
el acreedor no ha solicitado la venta de los terrenas de iguales 
Condiciones, hipotecados por Floteo y Guiliano para rezurcirse 
de las cantidades que le fueron concedidas ¡i estos, y que un h:ui 
abonado a] reneimieuto de los pagarés, según consta por las 
notas de protesto que corren en test imonio ó fojas ciento vein- 
tiocho y ciento re in ti nueve. 

Séptimo: Que las declaraciones de los testigos une figuran 
«11 los autos, especialmente ta del empicado del Naneo, Arcadio 
Díaz (fu ¡a treinta y una), r.-v. !an que don Francisc. Paz fué 
quien .iirigíó la operación, ptirqaj* no sólo le dijo i\ Díaz que II- 
qpidarasu cuenta, »m<) que también le entregó loa pagarés de 
lo-* «oli'-itantes, que el mismo lirma cuino testigo, y arregló con 
áírtiO eitiptesido qu.- ejtt.-ndier;! >1 pagiiré de ciento diez pesos, 
qtii' después noqui-o retir a; iodo lo que comprueba que don 
ftéjlfebeé Taz ti ene iiil,rés hi este asunto y que, el B.iuc. de- 
ben,, .-han.-, lar sn <i< ».¡a m luibu-** cumplido ó estuvitse obü- 
g ido :i cumplir el ooiitrnt-u que según se pretende cetfbró con 
Crav.-ro y Salvador. 

Octano; Que el descuento di ta suma solicitada por Cravero 
y Salvador, se prometió bajo la condición expresa de prévia ga- 
rantía hipotecaria y que por consiguioute antes de que esta 
condición se haya cumplido el uct-r no puede eligir que la 
-urna pr.iin'*ti-la á loa solicitantes se acredite en su cuenta co- 
mo elh-s lo pidieron y que se le devuelva los pagarés que él «deu- 
da al Banco. 
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Noveno : Que el fian i- o no ha aceptad o y se resiste ¿ aceptar 
ta hipoteca de bs terrenos peri endientes á Ora vero y Salvador, 
ron sobrada razón, porque el gí rente do ta sucursal do Santia- 
go fué informal Jo que cstiis personas no existían, y a*í parece 
comprobarlo el hecho de no haberse presentado para pedir el 
otorgamiento de lu escritura de garantía hipotecaría con ellos 
convenida, según lo sostiene el demandante. 

Décimo: Que Pax no tiene acción para demandar la acepta- 
do n de la hipoteca, ó el cumplimiento del cu u trato que dice ce- 
lebró el Banco con C ra vero y Salvador, porque él no intervino 
en ese conlsato, ni puede pretender que se impute á su deuda 
la suma prometida á Cravero y Salvador, invocando la disposi- 
ción del artículo mil ciento noventa y nueve del Código Civil, 
sin que éstos hayan solicitado antes y obtenido el otorgamien- 
to de la hipoteca que es condición esencial y sin la cual el con- 
trato no se perfecciona, y no produce, por lo tanto, efecto en- 
tre los contrayentes para los terceros a quienes interiüü su 
conclusión. 

Undécimo; Que Cravero y Salvador, en sus solicitudes de foja 
tr.rinta y cuatro y ireinta y ñm o alirma.i un hecho falso, pues 
dicen que garantizan el préstamo ron temóos que poseen en 
Mannguita, mientras que por la comparación de las fechas de 
las solicitudes y de las escrituras de foja ciento treinta y seis 
y ciento treinta ocho se comprueba que la venta de la propie- 
dad de Paz fué posterior a la presentación de aquellos. 

Duodécimo: Que no se ha pretendido probar que el Banco se 
hubiese cmñ prometido ¡í hacer el pré>tamo previa !a venta del 
terreno de P«z á los solicitantes, y que por el contrario consta 
por la misma resolución recaída al pié de las solicitudes, que 
el descuento se concedía bajo garantía hipotecaria, pero sin re- 
ferencia alguna ii terrenos de P.13 ó que le hubieran pertene- 
cido, si es que pueda admitirse que reviste los caracteres de un 
¡icto formal una nota escrita cun lápiz y firmada sólo por Gre- 
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gorio Santillan y Jaime Berdaguer, los rl consejeros do la 
sucursal, qu« no administran por sí solos, y entre cuyas facul- 
tades no está la de conceder descuentos por su propia auto- 
ridad. 

Décimo tercero : Que ei hecho de haberse ofrecido en hipo- 
teca, sin i ousentimiento del Banco, tm terreno qite no perte- 
necía á Cravero y Salvador, era su ti cien te motive para dejnr 
sin efecto la convención, y que la verdad de este liecho, demos- 
trada en autos no se destruye por los pormenores del nego- 
cio que reliere el demandante y que no tiene más prueba que 
mi simple dicli<«. 

Décimo cuarto : Que las consideraciones anteriores serían de 
tenerse presente en el supuesto deque el préstamo se hubiese 
efectuado con sujeción á las reglas que rigen las operaciones 
nanearías pero que lu eonccsinn ha sido por demás irregular y 
no obliga al Banco. 

Décimo quinto : Que el gerente de la sucursal, que es su ad- 
ministrador J tiene bajo su gestión todos los negocios de ella, 
según Jo prescriben los artículos treinta y tres de los estatutos 
y veintidós del reglamento para sucursales, tío ba intervenido 
en la concesión del préstamo, aunque el ennibezauiiento de tas 
solicitudes de foja treinta y cuatro y treinta y cinco esté diri- 
gido ?¡ él y í los consejeros. 

Décima sexto; Que es tan grátela i n Torui^i I i<lu ri que se observa 
en lus trámites seguidos, que los pagarés de fojas cincuenta y 
Cincuenta y uno no llevan fecha eierta pura saber cuándo ranee 
el plazo de setenta .lías que en ellos Se fija y que sulire este, 
punto es tamliien de advertir que «noque la scritim» de foja 
ciento treinta y sei«¡ se escribe el apellido Crau ro, en la soli- 
citud de foja trcinU y cuatro se dice Clavero ven ei j.^aréde 
foja cincuenta de los dos modos, pees no está salvada la enmen- 
dar ura deesa palabra, por lo quesería difícil decidir cuál sea 
el verdadero nombre del solicitante 6 supuesto deudor del Banco 



Nacional en Liquidación, si el que se lée en la solicitud ó el 
que esta en la escritura. 

Ovsinw séptimo : Que <stas irregularidades bastarían para uo 
atribuir ultcrioridad ti las gestiones de los interesudos, pero 
que además se obserra la falta He otros requisitos esenciales 
proscriptos por lo* reglamentos del Bu neo, que &on ley para 
hs contrayente y cuya omisión vicia de nulidad al acto. 

Décimo octavo ; Que i-i artículo treinta y cinco de los estatu- 
tos del Banco, dictados en virtud de lo depuesto por el artí- 
culo quince de la lev tte veiu> y sirte de Octubre de mil ocho- 
cientos setenta y seis, detalla las atribuciones conferidas al 
honcejo Consultivo y que entre ellas no está comprendida la 
de conceder préstamos, ni aun bajo ^irautía hipotecaria. 

Décimo noven» : Que el reglamento pura las sucursales (de 
Al.ril de mil ocli ocien tos oeli-nta) ordena que el Consejo se reú- 
na en días sefn lados, presidido p..r el gerente, para tomar en 
consideración las solicitudes de descuento; que sus resolucio- 
nes serán tomad >s por mayoría de votos, y que de eada sesión 
se levantará una acta en un libro especia!, y los consejeros ha- 
rán constar <-n «-Has los asu-itos tratados, las resoluciones 
r eal las y la opinión ó voto deca ía consejero (aHiculos dos, tres 
y seis). 

Vigésimo ; Que uegnn lo dispone el artículo diez y seis del 
reglamento citado {artículo treinta ; siete del que tintes estuvo 
en Figeiirja), las sucursales no podrán coneeder créditos sobre 
bienes raices sin expreso a se ni ¡miento del Directorio del Banco. 

Vigésimo primero ; Que el artículo diez y echo establece qne 
to«la solicitud ile descuento deberá liarerse por escrito y la re- 
solución qoe recaiga se escribirá al pié por un miembro del Con- 
sejo, rubricada ñor el gerente y el tesorero ó cajero del Banco 
no podrá en ningún easo bacer ninguna entrega de dinero sino 
en presencia de la s> ilicitud despachada en esa forma, y archi- 
vará ésta con el cor respondiente « Cumplida *. 
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Vigésimo segundo ; Que en lai operaciones tramitad as con 
Flocco jr Giiiliano se ha pmcindido de todas estas prescripcio- 
nes del reglamento de las sucursales» y que en las solicitudes 
pendientes de Cruvero y Salvador no sólo se nota igual de- 
ficiencia, habiéndose omitido fu participación del gerente, 
desde >n vnto en la reunión con el Consejo, que no consta se 
hu va celebrado, liastu la rúbrica que debió poner en las solicí- 
tudes para que pudiera hacerse el descuento concedido, sinó 
que ad> más se trata de solicitudes irregulares en que se aseve- 
ran falsedades, y de paginé sin fecha cierta y firmado a niego 
de personas cuyo verdadero apellido sería diib-il conocer. 

Vigé&MO tercero: Que niugti ría disposición de los estatutos 
ni del reglamento para sucursales autoriza que una persona 
firme letras u pagarés a ruego de otra que no sabe escribir, 
salvo el caso de tener poder especial pura este acto, y que lejos 
de ello el artícul» veinticinco del Reglamento ordena que el ge- 
rente i'tiide el libn> en que deben registrar su firma y domicilio 
todos tus que tengan negocios con la .sucursal, y que no hará 
'■¡ s ii vii i-I descuento de u ingiuia letra ó pagaré sin li iber antes 
confrontad" hi identidad de sus finius. 

Vigésimo cuarto : Que el artículo cuarenta y nuefe del Re- 
glamenta establece que los libros que deben llevarse por las 
sucursales >on los que se especifiquen en las instrucciones vi- 
gentes para su régimen interno; y que en estas instrucciones se 
enumera entre los lili rus auxiliares uno de firmas, y se pres- 
cribe en el penúltimo párrafo del capítulo que trata de los des- 
cuentos, que no scadmitirá ninguna letra firmada A ruego ni aun 
con tirinas de testigos. 

Vigésimo quinto í <^ue sób> se admite» firmas por pudei cuan- 
•lo un individuo que tenga negocios con la sucursal, contó apo- 
derado de otro. hv¡p registrado ó depositada su poder en forma 
(artículo cincuenta j tres del Reglamento vigente, y treinta y 
seis del anterior). 
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Vigésimo sexto: Que estas disposiciones concnerdan con la 
<k' los artículo, quinientos noventa y nueve, inciso sext-, j seis 
cientos ocho del Código de Comercio, que reproducen la de los 
artículos setecientos setenta y seis, inciso aeito, y seleciento- 
ochenta y cinco del código anterior, según lo^ cuales todos las 
pe ponen sus linuas á nombre de otros, en las letras de cam- 
Mo, alas quistan equiparados los pagaré, a la órden, deben 
hallarse amurillo, con poder esp.eial, ¡il ,f-ctu, v eipresar- 
Jn así. 

Vigésimo séptimo ¡ Que no se ha celebrado la reunión de los 
<-o sejos y el gerente, con arreglo A |« , 1Ue m ^ e , ar(tt! „, 
-losd-l Reglamento, para it.nur en consideración la solicitud 
de descuento, ni se ha solicitado el <ons.ntimÍHnto indispensa- 
ble dtd directorio, para conceder créditos S( ,t,re bienes 
como lu requiere el artículo diez y seis. 

Vigésimo octavo: Que el demandado ba exhibido * \ libro de 
ptas parai omprobar que no registran en él lo<¡ acuerdos de] 
gerente y de los conejeros {fojas setent, y seis y ciento trein- 
ta y dos vuelta), y que no reuniendo el .réstame prometido á 
Craveroj Salvador las demás formalidades requeridas por los 
estatutos del «anco y Regimentó para sucursales, que se han 
itidicado, no es válido ni puede surtir los efectos leg .les que 
pretende el demandante, 

l'or estos fundamentos, se revoca la *entenda apelada, co- 
mente ó foja ciento cincuenta y tres, absolviéndose al Banco 

ABEL BAZAN. — BENJAMIN PAX (ea 
disidencia). — octavio buwüe. 
- JUAN E. TOBRENT. — U. MAR- 
TINEZ. 
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Vistos y considerando : Que está debidamente averigu ado 
que 4-n Antonio Craíero, don José Salvador, don Antonio Plo- 
ceo y don Ferdinandu Guiliano, solicitaron cada uno de el loa de i 
Banco Nacional de Santiago del tetero, el descuento de nn pa- 
garé por pesos cinco mil, ofreciendo garantir la deuda cun hi- 
poteca sobre el terreno comprado á do» Francisco Paz, y de- 
biendo pasar á la cuenta de étte con el Banco, la suma á que 
subiera el descuento solicitado, una Tez que ese descuento 
fuese aceptado iin*.trumenios de fojas treinta y cuatro, treinta 
y cinco, treinta y seis y treinta y sirte). 

Qm- en las citadas cuatro solicitudes recayó resolución fir- 
mada por los consejeros don Gregorio Ssuitillan y don Jaime 
Berdngu-r, en laque, textualmente, se dice: € Acordado, previa 
garantía hipotecaria, en pagaré ¡í nótenla dias y un diez por 
ciento de amortización, y para pagar deudas del señor Francis- 
co Paz, » 

Que los solicitantes firmaron cada uno á favor del Banco, en 
virtud de tos antecedentes expiados, documentos por la suma 
de los pesos cinco mil solicitado*, que hacen en conjunto la de 
pesos veinte mil, llevándose la operación hasta su ejecución 
completa, en lo que se refiere á Guilla no y Ploceo, de manera 
á haberse imputado á la cuenta de don Francisco Paz la can- 
tidad líquida de esos descuento-. 

Ufe don Francisco Paz realizó, en loque le concernía, los lie- 
dlos conducentes al cumplimiento de las condiciones del des- 
cuento mencionado, escriturando á fator de los solicitantes, 
después de haber recaído la resolución recordada, el terreno 
que éstos ofrecían en hipoteca, con declaración de haber recibi- 
do el percio de la cosa que vendía (escrituras de fojas ciento 
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treinta y seis y ciento treinta y ocho) y armado, finalmente, á 
favor del Banco, el documento de foja sesenta, por el Talor del 
saldo que aú,, quedaba á su cargo, hecha la imputación de los 
cuatro referidos descuentos. 

Que los hechos del gerente de la sucursal, posteriores al 
acuerdo de los consejeros Sautillati y Berdaguer, demuestran 
que él Confino en las conclns iones de ose acuerdo, haciendo 
actos que prueban consentimiento para la celebración del con- 
trato, porque tío otra cosa importa el cumplimiento total de 
lo acordado respecto ú ploceo y Guiliano y el haber aceptado 
y conservado documentos de obli-aciun, ünnados por Graveio 
y Salvador < t ue no tienen otra causa que el crédito qité se les 
acordó (artículos mil ciento cuarenta y cuatro y mil ciento cua- 
renta y cinco del Código Civil). 

Que el teito de las cuatro solicitudes pidiendo descuento, y 
de las resoluciones en ellas recaidas, convencen de que si los 
sonrientes se proponían estipular en su favor, tenían la in- 
tenrion de estipular y estipulaban también en favor de don 
Francisco Paz. 

Que habiendo éste ejecutado el contrato, en lo que de «I de- 
pendía, ha podidoexigir, en cuanto le aprovecha, el cumpli- 
miento por parte del Banco del mismo contrato, de acuerdo con 
la doctrina de los artículos quinientos cuatro y mil ciento 
sesenta y uno del citado código; siendo en consecuencia 
cierto que el Banco no ha debido oponerle faiti de derecho, ni 
mucho menos falta de personería, que no se explica, cuando 
se deducen ac-iones, cou ó sin derectn, en el concepto de ser 
propias. 

Que las operaciones de descuento en que consintió el geren- 
te de la sucursal y los consejeros de la misma, forman entre 
las opera-iones y giro ordinario del establecimiento, con arreglo 
al artículo ocho, inciso segundo, de su ley de creación y ar- 
tículo quince, inciso tercero, de sus estatutos, aprobado por 



53 



CALLOS DB L4 SUPREMA CORTE 



decreto de veintidós de Diciembre de mil ochocientos ochenta y 
do». 

Que con este Antecedente debe entenderse que el gerente y 
consejeros, en relación i tercera di- buena fe, bin obrado den- 
tro de los límites (tal mandato (artículos mil ochocientos ocbt-n- 
tfi y uno, inciso noveno, mil novecientos cim o y rníl novecien- 
tos treinta y cuatro y concordantes del Código Civil); y e^to 
aunque fuera verdad, loque noconst», que hubieran procedido 
en violación de instrucciones recibidas dol directorio. 

(¿ue la existencia material de Cravero y Salvador, < s un he- 
cho fuera de dud», purquesa verdad se halla bajo el amparo 
del artículo novecientos noventa y cuatro del Código Civil por 
estar comprobado por los instrumentos públicos de foja ciento 
treinta y neis y ciunco treinta y ochu.que no han sido argüidos 
de falsos. 

Por (-tos fundamentos y loa concordantes de la Sentencia 
apelada se confirma ésta. Notifíquese con el original y, repues- 
tos los sellos, devuélvanse* 



BENJAMIN PAZ. 
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Huía instituyendo Obispo (Untar de Jaso al presbítero doctor dm 

VISTA l»EL SENült PROCUIUDGft GENEftAL 

Suprema Corte : ^ S<l¡ ™ br * 7 ,,e 

La Bula de S. el Pantíficp León XIII cuyo pase solicita .1 
limo. Obispo instituido señor Gregorio Ignacio Romero, no 
afecta las prorrogativas del alto Patronato nacional. 

Esa Bula se refiere ñ una Iglesia extraña al terrritorioy so- 
beranía de la nación, exenta por consiguiente de todo tínculo 
jurídico con sha autoridades. 

Xo cncoeotro por ello «iue la Bula Pontificia presentada con- 
tradiga las regalía* del Patronato nacional, que establece el in- 
cisog» del artículo 2fS de la Constitución, y opino que procede 
el acuerdo de V, E. para el pase que autoriza el inciso 9 o d<-l 
artículo constitucional « itado. 

Satnniano Kier. 

Buenos Aires, Setiembre 9 de 1899. 

De conformidad con el dictamen del suñor Procurador gene- 
ral y con las reservas correspondientes al Patronato nacional la 
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Suprema Corre de justicia federal presta el acuerdo que la Cons- 
titución exige para que el Presidente de la República eoucedn 
el pase de la Bula expedida por 3. 8. León XIII en Roma et día 
díei y siete de Junio de mil ochocientos noventa y nueve ins- 
tituyendo Obispo titular de Jaso a) presbítero doctor Gregorio 
Ignacio Romero. 

Devuélvase en consecuencia este espediente al Poder Ejecu- 
tivo con el correspondiente oficio. 

ABEL BAZAN. — OCTAVIO BUNGE. 
— IUAH !;, TORBENT. — H. 
MARTINEZ. 



Hoña Vicenta Huni de ios Santos, contra A. Pantano y A. 
Schiariti, por cobro de pesos; sobre arraigo 

Sumario. — No proceda la excepción de arraigo contra el 
domiciliado en la República. 

Caso. — Lo explica el 

rali* «si j«» Meeml 

l 

Üueiíos Aires, Octubre 14 de im. 

Y vistos: Por las consideraciones legah-s aducidas en el es- 
crito de foja 12, que el juagado encuentra ajumadas y confor- 
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mes á la jurisprudencia uniforme de la Suprema Corte, no se hace 
Jugar, con costas, á la eicepcion dilatoria de arraigo del juicio 
opuesta por el apoderad^ #g Iu¿ demandado* en su escrito de 
foja 9, quien deberá c^ntestuT deresham-nte la demanda den- 
tro del término de ley. Regules- el honorario del doctor Ferreira 
en 100 pesos moneda m^innal, y en 3íJ pesos los del Procurador 
Tomás S. Pita, Repongan el papel. 

< 

Agustín Unt ¿narra in . 

f * lia úm i* Saprem» c.rt* 

Buenos Airv>. Siembre 9 de 1899. 

Vistos j considerando : Que según lo reconocen los apelan- 
tes, lu ac tora tiene su domicilio en ja provincia de Buenos 
Aires. 

Que con i al antecedente la excepción de arraigo opuesta por 
los demandados resalta improcedente ante la disposición del ar- 
tículo setenta y cuatro de la ley de Procedimientos para la jus- 
ticia federal, que no la establece ó autoriza sinó cuando el di- 
mandante fuese extranjero no domiciliado, bastando que el 
domicilio se tenga en la República, como se desprende de dicho 
articulo y lo tiene declarado la jurisprudencia de esta Suprema 
Corte. 

Por esto, se confirma con coatas el auto apelado de foja diez 
í seis. 

Notifítiuese original y, repuestos los sello.,, devuélvanse. 

BEfb .lllII PAZ. — ABES, BAZAN» 
— OCTAVIO tUllGB. — JUAK 
B. TOBBENT. — 9. MABTt- 



Ml.l.os De LA M htf.M* iMñtt 



« AI NA 4<riU 



t ton Manuel Muy re contra ¿toa /«íi>j Visiten, por cobro de pesos; 
sobre renta judicial y devolución de comisión ■ recurso de un 
auto de la Cámara de Apelaciones en ío civil de ta 



Sumano. — No corresponde recurrí» á la Suprema Corle del 
¡Hito di- lu« tnbmiali'S ordinarios disponiendo !u devolución i! 
comprador «le la eotnisiotl pagada pur venta en ruínate judicial 
dejada sin efecto. 



Caso, — Síiiro y compañía «cu; rieron ¡i la Suprema Corte, « x- 
poniendo ma*: 

A mediados- itel año próximo p ts ido fueron nombrado* de 
oliciu por el juez -Je lo civil doctor Juan A. García (hijo), para 
proceder aheuiat-' de tina propiedad, que efectuaron, siendo 61 
aprobado. 

Que vendida U propiedad en pdblfoo remate, resultó o impra- 
dor don Oraste L'.mizza, quieto^ tíeSftHM de aprobado el remate 
y de m uerdo cm I** condicione* de cents», debía depositar el 
precio áou"nta del cual, al Armarse el boleto le entregó el 8 
por ciento, siendo las condiemiiea del remate la-; de práctica y 
ballálase entre ellas, la de que el comprador debía p iy¡tr el 2 
]«i»r ciento <le comisión, que era á su cargo. 

Que aprobado el n mate ¡.or el juzgado, su inlervencion ce- 
saba |mr completo y nada tenían que hacer en el expediente- 

Que>in embargu, lian sido sorprendidos por una notificación 



(JeJ juzgad», pnr h que -t . |n S mandaba devolrer la comisión 
que huufan cobrado al comprador señor Panizta ; recurrida 
v<tñ ri'Sdhielon, fué confirmada por la Cama-a, do Jaque apelan 
ante la Suprema Corte.de acuerdo con el artículo 15, ley de 
jurisdicción. 



«l« la »u|irrin» lurte 



liu»'ii'>^ Aires, Setiembre 9 de íi£M. 

Vistos en el acuerdo: y teniendo en consideración que el caso 
no entra en ninguno de los incisos del artículo catorce de la íej 
du jurisdicción y eo^tencia, comu sería necesario para la pro- 
cedencia del rec fho que e l citado articulo establece. 

Por esto so declara bien denegado el recurso. Notifiques* ori- 
ginal y, repuestos hjsselios, devuélvanse á Ja Kima. Cámara de 
W origen con agregación X losantes principales. 

BE\JAMff< PAI. — OCTAVIO BUNGK. 
— JUAN K , TllftRKItT.— II. MAH- 
TlílEZ. 
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CAUHA 4 4 4 



Contra don Augusto Hartfitardt , aobre derechos de aduana 

Sumario. — Las resoluciones «-ondetiatums "leí administra- 
dor de aduana son inapelable* para el empleado interesado, y ea 
Bala la resolución ministerial que las modifique. 



Cttso. — Resulta de las siguientes piezas: 



VmHm drl Jiiex t>4er»l 

Buenos A iros. Julio ¿7 de 1899, 

V ri-tos estos autos trairí is por apelación de una resolución 
del ministerio da Haritmda que condena .ü agente del íapor 
4 Specialist » á la pena de en mi», de cuatro cajones de merca- 
derías qu» se relacionan ii foja 25. 

V considerando : I 4 Qn«- la resoluci.m del señor administra- 
dor de aduana, de foja 37, condena al agente del Tapor t Specta- 
list > 4 una multa iguil ¿ la cuarta pane del valor de las mer- 
caderías relacionadas ¡i foja 24, á beneficio del empleado de- 
nunciante. 

V Que consentida eaa resolución por ei agente, fué recurri- 
da por el empleado para ante el Ministerio de Hacienda, según 
consta ;t fojas* 39 y 39 vuella. 
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3 o Que según el artículo 46 de la ley de aduana de 1896, 
aplicable al caso sub-judice, los era pleados sólo puedan apef.ir 
de las resoluciones absolutorias que dioten Jos administrado- 
res de rentas en las casos <le los artículos 1054, 1055 y 1057. 

4 o Que siendo condi-natoria la resolución de foja 37, recurri- 
da pur el empleado señor Vergas, el administrador de rentas no 
ha debido conceder el recurso de apelación para ante el Minis- 
terio de Hacienda y éste no ba debido conocer de ese recurso por 
no autorizarlo la disposición legal que se cita en el anterior 
considerando. 

Mor tatos fundamentos y no obstanL.- lo dictaminado por el 
señor Procurador liscal, fallo declarando mal concedido el re- 
cu-so de apelación para ante el Ministerio de Hacienda y 
en consecuencia nula la resolución ministerial de foja 48 y tir- 
me y válida la del administrador, de foja 37. Repuestos los sellos 
devuélvanse tos autos á la aduana, notificándose con el original. 

Gervasio /■", Granel . 



VISTA DEL SE*OR PROCURADOR GENERAL 



Suprema Vorle : 



Buenos Aires, Agosto 2» de 18W. 



U sentencia recurrida decide á foja 
la aduami corriente á foja. .. siendo condenatoria, no ba podido 
recurrirá administrativamente para ante el Ministerio de Ha- 
cienda por el empleado de aduana favorecido con la multa en ella 
impuesta. 

ÍM exposición del escrito de foja SO «delaute confirma in ex- 
tenso los fundamentos de Ja 'sentencia recurrida, demostrando 



que el articulo 60 de la ley rf« aduana para 1808 sólo concede 
recurso á los empleados dé aduana de las resoluciones absoluto- 
rias qoe dicten los administradores de reñías, de lo qur se de- 
duce que si la reMjiricion e* condenatoria, cuno reuika endenté 
en el caso, el recurso administrativo no procede 1- gilmente. 

Considero justos los fundamentos f conclusiones del. sen- 
tencia recurrida def.ija 72, por lo que, mi obstanie el n curso 
interpuesto por id Procurador Üscal, creo deliei solicitar de 
V. E. su conlinnacMin, sin costas, por no haber mérito para eilo 
en lo que respecta ú aqu>-l fnnci^nafío. 

Sabitiiaiio Kier, 



S «II» de I» ftu|tre«M « orir 

Huciios Alies. Srliemhre 5 ¿u \ifjii. 

Vistos: l>e r nformida I con !o expnest.. y ludido por el señor 
Procurador general en su rista de foja setenta y ciefco, devuél- 
vanse estos autos al juez de la cansa, 

BENJAMIN PAZ. — ABEL BAZAN. 
— OCTAVIO UUNGK, — JUAN 
E. TnllUKST. — D. MAHTINEZ. 
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«AUNA « < < \ 



Criminal cutí t ra Retiro ¡hufuc/m y /Wm Echevarría. 

f/or heridas 

Sumario. — El un tur de lieridau leves eou circunstancias 
agravantes es pasible de la pena di* arresto por un año, 

Cíiííí, — Beso Ua del 



Fallo .leí Jun t>drr H | 



IIiiitjos A tres. Mayo ¿7 de 18**9. 

Y viatua : Estos autos seguidos contra Pedro Uaguerre, ile 28 
años tli> edad, argentino, soltero, pintor y preso en la carel Pe- 
nitenciaria cumpliendo la pena de tíos «ñus de prisión que le fué 
impuesta por el señor Juez del Crimen ductor Madero, y Pedro 
Ecbevarría, argentino, sin sobrenombre oí apodo, de 122 anos de 
edad, sortero, iarr-ro j preso en la rárcel Penitenciaria cum- 
pliendo i ;i pena de (res nñu> d> nrUíon queje fué impuesta por 
el señor Juez del Crimen doctor Veiga, de lo* que 

Insulta: tjue por denuncia b.-cba ante el director de la Cares! 
Penitenciaría por el alcaide del mismo establecimiento, de que 
en el pabellón 6, entre los condenado* á prisión Pedro Bague- 



FALLOS l»£ LA M I'KLMa CUHTfe 



rrey Pedro Echevarría, se había protlucitlo un incidente del 
que resultaron ambos berilios. 

Que mandado instruir el sumario correspondiente íné itit" 
rrogado el procesado Pedro Dagoerre, quien declaró que en- 
contrándose en su celda y habiendo pasado Pedro Echevarría 
con una zorra, el declarante le pidió explicaciones respecto de 
unos insultos que aquél le había inferido el día anterior por la 
tarde, al recoger las cobras déla Ci>mi'la. 

Que una ve2 fuera de la eeldael declarante, habiéndose Eche- 
varría negado á darle explicaciones, I» sorprendió sacando un 
arma crn Li que lo agredió produciéndole la herida que presenta; 
que ©ñtfinces el declarante penetró en su celda y armado de un 
peduzo de lata, corrió detrás de Echeratrfa, ignorando si lo hirió. 

Interrogado el procesado Pedro Echevarría, dijo: que reco- 
rriendo cuino de co-t uiulire tudas las celdas |-ara re>-üger las 
sobras de la comida, al pasar por la que ocupa üagui-rre no le 
fueron entregadas, por lo que las solicitó, no obteniendo con- 
testación alguna siguió s» caminí; que Da^uerre jumedia- 
t amenté tncá la campanilla é int rrogado por el declarante 
acerca de las causas '|ue motivaban su actitud, Dauuerre l- con- 
testó con insultos, pero que, coui ■ el áritm-i dpi declarante no 
era el de buscar incidentes, se reiiró sin decirle nada. 

Que á la mañana siguiente en circunstancias que el declaran- 
te trabajaba, fué ¡n viudo por Uiguerre á pasar ¡i la celda de 
éste, á lo que no accedió, pv'f.ó como üaguerre insistiera, no 
tuvo m¡is que acceder íi su pedido. 

t¿ue al llegar Ala puerta de la celda vió á Daguerre en acti- 
tud | ruvurat iva, pero que no queriendo comprometerse sre reti- 
ró, siendo atropellado por D.iguerre, sin Conseguir herirlo; que 
su compañero Benjamín García Jos d es i parto, siendo agredido 
nuevamente euaud ■ todos se retiraron ; que entonce* el decla- 
rante, recordando que llevaba una navaja, la sacó y se trabaron 
en luelia, de la que resultaron ¡nnbos heridos. 



■ 
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Interrogado Manuel Barreiro, cimJur de la Cárcel Peniten- 
ciaría, dijo : Que hallándose el declarante en la planta baja del 
pabellón, sintió ruido en el piso alto, donde acudió, encontran- 
do á los procesados Pedro Daguerre y Pedio Echevarría en ac- 
titud de pelear. 

Que una vez llevados ambos á su celda, vió que ambos 
procesados estaban heridos; que debe hacpr notar que el 
procesado IVJro Daguerre observa muy mala conducta, pro- 
vocando con mucha frecuencia pelea». 

Que de las averiguaciones practicadas para el esclarecimien- 
to del hecho, resulta que Daguerre provocó á Echevarría, 

De foja 17 vuelta adelante declaran log testigos Benjamín 
Roca, Roque García, Cayetano Laura y Manuel Ferro, que Da- 
guerre agredió por detrás Á Echevarría hiriéndolo, ignorando 
con qué clase de arma fuera. 

Que los antecedentes del pr... -esado Daguerre son pésimos, 
provocando con frecuenna á sus corup .ñeros y siendo grosero 
en sus bromas. 

Que ratilicadas las ded-ira-'iones del sumario fué presentada 
la acusación fiscal pidiendo ae le aplique al procesado Daguerre 
la pena que determina el artículo 170, inciso 2 o , del Oúdi^o 
Penal, no pidiendo pena pan Kehevarrf i, por considerar que tas 
heridas inferidas á Daguerre por aquél, fueron en defensa propia. 

Confi-rido traslado al defensor de los procesados, dijo : que el 
Procurador fiscal no había solicitado peu:i para Kcliavurria, en 
virtud de que éste había sido agredido por Daguerre, pero que 
siendo tan insígiiilkanteslas heridas qm* presenta Echeverría Ja 
pena que le corresponde al procesado Daguerre era el míni- 
mum de laque establece ei artículo 120 del inciso 2"del Código 
Penal. 

Y considerando: Quo se encuentra plenamente comprobado 
en autos que l ie heridas recibidas por Kchevanía le fi ron in- 
feridas por el procesado Daguerre. 
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Que. igualmente m< encuentra constatado que este último fué 
et provocador del incidente y que si recibió un» herida de 
Echevarría, lo fué en defensa propia. 

Que no i»b- tít ti 1 1' quede] certificado médico se desprende 
que las heridas inferid lis por Dagm-rre -i Keh zurría son 
curables en ocho días, eiíst en en et presente cuno, con res- 
pecto al pro »-s ido, las circunstancias agravantes determinadas 
en el arlíctiluíH, incisos 19 y 21), del Código Penal, pur loque le 
es de aplicación el máximum de la ju-na que determina el ar- 
tículo 120, iiic¡Mi2", del cil.idii ct'i'ligo. 

Por estos fundamentos, y ¡\f nein-rdo con lo pedido por la 
acusación, f ilio : condenando á Pedro Dagnerre ¡i la pena de 
Uu año di* arroto y fustas de. juicio, declarando á Pedr>> Kche- 
vanía ubüueltode culpa y cargo. 

11 igasw saber ai señor de jefe policía y director de 1 ; l Peni- 
tenciarían sus efe.toa, nutifíliqucse con el original y archívese. 

Atjustui Urdinarrain. 



VISTA DKL SENOIi MlOCUItAhOll GKNE1UI. 



Ilueno* Aire-, Julio ¿n «Je l8f)í*. 

Suprema Corte: 

De las constancia! d« foja* 10 ¿i 22 vneltíi resulla plenaruen- 
te probado que el rei-oi n-nte es iiilor del delito "le heridas per- 
hó la páraoná d-l p^n ido Keb-v irría. 
jo n la propia confesión del procesado, á Toja 7, üü halla 
condenado á sufrir dos añas de prisión en la Penitenciarla tia- 





tru que el recurrente ha sido autor ib un delito análogo al ac- 
tual y que cumpliendo mi condena ha reincidid.! dentro "leí 




e 
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aii m'< *■ U)i ■Timit'nto penitenciario >-u el de la misma espacie 
que motiri i'ste ¡ -..iceso. 

liesulta también de lu> referidas cu nst uncías de autos q iat> el 
n'curri'ut.' ha pro lucido las lie; Mas á mi víctima vaTit" rulóse de 
anu í lilam-a, cuyo uso <'sh¡ prohitiMn en la Penitenciaría. 

Esta 1 * dos circunstancias deben ser consideradas como a**ra- 
Taoti'S de la culpabilidad del reo, otando ■•omprendid¡i> <•« los 
i n cmos 18 y 20 del artículo 8idel Código Penal. 

Eil -".u niérit"creiM|ue la pena aplicable :il renes el máximum d 
la establecida en H inciso 2 o del artículo 1120 del referido código, 
por lo que pidiKÍ V. K >e >irv,i conlirnur, p'.r su > fundamentos, 
la sentencia recurrida de í ja !2H. 

Saín mano tin*c. 



de l« *h preñan 4 «ríe 



Bunio* Aires, Setiembre U de IW) 

Vistos y ' utHÍderando : Que esta comprobado que el proeja- 
do I).l<íU"rr-- "\s autor del ilelitn de ¡i'siufiCH rf»rp«»iale$ inferidas 

ú JVdro Ecli-varrfa, que ha motivado este proceso, estandulo 
igualmente qu.- esijtin contra él cir. uu-tanciüN agravantes 
que deben tú un rse en cuenta par a la aplicación de la pena le- 
gal, din ni reglo & [■> dispuesto en el artículo cincuenta y dos del 



l*ur esto, V de acuerdu con lo expuesto y | ■ 1c jn el señor 
Procurador g«tfwrad, y por su* fundamentos, se confirma, con 
costas, la üeut-ucia de l'uj i veiutnn'ho en la pan i- apelada. No- 
tifíquese original y devuélvanse. 

BENJAMIN PAI. - ABEL BAZAR. 
— OCTAVIO litNCE. — JUAN 

h. rOlllllíVr.— HAH11N£Z. 

t. 1-nii ¡j 
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fmlra Alberto Arteaya, por robo ; sobre competencia 

Sumario.— El robo cometido en el eootn- lie un tren prepara- 
do fula estación para emprender viaje, »ust raye mío la «urti-ra á 
un pjs*|pfgj no baila comprendido en Lus delitos y fnltaü con- 
tra la M'Knriilafl del tráfico previstos y penados por la íej gene- 
ral <k- íerrorarnl L ->. ni enire los especificada <ml id artículo 2U, 
int-tso 3", de Código iW |?rotíidimirnto8 ui h> criminal, y un co- 
ñete i mi en lo mi corresponde á la justicia federal. 



Cas-i. — HfMiIta drl 



Km lio drl Jiif> Krrfrrnl 

líu e nos Aire», Junio -JK < J ■ - I89Í*. 

Y vistos .Mos autos srgnido* <-utitr;i Alberto Arteaaa. ;irgt'n* 
tiUo, de 21) años, imiten», t alaba- h-ro y domiciliado en lacillo 
de Hio Bamb-i número 105, resu la: 

Que por denuncia lieidia por d. ni Antonia ArúMcguJ, de qm» 
eiieoiitrán lose parado dentro «le mi wagón dé pasajeros de un 
fcíeu que debió partir de la e>t . ion d-.l K. Uro ron destino al 
Rosario, >e le aproximó el individuo llama-Jo Alberto Artciiga 



i 

t>fc jiihtii:u nacional (i7 

sustrayéndole del bobillo interior del saco una cartera conte- 
niendo 300 pesos moneda nacional, lao.ni' arrojó al ser sorpren- 
dido, siendo det«nido por H denunciante, el aefior So*a y clon 
Carlos Port, quienes lo entregaron* )a pnliefa. 

Interrogáis lo* testigo Carlos Port, foja 3, v SebastíanF 
Hoques, U>y¿ 26, corroboran la denuncia de Aru^-gui. 

O-rrado el sumario, presentó su acusación el Procurador iis- 
cal pidiendo para el procedo Artiga la pena que determina 
"1 artículo 193 en au inciso f°. 

Corrido traslado de la acusación, el defensor d -1 acusado 
manifestó no tener fundamento para oponerse á J p ,djdo por 
la acusación. 

Abierta la r.„« á prueba, no se produjo un.guna, llamándo- 
se autos para fallar. 

Y considerando: f Que de auto, resalta plenamente proba- 
do eldeli... de hurto imtula.íc, ti procesado Art-aga por jas de- 
Odones de los testigos .,eñor,s Port y Unoj.es, de fojas .i 

* Wue siendo el .ñipóte de lo hurtado inferiora quinientos 
pesos, el hecho encuadra dentro déla prescripción del inciso I» 
del articula 1U3 del Códig, Penal, debiendo aplicarse la pena 
que en él se establece en su núsi.num, par ser rémcidente Ar- 
tea-a en el delito pnrqne se le procesa, á estar ai i„f orui(f a ,, )a 
P-.lin'a, de foja 12 (art. 8t. inciso*», del m. Penal). 

P..T estos fundamente* y de a«iter«ifv COll ] tí pe(lj(lo pnr , a 
acusación, fallu: condenado „ Alberln Arteaya á un añade 
arresloy costasd*! juicio, debiendo descontarse fie esta pena 
-I 'lempa de pr.sitm preventiva qu , Mifrj.la. Há, ;ise Sli . 

ber al >enor jefe de policía, notifique can el original v archi- 
ves"' esie expediente. 

tierras to F. (¡ranel. 
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VISTA DEL SRflOR PHOCLIUDOR GENERAL 

Buenos Aires, Agoslo ¿4 de 1690. 

Suprema Corta : 

LdiK coiist;iiiciii» dp autos comprueban plenamente, como lo 
reconoce vi recurrente ú foja 41, que el procesado es reo riel de- 
lito de hurto, previsto y penado en el artículo 193 del Código 
Venal, 

A foja-; 12 y 15 consta, además, qne el procesado es reínci- 
<¡ ntr en esta ela«e de delitos, debiendo, en consecuencia, apli- 
cársete el máximum de la peón lepa!, con sujeción á lo dispues- 
to ene) artículo 84, inciso 20, del código vitado. 

Por i llo, pido a V. E, la confirmación, pnr sus fundamento-, 
d«* la seutenria recurrida de foja 36. 

Sahiniano Kicr. 



Fallo de la ttitprem» í.'orte 

líuerms Aire>, SHiemhre h' de l^iíJ. 

?íst«J8 y considerando ■ Que según consta d> autos, ei hecho 
que ha motivado la formaeíttB de esta causa se ha produeidn 
en un coche de un tren de pasajeros preparad.» en la estación 
del Ut-tiro de esta Capital c^n destino al Rosario tic Santa Fe, 
atribuyéndose a) procesado Alberto Arteaga la sustr acción de 
ii nú cartera coiiteiiiend-t trescientos pesos moneda nacional, de 
propiedad de don Antonio Aróstegui, que se encontraba en el 
mencionado tren, á cuya petición fué detenido el procesado por 
el agente de policía Eudoru JJaetgaluppo. 



ii k justicia nacional 
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Que ese hecho no se hulla eoraprcndido <-n los delitos y faltas 
contra ta seguridad del tráfico, previstos y penados por la ley 
general di' ferrocarriles, ni entra en l.i categoría ile los especi- 
ficados en el inciso tercero, artfcul*. reiulitres del Código de 
Procedimientos en lo criminal, concordante ron el inciso terce- 
ro del artículo tercero de la ley de jurisdicción y competencia 
délos tribunales federales. 

Que reducido a4 ¿delito de derecho l omun, cometidoen le- 
rríturio de la Capital y mu lugares en que el gobierno nacional 
no tiene exclusiva y absoluta jurisdicción, la competencia de la 
justicia federal, por su naturaleza improrrogable, resulta de 
los citados artículos tercer • de la ley de jurisdicción y veinti- 
trés del Código rl» Pro. edimieutos en lo criminal. 

Que por el artículo veinticinco de dicho Código lajurisdie- 
cion criminal ordinaria de los tribunales de la Capital se ex- 
tiende al conocimiento de todos los delitos comunes cometidos en 
isdiccion por ciudadanos extranjeros, 
estos fundamentos y con arreglo á la jurisprudencia de 
inprema Corte establecida en casos análogos (lomo cío - 
cuenta y siete, página trescientas, y tomo cincuenta y ocho, pa- 
ciento ochenta y cinco de sus fallos), se declara: que el 
de este proceso no Cürresp mde á Ja justicia fede- 

treintu y seis, y devuélvanse los autos al inferior para los tines 
de derecho, préviu notificación con el original. 



su 




BENJAMIN PAZ, - ABEL BA2AN. — 
OCTAVIO BUMJE. - IUAN B. TO- 
RHEHT. — B. MARTINEZ. 



IALLUS UE LA SUPKWiA CURTE 



« AUNA <«4%M\ 




5(ímíií-fy. — l,a indemnización por expropiaci-m debe fija rae 
con arreglo al mérito de los autos v lie los precedíales estable- 
cidos en casos análogos. 



Caso. - Resulta dfl. 



U Hala, Junio 18 de 1899, 

Y vistos estos autos seguidos por la Kmpresa de-] Ferrocarril 
del Snd, contra don Juan Thompson, de los que resulta: 

I o Que la expresada Empresa demanda al referido señor 
Thompson, por expropiación de una superficie de terreno cott- 
pueata de IÍ.IÍ5 metro» cuadrados. 

2 o Que realizado, ú foja 17 vuelta, el comparendo verbal que 
establece el artículo 6 a de i» lej nacional de expropiación; el 
representante de la parte expropiad.» solicitó como precio venal 
del terreno, y por las indemnizaciones por causa de la expropia- 
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cion la suma de diez mi' pesos nacionales. No habiendo sido 
aceptada esa exígenoia, sí procedió al nombramiento de peritos, 
Como lo determina el artículo y tey cilrfdis. 

3 o Acoptadoel car^o por los peritos nombrados, se expidió el 
de laparteex[iropiii(l<i,c(tinot; .iistü ¡i l uja 24, con firman dti la pre- 
tensión de aquella, por ^timarla justa, según su alegato. El 
nombrado por la parte expropiante se expide á foja 27, apre- 
ciando asi» vez en 250 pesns la cuadra cuadrada de 150 varan, y 
la indemnización en 500 peso,, haciendo un total de 075 pesos 

* a Q '1 juzgado, en mta, de la forma en que se habían ex- 
pelido h'ü peiitus, nombró, para mejor prnm-r, un tercero, 
quien te ei pidió á foj:i 58 justi preciando el valor del terreno, in- 
cluyendo toda indemnización, en U suma di- 15 e.'ntavn> el me- 
tro cuadrado, habiendo según él, un total de 1678 pesos 75 
centavos moneda nacional; con lo que quedó coneluido el ex- 
pediente para sentencia. 

Y considerando: I o Que el perito del expropiado n» lia cum- 
plido con la imparcialidad debida su misión, pues su informe 
parece más bien un alegato en favor de la parte que lo mimbró, 
quitándole por lo tanto la importancia que debiera tener á su 
informe ; y si bien puede decirse del déla parte d"l Ferrocarril, 
que tampoco se ha sujetado "Stric ta mente á su deber, no es 
menos cierto que éste se ha aujelado mas A su rol que el pri- 
mero» 

3" Que en ese caso, el juxgado ha de estimar con preferencia 
la opinión del tercero, por razun de que mu nombramiento ha 
sido completamente ajerio á la voluntad de las partes J elegido 
en persona ajena ú todo interés de las mismas, j exento por 
consiguiente, de toda parcialidad en el asunto. 

3 o Que de las tres estimaciones de que se ha heeh*> referencia, 
y por las razones que quedan apuntadas, resulta la más equita- 
tiva la 3*1 tercero, si bienes cierto que le asigna al terreno un 
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precio relativj mente exagerado, ha de tenerse en cuenta que 
se trata de una pequeña fracción, que se obliga a vender ¡í la 
fuerza. 

4 o Que cu autos no encuentra mérito alguno para que el 
juigadonudihquoel veredietodel perito tercero, considerándolo 
m is equitativo que el de los nómbralo* ¡mr lis pirtes. 

Por estas consideraciones, fallo en di-liuitiva condenando á 
i a Km presa del Ferrocarril d i- 1 Su ti .i que payue á don Juan 
Thom;isun. ti 1<>s diez días de rjecutoi jada la presente, ia suma ile 
1678 pesos con 75 Centavo* moneda nacional por todo precio 
é inde ionización del terreno expropiado estOí ai tus, con 
m.ís Us interesi « d estilo de Banco desde la ocupación, y el 
honorario d e los perito-, Notifiques? original, regístrese en el 
libro de sent*-nci <s y rodrigase H papel. 

-V. Ai. tic Aitrn'eopchi'n. 



mito d* i» 



Buenos Aires. Sel¡e(iihn> U de 1899. 

Y vistos: Alentó el ra-' rito de autos, y teniendo en consi- 
deración to» r> petido- precedentes establecidos por esta Supre- 
ma Corte < ii casos análogos, se lija en la cantidad de mil qui- 
niento> pesos la a urna que ia empresa debe payar á don Juno 
Thomp-on por Lt expropiación í que se refiere ti te expediente, 
quedando comprendida en esta suma toda indemnizaron por 
la causa expresada, incluso ¡niereses y debiendo hacerse el ptigó 
por ja empresa dentro del términu de diez días a quíe.ne con- 
dena además á abonar los honorarios de los peritos. Modificada 
en estos términos [a sentencia apelada de foja cincuenta y ocho» 
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devuélvanse, reponiéndose los sello*, y pudiendo notificarse ron 
el original. 

BENJAMIN PAZ, — OCTAVIO ftUNCK. 
. — JUAN K. TOHILKNT. - II. MAH' 

* tinez (i'ii disidencia . — abkl 

bazan. 



Vistos : Considerando : Quccl precio del terreno déla señora 
Susana Thompson «I»' Rowe. que trata 'Je expropiarse en este 
juicio, regúlame conforme ¿í te dispuesto ni el arríenlo 
quince «le la tej de la materia, por e! valur que hubiera tenido 
si Unkra de la línea del Ferro carril que lo o, upa un liub¡.^,. 
sido ejecutada ni autorizada. 

Que según esta retíln, para fijar et precio que en ley y equi- 
dad corresponde pagar por dicho terreno, rs necesario tomar 
en cuenta aquel en que a- Tendían campos igual calidad 
situados en el mismo partido donde se baila ubicad» el que se 
trata de expropiar, en la época inmediata anterior ála fecha en 
que se autorizó la construcción de la línea que ocupa el «ampo 
de la cuestión. 

Que A este respecto no -lUte otro dato en autos que el que 
suministra el pento de la Empresa, el cual di. e que la única 
venta que conoce por aquella época es la de quinientas cuadras 
próii mamen te. que bieienni los señores Guiuochi hermano- A 
los señores, Parra richini y Ganduglia, la que daría un %alor de 
ciento veinte y cinco pesos Ala cuadra puco misó menos; y 
agrega, * que no queriendo sujetar A este solo caso su aprecia- 
ción, de las distintas averiguaciones que ha hecho y úe\ cono- 
cimiento propio que posee de esos campos, por M>r propietario 
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desde inuehoa años, puede alirmar que ninguno alcanzó al pre- 
cio de doscientos cincuenta pesos lu cuadra. 

Que la ventad de este dato no ha sido contradicha por el 
perito de ¡aseñora de Uowe, ni por e¡ tercero nombrado por el 
juez, pnes no importa negarla el .-itirmar, como lo ha hecho el 
primero de olio», que le han dicho que la empresa del Ferrocarril 
del Snd ha pagado desde un peso basta tres pesos, por metro dc 
terreno iiuís ¡ifiirra que Trnlau Siurn, y -1 perito terc-To, tu- 
sando, como ha sucedido, la hectárea dei terrino ó expropiar 
en cuairofituituü pesos moneda nacional, preci» que el perito 
de lu impresa dice que sería ti valor ¡n-tual de Ju euadra, pa- 
gándola i-on liberalidad, áegun lo acndita on los precios pa- 
gados en las ventas que menciona. 

Que debiendo i-n ('«-iwciuencia avaluarse el terri no A expro- 
piar de la señora de Iiowe pnr el precio que tenía antes de la 
autorización déla línea á ('afínelas, que fué porelañomil ocho- 
ciento* ochenta y cuatro, c -i- guinde aceptar el que le ha li- 
jado el perito d<' lu empn-Mi, .i razón de doscientos cincuenta 
peso* cuadra, 6 sea el equivalente de ciento cincuenta p« ><>s por 
lo-ctárca. 

Que a tUch" precin es justo que se agregue el interés que ha 
debido devengar el Imperte del .umpodesde que entró á ocuparlo 
ion mu línea la empresa ti enmielan te, computándose dicho inte- 
rés, -p-gmi Ui tasa lijada p-r • I Banc. 

Qu ■ en cuanto á lo-i perjuiet-is causados <í la señora de Rowe 
]>orel fraccionamiento que la línea hace de au campo, aunque 
ciertos, n« deben sin embargo estimara»- que son de tanta en- 
tidad como para apreciarlos en la exageradísima suma en que 
los :i val ú;i la sentencia n pelada, cuando di' lio fraecionaniiento 
iio ha interrumpido ni podido interrumpir la explotación del 
negocio que ha seguido haciéndose en el campo de la señora de 
Rowe, utilizándose al efecto, como antes de construirse la línea, 
ambas fracciones de aquél (ion las construcciones que lo han 
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quedado en una de ellas, y cumulo ni sii|iiiera se lia cuidado la 
señora .le Rawe de redamar una in ieraniz icion cualquiera pft? 
Ules ¡jerjuicius, en los muchos añus transcurridos hasta que la 
empresa fiel Ferrocarril ha demandado que <e Ifefr ú caito i a 
.\propiacion $v\ terreno ocupadu por su llttea. 

Que con tal motivo, la minoría de esta Suprema Corte estima 
gulk-it-nte y equitativa indemnizar ion por dicho-: perjuicios, la 
cantidad de mil quinieiM'is pesos moiwda nacional que lija, te- 
niendo eo cuanta que la propiedad di- la señora de Kowe ha sido 
valorizada oti la construcción de la estad >n Tristán Snareí 
próxima á ella, y con la lecer os de alambte uno y otro lado 
dt* I. línea, que puede utilizar dicha señora para firmar potre- 
ros en su campo. 

Por estos riiiidamenius : se ¡leHara '\ar la empresa del t'erro- 
i [mi del Sud dvbe pagar a la señora S asaría Thompson de 
Kowe, por el campo que le loma para su linea, la suma corres- 
pondiente á razón de cíenlo cincuenta pe&os moneda nacional 
por hectárea, j por indemnización de daños y perjuicios la Bil- 
ma de mil quinientos peana moneda nacional, más los intereses 
ií eatilo de Lia neo correspondentes á umitas sumas desde que la 
empresa tomó posesión del campo, con c utas, quedando en es- 
tos términos reformada La sentencia apelada de foja setenta 
j dos. Notifíquese con el original y, repuestos los sellos, devuél- 
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Criminal contra Esteban Estará, ¡wr circulación de billetes 

de cuno legal falsos 

Sumario. — LftCirculaüicm dt billetes ie curan legal filsos 
hace pa si b al reo de tu p< na 'le cinco unos j medio de traba- 
jos orzados y multa tíe 2750 pesos. 



í'a,v). — Resulta del 



VmtUt <■*-■ Juca tVrirml 



Unenos Aires, Abril Í9 de 1899. 

Y viswr estos auto-i seguidos contra listaban Eslava, vasco 
francés, da 30 años, saltero, jornalero, domiciliado en la calle 
McinsiUa 9ii , con «diu año> de re-ddincia en el país, acusado de 
circular billet e fals-is 'le bauc-t, deloíque resultan los siguien- 
tes IutW: 

Con fecha 26dc Agosto del año próxima pasado, don Rafael 
Oliva denuncia a] comisario de la s^ccum 1í* 'le policía, que *ii 
hija María le había manifestal) que una persona desconocida 
había estado en su negocio á pedir le cambiaran un billete de 
20 pe^os, lo que Había efectuado. 

Que al re.-ibir id billete que te daba su hija un le pareció le- 
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gftitun, por lo que fu^en varias partes d o tu le le informaron que 
aquel era falso. 

Afoju 3 vuelta, María Oliva ratiüca la denuncia anterior, 
i mismo que Miguel ladina, ó foja 5 vu-lta. 

Con fecha 2 de Setiembre, algunos empleados de la comi- 
saría de investigaciones condu en detenido ú Kstebft» l-Mava, por 
tener vehemente» sospechas de que ésie sujetu se ocupaba Je 
circular billetes falso* de UMcttj y lubiénd ole prai rticado en sus 
roñas un prolijo registre., mu pmseiiei*<|ií algunos testigos, le 
fueron secuestrados del bolsillo externo del a»c.», lado izquier- 
do, 4 billetes de 10 pesos, y 38 de 20, tolos falsos, loa que Kslava 
dijo uole p rtL-net-íait, ignorando de quien f uesen. 

Instruido el sumario de preven-ion, del qu«* resulta que Kidava 
se acompañah i d- individuos .sospechosos, frecuentaba sinos 
en donde concurrían lus mismos, •■» llam tda á di clarar María 
Oliva, i|iiien r> conoce en el d- ti iiid-i .il sujeto que entrego el bi- 
llete falso de 20 pes-»- que anteriormente se ha m ncíonado. 

Que Llamado .i declarar ante "sle juzgad u el procesado, ma- 
uifiesti que en compartí i de varios .-.iij-t.^ estuvo en el almacén 
sito Coronel y Mansill i, en dond - M'dilón >le los Arcos, á quien 
conocía, le presentó á un tal Pa^-nal, coi: q li^n después de ha- 
blar de negocios de campo y de Imu-tI- propuestas al respecto, 
Bailaron por la primera d l.is cni'^ mimbradas i*u dirección 
al Once, y después -I" haber caminado trsa cuadras, se sintió 
fuertemente asido 'le los Ur izos por dos sujetos, 1 «j -i que en 
ermipaiífu de lo> Arcos le obligaron ¡i subir \ ti a victoria y lo 
condujeron al departamento de polirí i. 

Que h ice con-tar que en el carruaje sint i ■ que le metieron ulpo 
en el bolsillo de] saco, como aai mismo que cuando salió a la r-a- 
II" con Pascual de los Arcos íst«- llevaba *>n la mano un pa- 
quete. 

Que es cierto que ha estado en el almacén de Oliva, no recuer- 
da en qué fecha, donde hizo una- compras, entregando para so 
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abono un billete .le 20 peáO-s que no eB el mismo que correa" 
foja I, pues el que él dio era le^ítimu y el que se Le exhibía es 
falso. 

Que clausurado el sumario y pasado en vista al señor procura- 
dor lineal, este funcionario se «-x|ude a' foja 58 aconsejando el 
sobreseí miento 'lela cuija por no haberse justificado i>l dnlito 
que se imputa al rielen id<i Eslava. 

A fuja29el juzgado eleva esto- ant- ceden tes al señor procu- 
rador general de ta nación por crenr que existe mérito suficiente 
para elevar la causa i plennrin, y á foja 60 dicho magistrado 
aconseja se lleffe adelante el proo hmiento, por .nenntrar que 
•lela- abruma loras constancias del sumario hay mérito legal 
para dio. 

Nombrado liscalmí fioc A d n:tor Angel f asares, -e expide ¡i 
foja 61 y >e adhiere .í lo solicita .)<> por el «*ñor Procurador lis- 
cal, por creer que no hay mérito para una il CU sacio U contra E*- 
lav,i. 

Que ;i foja (53 vuelta se nombra fiscal ad hoc al doctor ale- 
jandro A'evi ibi, quien ¡i foj i 65 entabla la correspondiente 
acusación y ptile se condene á Kslara ú la penu, de 5 años y inr- 
dio de trabajos forza i s, por estar comprobado cotí las euustuo- 
cias de autos que él fué quien circuló el billete de foja 1* y el 
que poseía los otros que le fuer n secuestrados. 

Que ni dcfi-usor -«licita la absolución de su defendido, en 
razou "le que lo- hechos que se le imputan no tienen conexión 
ninguna entre sí, y por cuanto no están debidamente justifica- 
dos a(|ne| \os t 

Abierta la ' ;ni>a á prueba no se produce ninguna, llamátH - 
seauto' para sentencia á t ja 71 vuelta. 

Y considerando : Que el becho que ha dado origen a la forma- 
ción de e»te proceso se encuentra debidamente justificado c m 
la existencia del cuerpo del delito y demás constancias de ¡Mi- 
tos. 
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<¿ue l.i escusa alegada por el eticaos ido, de que lo-; billetes 
que se encontraron pu su poder l«- fueron ¡ntro-lu. Ulna en el 
bobillo ¡tur los agentes* que le detuvieron, á la vez qne in vero- 
símil nn se ha justilicado Atirante r¡ sumario, loque deja pii 
pie" «se hi-eih) de la mayor importancia, que lo se» ila cúiqd po- 
seedor y Iif fio de lo» billetes de la r. fereiicit. 

Que la circunstancia de que Kslava frecuentase tu ti mistad 
de individuos scKpi-cliosos con quienes simulaba tratos j la muy 
siynilieaUva de haber ai lo reconocido como ei eircutador del 
billete de foja I' no sólo por los damnificado- sino también por 
el testigo Medina, corrubor.tn completamente In conclusión dpi 
considerando anterior. 

Qin< la pose-ion de un número eonsid. rabie d-- bilb-tes falsos 
de banco cuya procedencia no se explica ¡-atisfactoriamente 
hac< ii suponer fundadumenle que mi poseedor los ha falsiüeado 
6 %W9\* nd* > agente directo de los falsificadores los retiene »n 
su poder con el tí meo propi-ito 1<* circularlos. 

Que e*tu doctrina $■ encuentra establecida por la Suprema 
Corte .mi caso análogo al presente que se siguió contra i>iro 
Oobbi por ante e.ste m^mo juzgado y secretaría, en enya ocasión 
uqur l alto Tribunal declaró que c-is 1 » eneii idr .tía dentro de 
las disposiciones del art(culu5í déla ley «le M de SilUmbre 
de 1863 cnn las modificad iiies del in* bo 3" del artículo 12 del 
Código Penal. 

Que el h-'clio de que se acusa á Hilara, d- baber circulado < 1 
bilí, te de foja } ■, no obstante las graves presunciones que ofre- 
ce el proceso sobre la íei >cidad de la denuncia, el juzgado con- 
aídera que !a prueba de careo no es stilicb-nte para demostrar 
cumí* letame n tu es" liectm, por loqc- j.izga *•] caso sometido á 
su resolución >ólo como tcntativade circular bi Ib-tes faU"S, de 
acuerdó con la jurisprudencia dé ta Suprema Corte ya reca- 
dada. 

Por e-tos fundamentos, definitivamente juzgando, falluicon- 
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deuando á Esteban Eslava ü la puna desafíos nu< -ve Dsegffl de 
trabajos forzados, nuil ta de ¿750 pesos y c -sUs dt-1 juicio, de lo 
que üe le deducirá el tiempo di- prisjun preVi-ntir* que Ikva su- 
frida en la forma que indica *1 artículo 92 de la ley di- 14 de 
Setiembre de 181)3, Notifiquen con el original y en uportu- 
i.idaJ hágase sab-r al jefe le P.dicía y directut d ■ la i*euilen- 
ciarla. 

Gervasio F. tira na. 



vista uki. keSok 1'iiocunAimu geneiial. 

Üu-Mios Aire*, Jimio :«> .i- IHWI. 

Suprema Cor ti* : 

Ue los rfiiisi;iitciü^ ron lestes de tres agent* s de pesquisa poli- 
cial que corren di- fojas 12 á 20, nttiix-uda* de fu j«s 43 á 45 
voclta, resulta plenamente comprobado el hecho di* que el re- 
currente ocul taba *<n su po le-r un rollo ron tentando helos los 
billete* di* b meo di' 20 y 10 pesos defal'T que se det 'lian id 
acta de foja 10» y cuya falsedad ha sido debidamente constatada 
cou el informe de foja KÍU. 

N» creo procedente potier en duda el mérito probatorio de 
tres declaraciones cmtesti 1 en el hecho, lugai y tiempo, presta- 
das por trslijío-. coya reput.ieion io> puede ser i.n-ha>ia puré] 
ministerio de h l.-y, d--.de que — trata de agente, que desempe- 
ñan el delicada sérfíftió de polieísá de seguri d id. 

La arbitraria y de autorizóla presuiKimi de que el c*-lo de di- 
oh s agentes se sienta aguijón* ado por la aspiración de liae-r 
méritos como peaquisantea hasta ei extremo d« falsear la ver- 
da^ n« puede constituir una tacha legal á sua declaraciones, 
que han sido tomadas cou entera sujeción ú las solemui lades 
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prescriptas por los artículos ¿96 y 297 «IeL Código de Procedi- 
mientos en 1» criminal. 

Rl recurrente, en mi declaración de foja Ü5, como única excusa 
de ta responsabilidad que pe>u sobre él por el secuestro en su 
propio bolsillo de lo- referidos billetes falsn.s de banco, mani-, 
destaque un individuo dé nombre Pascual (aludiendo á uno de 
los agentes qu* lo prendieron) fué quien le coloró en el bolsillo 
el rollo que resultó i^atent-r lo* billetes falsos ; pero esta cír- 
eunsUncia que tiene capital si gnilk ación en el proceso, ni se lia 
intentado probarla ni existe actuaron alguna que la liai T a pre- 
sumir legalmente. 

Kl procesado á quien la policía vigilaba por so.spechnsu, cuya 
captura estaba recomendada Con motivo de la denuncia que corre 
¡i foja ;i, coi roborada por la declaraciou de f ja 4, el procesado 
que resulta recono, ido á foja 18 coiim autor de la circulación ilel 
falso billete bancarío agregado á foja 1. según declaración ra- 
tificada á foja 5, no ba intentado siquier i demostrar el objeto 
lícito que lo iiii|-ulsilia á conservar en su poder el rollo de los 
billetes falsos ham-arios que le fueron secuestrados y cuya apli- 
cación alus usos de la vida no puele ser otra que la circula- 
ción ó expendio de los mismos, debe legalmente s& considerado 
como circulador de tales billetes. 

Consta el cuereo leí delito y hay certidumbre acerca del au- 
tor de la circulación. Nun a como en el caso existieron mayores 
y mas concordantes y vehementes prefiniciones de que el recu- 
rrente, encujo poder se encontraban 38 billetes Cataos de 30 y 
de 10 pesos de valor, de los cuales intentaba despojarse al ser 
aprehendido por la policía, t;nía el propósito de circularloscon 
conni-iuiicut» de su falsedad. 

Las modalidades que rodearon y los antecedentes que prece- 
dieron al secuestro de Ules billetes entrañan presunciones di- 
rectas, concordantes, inequívocas, que conducen fatalmente á 
creer que el procesado es reo del delito de circulación de billetes 

T, 1.1X1 1 t l 
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báñennos y como tai pasible de la pena prescrípta por el artí- 
culo 62 de la ley sobre crímenes contra ka nación, Je 14 de Se- 
tiembre del8t>3. aplicable en su término medio por noapan-cer 
entesas atenuantes en el ca>o sub'judice. 
. Solicito la aten- ion de V. E. -obre la merecida severidad .-on 
4U« il-be ser apüeada la pena .i ln» eírmladures falsificadores 
de billetes baueario* ya que la Falsificación y el expendio de la 
moneda falsa toma proporciones nunca ffctas, - on detrimento 
de la majestad de la* leyes y e.on todas las consecuencias quí- 
tate ite ito entraña para el crédito del estado y A bienestar ge- 
neral. 

En mérito de. las .onsideraeioues precedentes, la prueba de 
presunciones cuya consideración se impone dado el sistema 
adoptado por Jos falsificadores ó ci re alad orea de falsos billetes 
.-n su muriod- declarar, resulta legalmente admisible en el ca>o 
con k fü-TZu probatoria que le atribuye el artículo 358 del Có- 
digo de Procedimientos en lo ■ riminal. 

Por ello, adhiero al recurso instaurado i-orel procesado, y pidu 
Ú V, K. se siria revocar, la sentencia recurrida eondenándolo ¿ la 
pena de cinco atVs y medio de tru bajos forzados y 2750 pi sos 
de multa, cm descuento del tiempo de prisión sufrida. 

■ 

Sahi titano Kier, 



t «II» de tu SupreMii C»r*e 



Buenos Aires. Setiembre 12 de 189». 

Vistos y considerando : Quu esta probado que Ksteban Es- 
lava tuvo no solamente el rollo de billetes falsos qac se encon- 
tró en su poder en el momento de ser aprehendido sinó también 
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-Jho que eurrn 
f<U¡i <i»i¡i del expediente. 

Que la venlu.i .le hab- rs, .vahzíKio el h.vho mencionado ele 

Ufeuel Medina, compradas como estafe |tó la cinmnatajieía 
confesada por el procesado de haber .-ntregado efe el tugar y 
tiempo A que esas declaraciones s«. rctiereu,un billete del mismo 
valor de veinte pesos, aunque dice que era legítim „, T ,p 0r la 
presunción que surge del Lecho probado de ser el encausado 
poseedor de billetes falsos de] referido valor. 

Que es reo Eslava del delito de ¡re»! ación previsto por el 
urtíeul, sesenta y dos de la ley de crímenes contra la sacian, de 
catorce de setiembre de mil ociWientos asenta y tres, porque 
nada fray en autos que >irra;í presumir que obró el herbó 4q 
voluntad criminal, existiendo aj contrario elementos demostra- 
tivos de esa voluntad, la que por otra parte se pn-ume en la eje- 
cución de hechos calificado, de delitos (artí-ulo seis del Código 
Penal). 

Por esto, dearuerd,, con lo expuesto y pedido por el señor 
Pr»c»railor general y de acuerdo con lo dispuesto por el citado 
artículo sesenta y dos d, la ley penal federal, se Condena al pro- 
cesado Ksteban Eslava á la p, n * de <-Íno,aúoj y ined.o de traba- 
j..s forzados y a una multa de dos mil setecientos cincuenta 
pesos, con ostas, debiendo deducirse de aquél! i el tiempode pri- 
sión sufrida* razón de dos dias de ésta por uno de trabajos 
forzados. 

Queda en estos términos modificada la sentencia recurrida de 
foja setenta y dos. 

luese original y devuélvase. 



BEUAMLN PAZ. — ABEL BAZA*. 
OCTAVIO HUNGE. — JUAft E. 
TORKENT. — «. MARTINEZ, 
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4'AVttA 4 4 «XI 

La empresa det Ferrocarril del Smt de Humos Aires contra 
doña Susana Thompson de liowe, por expropiación 

Snmarto. — La indemnización ■ or expropiación debe lijarse 
con arreglo al merlo de ¡03 autos, y de los precedentes estable- 
cido- en casos análogos. 



Cas», — Resulta del 

> «lio del Jura Federal 

La i'Jata, Setiembre 11 (te 1K*> 

Y vistos estos autos seguidos por el Ferrocarril del Surf 
r. ntra doña Susana Tboinpson de Kowe, pur expropiación. 

EesuHando : 1° Que la referida, empresa demandó ¿i dicha 
señora por expropiación de 57.786 metros con 3U centímetros 
cuadrado:) de terreno, en el partido de San Vicente, de propie- 
dad de I- demandada y solicita el comparendo que establece el 
articulo 6 de la ley de expropiación. 

2 o Que realizado éste, como se Ve á foja 17 vuelta, 110 se avi- 
nieron l.is partes en el preei ■ é iudemniz.icmn, pur lo iiue nom- 
braron peritos, los que se iipedieruu, como - onsta A fojas 2 
4 y 28. No habiéndose puesto de acuerdo ambos, y en vista 
de la enorme diferi iicia en sus apreciaciones, ?e nombró de 
olici» un terc io, el que a su^Te/ se expidió á foja 62. 

T considerando : I* Que estudiados detenidamente los informes 
de los peritos nombrados por las partes, el Juzgado debe est¡. 
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murlos y estima exagerados, pues ninguno de ellos Be limita o 
circunscribe al rol conque han sido infurtidos ; antea por el 
contrario, sus veredictos revistan más bien el carácter de ale- 
gatos en favor de las partes que ios instituyeron. 

2 o Qne en tal emergencia, ha de estarse con preferencia á la 
opinión del tercero, en razón de ser nombrada de oficio, j por lu 
tasto ageno á la voluntad de U> partes y libre de toda influi;n- 

3* Que esta es la jurisprudencia que este Juzgado ha esta- 
blecido en los casos análogos al presente, v no baila razón al- 
guna en este para separarse de esa regla: por lo tanto debe 
tomar cmno tuse <i v cut-riu esa opinión del terrero para lijar 
endelinitiva Jos precios por valor venal d( \ terreno y demi* 
indemnizaciones por cao>a de la expropiación. 

4" Que en cuanto ai valor venal de la tierra, el de 400 pesos 
¿a hectárea, que íija el perito, el Juzgado lo estima equitativo ¡ 
ya por las condici-mes del fuud» que s,- expropia, como por su 
destino, v la situación equidistante de los centros de población, 
y espenalm nte de la Capital federal. 

5' 1 Que respecto á la partida que <-l perno tercero esíablecccomo 
capítulo para galpones, cúrrale* inutilizados, etc., que estima en 
7000 [>esos, paru apreciarla, el Juzgado debe tener en cuenta <|ue 
« I peritodeia empresa del Ferrw arri; lija por toda indemnización 
la suma de 8000 pesos, con la sola diferencia de los comprendidos 
en esa partida por cada une de los indicados peritos. 

Xuhabiéndoseindifidtializadoeji detállela naturaleza y cuantía 
derada uno de es <s perjuicios materiales y tangibles, debe estarse 
dio que arroja el conjunto de tos autos Y fijarse entonce* una 
suma que estando en armonía entre la Jijada por el perito de Ja 
empresa y el tercero, y comprendiendo, á falta de toda d« mostra- 
ción p* ricial, todo perjuicio /> indemnización, lija el Juzgado, 
por toda indemnización por causa de la expropiación, la suma 
ue 10.000 pesos, con exclusión de toda otra compensación. 



jpMppPPFW^ *• ^ " * ". -■• -~ - — 'r**»; ■ « ' .«v.-jW» 
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I'or .-atas connderaoiones tullo, definitivamente justando, 
lijando la sumado 12.309 pe>o^ **on 45 cantaros moneda DSftio- 
nal, pot todo precio renal del terreno que H expropia en esto» 
autos y toda oíate de ind euiLizuoiones. !■> que deberá papar el 
Ferrocarril del Su-I dentro de diez día» d< ejecu' nada la pre- 
sante, á doña Juana Tlxtmpsou de Kowe, con sus intereses á 
estilu di' Banco, desdi- la iemamlB, por hahers< deducido tita 
por el expropiante; con mái las costas ■ - gastos de actuación y 
y el honorario de lo-* perita. 

Molifiqúese con él original, regístrese y repongan** la« f ja, 

Mariano S. de Aurrvcoechea. 

Fallo d* im Huprenw C*rte 

Buenos Aires, Setiembre lí de 1899. 

Vistos: Atento ei mérito de autos y teniendo en considera- 
ción los repetidos precedentes esta h lee id os por esta Suprema 
Corte encaso* análogos, se tija en la cantidad de diez mil pe- 
nis lastima que }a empresa debe pagar á doña Susana Tliomp- 
sun de Kowe por la expropiación á que se refiere este expedien- 
te, quedando comprendida en esta suma toda indemnización 
por la causa expresada, incluso interese», y debiendo hacerse el 
pago por la empi eza dentro del término de diez días, i quien se 
condena ademáis ;i alionar los honorarios de peritos, Modificada 
en estos términos Ja sentencia apelada de foja setenta y dos, de- 
vuélvanse, reponiéndose los sellos- y notifiques» original. 

BENJAMIN PA*. — OCTAVIO HU>- 
GE. — JUAN E. TOMtENT. — a. 
MAKTINEZ. — ABEL I1A7-AN {en 

disidencia). 



«7 



UiSlUEM IA 

Biu-on» Aire». Setíembn li de 1899. 

Vistos: Militando en el présenle caso de impropia ció ti las 
mismas cons;<l racione» de que bizo mérito ¡a minoría de Ja Su- 
prema Corte par¡i lijar en la suma de ciento cincuenta pesoi 
moneda nacional "I precio «le la hectárea de rampu de propiedad 
de la señora Susana Thouipsuti de Rowe en el juicio de expro- 
piación seguido oontra ella por U misma empresa riel Ferroca- 
rril del Sud ; distiendo iguul ratón para que la referida empre- 
sa pague ¡i don Juan Thompson el interés que devengue el im- 
porte de su campo desde que lo ocupó aquélla con su línea comu 
se le ordenó que lo abonase á la señnrade Ro«*e; y aiend > tam- 
bién justo que se pague a] referido don Juan Thompson el per- 
joicio que le ocasiona la empresa expropiante por el fracciona- 
miento de su campo con la línea. 

Por todo ello, se declara que la empresa del Ferrocarril d?l 
Sud debe pa b 'aT 4 don Juan Thompson pur eJ campo que le toma 
para su línea, la suma i orrespoodiente á razón de ciento cin- 
cuenta pesos m neda nacional por hectárea, y por indemnización 
de dañoa y perjuicios Ja suma de quinientos pe^os moneda na- 
cional, con más los intereses á estilo de Banco, correspondien- 
tes á ambas sumas desde que la empresa tomo posesión de! cam- 
po, con costas, quedando en estos términos modificada la sen- 
tencia apelada de foja sesenta y ocho. Repuestos los sellos, de- 
vuélvanse. 
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l'nn i.tsfitairti *ir ia Torre contra don Esteban tíirarola, por 
cumplimiento de sentencia; sobre tiquidai ton y apelación 

Sumario. — 1 \\s apelable t'laiilo^uo t*ti el jutcio sobre cum- 
plimiento de riten i i aprueba la liquidación. 

8" No corre.spundkndo »1 crédito liquidado La capitalizarlo!» 
trimestral de lo» interines, el error rie derecho sufridu por el 
deudor aceptando la liquidación qi-e la contiene no puede ini- 
peilirqn* ¿atase rectifique en esa parte. m^lificáiiiluae así vi 
aui. i que ta aprobó. 



Cam. - Resulta del 



ralla «el Jut» ted«»l 

Rosario, Noui rubn. .i ilY \HU:,. 

Vistos, resultando : 1° Que á foja 388 se presenta la parte de 
Uivarola haciendo la coósignacion de 6330 pesos en cumpJí- 
inii-uto (1 tí >a sentencia de la Suprema Corte de foja 371. 

2 o Que á fojas 384 y 385 presenta el señor de la Torre au 
cuenta de liquidación de la deuda de R i varóla, aplicando el in- 
terés del 9 por ciento anual, capitalizado trimestralmente* 

3° Que Corrida vista de ta mencionada liquidación de la parte 
de RiTarolíi, ésta presenta á su ?ez la liquidación al interés del 
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7 por ciento, también cap ¡Minado cada tres mesen, aumentan- 
do la contlyiiMioa anterior en la cantidad de 156 p^os 67 oeo- 
Uvoa oomo itldo da ta deuda, manifestando a ta reí «que «I 
estilo Jel tipo del Banco üe la Nacr«.n en sus descuento» d^bo 
«ere! 7 por . unto anual, * -apitulitudo rrimestrulmeute» . 

4° Que corrida rista ul señor de la Torre déla anterior li- 
quidación, sostiene el tipo de interés de 9 por ciento, y pora re- 
solver con mejor acierto este único ponto de divergencia entre 
las purtes, f se pidió informe al gerente de! Banco de I» Nación, 
eíqu. luce *aber fJ ii. el establecimiento, cobra por sus dea- 
cuentos el 8 por cient.. anual, ordenándose en consecuencia la 
liquidación por el secretario al tipo del 8 por siento. 

5* Que de dicha liquida- ion se pasó vista ul señor Rearóla, 
quien, en contestación, presenta el escrito de foja 398 en el qué 
reclama solamente ei tipo de interés, que debe ser según él el 
que cobraba el Banco en la fecha de la demanda, y el juez re- 
suelve que informe el gerente det Banco si en la fecha de la 
consignación ha cobrado el 8 por ciento anual, recibiendo el 
juzgado contestación afirmativa. 

6 o Que de esta resolución ha iuterpu.-i.to la parte de Rirarota 
recurso lie reposición ; y antes de correr el traslado correspon- 
diente presentad escrito de foja 415, expresando quese ha aper- 
cibido de haber incurrido manifiestamente en un error al formu- 
lar la liquidación de los intereses que debe ab mar al señor de la 
Torre; y si el derecho te acordaría acción para repetir lo inde- 
bidamente pagado, si hubiera ya verihVado el pago, sígnese ne- 
cesariamente que, cualquiera que sea el estado de este juicio, * 
tiene derecho, dice, de retractar y ratificar su propio error! 
antes de efectuar el pago, invocando en apoyo de su tesis el 
artículo «23 del Código Civil y fallos de la Corte Suprema. El 
señor de la Torre se opimo á la revocatoria y a la modificación 
de la cuenta por la capitalización de intereses practicada de con- 
formidad de partes. Es de advertir que por decreto de foja 415 
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vuelta, pasado en autoridad de cosa juzgada, se ordenó al Banco 
y se entregó al señor de Ja Torre la cantidad consignada pnr 
Rirarola. 

Y considerando: I o En cuanto á la revocatoria sobre el tipo 
de intereses que la sentencia de la Suprema Corte no expresa 
que hade ser el que el Banco cobraba en la fecha de la deman- 
da, sinóque los intereses han de correr desde esta fecha; luego 
corresponde determinar el tipo de interés que « obraba el Banco 
el dia que se hace el pago por consignación, que es» según el in- 
forme del gerente, el de 8 por ciento fijado en la liquidación de 
foja 396. 

2" Considerando eo cuanto á la capitalización de los intere- 
ses debidos, que este punto lia pasadn en autoridad de cosa juz- 
gada, porque la parte no ha observado en la oportunidad debi- 
da la cuenta de liquidación de foja 396, y además porque ae 
ha practicado de común acuerdo de partes, según se manifiesta 
en los resultandos precedentes. 

3 o Qu > tanto la ley de enjuiciamiento, como la ley sustan- 
tiva y las fuentes de derecho positivo, están conformes en no 
admitir la petición deque se rehaga una liquidación, fundándose 
el mismo tirador que la hizo y.coiminlió, en un error de concepto 
sobre el alcance de la sentem ia de la Suprema Corte. Es de ad- 
vertir que en ejecución de resoluciones consentidas de este juz- 
gado se ha hecho efectivo el pago al acreedor de la consignación 
hecha por el deudor, 

¿Las resoluciones anteriores se pueden revocar en mérito de 
la consideración del error invocadopnr la parte interesada? La 
respuesta la dan los artículos 923 y 920 del Código Civil. 

La ignorancia de las leyes ó el error de derecho en ningún 
caso impedirá el efecto legal de los actos I ti i tos. El error de he- 
cho no perjudica, cuando ha habido razón para errar, pero tío 
podrá alegarse cuando la ignorancia del verdadero estado de las 
CQ^as proviene de una negligencia culpable ». 
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Las reglas establecidas al efecto que produce la ignorancia 
de las leyes, es aplicable al olviío de ellas ó descuido de hacer 
valer los derechos en la oportunidad respectiva. 

El codificador, en las notas de los artículo* citados, irae 
en apoyo de sus proyectos las reglas del Digesto. En rfec- 
to, la ley 9«, párrafo 6% tomo 0% libro 22. « Uí qut 
juris ignoraníia tegis,,. beneficio uri non tunt nec pos- 
sntt repeleré : ut secumtum hoe postal dici, etiam si pecu- 
nia, (¡uae fideicomissum relíela esf, quoi/ue soluta vst t non ad 
atiquid faciendum relicta sii t el lieet consumpta non sil * sed 
nxislet apud cumein soluta est t cesare repetitionem, A saber, que 
los que pt.r ignorancia del derocha (ó por olvido) no Kan usado 
del beneQ. io déla ley... no pueden repetir lo que pagaron de- 
más; de modo que segun estu se puede decir que, aunque el 
dinero que se ha dejado por fideicomiso y se ha satisfecho aun- 
que no se ha dejado para hacer alguna cosa, ni se haya consu- 
mido, y exista en poder de aquel á quim se entregó, ee*a la re- 
petición. 

La regla del párrafo 3° dice : Sed juris ignorantiam non pro- 
dese labeon Ha accipiedum existimat, si juriscomutti copiam 
kaberet, velsuaprudentia inslructussit juris ignorantia. Tam- 
bién dice Laucón que se ha de entender que no aprovecha la ig- 
norancia de derecho en esta forma: si no hubiese jurisconsulto 
de quien a onsejarse i« no estuviese instruido délo que fácil- 
mente podría saber por sí que en este caso lu perjudicara la ig- 
norancia de derecho. 

Fresquet en su Tratado de Derecho ttomano, tomo 4% pági- 
na 349, el ice : « En todos Jos casos, y según tas circunstancias, 
se deberá ser indulgente con los que se han equivocado ; pero 
d condición de que no se hagan acreedores á reprocharles ne- 
gligenm imperdonable. Dasde luego, es necesario decir, que no 
podrá, ordinariamente, invocar el error fundado sobre sus pro- 
pios actos. 
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Nemo audiiur turpitudinem suám utlegans. 

El error ríe derecho, según el mismo autor, es la ignorancia 
de la ley, 6 la falsa inteligencia de sus preceptos. (Lo dicho 
referente á la ley va aplicable á la» sen Leticias 4c la Suprema 
Corte, que tienen el T¡Jor de ley). 

Se ha preguntad», dice Kresquet si el errur de derecho da 
lugar á la comlitio indebiti. Creemos que se debe contestar ne- 
gati?ameiiie .sin ninguna trepidación. 

El principio está sentado en una ley de Constantino : Cum 
<juisju$ ignoram indehüam pecunia solverü, cesat, repelido 
Perifjtwrantiatii entm facti lamtum repeliliottem indebiti soluti 
competen 1 tibi noíum est t 

* Cuando una persona paga por error de derecho no hay lugar 
á la conditiO indebiti : ; tú sabes que esta repteicion no es acor* 
dadasinó en el caso de error de hecho. > 

Los jurisconsultos más complacientes por aceptar la conditio, 
en caso de faisa inteligencia de un precepto legal, establecen 
que para volver sobre un error de derecbo, es necesario encon- 
trarse ¿imparado poruña de esUs regUs : i' que la cuestión 
sea tan complicada, qutí los mismos jurisconsultos se encuen- 
tren embarazados ¡tara decidir la cuestión; 4" que la regla sea 
controrertida por las dos escuelas, ó bien entre los autores que 
han tratatlu el mismo tema, 

En síntesis, diremos que, por excepción, en honor á la equi- 
dad, se disculparía el error de derecho cuando haya razón para 
engañarse por ser complejo el itsunto. 

¿ Podrá admitirse en estas excepciones la presente cuestión ? 
De ningún mudo. Porque es sumamente sencilla la aplicación de 
ta ley sobre la liquidación de intereses de una deuda. 

Por estas consideraciones fallo : no haciendo lugar á la revo- 
catoria interpuesta, y aprobando, en consecuencia, la liquida- 
ción d, foja 396. 

Pase esta causa al secretario Echeverría, p»r estar impedido el 
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secretario Hernández, por ser el liquidador de la c.tenta «pro- 
bada. Repón^e. 



Daniel Goytia. 



Aula tfe i* N U |>r«i 



nucnoí Air» *, Febrero t de 189c. 

Vistos en el acuerdo: Considerando: Que e/1 auto de foja 
cuatrocientas veintiséis resuelve no solamente el recurso de re- 
posición interpuesto en el escrito de foja cuatrocientas tres, si- 
nú también el incidente promovido sobre aprobación de ta liqui- 
dación con capitalización de intereses. 

Que respecto del primer punto, la apelación no es pieceden- 
te por no causar gravámen irreparable el auto de foja trecien- 
tas noventa y nueve. 

Que en cuanto al segundo punto, ¿sea, aprobación de la liqui- 
dación, el auto de foja cuatrocientas veintiséis es por su natu- 
raleza apelable, por cuanto trae gravamen para el recurrente j 
no se trata del caso á (fuese refiere el articulo trescientos 
veinte de la ley dé procedimientos. 

Por esto, se declara mal denegado el recurso respecto de di- 
cho segundo punto y sb le concede en reía- ion. Kncontrándosi- 
los auto* ante esta Suprema Corte, pant-n al relator y líbrese 
oficio al juez de sección para que baga saber esta resolución á 
Ja parte de don Lisandrode la Torre. Repóngase el papel. 

LUIS V, VAHE! a. — AUM. BaZAN. 
OCTAVIO BUKGE. — J1UK E. TO- 
II RE NT. 
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Falle de UHupreraa Corto 

Huerin- Am*. SHi.Mii!>rc lst de 1HU9. 

Vistos: Considerando -.: Que según lo lu declarad" laeen- 
tencía «le esta Suprema Corte de foja trescientas setenta y una, 
los interesen que el doctor Esteban Rivaroln e>tá obligado á 
devolver á «1-ti Lisandru de la Torre, déla suma que en aquella 
se indica, son á estilo de los que robra el Banco de la Na* íjii en 
8ÜS descuentos y desde la fecha de la demanda. 

Que siendo, como es, dio carácter puramente civil el crédito 
que se reconoce por dicha sentencia á favor de Torre, es, en su 
mcritu, indudable, que lo> intereses que él ba devengad.) y cuyo 
papo ordena la sentencia, un han podido producir intereses qu.- 
deban ao:t uiularse al capital, de conformidad á lo dispuesto en 
el artículo seisi¡ent<i>i veintitrés del Código Civil, desde que no 
ba babido al respectn una convención entre las partes que así 
lo establezca, ni sea el presente clsq aquel á que se reliere la 
última parte del citado artículo seiscientos veintitrés. 

Que la declaración que se lia hecho en la sentencia, de que 
los intereses sean á estilo de los que cubra el Banco de la ili- 
ción en sus descuentos, no tiene otra significación que referirse 
á la tasa de interés tij-ida por el Banco para sus descuentos, en 
virtud ilelo p rescripto en el artículo sesenta y dos del Código 
Civil, no siendo procedente atribuir al concepto mencionado la 
interpretación de que por su medio se lia querido establecer la 
capitalización trimestral de intereses que suele hacer dicho 
Banco, porque no es correcto interpretarlos términos de ana 
sentenciade modo que impliquen la violación de una ley, cuan- 
do son susceptibles de tener una significación y alcance que se 
armonicen con las prescripciones de ella, como sucede en este 
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caso con el aigni tic i*i o y alcance que i« acaban <tu expresar j 
que son lot que te han dolo en resoluciones d- esta Suprema 

Que ante Ja verdad de estos principios. »■> piWe haber duda 
de que R¡ vamla ha íaeorrido en un error de derecho al hacer 
á foja trescientos ochenta j siete de estos uutos la liquidación 
de intereses capitalizados trírnest raímente de la suma adeudada , 
en virtud de la sentencia de foja treinta y su te y ai .-onsentir 
igualmente por vía de pago a mi aeren! or de ia Torre, en la 
extracción de los fondos depositados por su parte en el Hanco, 
y decretada ú pottcítlid de nquél, por ia providencia de foja uia- 
trocientos cinco vuelta, mandando librar oíiciu al Banco para 
su entrega, porque tal decreto no es un» resolución dictada en 
juicio contradictorio para que se le atribuya loa efectos de la 
cosa juzgada, Binó el medio de hacer efectivo ei papo que por 
error de derecho en Jo referente á la capitalización de intereses, 
había consentid.» que se hiciese con ellos A de la Torre, como sé 
ve por su escrito de foja trescientos ochenta y ocho, que es el 
caso rígido pire! artículo setecientos ochenta v cuatro del Có- 
digo Civil. 

Que tampoco pueden oponerse para negar la repetición so- 
licitada por Rivarola, la disposición del artículo novecientos 
veintitrés del Código Civil y teitns dei Derecho Romano que se 
invocan en el auto apelado, porque la primera no comprende el 
caso sut>-judice t que se halla expresamente regido, *eguu so ha 
dicho ya, por el artículo setecientos ochenta y cuatro del citado 
Código Civil y loe segundos no pueden derogar las prescripcio- 
nes de este Código. 

Que el tipo del interés del ocho por ciento que acepto la sen- 
tencia del inferior y con arreglo al que se mandó hacer la liqui- 
dación por el auto de foja trescientos noventa y tres vuelta, 
puede admitirse como legítimo en relación al tiempo transcurri- 
do desde la demanda hasta el de Ja liquidación. 
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Por estos fundamentos, se confirma la sentencia apelada de 
foja cuatrocientos veinte y seis en cuanto fija el tipo de ocho 
por ciento de interés y se la revoca en cuanto manda capital ^ar 
losintereses referí io i. \ T otif¡inc*i oriijiii il y, repuesta lo* se- 
llos, devuélvanse. 

DEPiJAMIN PAZ. — ABEL BAEAN. — 
OCTAVIO fiUKGE- — JUA» E. TO- 
HREHT. — IT. NAIITIKEZ. 



« AUNA 4 41:1,111 



Contra don Gustavo Hivaiilepor las « Mensajerías Marítimas» 
sobre derechos He aduana 

Sumario. — Las resoluciones condenatorias del Administra- 
dor de aduana son inapelable* pura el empleado interesado, y es 
nula La resolución ministerial que las modifique. 



Caso.— Resulta de las siguientes piezas : 

ralla del Jnei t>*er*l 

Buenos Aires, Julio ¿H de 1899. 

Y vistos estos autos traidos por apelación de una resolución 
del ministerio de hacienda que condena al capitán del vapor 
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francés * La Plafc, » A UI)II mu lta equivalente al valor d e loa 
efectos declarados de menea como pertenecientes al rancho. 

Y considerando: |# Que I» resolución del señor Administra- 
dor de aduana de foja 9 vuelta condena al capitán del rapo; 
franca « La Plata, á una multa de 400 pesos á benefic.u del 
empleado denunciante. 

% n Q.ie consentida esa resolución por el capitán, fué recurri- 
da por el ^mple^lo para ante el ministerio de hacienda, seíun 
consta ú foja i < y 11 vuelta, 

3- Que según el artículo 68 de la ley de aduana de 1898 
aplicable al caso mh-judiee, sólo pueden apelar loa empleados 
de las resoluciones absolutorias que dicten los administradores 
de rentas en los casos de los .míralos 1054, 1056 y 1057 de las 
Ordenanzas. 

4* Que siendo condenatoria la resolución de foja 9 vuelta 
recurrida por el empleado señor V.rges, el administrador de 
renta, no ha d,l>ido conceder el recurso de apelación para ante 
el ministerio de hacieada y éste no ha debido conocer de ese 
recurso por no autorizarlo ta disposición legal r,«e se cita en el 
anterior considerando, 

l J oresto s f t mdum..nt.-sy no obstante lo dictaminado por el 
señor proc urador fiscal, fallo ; declarando mal concedido ,1 re- 
curso de apelación para ante el ministerio de hacienda y, en 
consecuencia, nula la resohn ion ministerial de f. ja 24 y [irme 
y válida la del administrador de rentas de foja » nielta. Re- 
puestos ios sellos, devuélvanse los autos á Ja aduana, notifican- 
dose con el original . 
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VISTA DEL SEflOK PROCURADOR GENEIUL 

lineóos Aires, Agosto ¿8 de 1899. 

Suprema Corte : 

La sentencia recurrida decide ¿foja 73 que la resolución de 
la aduana, corriente á foja 9 vuelta, siendo condenatoria, no ha 
podido recurrirse administrativamente para ante el ministerio 
de hacienda por el empleado de aduana favorecido con la multa 
en ella impuesta. La «posición del escrito de foja 41 adelante 
tjonfirma in extenso U>s fundamentos de la sentencia recurrida, 
demostrando que el artículo 62 de la ley de aduana para 1898, 
sólo concede recurso a loa empleados de aduana de las resolu- 
ciones abso tu tú rias que dicten los nd ministradores de renta*; 
de lo que se deduce que si la resolución es condenatoria, eopo 
resulta evidente en el caso, el recurso de carácter administra- 
tivo no procede legalmente. 

Considero justos los fundamentos f conclusiones de la sen- 
tencia recurrida de foja 61. por loque no obstante el recurso 
interpuesto por el procurador fiscal, creo deher solicitar de 
V. E. su confirmación, sin costas, por no haber n. "rito para 
t»llo en cuanto respecla á aquel funcionario. 

Sabiniano Kí**?, 



F»ll« «i* I» Suprema Cmrt* 

Buenos Airea, Setiembre 12 de 1899. 

Vistos: Atento lo expuesto y pedido por el señor Procurador 
general en su vista de foja ochenta y lo manifestado en el pre- 
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cedente escrito, deviiélrmiüfl^tasacnudoiies al juez de la cau- 
sa. Repóngase et papel. 

BENJAMIN PAZ. — ABEL BAZAR. 
OCTAVIO BUNGE. — JUAN E. 
TOHRCHT. — B. MAHTtNEZ, 



C'AllH.t 4 4 «XIV 



Don Juan C. Montero contra la empresa del Ferrocarril Central 
Argentino; sobrédanos y perjuicios 

Sumario. - Kn U acción ci.il por reparación de danos pro- 
cedente do cuasi delito, no pued, hacerse hig„ A la demanda 
81 W resulta probad* Ja privación de ganancias que hayasufrido 
el demandante por el üecho e,i que la funda, y 1. existencia de 
los perjuicios que se le najan causado. 



foso. — Resulta del 



Buenos Aires, Noviembre 5 de 1898. 

Tastos: para pronunciar sentencia, esto, auto, promovidos 
0. Montero contra la empresa del Ferrocarril 
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Central Argentino, sobre indemnización de daños y perjuicios. 

Resulta : I* El actor funda su aocion en 1<>s hechos siguien- 
tes : el día 5 de Agosto de 1896, como a las 5 de ta tarde, su 
hijo menor, llamado Pedro M, Montero, cruzaba el paso á nivel 
«intente en el Paseo de Julio entro Ayacncho y Callao, siendo 
atropellado por la m iquina de nn tren del Ferrocarril al Ro- 
sario (que es de los que pagan sus derechos de línea a! Central 
Argentino) lanzándolo á gran distancia fuera de la línea y pro- 
duciéndole heridus y lesiones sumamente graves. Que de los 
informes recogidos! resulta que, aunque la barrera esta tendi- 
da para evitar ei tr ínsito de rodados, el guar ía correspondien- 
te no estaba en su puesto como <*ra su deber, de modo que la 
falta de vigilancia y atención ha sido la causa eficiente de esa 
desgracia. Que el menor contaba 4 años de edad próximamente 
y las heridas rL-eibidaa produjeron su deceso cuarenta y ocho 
horas mas tarde. 

Que la línea y el servicio de vigilancia de las barreras, per- 
tenece ú la empresa demandada, y el convoy que ocasionó el 
hecho, de la i mpresa del Ferrocarril al Rosario, es locatario de 
la primera, bajo el coro prora i sude que ésta corra con el servicio 
de vigilancia indicado, 

Entra lue^o el actor á la ardicadoo del derecho, y s* ap^ya 
eu el artírulo 1109 del Código Civil, el cual establece : « Que 
todo el que ejecuta un hecho que por su culpa ó negligencia 
ocasiona un daño ¡í otro, está obligado a la reparación del per- 
juicio ». Cita luego la ley especial de ferr carriles nacionales 
de 24 de Noviembre de 1891, que en ei inciso 5* del articulo 6" 
determina la obligación de establecer la guarda y el servicio de 
barreras en los pasos a nivel ; el artículo 65 de la misma qae 
dispone que en caso de accidentes incumbe ó las empresa* pro- 
bar que el daño ocasionado resulta de raso fortuito 6 fuerza raa- 
vor ; el artículo 83 que determina igualmente que si el causan- 
te del accidente fuese empleado de la empresa, ésta responderá 
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por los daños y perjuicios causados; el reglamento vigente de 
ferrocarriles dispone en su artículo i- ; c Que las Empresas 
deberán colocar de din y de noche en todo el trayecto de la ría 
mientras funcionen tos trenes, el perenal neceaario para q,,e 
no hay* trópicos ni peligros de accidente!» ». 

Termina el demandante pidiendo que oportunamente se con- 
dene ala empresa demandada al pago déla indemnización 
reclamada y las costas del juicio. 

2 o A foja 27, contesta la demanda el representante de Ja Em- 
presa del Ferrocarril Central Argentino, pidiendo su rechino 
en virtud de las consideraciones simientes : 

Que el menor Pedro M. Montero que fué atrepellado por una 
locomotora el diaquese expresa en la demanda, d consecuen- 
cia de eoyo accidente falleció, fue víctima de su propia impru- 
dencia ú más bien del descuido de sus padres, que lo abandona- 
ron sólo, puesto que no es raci mal supone* en un niño de tan 
corta edad, el discernimiento y rriterio necesarios para cum- 
plir con cualquier regla de prudencia: que en la demanda se 
confiesa que las barreras est iban bajadas, es decir, que los 
empleados de la empresa habí m cumplido con las exigencias 
de cuidado impuestas por la ley y lo. reglamentos ; que la causa 
de que se quiere üacer derivar la responsabilidad de aquélla, 
estáenel hecho falso que el guarda no estaba en su puesto: 
que aun cuando esa afirmación no se hace de una manera abso- 
luta, niega la exactitud de ese hecho, pues e! guarda estaba en 
su puesto y lleg.'. hasta exponer su propia vida para salvara la 
criatura que, abandonada é inconsciente del peii^ro que corría, 
se había introducido á la vía, no obstante que las barreras es- 
taban bajadas. Que la demanda pretende sustraerse á la obli- 
gación que tiene de probar el hecho íi omisión que imputa, in- 
vocando al efecto el artículo 6o de la ley de ferrqcarriles que 
se cita trunco para fundar nu derecho que la disposición no 
confiere, pues ese artículo se refiere á Jos casos de responsabili- 
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dad á los pasajeros y cargadores en casos de accidentes, en los 
cuales la ley exige la prueba del cuso fortuito ¡í las em presas 
porque se trata de personas con quienes está ligada por un 
contrato de transporte, que la obliga a conducir en condiciones 
de seguridad sus personas ó sus efectos : pero tratándose di- 
terceros con quienes no tiene vínculo jurídico ninguno, no rige 
esa doctrina, porque la ley no la consagra y no es licito hacer 
una excepción al derecho emu un de la defensa donde la lev no lo 
establece expresamente y porque ella no tiene razón de ser. 
Que fuera de eso se ha comprobado por las autoridades adminis- 
trativa y j Milicia! ; que el accidente fué causado únicamente 
por la imprudencia di 1 niño Montero, según resulta del sumario 
levantado por la Dirección de Ferrocarriles y del instruido por 
id señor juez doctor Gallegos, siendo ellos el mejor fundamen- 
to de la improcedencia de lu aceiou ^art. 72 de la ley nacional 
de ferrocarriles y 1 103 del Código Civil). 

Que de lo expuesto resulta de estricta aplicación al caso lo 
dispuesto en t-1 artículo 1 1 ! t del referido Código, siendo tam- 
bién aplicable por razón de doctrina los artículos 1116, 272 y 
265 del mismo, de especial pertinencia al caso por el aban- 
dono y descuido de los padres del menor Montero. 

Termina el representante de la empresa, llamando la aten- 
ción del juzgado sobre la eiliorbitaucia de la suma reclamada á 
titulo de daño* y perjuicios. 

3" Keeibida la causa á prueba para la justificación de los 
hechos controvertidos, se ha producido la que expresa el certi- 
ficado del actuario, corriente á foja 89 vuelta, y los respectivos 
alegatos de las partes. 

Y considerando : 1° Que es un he< ho reconocido por la em- 
presa demandada y se halla plenamente comprobado en autos, 
que el accidente motivóle este juicio, se produjo el día y hora 
que se expresa en la demanda, de cuyas resultas falleció el me- 
nor Pedro M. Montero. 
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2° Que estando las partes de acuerdo respecto de !;i posición 
de las barreras cuando Uro lugar aquel, la cuestión se reduce á 
averigurr Bien el acto de ocurrir el accidente se hallaba en au 
puesto el guarda-barrera, desde que ese heehoho sido afirmado 
en la constestacion á la demanda y je incumbe probarlo á la 
empresa del ferrocarril. 

3* Que de la prueba acumulada resulta evidenciado que, cuando 
el menor Pedro M. Montero atravesaba la vía férrea el guarda- 
barrera no se encontraba en su puesto. Sobre este punto respecto 
del cual se ba producido prueba por ambas partes para demos- 
trar la afirmación de cada uno, forzoso es reconocer que el tes» 
tímon io de los testigos presentados pur el actor debe tenerse 
en cuenta para la resolución del proceso, con preferencia al de 
la empresa, porque se Irata de personas sin tacha legal que 
afirman haber visto al guarda-barrera que salió de un almacén 
en dirección á su puesto, después de ocurrido el accidente, 
agregando que éste pudiera haberse evitado con Ja presencio de 
dicho empleado en el lugar del suceso. 

4° Que el defecto de la advertencia ó previsión, propias de la 
edad de Montero, es una délas muchas razones que deben tenerse 
en cuenta para que la vigilancia en los puntos de peligro sea 
mayor por parte de los encargados de ejercerla y precisamente 
eso ha tenido en vista la ley de ferrocarriles al prescribir en 
su artículo 1% t Que las empresas deberán colocar de día y de 
noche en todo el trayecto de la vía, mientras funcionen los 
trenes, el personal necesario para que no haya tropiezo ni peli- 
gros de accidentes * t y por el articulo 2 a el deber de tas empre- 
sas € de relar porque todos sus empleados sean diligentes é idó- 
neos, haciéndolos responsables por los daños resultantes de 
faltas de aquéllos, extensivas á todos los actos, en el desempeño 
desús funciones ». 

5° Quede la prueba producida surge la responsabilidad que 
el hecho generador de la demanda ha creado para la empresa 
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del Ferrocarril Central Argentino por su transgresión de las 
leyes y reglamentos que rigen la materia, f á que se hace 
referencia en el articulo anterior, siendo de extricta aplica- 
ción las disposiciones contenidas en ios artículo» 1109. 1113 y 
1 122 del Código Civil, artículos 5°, inciso 5°, 65 y 83 de lu ley 
di 1 ferrocarriles nacionales, y artículo- J* y 2 o del reglamento 
de los mismos. 

6° Qui- si bien un se ua comprobarlo en el presente juicio la 
importancia de ius perjuicios reclamados por el ¡ictor, desde 
que está comprobada la existencia de un hecho lícito que debe 
resolverse p-»r una indemnización pecuniaria como igualmente la 
relación de derecho que media entre donjuán O. MonWro y hu 
hijo Pedro JI. Montero, queda aquella librada á la equidad y á 
la justicia . 

Por estos fundamentos y concordantes dol alegato rie foja 91 , 
fallo: condenando A la empresa del Ferrocarril Central Argen- 
tino, al pago de la stima <U-, cuatro mil pesos moneila nacional, 
por vía de toda indemnización de daños y perjuicios causados 
por el accidente de qu<- fué víctima el menor Pedro 31. Montero, 
cuyo pago deberá verilicarse a don Juan C, Montero, en el tér- 
mino de diez días de notificada esta resolución, siendo i car^o 
de la empresa demandada, las cristas y gastos del presente jui- 
cio. Notifícese con ti original y repónganselas fojas. 

Agustín tJrttumrmm. 

r»ll* úm la Kuprtm» t'ortr 

Bnenos Aires, setiembre 12 de 1899. 

Vistos y considerando : Que á consecuencia del accidente 
acaecido el ciu 'o de Agosto de mil ochocientos noventa y seis 
que ocasionó la muerte del menor Pedr.j M. Montero, de cuatru 
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años de edad, don Juan C. Montero, padre del expresado menor, 
demanda á la empresa del Ferrocarril Central Argentino por 
los daños y perjuicios que t se hecho le ha causado, pidiendo se 
condene ai demandado al pago de aquéllos con más las coatas 
del juicio. 

Que el demandante basa la responsabilidad del demandad ■> 
en la culpa ó negligencia del ampiado de aquél, que no se en- 
contró en su puesto, 6 sea en las barrera» para evitar el trán- 
sito por ellas cuando usUban cerrada*, atribuyen lo la causa 
eliciente del accidente a Ja Taita de vigilancia y atención de di- 
cho empleado. 

Que en virf.d de eam antecedentes quo revelan la naturaleza 
di tus hecho-. que sirven de fundamento álaaeclony de las citas 
lógales que el demandante invoca (artículos ini 1 cidutu nueve 
del Código Ciril, y ochenta y tres de la ley de ferrocarriles), se 
trata en el caso de una demanda por repnracion de daños y 
perjuicios procedentes de un cuasi delito, 6 sea de tin acto ilí- 
cito de carácter civil. 

Que la acción deducida en tal concepto, no puede prosperar 
lino á condición de que el hecho eii que a<{ nella He upoyn hay ti 
sido ó sea generador de un perjuicio susceptible de apreciación 
pecuniaria e.uisado al demand inte, porque no hay acto ilícito 
punible á los efectos de las «unciones de) Código Ciril ; Jno hn- 
liiese daño cansado ú otm acto exterior que lo pueda causar j sin 
que á sus agentes se les pueda imputar dolo, culpa ó negligen- 
cia (artículo mil sesenta y siete, código citado) y porque hay 
daño á lo» mismos efeotnt, siempre que se causare á otro algún 
perjuicio susceptible de apreciación pecuniaria o directamente 
en las cosas de mi dominio ó posesión, 6 indirectamente por el 
mal hecho á su persona ó u sus derechos ó facultades (artículo 
mil sesenta y ocho). 

Que correspondiendo al actor la prueba de la existen- ia real 
de daños y perjuicios cuando es su reparación lo que nace el 
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objeto de la demanda, don Juan C. M.mtero ha debido probar 
que la muerte de su hijo Pedro le ha causado daños suscepti- 
ble!] de apreciación pecuniaria. 

Que entretanto, no sólo no ha producido prueba alguna á 
cae respecto, sinó que ni siquiera bit expresado en la flema .da 
en qué consisten lasganaaeiis de que na sido privado ólosperjui- 
ciospecuníarios que lia sufrido A e.onaecuflucia del acridente, li- 
mitándose á hacer valer el hecho de la muerte dt>l lujo, cuando, 
según ya se lia hecho constar el pleito versa *obre las conse- 
cueiu-ias de nn <-uasi deli/.o del derecho civil y n > sobre un he- 
cho el isilicado de delito por el derecho criminal á que ¡te aplica 
el arlft ulo mil setenta y oohodel cádigo, con arreglo a sus tér- 
minos ola ros y precisos. 

Que el artículo mil ochenta y cuatro del Código Civil que en 
el Cíiso de homicidio, impone il rcsponsible de las consecuencias 
civiles del he>'lio el deber de pagar lo que fuese necesario para 
la subsistencia d-í la rinda é hijos del muerto, disponiendo así en 
<-on.->o muicia ¿un los principios generales- ya mencionados rela- 
ttvosá la ctasilictciou de loque debe entenderse por daños re- 
parables, demuestran que don Juan C. Montero, que no se halla 
comprendido por sus vínculos de alianza ó parentescos entr- las 
personas designadas en este artículo, ha estado en el deber de 
acreditar que por ser alimentario de su hijo Pedro ó por otro 
motivo era acreedor á las reparaciones civiles que la ley auto- 
riza cubrar. 

Que no habiéndose probado la existencia real del daño repa- 
rable no hay necesidad de averiguar si laempresu lia incurrido 
en responsabilidad p-T el hecho de que se trata, ó si íste se ha 
producido por falta imputable al demandante, como lo pretende 
la empresa. 

Que por igual razón, tampoco hay necesidad de resolver si el 
sóbrese imi< uto definitivo de foja veintiuno del expediente agre- 
gado produce co*a juzgada para el pre><*nLe juicio. 
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Por esto, y de conformidad con lo resuelto por esta Suprema 
Corte en el caso que se registra en el tomo absenta y do*, pági- 
na cuatrocientos veinticinco de sus fallos: .-v revoca la senten- 
cio apelada de foja ciento mu ve, absolviéndose en consecuencia 



Don Eduardo Yeuks contra don Martin Arletti, capitán 
de la goleta « Chubut * ; tiottrr entrega de can/a 

Sumario. —El capitán» como depositario de la cargares 
responsable de ella desde que la recibe, y está obligado á en- 
tregarla á bu dueño ó al que lo represente, ó á ponerla á dispo- 
sición de la autoridad judicial dtl lugar, y por laque hay a deja- 
do t\v entregar di-be indemnizar su valor, Ó el que, en defecto 
de prueba, Cje el tribunal, artículos 91 8, 960, Código de Co- 
mercio; artículo* 1083, H09, 1119, Código Civil. 




CAUSA « 4 < XV 



Caso. — Resulta del 
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rail* del Jim I#tMHl» 

Rawson, Mar/o 21 cíe 1896. 

Vistos: Estos autos seguidos por don Francisco Fietrobelli, 
en representación de don Eduardo Tenki, contra el capitán de 
la goleta nacional * Coubut », don Martín Arletti, sobre obro 
de -los cajones de mercaderías, estimadas ou cj. uto ochprita li- 
bras .'Sterliuas, de lo ijue resulta : 

1" Que con fóefo 25 deüctubre del ano 1894; el demandante 
se presentó al juzgado, manifestando que el capitán de la gole- 
ta nacional «f'hubut*, Martin Arletti, había recibido dos cajo- 
nes conteniendo treinta trajes usados, los cuales venían bajo 
guía de transito, acompañando un inventario del precio de la 
Topa y demás papeles, qm- corren de fojas 1 al2. 

2 o Que enrocados á juicio verbal, á solicitud del demandante 
el capitán Martin Arlett i, expreso* : * que recuerda que se em- 
barcaron á bordo del buque d su mando los dos cajones en Bue- 
nos Aires, y que, fueron desembarcados lus mismos en una 
chata, que una vez entregados los cajones en la i haía, ignora 
lo demás ». 

3 fl Que el representante de Eduardo Yenks, ¡i foja 19, se pre- 
senta manifestando que t no habiendo arribado á un arreglo en 
el juieio verbal, y que exponiendo el capitán Arletti haber re- 
cibido los cajones, debió recabar recibo de los chateros á quie- 
nes los entregó, por cuya razón pido se condene á éste, a! pago 
de ciento ochenta libras esterlinas». 

4 o Que corrido traslado á la parte de Arletti, su representante 
don Luis Costa, á fojas 21 y 22, cimtesta: < Que su represen- 
tado recibió .los cajones en el puerto de Buenos Aires, ignoran- 
do el contenido, porque le fueron entregado* cuno encomienda ; 
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que llegado á este puerto, entregó tanto los rajones á una de 
las chatas que trafican en este rio, para cargar y descargar los 
trigos, ignorando el n<»n¡brr de la chuta, pites hay algunas sin 
nombre, pero estén bajo el mando del cnatero Juan Bautista 
Gando-lío; por lo tanto, una ¡reí retirada la carga de á bordo, 
cesa su responsabilidad, agregando que éste, es el sistema de 
carga y descarga en este puerto, lo que se puede verificar por 
medio de Jos capitanes Manuel IJalpiana, Antonio Bassi y Ju- 
lián Bollo; que los documentos presentados pnr el demandante 
no son admisibles como prueba, porque en ninguno de ellos 
consta la veracidad de la demanda, ni prueban ni el contenido 
ui el r-ilur ». 

5* Que d- foja 23 a foja 25, el demudante a) crrerse un 
nuevo traslado contesta : * que los cajones han reñido bajo 
guía de tránsito, que no acepta los testimonios de los capitanes 
Manuel Dalpiano, Antonio Bas^i y Julián Bollo, por ser coima* 
cionales y amigos íntimos del capitán ArUtti y su represen- 
tante. Que los documento!» no sean admisibles como prueba, es 
un absurdo, pues la carta ¡trinada por Williams Yenks, que fi- 
gura i-nel expediente, habla claro, que se especifique el valor 
de cada objeto es muy natural, pues se trataba de una dona- 
ción también por haber encontrado, en el cajón medio vacío, ge 
dedu<-e que el contenido debía ser variado », 

6° Que abierta la causa ü prueba, el demandante solicitó todo 
el término que ¡icuerdu «1 artículo 111 del Código de Procedi- 
mientos civiles. 

7" Que ¿i petición del actor, se libró olicio al señor receptor 
de rentas, cuyo informe corre .le foja 28 vuelta á foja 29; que 
la parte del actor produjo las pruebas que corren de foja 37 á 
foja 38. 

Considerando: 1° Quede las constancias de autos, resulta 
claramente que los referidos cajones, fueron recibidos por el 
capitán Martin Arktti en Buenob Airea, á bordo del buque de 
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su mando, y desembarcados en unas ríe las chatas que trafican 
el rio. 

2° Que las deposiciones de ios testigua Josef P. Hugues, 
Juan Pesetti, Edugrr Owen, Jorge Baker y John M. James; 
presentados por Ja parte actora, carecen de vnlor legal, por 
haberse omitido las preguntas indispensables qne determina el 
artículo 191 del Código k> Procedimientos Civiles (declaracio- 
nes prestadas ante el juzgado de paz de Gayman); además que 
sólo declaran haber visto e' cajón y comprado algunas rnpas. 

3'' Que no se ha probad i de una matura evidente y precisa, 
que e) cajón haya desaparecido de á bordo de la goleta * Chu- 
buc el que fácilmente pudo extraviarse del tnmlfe, por cuan- 
to en ta época de la descarga, no se hallaba presente su dueño 
Eduardo Jenks. 

4 o Que el capitán Arletti, no pin de constituirse en guardián 
de la* mercaderías una vez Bill idas Je A bordo de su buque, ce- 
sando su responsabilidad en el aelo de la entrega en el puerto 
de «les arga (artículo 918 del Código Civil). 

Por estas consideraciones, fallu: no haciendo lugar á la de- 
m inda, por spr improcedente la acción en que la funda, el re- 
presentante ile Kdn.irdoYenks, don Francisco Pctrobelli, contra 
el capitán de la goleta oarional « Chubut », don Martin Arletti; 
dejando á salvo los derechos de las partes, y no habiendo teme- 
ridad por parte del actor, páguense las postas seynn el orden 
causadas. Notiffquese con el original, debiendo testarse por 
secretaría, las palabras subrayadas del escrito de foja 41 por 
ser injuriosas contrae! que suscribe; repónganse lus sellos, y 
prévia constancia, archívese. 

Horacio A. Reate. 



Ante mí : 



Pérez, 
Secretario fad hotj. 
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Wm»m «le I* Suprema Cor Ir 

Bueno* Airea, Setiembre 11 de 1899. 

Vistos y considerando: Que por confesión del demandado y 
demás pruebas prod nenian á ese efecto, está acreditado que 
aquel recibió dos bultos, de cuyo transporte se encargó, para 
mtregarltis al demandado en el lugar de su destino. 

Que el demandado no v'do no h.i justificado que hizo la debí* 
da entrega on su totalidad de Los objetos transportados, sitio 
quédelas constancias del expediente, resulta que uno délos 
mencionarlos bultos, no lia llegado al poder del destinatario. 

Que la responsabilidad qm- de ese h'dio surge A carjj;o de] 
dciiiiipdado. es evidente ¡inte la disposición del artículo nove- 
cientos diez y ocho d«l Código de Comercio, según el que, el 
capitán es considerado verdadero depositario de la carga y res- 
ponsable respeeto de ella desde que la reí- i be hasta el acto de la 
entrega. 

Que la circunstancia alegada por el demandado de haber en- 
tregado á un « chatero » en el puerto de destín", los dos bultos 
transportados, aun admitiendo que ese hecho sea cierto, no 
puede servir para excusar su responsabilidad, porque el recibi- 
dor no aparece, haber sido autorizado para el recibo por el dueño 
de la carga y porque, en defecto del consignatario, el capitán 
debió ajustarse á lo dispuesto en el artículo novecientos se- 
senta del citado código para suplir ese defecto. 

Que, en consecuencia, el demandado está en el deber de in- 
demnizar al demandante en lo que se reliere al bulto que éste 
no recibió. 

Que respecto al otro bulto, no pue ie reconocerse el mismo 
deber ni aun parcialmente, como lo pretende el actor, porque 
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éste no ha producido prueba alguna en el sentido de demostrar 
que dicho Imito hubiese contenido otros objetos que los que *e 
contenían en el oajou, en el estado en que lo recibió. 

Que en lo concerniente al valor riel bulto extraviarlo, los ñu- 
tos ñu ofrecen elementos suficientes para lijar ese valor de una 
manera que corresponda exacta mente, al que en realidad tengan 
los objetos perdidos» 

Que en equidad, puede admitirse que el cajún que no recibió 
el destinatario, representaba por razón de su contenido, un ra- 
lor semejante al que debe atribuirse al entregado, ya que en el 
documento respectivo se da á ambos el mismo contenido ge- 
nera!, 

Que el mérito de autos permite a es>ta Suprema Corte, hacer 
uso de la facultad que á los jueces da el artículo mil ochenta y 
tres del Código Civil para la fijación pecuniaria de la indi ioni- 
zación que e! demandado debe al demandante. Gimiendo en 
considera ion U disposición de los artículos mil cíenlo nueve y 
mil ciento diez y nueve del mismo • ódigo» 

Por estos fundamentos se revoca la sentencia apelada de foja 
cuarenta y una vuelta, y se condena al demandado don Martin 
Arletti, á pagar ií don Eduardo Yenks, la cantidad de quinien- 
tos pesos moneda nacional de curso legal por toda indemniza- 
ción, lo que deberá hacer en el término de diez días desde el dia 
en que se mande cumplir esta sentencia por el inferior» que- 
dando A favor del demandado las acciones y derechos que co- 
rrespondan respecto al bulto extraviado. Notiffqm se original, 
y repuestos los sellos, devuélvanse. 

BENJAMIN PAl. — ABEL BAZAN. 
— OCTAVIO BUNGE. — JUAN 
B. TOnftENT, — H. NAUTINEZ. 
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CAUSA « << PLV1 



Don Salvador Iraburú contra don Vicente de Susini, empleado 
de la legación de Francia, por cobro de pesos; sobre com- 
petencia. 



Sumario.- La Suprema Corte carece de jurisdicción para 
cnnooeren la cansa civil contra un empleado de tina legación ei- 

jefe de ésta. 



too.— Lo 



VISTA DEL SBfiOK ¡•KOtURAnOll GENERAL 

~ r i Uuenos Vires, Abril 21 de 1898. 

Suprema Corte : 

El artículo 1° p inciso 3° t de la ley sobre competencia nacional, 
autoriza oJ ejercicio de la jurisdicción originaria de V. E. para 
conocer de las causas cancernientis á los agentes diplomáticos, 
sus umpleados v sirvientes d»méüti>os del modo que una Corte 
de justicia puede proceder con arreglo al derecho de gentes. Y 
V. E. aplicando ese artículo, ha declarado que no puede cono- 
cer de cuusas civiles, sino en los casos autorizados por el dere- 
cho de gentes (tomo 2 o , pagina 40; tomo 4°, página 346), 

Con sujeción a~ esa jurisprudencia y doctrina, V. E. carecería 

T. Uní H 
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de jar indicción para proceder en el caso como solicita el de- 
mandante. Como parece ilegítimo y aun contradictorio de los 
merendó- respetos debidos al personal de una legación, el si- 
lencio respecto de una deuda que aparece constituida por ins- 
trumento de carácter ejecutivo, V. E. podría comunicar los an- 
tecedentes obrados al señor ministro plenipotenciario de Fran- 
cia, ¡i efecto de que tomados en consideración pudiere dar, sí lo 
creyera oportuno, su autorización al demandado para contestar 
la demanda. 

Sabia ¡ano AVer. 



Falta dm 1* Suprema Corle 

Buenos Aires, Setiembre 16 Je 1899. 

Vistos y considerando: Que don Vieonte Susiiii liace parte 
del personal de la legación de Franela, según se comprueba por 
la comunica» ion de fujn diez, cuya traducción corre A foja nueve, 
y se desprende del otrosí del escrito de foja cuatro con que el 
actor inicia este juicio. 

Que el citado Susini, á quien se corriñ traslado A foja quin- 
te á los efectos relatiios á La jurisdicción y c *mpetencia de es- 
ta Suprema Corte para conocer de esta causa, no ha hecho ac- 
to que, con la debida autorización, importe atribuir á los tri- 
bunales del país el conocimiento de una acción dirigida contra 
un empleado de una legación extranjera. 

Quo con estos antect'd entes esta Suprema forte caree» de 
jurisdicción para entender en el presente juicio de acuerdo con 
lo establecido en el artículo primero, inciso tercero, de la ley de 
jurisdicción y competencia y la jurisprudencia que en su méri- 
to tiene establecida. 
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Por esto, y no habiéndose par otra parte trairlo por el actor 
asentimiento del jefe de la legación pura demandar al empleado 
Siiaíni, no halagará lo pedi-lo en el ^cnto de foja cuatro y 
archívense estas actuaciones, reponiéndose el papel. 

BENJAMIN PAZ. — ABEL BATAN . 
— OCTAVIO BU>CE. — JUAN E. 
TOBREST. — n. MAHTISEZ, 



C'AUftA 1 4 4 XVII 

Criminal contra J. fiuthmam, por defraudación, recurso á la 
Suprema Corte de un auto de la Cámara de Apelaciones en 
lo cnmmal de ta Capital. 

Sumario. — El auto de los tribunales or-linarioi que nada 
resuelve en definitiva no es apelaula para ante la Suprema 
Corte. 

Caso. — Lo explica la 

VISTA MUí SEftOtt PROCURADOR GENERAL 

Suprema Corte : Aires ' *®* 30 dc im - 

No existe resolución alguna de carácter definitivo que dé 
mérito en estos autos seguidos ante la jurisdicción común, a) 
recurso interpuesto para ante V. E. á foja 243. 
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Concluidas las diligencias de un sumario, el juez de instruc- 
ción d 16 vista al querellante & foja 212 vuelta y alagante liscal 
á fnja 215. Este la evacúa á foja 2(6, pidiendo subreseiniiento 
definitivo, y en éste estado, el defensor del procesado solicita á 
su ve* vista del auto, ú fin de pedir lo que corresponda, según 
lo expresa ¡i foja 210. 

Negada la vista á foja 221 vuelta, y apellido el auto denega- 
torio, es confirmado por el de la Cámara de lo Criminal en la 
Capital, según resolución corriente á foju 330. Y es de ésta re- 
solución, que se interpone y concede el recurso para ante V. E. 
so pretesto de incoustituciunalidad déla U»y de procedimientos 
que autoriza la vista al acusador y no al acusado. 

Debo prescindir de los fundamentas que man i tiestamente des- 
virtúan el recurso de inconstitucional idad en el cuso subíndice, 
recurso emanado de un trámite do forma que no afecta al fondo 
de la defensa, porque si ésta es garantida por la constitución 
aquel no se opone á esa garantía, limitándole á designar il órdeu 
y la oportunidad de su ejercicio, é invocando los antecedentes 
relacionados para concluir que el recurso para ante V. fi. rs 
improcedente en el ca^o. 

El artículo 14 de la ley sobre competencia de la justicia fe- 
deral es explícito : • Una vez radicado mi juicio ante los tribu- 
nales de provincia 6 de la capital en su caso, será sentenciado 
y fenecido en la jurisdicción provincial, y sólo podrá apelarse á 
la Corte Suprema, de las sentencias pronunciadas, etc., etc.» 

Si solóse tratada la denegaciuii momentánea de una vista 
de autos, si el juez aun no se ha pronunciado sobre punto ai- 
gimo de carácterdelinitivo, ni aun sobre el sobreseimiento de- 
linitiv-i 6 provisorio, contra el que hay recursos legalmente 
uutorizudos; no existe sentencia, juicio fenecido ni materia que 
legalmente autorice la interposición del recurso autorizado por 
la ley sobre competencia federal. Siendo é>í,« de aplicación res- 
trictiva y lajurisdiccíon federal privativa y no extensiva por ello 
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¿otra causas que las expresamente designada», opino que el re- 
cursode aquella providencia limitada a denegar una vista de iu - 
tos.de carácter transitorio por su propia naturaleza, es improce- 
dente con sujeción á los términos de la misma ley invocada en 
su apoyo. 

Pido í\ V, E. se sirva así resolverla, declarando mal concedido 
el recurso autoriztdo en el auto de la Kima. Cámara a quo de 
foja 244 vuelta. 

Sabiniano Kier. 



Fall* de la «Marca*» Certc 

Buenos Aires, Setiembre 16 de 1899. 

Vistos y considerando : Que como lo observa el señor Pro- 
curador general, el auto recurrido para ante esta Suprema Corti- 
nada resuelve en definitiva. 

Por esto y de acuerdo con lo expuesto y pedido por el señor 
Procurador general, y de conformidad con lo dispuesto en el 
inciso segundo, articulo veintidós del Código de Procedimientos 
en lo Criminal, se declara mal concedido el recurso interpues- 
to á foja doscientos cuarenta y tres. Agregúese í los autos 
principales, notifíquese original, y devuélvanse. 

Bt NJAMIK PAZ. — ABEL BAlAN . 
— OCTAVIO BVNCK. — JUAN £. 
TOHRENT. — 0. MARTINEZ. 
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La Dirección de Ferrocarriles nacionales contra la Empresa del 
Ferrocarril Dueños Aires al Pacifico; sobre cobro de pesos 

'Sumario. — Reconocido eJ crédito y su importe, y no pro- 
bado que baya sido satisft-cliu, d tí be ordenarse su pago, 

Caso, — Resulta del 
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Buenas Aires, Diciembre 18 de 1897. 

Y vistos : estos autos seguidos por la Dirección del Ferro- 
carriles nacionales contra la empresa del Ferrocarril Buenos 
Aires al Pacífico, sobre cobro de pesos. 

Resulta ; i» El doctor don Belisario Saravia en representación 
de ta Dirección de Ferrocarriles nacionales expone : Que en 
mérito de la ley de 5 de Noviembre i873, aufcoriiaodo al Po- 
der Ejecutivo para contratar la construcción de varias líneas 
de ferrocarriles lo hizo en 1874 con don Juan E. Clark, res- 
pecto de la que partiendo de esta capital llegara á San Joan. 

Que posteriormente quedó reducido ese contrato á la cons- 
trucción de la parte de la línea comprendida entre esta capital 
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y la Villa Mercedes (San Luis). Clark transfirió en 1883 la 
concisión de ese ferrocarril á la actual compañía del Pacífico 
reservándose la construcción por euntade esta. 

Que como la Nación tenía el Ferrocarril Andino (de su pro- 
piedad actual noy) que partiendo de Villa María (Córdoba) iba 
hacia las provincias de Cuyo pasando por Villa Mercales (San 
Luis) la Empreia del Ferrocarril Buenos Airea al Pacílico so- 
licitó de la Administración Nacional qu • explotaba esa tía que 
de acuerdo con las disposiciones del artículo 56 de la lev gene- 
ral sobre ferrocarriles de 18 de Setiembre de 1872, le diera el 
necesario empalme entre la Estaeion del Andino en Villa Mer- 
cedes y la del Pacífico i-n la mUma población distante una de 
otra un kilómetro poco masó ru< nos. 

Que el Poder Kjeeutito defiriendo á esta solicitud por ser de 
práctica constante que la línea más antigua construya las obras 
del empalme y aún atienda el servicio de ésta con »u personal, 
ordenó que la Administración del Ferrocarril Andino pusiera 
en la obra sus operarios y materiales ha*ta terminarla y entre- 
garla al serví' io del Ferrocarril del Pacífico. 

Que el empalme fué ejecutado éntrelos años 1883 y 84 y 
desde su entrega al interesado, la administración nacional de! 
Ferrocarril Andino cobró reiteradas veces á la Empresa del 
Pacífico el valor de aquel sin poder obtener su abono, y persua- 
dido el administrador del Andino de que sus gestiones eran 
ineficaces no obstante hallarse 1 1 deudor en posesión de la obra 
explotándola se dirigió en 1886 poniendo en conocimiento del 
señor Ministro del Interior lo que ocurría sobre el particular, 
y éste, prétias las informaciones did Departamento de Ingenie- 
ros y de la Contaduría General déla Nación que aconsejaban 
el apTemio de la compañía del Pacílico para que abonara la 
cuenta, quiso oír el descargo de ella y le dió vista del «pe- 
diente. 

Que después de un largo tiempo se expidióla empresa ale- 
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gando que el deador era el constructor Clark j no ella, acom- 
pañando en copia un memorial j contra cuenta presentada al 
ministerio por aquél , solicitando que la cuenta del gobierno se 
declarase chaucelada. 

Que después de varios trámites unte las reparticiones nacio- 
nales quedó establecida la falsedad de los motivos alegados por 
Clark para fundar su pretensión deque se declarara compensada 
la cuenta con la que él había formado antojadizamente en su 
memorial. 

Que, por otra parte, á la empresa de! Pacífico le constaba One 
por su contrato era el directorio local y no el nuevo construc- 
tor de la línea, don Juan K. Clark, el únieo que tenía perso- 
nería legal para en tender se con el gobierno, no obstante lo cual 
alegad que la cuenta del empalme era á cargo de Clark y no 
de la compañía. 

Que en presencia de esos antecedentes el Poder Ejecutivo 
nacional en decreto de U de Febrero de 1880 ordenó que pa- 
saran los antecedentes de este asunto A la Dirección de Ferro- 
carriles nacionales para que luciera efectivo el cobro de la 
cuenta valor del empalme, en cumplimiento de lo cual la Direc- 
ción resolvió descontar esa suma del valor de la garantía que 
abona semestralmente el gobierno á |o empresa ; y así ba pre- 
tendido verificarlo siempre desde aquella fecha sin que á esa 
compañía le. haya faltado hasta boy suficiente destreu para 
eludir el descuento. 

Que habiéndose visto el Poder Kjecntivo obligado íí llevar los 
procedimientos por la vía judicial, viene el recurrente, en vir- 
tud de la representación que ejerce y a] amparo de Us disposi- 
ciones contenidas en ios artículos 605 y 022 del Cód ¡yo Civil, 
promoviendo la acción correspondiente á Un de qun se condene' 
á la empresa demandada al pago de la suma reclamada, sua ¡n- 
termes y las costas del juicio, 
2 o Corrido trabad o de la demanda, don Antonio N. Uuiz en 
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representación del Ferrocarril di- Buenos Aires al Pacífico lo 
evacuó á foja 16, exponiendo: Que de los propios términos üe Ja 
demanda resulta que el gobierno nacional ha sido pagado de la 
sumí reclamada puesto que su importe fué descontado del va- 
lor de la garantía que el gobierno ha estado y está obligado á 
pagarle. 

Que la Direceion de ferrocarriles t rata de cobrar por segun- 
da rez en ejecueion de un decreto que llevaba la condición im- 
plícita de que se devolviese por el gobierno la misma suma ja 
descontad*. Termina el representante de la empresa demanda- 
da pidiendo el rechazo, con costas, de la acción deducida. 

3 o A foja 34 recibióse el juicio á pnuba para justificarse que 
la compañía del Ferrocarril de Buenos Aires al Pacífico adeuda 
la suma que se le reclama, y aegnn lo que resulta del certiQcado 
del actuario corriente ¡i foja 35 ruelta, no s>- ha producido nin- 
guna por las partes. 

4 o Que á foja 55 el juzgado para mejor proner ordenó se li- 
brase ofieí tá la Contaduría general para que informas» si la 
deuda que tenía pendiente la empresa del Ferrocarril ni Pacifico 
con motivo de la construcción -te un empalme en Villa Merce- 
des de San Luis, cuyo monto era de libras 1749,16,11 había 
sido descontada de Las garantías pagadas á dicha empresa ó si 
estaba aun pendiente» y en ese caso á cuánto asciende el total 
b Lista la fecha del auto. 

5 o Quede los informes remitidos por la Contaduría general, 
resulta: Que con lecha 8 de Julio de 1892 libró órden de pago 
telegráficamente ptíi la suma de 9398 pesos con 85 centavos 
moneda nacional curso legal importe de lo descontado al Fe- 
rrocarril Buenos Aires al Pacífico de la garantía correspondien- 
te al semestre de Octubre á ¿Mayo de 1890 y por intereses del 
7 por cient'i anual sobre dicha suma, no constando en la oficina 
que da esos datos que el expresado giro haya sido abonado. Pe- 
ro habiéndose recabado del ministerio de hacienda un informe 
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al reapretó, el .-nal corre á f -ja 58, lu contaduría informó clelt- 
mtivaraente que no hay constancia en ella de que se hava he- 
cho efectivo el pago de la Mima (i. 9398 pesos con 85 centavos 
moneda nacional, y por conniviente, debe considerarse eom.» 
pendiente de ahuno ta suma « d cuestión. 

Y considerando: í° Que la empresa demandad i en si, liUs 
COntestatio ha reeonneidoel monto y el origen del crédito qui- 
se reoléma, no niega el derecho pe tiene el gobierno para co- 
brar misólo elcrédit- demandado «mió también sus intereses, 
pero alega que esa suma le fué ya descontada del valor de lá 
garantía nacional de que goza la empresa. 

tiastaría esa sola confesión judicial para establecer la exis- 
tencia de la obligación por parte de la empresa y desde luego A 
ésta le incumbiría probar que pagó, porque de los documentos 
con que instruye la demanda se de4aee claramente que atin 
cuando la Dirección general de ferrocarriles nacionales resol- 
vió descontar la expresa-la suma del valor de ta garantía que 
abona semestralmente al abrumo la empresa, nunca tuvo 
efeoto esta resolución, como lo demuestra d<> una manera con- 
cluyate el teito del decreto del Poder Ejecutivo de Mayo 30 
de 1891 que establecía no solo que no se descontara de ella el 
valor del empalme sinü también que ordenaba ú la dirección 
eligiera á Ja empresa el pago de ese valor dentro de un breve 
plazo librado á su resolución. 

2 S Que estos hecho han venido á quedar plenamente confir- 
mados por el informe de la Contaduría na. tonal, corriente á fo- 
ja 59 ; qu.- fundado en los anteceden tea que existen en el mínis- 
tenu de hacienda Hativos i este asunto y en las propias cons- 
tancia* desús libros opina que debe considerarse como pendien- 
te de abono la suma en cuestión. 

3* Que esos libros y esos antecedentes cuya autenticidad no 
ha sido negada, constituyen elementos de prueba irrecusables y 
y son tan aulicientes para revestir de toda legalidad las necio- 
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nes judiciales que de ellos surgieren como todos Lis documen- 
tos auténticos extraídos le Jas oficinas liscules (Fallo de b Su- 
prema Corte, serie 2", tomo 9", página 190). 

4" Que incumbiendo al que afirma un hecho probar su afir- 
mación, en el presente caso la empresa demandada ha ¿¿tirio 
justificar que el superior gobierno descontó de la garantía na- 
cional ¡a sumí devengada por aquella y desdo que no lon¡ip jus% 
toes que aatMaga la obligación podiente, tnnto más que no es 
eiacto lo que afirma el demandado de haber el actor descontado 
el valor de dicha garanLía, puesto que la demanda establece que 
si hien se ordenó ese descuento nunca se cumplí;, esa resolución 
A causa de las trabas que opuso siempre la empresa deman- 
■lada. 

Por estos fundamentos y concordantes del alegato de foja 37 
fallo: condenando ála empresa del Ferrocarril Buenos Aires al 
Pacífico al pago de ¡a suma reclamada por el Poder Ejecutivo 
racional en la cuenta de foja % importante la suma de 9774 
pesos conSU centavos oro y las estas del juicio. Notifiques* 
con el original y repónganse las fojas. 

Ayustin l'rdinarrairt. 



rail* <to i a 



Buenos Aires, Setiembre 19 Je 1809. 

Y vistos: Considerando: Que el decreto del Poder Ejecutivo 
nacional de treinta de Mayo de mil ochocientos noventa uno 
órnenle en testimonio i foja tres, al mismo tiempo qne'orde- 
na el cobro del crédito que es objeto de Ja demanda de fojo seis 
provee ála compañía demandada de un título que en todo caso 
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es <h* su deber gestionar sin que este título sea incompatible con 
el que es objeto de este juicio que ha sido de cargo del deudor 
acreditar que estuviese extinguido, por alguno de los modos que 
se enumeran ene) titulo diez y seis, segunda parte del libro se- 
gundo del Código Civil. 

Por estoy fundamentos concordantes de la sentencia apelada 
de foja sesenta y tres, se confirma ésta, con costas. Repónganse 
los sellos y devuélvanse, pudiendo notificarse con el original. 



La sociedad « Unione italiana » de Chascomús, contra don 
Francisco Wuratii ; sobre nulidad de una escritura de 



Sumario. — £1 inmueble adquirido pur una sociedad y po- 
seído por ella, no puede ser vendido por otra sociedad formada 
ron el mismo nombre con posterioridad á la adquisición de la 
primera, y la venta que la segunda haya hecho, y su escritura- 
tttuu son de ningún ralor. 



Caso. — Resulta del 



RENUM1N PAZ. — ABEL BAZA TI. — 
OCTAVIO BfJHGE. — JIJAN E , TO- 
H RENT. — U. MARTINEZ. 
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venta. 
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fr*tl« del Ju»n tXlcr»! 

La PUu. Noviembre I I de 1893. 

Y vistos: los seguidos por la sociedad Unione Italiana de 
Chasuomús, contra don Francisco Plurutti sobre nulidad de un 
contrato de venta con pacto de retroventa, y demás en ellos 
deducidos, y resultando: 

1° Que en 8 de Abril de 1892, el doctor don Mariano Orza- 
bal (ver foja 38), como mandatario de la sociedad « Unione 
Italiana *, por un otrosí del escrito presentado, reproduce el 
de fecha 10 de Febrero del mismo ano (ver foja 2), demandan- 
do á don F rauci-co Plurutti, para que en oportunidad se de- 
clarase nula la venta con pauto de retroventa, que a su favor 
extendieron los señores don .Julio Mazzuccbi y don Santiago 
Pistariño, de una Suca de propiedad de aquélla, situada en la 
mencionada ciudad, calle Franklin, entre las de Buenos Aires 
y Alvear . 

2* Que como íundumenlo de la instaurada, manifestaba que 
algunos miembroa disidentes de la misma sociedad, titulándose 
sus representantes, hablan fraguado una asamblea, que apa- 
recía autorizándoles á vender la casa social, procediendo en 
consecuencia de acuerdo con Plurutti, á formalizar el convenio 
a que ha becho referencia, siendo falBas las causas que para 
originar tal contrato se invocan, eomn igualmente la represen- 
tación que se atribuyen. 

3° Que las personan que convinieron el otorgamiento de la 
escritura respectiva (ver foja 7), no eran socios dt> la dicha 
corporación, y tan es así, que ui siquieran figuran en sus 
listas. 

A" Que el demandado aL responder á la acción invocada (ver 
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füja 30), se limita tan sólo á aseverar que es dueño «le la linca 
sobre la que se deduce esta demanda, á virtud de la escritura 
de compra que se exhibe, negando además, que hubiese sido 
vencido en juicio el señor Mauna-hi. 

5 o Que por el auto de fecha 9 de Agosto (ver foja 84\ se 
recibió la causad prueba, debiendo versar la testimonial, sobre 
los puntos afirmado» en la demanda, y negados en la contes- 
tación, 

Y considerando : i" Q ut fundándose la acciou de nulidad 
invocada, eu ta circunstancia de no ser la sociedad propietaria 
déla finca sobre que recáela cuestión, la misma que aparece 
otorgándola escritura de venta, que en testimonio corre á foja 
58, Ja prueba h-¿ debido recaer necesariamente sobre dicha cir- 
cunstancia, con lauta mayor razón, cuanto que e' "lecho mejor 
constatado eu autos, es el de que existen en el pu .o de Chas- 
comús don sociedades del mismo nombre, como se deduce, de la 
propiu confesión del demandado (ver contestación á la U« po- 
sición). 

2" Que del contesto de la deposición hecha por Plnrutti, al 
tenor del plieg.. de fnja 66, y no obstante sus evasivas y con- 
tradicciones, resulta que h.ista el mes de Febrero de 4890, solo 
existió la sociedad € ünione Italiana » que adquirió* de doo Noel 
Piarrete el terreno calle Franklin, con los linderos qm* en la 
esoriiuríi de foja 58 se mencionan, y que fué con motivo de la 
asamblea que debió tener lugar el día 9 de dicho mes, que se 
produjo una escisión entre loa socios, separándose una fracción 
que se llevó consigo el tesoro y algunos libros sociales, forman- 
do desde entonces una nueva sociedad con la misma denomina- 
ción, la que estableció su local, en la casa de don Luis Rosconi 
calle de Belgrano entre Maiptí y Caseros (respuesta á la 14» y 
(5 a posición). 

3 o Que de las mismas confesiones resulta, que es esta última 
sociedad, laque por medio de sus representantes (y eso todavía 
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en forma ilegal), otorgó la escritura á favor del demandado, lo 
que se evidencia por lúa mencionadas confesiones de Plurutti, 
quien reconoce que los presidentas que se han sucedido desde 
1890 en adelinte, b;in sido los señores Domingo Berlotti, Do- 
mingo Bl un ii n y José Mazzuivhi, ninguno de los cuales figura 
en la escritura de foja 58, que llera rio obstante, la fecha del 91 
de Julio de 1861 (rer contestación a la 25 a posición), 

4* Que estando constatado, que la sociedad vendedora, se 
formó ron posterioridad al año 1890, no es susceptible de dis- 
cutirse el punto relativo á ta propiedad de la tim:a de que se tra- 
ta, puesto que fué adquirirla en 26 de Setiembre de 1887, con 
mucha anterioridad, por consiguiente, á la constitución de la 
sociedad que vendió ti Plurutti. 

5* Que no se ha sostenido, y menos se ha demostrado, que la 
segunda sociedad haya sucedido en los derechos de la primera, 
deduciéndose todo lo contrario de la circunstancia reconocida 
de que ésta ultima existe y funciona en el propio local que untes 
tenía (ver posición 16"), habiendo obtenido la investidura de 
persona jurídica, con fecha 10 de Agosto de 1890, y siendo dis- 
tinta en su entidad colectiva de aquella á quien se compró la 
finca de que se trata. 

6 o Que partiendo de la base de esta duplicidad de sociedades 
existentes en Ja misma localidad, y establecido que la que ven- 
dió á Plurutti, es la que se funu < con posterioridad á la asamblea 
de 1890, toda la cuestión qned;t reducida, á resolver si la re- 
presentada por don Julio alazsucchi, y don Santiago Pistarino, 
ha podido enajenar válidamente la finca en litigio, ó lo que es 
lo misino, si ésta tenía algún derecho sobre dicha finca. 

7° Que esta cuestión, puede resolverse con los elementos de 
prueba, que constan de autos, sin necesidad de examinar la va- 
lidez ó nulidad de la expulsión hecha por una de las fracciones 
de los socios disidentes en la asamblea de Febrero de 1890, cotí 
tanta mayor razón, cuanto que esta cuestión no ha sido plan- 
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teada en la demanda y contestación. Que di?, todas maneras, pa- 
Tece fuera de duda, que la fracción presidida actualmente por 
don José Hazzucchi, constituye la primitiva sociedad, y la que 
obtuvo la investitura de persona jurídica, según se desprende 
de los estatuto* mandados agregar por el juzgado, con calidad 
de mejor proveer. 

8* Que independientemente del vicio de que adolece la auto- 
rización reconocida á Julio Mazzucrni y Santiago Pistarían, 
por una asamblea que se dice reunida de miembros de una so- 
ciedad de he ha en la que lian debí lo figurar Indos tos que la 
formaban (ver artículo 46, concordantes artículos 1004, 1676, y 
188), inciso 7°, Código Civil), es indudable, que la verdadera 
sociedad propietaria, no intervino por sí, ni tuvo noticia de la 
enajenación hecha 4 Plurutti, y que cu Ules condiciones su do- 
minio no ha podido sufrir alteración desde que cualquiera que 
fuera la suerte de wnbas fracciones disidentes, con arreglo á su* 
estatutos? preHCrípoiouei reglamtnt arias, la propiedad rio ha 
podido transmitirse ni gravarse siuóen conformidad con aque- 
llas, y p <r el órgano del representante que legalmente la socie- 
dad se había da lo. 

9" Que siendo evidente que la propiedad fué adquirida en 
J887, varios años antes de la constitución de la sociedad que- 
vendió' á Plurutti, no es dudoso que la finca pertenece á la que 
preerde don José Hazzucchi, y desde que se na reconocido que 
ni éste ni sus predecesores en la repreM-ntocifin de la sociedad, 
no lian intervenido pura nada en la enajenación de ta referen- 
cia, la venta hecha ¡í Plurutti es absoluta y radicalmente nula, 
por ser hecha por persona que carecía de la representación de 
la sociedad propietaria. 

tO - Que es inherente al dominio, el derecho de disponer de tos 
bienes pur actos entre vivos (artículo 1513 y sus coricotdantes, 
Pothier, Demnlomhe, Zachariae, nota a) dicho artículo, Código 
Civil), siendonula la venia de cosa agena, si no es con la con- 
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dicion de que el vendedor la adquiera prévíamente, ó la ratifi- 
que el dueño (artículo 1330, véase Marcad é, Purauton, Atibry 
y Rau, nota al artículo citado, Código Civil). 

11* Que en el caso sub-judice t se trata de la renta de una cosa 
agcna hecha por parlona que no representaba á la entidad pro- 
pietaria, BÍn que medie per otra parte la ratificjcion de ¿ata. 

Que pur lo tanto, la acción instaurada es procedente y debe 
así declararse. 

Por estos fundamentos y los concordantes del escrito de fuja 
97, fallo declarando nula y sin valor legal la escritura co- 
rriente* foja 58, otorgada á favor de don Francisco Plurutti, y 
en consecuencia, que la finca ubicada en el pueblo de Oh anco- 
ra ús, en la calle Franklin, entre las de Buenos Aires y Altear, 
pertenece en exclusiva propieda<l á la sociedad de beneficencia 
« Unlone Italiana > que tiene su asiento en el mismo local, y sin 
perjuicio de las acciones civiles ó crimínale* á que hubiere lu- 
gar y todo con costas. En consecuencia, líbrese oficio a la oficina 
de la propiedad, para la anotación correspondiente, como há- 
gase saber al escribano Cesáreo C. Quirós, practique en la es- 
critura matriz la anotación marginal respectiva. Notiffquese 
original, repónganle las fojas, regístrese en el libro de senten- 
cias. 

Mariano S. de Aurrecoechca. 



Buenos Aires, Setiembre 19 de 1899. 

Visto* y considerando: Qne no obstante el nombre que el de- 
mandante da á la acción que ha deducido, no se trata en el 
presente juicio de un pleito sobre la validez ó nulidad de la 

v. LKJXI 9 
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escritura de foja cincuenta y ocho bajo el punto de vista desús 
firmas y fuerza probatoria, sinó de su valor intrínseco, como 
título traslativo de dominio de la cosa objeto del litigio, siendo 
A ese respecto que loa interesados snstn nen contradictoriamente 
sos respectivas pretensiones. 

Qiie correspondiendo decidir la cuestión en e^os términos, 
según Lo ha hecho !u sentencia del inferior cuya revocatoria tan 
sólo se pide en la expresión «le agravios, y según lo diapone la ley 
diez, título diez y siete, libro 4 o , Recopilación Castellana» Uay 
qneestablecer desde lu.'go qm- el demandante y demandad» están 
acordes en reconocer que el inmueble en litigio fué adquirido 
antes de mil ochocientos noventa en propiedad por la sociedad 
t Unione Italiana » de Chascomús, sosteniendo el demandado 
que su derecho den va de esa sociedad, lu que se niega por el actor. 

<¿ue el demandado, absolviendo la- posiciones décima cuarta, 
riécim¡i quintil y décima sexta de foja sesenta y seis, confiesa 
que se h;i formado en Chas<umús, después di; Febrera de mil 
ochocientos noventa otra sociedad italiana con el mismo nom- 
bre c Union»? italiana > ; que ésta tiene su lncul en casa de don 
Luís Roscón i en la -alie Belgrano entre Maipú y Gaaeróa y que 
la sociedad « Unione Italiana » que tiene su local en la casa de 
que pretende ser dueño es la misma que existía antes de la asam- 
blea de nueve de Febrero de mil ochocientos noventa. 

Que ri'Hjioudiendo á la vigésima quinta de las mencionadas 
posiciones, 1-unlifsa igualmente que don Domingo Bellotti, don 
Domingo Blunno y don Juse Maxzuechí fueron &ncc&ív»iiieute 
encargados de la presidencia de la sociedad « Unione Italiana » 
que ocupa la casa del pleito, resultando demostrada esta última 
circunstancia por las declaraciones de que se lia hecho mérito y 
continuado por la escritura de poder de foja primera, otorgada por 
elciladodoit Domingo Blunno citno presidente del consejo direc- 
tivo de la referida sociedad t en cuyo nombre se sigue esta 
causa, 
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Que con esos antecedentes, el pleito s «b re el mejor derecho 
pretendido ¡íorlas partas, no puede sino resolverse en favor del 
demandante, porque éste ha pmbadu ser ta misma sociedad que 
adquirió U cosa, y que continuó ocupándola, midiitras que el 
demanda Ut do ha producido pr.ieba alguna que, sirva á acredi- 
tar que la propiciad de usa cosa h:i jiese pasado á la sociedad 
que con el mismo nombre de < Union Italiana * se formó des- 
pués y que funciona en otro local, como sería u3C.-i.ino para 
que su título, i manado de esta nueva sociedad fu-ra hábil para 
transferir el dominio y estu, aunque hubiera sido seguido de la 
tradición, la que no ha sucedido (artículo dos mil seiscientos 
tino y ',-oncord antes del Código Civil), 

Que en defecto de prueba por partir iteí demandado y siendo 
anterior á la fecha de su título la posesión del demandante esas 
circunstancias bast-trían pas a rechazar l is pretensiones del pri- 
mero, ifti arreglo á la doctrina del artículo dos mil setecientos 
ochenta y nueve del Código Civil, y ley veintiuno, título dos, 
partida ten-era. 

Por estos fundamentos y concordan h>s de la sentencia apela- 
da de foja ciento treinta y seis, se confirma ésta con costas, en 
cuanto importa declarar que la escritura de foja cincuenta y ocho, 
no contiene un título traslativo de dominio á favor del deman- 
dado. No se hace lugar al recurso de nulidad por no aparecer 
fundado y porque el recurrente ha hecho de él abandono implí- 
cito en laeipresion de agravios. Sotifíquese original y, repues- 
tos los sellos, devuélvanse. 

BMJAMl* PAI. — ABEI. BAZAM. 
OCTAVIO DVNGE. — JUAN B. 
TORBBDT. — II. MARTINEZ. 
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Don Manuel Medrana contra ei Poder Ejecutivo de la provincia 
de Buenos Aires; sobre derecho de denuncia y compra de 
tierras. 

Sumario, — La pretensión de que se obligue al Poder Eje- 
cutivo de una provincia á admitir que el denunciante de mu 
concesión de tierra hecha indebidamente por dicho Poder Eje- 
cutivo, siga pleito rmru hacerla declarar nula, y retrovertir á la 
provincia el dominio dr lu tierra •-onceriiria, y tener f*n conse- 
cuencia el derecho de comprarla ó de obtener una compensa- 
ción, no es de las que corresponde conocer á la Suprema Corte. 



Caso. — Lo explica el 

t d* I» Nuprcma C«rt« 

Buenos Aires, Setiembre ai de 1899. 

Y vistos: Resultando: Primero; Que por el escrito de foja 
primera don Manuel Medran» demanda al Poder Ejecutivo de 
la provincia de Buenos Aires, para que se declare que el go- 
bierno de ésta está obligado ¡i reconocer al actor el derecho que 
le ha desconocido á lu compra por la mitad de su precio de un 
campo de propiodad liscal, cuyo derecho le corresponde como 
denunciante de ka detentación del mi tino campo hecha por un 
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particular á título de dueño, de acuerdo, con lo que disponen 
las leyes que cita de la referida provincia 

Segundo ; Que fundando su demanda, relaciona et actor 'os 
antecedentes de la concesión hecha por el Poder Ejecutivo de 
Buenos Airea, á don Zacarías del Pozo, de unas urho mil hectá- 
reas de tierra en Pringle* y l¡i frnma, sin hallarse el concesio- 
nario en las condiciones de ocupante eligidas por las citadas 
disposiciones ú que debió ajustar el Poder Ejecutivo la conce- 
sión, por lo cual ésta fué ilegal y nula, habilitando al misino 
actor para denunciar como tierra que no hubiera salido del do- 
minio fiscal, las ocho mil hectáreas concedidas á del Pozo y 
para pedir que se le autorice para retrovertir al dominio públi- 
co dicho número de hectáreas de tierra, mediante la compen- 
sación acordada por la ley provincial, que es la de compra de 
la tierra denunciada, por la mitad de su precio. 

Tercero : Que corrido traslado de la demanda por el auto de 
foja veintiuno, lo evacúa a foja veintiséis, el doctor Manuel 
Pórtela, representante del Poder Ejecutivo de Buenos Aire», 
según el olicio de foja ve'utitres. pidiendo el rechazo de la de- 
manda con costas, por no reconucer en un particular ningún 
derecho para decir de nulidad de los actos de su representado, 
uno de los cuales es la concesión qit" hizo A del Pozo por moti- 
vos más ú menos legales. 

Cuarto: Que basando el demandado *u defensa en la excep- 
ción opuesta, manifiesta que los hechos aducidos por el actor 
son exaetos, menos el de haber pretendido la compra del campo 
cencedido á del Pozo, por la mitad de su precio ; porque lo que 
reclamó al hacer lo que él llama su denuncia, fué la compensa- 
ción de un veinticinco por ciento del valor de la tierra, una vez 
retrovertida al dominio publico, agregando qje el actor ha 
omitido referir que después del fallo de la cuestión á que alude 
entre Marechal y del Pozo, el Poder Ejecutivo anula la escri- 
tura otorgada en favor del último y le devolvió las letras que 
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había suscrito para el pago del pr.cio del campo concebido. 

Quinto: Que ¡i foja cuarenta y seis fueron llamólos autos coa 
fecha cuatro de Junio de mil ochocientos uoventa v ocho. 

Y considerando Primero: Que en la demanda de foja prime- 
ra no se alega la existencia de ningún vínculo que ligue á la 
provincia demandada respecto del act>r, sino un derecho quv 
éste cree tener y califica de derecho adquirido, para denuoe lar 
tierras que concedidas indi-bida é Üegulmenie p.-r el Poder Eje- 
rutifo, se hallan en el ca-o de las que no hubieran sido objeto 
de conreinen alguna, requiriendo el ejercicio de ese dereeh.. 
como lo eipresa ¡i foja diez y ocho vuelta la gestión de un pleito 
de nulidad de la coacción, para retrovertir al dominio pública 
la tierra concedida, cuyo pleito quiere seguirá su . osta el mis- 
mo actor, sin permitírselo el Poder Ejecutivo demandado, por 
considerar indecoroso autorizar á un particular para que tac lie 
de nulidad sus actos y por contar la provincia con empleados á 
quienes incumbe en tas gestiones de ésta naturaleza, en razón 
de lo cual pide que ésta Suprema Corte ordene que se dé por el 
Poder Ejecutivo la autorización denegada. 

Seyuiuto: Que en los términos expresados, la pretensión del 
actor coqsísU en resumen, en obtener un cargo ¿ empleo del 
Poder Ejecutivo de Buenos Aires, que éste no ha creído deber 
acordar por ln que se pide á esta Corte emienda ó revocación 
de tal denegación á efecto de que pueda el pretencioso hacer la 
gestión que manifiesta á foja diez y ocho vuelta en favor del 
dominio liscal de Bueno* Aires, con e! fin de conseguir el bene- 
ficio á que se cree con derecho, bien por la venta del campo cuya 
fetroversion haga declarar, según su demanda, bien por la co- 
misión de un veinticinco por ciento del valor del mismo eampo, 
que ha pedido á estara la versión del representante de la part« 
demandada. 

Tercero: Que semejante pretensión si acaso diese Jugará 
alguna controversia jurídica por lo que dispone el artículo se- 
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senta y ocho de la constitución de la provincia de Buenos Aires, 
y por la ley y casos fallados por el poder judicial de esta inhnia 
provincia de que el a< tor hace mériio á foja nueve vuelta, 110 es 
de los que corresponde conocer ú esta Suprema Corte, puesto que 
por ella no se controvierte acción civil alguna 'le acuerdo con lo 
que disponen tos artículos primero y segundo de la ley sohre 
jurisdicción y competencia de los tribunales federales y como se 
hallaresuelio en diversos fallos de ésta misma Corte entre los 
que se encuentra el de la página trescientos svtent.i y tres del 
tomo noveno de la colección. 

Por estas consideraciones, y *>" cuestionando!}!- sotire la in- 
conHitucionalidud de algún decreto del Poder Ejecutivo de la 
provincia de Buenos Aires, se declara no haber lugai con costas 
á la dimanda de foja primera. Xotiffqueae con el original, y 
repuestos los sellos archívese. 

BENJAMIN PAZ. — ABEL BAZAN. 
— OCTAVIO BUNGI. — JUAN 

e. roitiu.^T. — R. Martínez. 

i 
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Doña Eusebia C>. de Fernandez contra don Cárlos Brsnni, don 
Celestino Giai, don Antonio Yanetti, don Celeste Paíandi, 
don Ernesto Tossi y don José Boyma, por reivindicación; 
sobre excepciones dilatorias. 

Sumario. — Las excepciones dilatorias que no se bao opues- 
to eu la estación oportuna del juicio, no pueden hacerse valer 
en el alegato de bien probado. 
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Cojo. — Resulta del 
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Rosario, Octubre l> <lc 1888. 

Y vistos los presentes autos seguirlos por doña Eusebia G* de 
Fernandez contra den Cirios Besoni, Celestino Giaí, Antonio 
Yanetti, Celeste Palandi, Ernesto Tossi y José Boyma, robre 
reivindicación, de los que resulta: 

Que áfoju 89 laaotora funda su acción, expresando : Que se- 
gún ios títulos de propiedad que obran en el juicio de mensura 
tramitado por la sucesión ante los tribunales de provincia y 
los contratos de arrendamiento que acompaña de foja 27 á fo- 
ja 43, es dueña de una Area de tierra situada en la colonia < San 
Gerónimo lindera de la « Clodomira». Que después déla 
muerte del causante de la sucesión, los demasiados tomaron 
posesión de una fracción del campo en cuestión impidiéndoles 
el pleno ejercicio de su derecho de propiedad, pues aunque ella 
no tiene la administración de es¿is tierras es co-propietaria, en 
la porción que ocupan los demandados y en tal carácter inicia 
se acción reivindicatoría (artículos 3673,2676, 1415 y 608 del 
Código Civil) y pidiéndose condene á los demandados al desalo- 
jo de la parte de campo que ocupan, á los daños y perjuicios y 
á las costas. 

2 o Que corrido traslado de la demanda los demandados Ce- 
leste y Amadeo Palandi, citan de evicciou á fnja»9al doctor don 
José J. Hall, y ú la Compañía de Tierras del Ferrocarril Cen- 
tral Argentino, y don Ernesto l\>*si ci»a á foja 102 al primero 
de estos. 

A foja 111, el doctor José J. Hall opone la excepción dedo- 
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fecto legal en «1 modo de proponer la demanda, y agrega : que 
es improcedente la acción entablada por la actora contra varias 
personas conjuntamente, porque no existe respecto de alguna 
de días, ninguna relación jurídica» desde que todos los deman- 
dados no lienen la posesión n ocupación del cimpo proveniente 
de mi mism origen. Que la práctica y jurisprudencia estable- 
cida es conforme con la doctrina de ta separación de loe liti- 
gios, por cuyo motivo pide que se declare mal deducida la ac- 
ción, y se condene á la actora en las costas. 
Que ti foja 1 19, la actora contesta la excepción, sosteniendo : 
Que cuando hay identidad de acciones, aun cuando las perso- 
nas contia quienes se dirige sean distintas, la acumulación de 
aqaella procede, y en el presente caso, la demanda se inició de 
acuerdo con Jo que dispone * 1 artículo 58 del Código de Proce- 
dimientos una vea que las necinnes no se contradicen, sinó que 
son idénticas en $□ «rigen é iguales en cnanto al fin que se 
perdigue. Que en atención a los fundamentos aducidos, debe 
rechazarse la excepción y condenarse en las costas al doctor 
Hall. 

3 P Que abierta la causa sí prueba, la actora produce :i foja 184 
la declaración de don Luis Sajona, quien depune al tenor del 
interrogatorio de foja 183: a que sabe por haberlo oido decir á 
don Cárlos Besoni (como jefe de todos los arrendatarios), que 
éste y los demás demandador, eran ocupantes de distint is frac- 
ciones de tierra del campo conocido por de la sncesiou Santa 
Colonia, el cual se encuentra situado en el departamento de San 
Lorenzo, distrito do San Gerónimo y porque aquél le ensenó el 
contrato de arrendamiento firmado ñor el doctor Hall. 

A foja 185, declara don Jüié Jan oh e;ie, al tenor del mismo 
interrogatorio que « sabe lo manifestado por el anterior testi- 
go, por habérselo dicho los arrendatarios, mas no ha risto los 
contratos que éstos dicen tener ». 

A foja 186, declara d^n Pedro Buarez que, «como vecino 
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del campo en cuestión, sabe por habérselo dicho loa demanda- 
dos, que éstos arrendabin al señor Hall ». 

A foja t89, absuelven posiciones los demandada Krnesto 
Tossi y Amadeo Pala.idi (á foja 233), contestando a las pe- 
guntas formuladas en el interrogatorio de foja 188, que las 
tierra cuestionadas las arriendan al doctor Hall por contrato 
de arrendamiento, sin saber los absolventes. si son ó no de ta 
sucesión S-mta G-dum-i . 

Que de fojuB 197 á 199, la parte ¡ictora, j de fojas 203 á 208, 
ladel doctor Hall, haciendo mérito de la prueba producida, 
presentan sus alegatos de bien probado. 

V considerando : 1« Que la excepción de defecto legal en la 
demanda, tiene lugar cuando en el escrito ¡le demund:i, se han 
omitido en sn forma alguno ó todos los requisitos determina- 
dos en el artículo 57 d^ la ley de enjuiciamiento. 

2 o Que en el escrito del actor, corriente á foja 89 , se han lle- 
nado esos requisitos: contiene el nombre de ta aciora, los de 
los demandado!., la cosa demandada, que es el inmueble á rei- 
vindicar; ];i explicación d-lo- hechos en que funda !a demanda; 
elden-cho que le uniste para ejercer la acción de reivindicación, 
y la petición consiguiente á estas clases de acciones. 

3 o Que haber entablado una sola demanda contra íarios de- 
mandados, no es violarlas formas legales de la demanda, cuau- 
do es una misma la acción rontru los demandados sujetos al 
mismo fuero; un mismo terreno, procedente de una misma can- 
sa de adquisición aum/ue estén divididos en fracciones, puesto 
que la ;»c« ion es ti titulo de condominio. 

4 o Que la forma en que bu deducido su acción la señora de 
Fernandez, lejosde^er contraria á ninguna l-y nacional, e^tá 
recomendada por leyes análogas en el Procedimiento español ; 
por los autores de procedimiento (véase Cervantes, lomo I o , 
pagina 515, y Reus, tomo 1% página 404); por la jurispruden- 
cia do la Suprema Ootte en el tomo 24, pagina 394; que admi- 
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ten una sola demanda centra varios de mandados conjuntamen- 
te, en las condicionas del anterior considerando, en bien de la 
justicia ra i=¡ mu, de conveniencia p:ira tus litigantes, á lin de 
evitar se trunque la continencia de la causa, ó se produzcan 
resoluciones contradictorias. 

5° Que las excepciones opuestas en el escrito de alegato de 
bien probado de fuj.i 200, per parte de los demandados repre- 
sentados del señor Grant, son extemporáneas, gegim I09 artí- 
culos 75 y 85 de la ley de enjuiciamiento nación,:!, porque se 
lia declarando por unto ejecutoriado de foja 127 vuelta» decai- 
d ' el derecho para contestar la demanda, eu mérito de la rebel- 
día en que lia incurrido. 

Por estas consideraciones resuelvo en esta Sala de audien- 
cias, declarando: improcedentes las excepciones dilatorias de- 
ducidas por los demandados, con costas. Ejecutoriado este auto, 
Mga el procedimiento que corresponde ni estado «le los autos. 
Repónga-e el papel. 

Daniel Goum. 



futí* á *■ la Suprema Cori* 

Buenos Aires, Setiembre 21 de 1899. 

Vistor onsiderando: Que la excepción dilatoria que sin 
contestar á la demande, opuso la parte de Hall, ka sido trami- 
tada y resuelta por el auto de foja doscientas treinta y cuatro, 
auto con el que se han conformado el citado Hall y el deman- 
dante. 

Que el procurador Grunt, que no hizo valer excepción alguna 
dilatoria en la estación oportuna del juicio, no ha podido opo- 
nerlas legítimamente en el alegato de bien prohado, porque no 
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lo consiente la disposición expresado Jos artículos setenta j 
dos y ochenta y cinco de la lej de procedimientos. 

Por esto, j fundamento» concordantes, se confirma, con cos- 
tas, el auto de foja doscientas treinta y cuatro en ta parte ape- 
lada. Notifiques* original y repuestos los sellos, disuélvanse. 

HEÜJAK1N PAZ. — ABEL BAlAK. 
— OCTAVIO BUNGE. — JUAPI 
E. TOhREMT. — H, MARTINEZ, 
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Doña Juslitm Alvares contra ¡Ion Hércules Antometti 
por desalojo; sobre apelación denegaita 

Sumario, — No os apelable en los juicios de desalojo el auto 
que lo ordena. 

Caso. — Resulta del 



INFORME tlEL JUEZ FEÜE«A' 

_ • Rosario, Setiembre lá uc 

Suprema Corte: 



En cumplimiento «le la resolución de V. E. en el recurso di- 
recto del señor Antonietti, tengo el honor de informar : 
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Que la señora Rodríguez de Alvarez entabló juicio de desalojo 
de un campo arrendado al señor Antonietti, por haber fenecido 
el término déla locación, en tatos términos : i Señor Juez de 
sección i Triatan Garcilazo, con domicilio legal en la calle Bo- 
rrego 1182, por la señora Justina Rodríguez de AWarez, como 
mejor proceda á V. E. digo : El aeñor Hércules* Antonietti domi- 
ciliado t-n la calle San Juan 842, celebró uonini representada en 
Mayo 18 de 1896, un contrato de arrendamiento que termina- 
ría en primero del corriente, de 14 frnec iones de te 'reno para 
agricultura en e) centro Agrícola del pueblo Alvarez, en ettte 
Departamento, compuesto de 251 y media cuadra? cuadradas, 
designada en el plano respertiro con Ims números 6, 7, 10, ti, 
12, 10, 17, 18, 22 al 24 y mitad del 27 al 29, imponiéndose al 
arrendatario, entre otras obligaciones-, las di> respetar los mo- 
jones existentes y marcados en el plano. Terminado el contrato 
en primero del norriente y atendiendo mi parte ¡i las segurida- 
des que el arrendatario le daba de que desalojaría los lotes 
referidos de uu momento i otro, ha demorado basta boy 
esta demanda de desalojo que rengo á interponer, pidiendo 
á V. S t ordene al señor Antonia ti la desocupación iumedita de 
aquellas y la indemnización de daños y perjuicios «'¿tusados por 
la demora, de acuerdo ri loa artículos 1604, inciso I o , y 1609 del 
Código Civil, cuyo texto dice así : « Acabado el tiempo de la 
locación hecha á término Gjo, p u r el vencimiento del plazo, si 
el Locatario no restituye la cosa arrendada, el locador podrá, 
desde luego, demandarle por la restitución con tas pérdidas é 
intereses de La demora » ; agregando el artfeulu 1622 que en 
casos como el presente, « en el que el loca u rio ba permanecido 
en el uso y go>e de la irosa arrendada, después de terminado el 
contrato no se juzgará que bubo tácita reconducción, y el 
locador podrá pedir la restitución de la cosa en cualquier 
tiempu •. 

Colocadas las partes á audiencia de acuerdo al artículo 586 
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de La ley número 3375, y concedida la palabra á la parte acto- 
r«, expuso: Que reproduce en este acto su escrito de demanda 
y pide se le interrogue al demandado para que manifieste «i 
existí' ó DO contrato de arrendamiento. 

Concedida la palabra al demandado, dijo ; Que es cierto el 
hecho de la existencia del < ontrato en que se funda la deman- 
da; que vencido el término fijado en el mismo el señor Anto- 
nietti, tenía su cosecha en estado de ser levantada; que en 
esta virtud y tratando de verificar este acto lo unís brevemente 
posible, manifestó á la propietaria, como ella ]u expresa en su 
demanda que desahijaría el campo de un momento á otro tan 
luego concluyera el tevautamie oto de su cosecha; que ocupado 
en estas faenas y cuamln se hallaba para terminarla y poder 
así entregar ■ 1 prédio arrendado fué sorprendido con un man- 
damiento de embargo, librado por eete mismo Juzgado ú peti- 
ción de la demandante; que dicho embargo se cumplimentó •*! 
ilta 24 de Mayo, impidiendo así al señor Antonietti concluir 
el levantamiento de la cosecha y Ja extracción de la misma, 
para dejar libre la cosa arrendada ; que rn> existe en el campo 
en cuestión otra ocupación actual por purtede] señor Antoaietti 
que laque se refiere A los nim-ble*», útiles y productos que le 
han sido embarga los; que no puede proceder, en consecuencia, 
a la extracción de tales objetos, por cuanto ellos se encuentran 
á disposición de este Juzgado y bajo la arción ininediatu del 
depositario judicial, sobre el cual no tiene el señor Antonietti 
autoridad alguna para ordenarle que proceda & la desocupación 
del campo; que por consiguiente, la ocupación parcial que ac- 
tualmente existe sobre el prédio arrendado emana de un hecho 
que no es imputable sino ú la misma parte contraria ; que debe 
hacer presente, que la propietaria ba arrendado ya el campo 
aja* se reclama ú otras personas, quienes se encuentran ocupán- 
dolo actualmente por contrato celebrado eM* de Mayo del co- 
rriente año, según declaración hecha por ellos mismos al señor 



l>K JUSTICIA udotlAt 143 

Antouietti; qne los arrendatario* .iludidos son Osvaldo Sed roo, 
un tal Alolinario y -José y Üíohhlo Cubertti y otros que no re- 
cordaba; que estos mUm» a< ñores, subarrendaron al señor 
Aul' nietti este mismo campo en su mayur. piirte durante el año 
pasado j al requerirle el señor Anlnnietti el desalojo A la espi- 
piracion de su contrato, éstos le manifestaron ser actualmente 
arrendatarios directos del propietario, exhibiéndole los con- 
tratos respectivos y que ocupan actual mente el campo en ese 
carácter ; que en cuanto al derecho invocado del contrario para 
pedir el I unza miento, el ¡señor Antouietti dependía del v-- aci- 
miento il>d (éruiiiH) del contrato, solo puede referirse al tiempo 
que fatv ha permanecido ocupando el terreno para levantar la 
o use lia, pues que actualmente la ocupación parcial, depende 
de un mandato de este Juzgado, pedido y obtenido pur la parte 
demandante ; que si bien el artículo 1600 del Código Civil, in- 
vite. ida de contrario le faculta para pedirla entrega inmediata 
de la cosa locada al mero vene i miento del término del en» trato, 
tal disposición debe con ciliar se coa la del artículo 1508 del 
mismo código, atendiendo al ubjeto del coniratu, pues que en 
tal caso existe, contólo dice el doctor Segovia, un término táci- 
to; que omitiendo ampliar estos fundamentos y hacer i-tras 
consideraciones al respecto en razón de la hura avanzada, pe- 
día : 1° que se rechazara ta demanda de desalojo, por carecer 
de objeto ; 2° se condenase ai demandante en mérito de los 
hechos expuestos al pago de lia costas de este juicio >, 

Aetu continuo de la eiposii ion de lus partes en la audiencia 
referida, se ll.imó autos para sentencia. 

Después de ejecutoriada esta resolución, presentóse la parto 
de Antonietti pidiendo se abriera 1» causa ti prueba, ú laque 
acudió por error el proveyente. De esta última resolución in- 
terpuso la parte actorael recurso de reposición. Tramitado en 
legal forma, dictóse la siguiente resolución : 
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Rosario, Julio 24 ü> 1899. 

Vistos los autos llamados para resolver la revocatoria dedu- 
cida á foja 1 7, contra el auto de foja 15 vuelta. 

T considerando : i° Que de acuerdo con el título 18 de la 
ley número 3375 incorporada al procedimiento federal, se 
llamo autos pura sentencia definitiva en la misma audiencia 
en que alegaron las partes sus respectivas defensas. 

2> Que después de llamar autos pura definitiva, no pueden 
las partes presentar escritos sobre el objeto de la cuestión á 
resolver, porque lia quedado cerrada la discusión según juris- 
prudencia de la Suprema Corte en el tomo 65, página 32. 

3 o Que en este caso, la apertura de la atusa á prueba no la 
considera necesaria et proveyente, porque hay en autos ele- 
mentos de cunvicoinn suficiente p¡ira dictar sentencia» Por es- 
tas consideraciones, hácese lugar al recurso do reposición 
interpuesto, y en consecuencia, se revoca por contrario imperio 
el auto de. fecha Julio 20 próximo pasado. Repónganse. 

Después se dñ-tó ta sentencia del t<nor siguiente : 

Rosnrio, Julio Í5 de 1899 

Vistos los autos siguidos para senteoeta. llamados en la causa 
por desaojo entablada por la señora Justina Rodríguez de Ai- 
ra reí contra el señor Hércules Antonietti. 

Y considerando : 1° Que segu,, resulta del contrato de lo- 
cación de foja 8, la locación fué pactada a término fijo y ven- 
ció el 1°de Mujo del corriente año, 

2° Que siendo los contratos la ley que dehe regir entre 
las partes, el locatario debió cumplir con su compromiso de 
desocupar el Campo al vencimiento del contrato, de acuerdo 
con los preceptos de los artículos 1197 y 1604, inciso i\ y ar- 
tículo 1609 del Código Civil. 
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3 Que la excusa dada per el demandado de do haber d ino- 
cupado el rainpo por estar levantando la cosecha, y por que 
se encuentra ocupado con los bienes embargados y depositados 
á pedido de la actora, no es legal esta defensa, perqué, cuando 
tie entabló esta demanda, la contento el demandado y se trabó 
el embarg-i el 24 de Mayo, ja babíi cencido cotí exceso el tér- 
mino del contrato, 

4" Que el deurtndalo, al celebrar el (intrato dftbiú haber 
previsto la época en que comunmente se levanta la cosecha, y 
cuando ha señalado - I 1° de Mayo para la termi nación de ta 
locación, es de tfuponer que en esa época ya están recogidos los 
frutos y productes de la agricultura, pura lo cual ha lid o 
arrendado el campo, 

5° Que si el demandado hubiera desocupado el prédio en la 
¿poca pactada, no habría tenido lugur el embargo y depÓBÍtu 
de la cosecha y útiles de trahuj >, en el mismo campo, puesto 
que este ya habría estado libre de esa ocupación, 

6° Que l.ts efcíia excusas alegadas por el demandada no han 
impedido el cumplimiento del contrato en tiempo contenido. 
Por estas consideraciones, di ¡icuirdo con las disposiciones le- 
gales citadas, y lo dispuesto en el ¡irtfculn 589 de la ley nú me- 
ro 3375, resuelvo : ordenar al demandado desocupe el campo 
dentro del término de diez días de mullicada esta sentencia. Con 
constas, pérdidas é intereses. Repóngase. 

Daniel Ooytia. 

De la precedente resolución, la part" del *"fn- Antoniettí 
interpuso apelación por medio del escrito cuyo parte petitoria 
se transcribe. En tal virtud á V. S. pido. Me conceda rectir>o 
de apelación para la Suprema Corte, de las anuden aciones im- 
puestas á mi representado las que deben pesar sobre la contra- 

^ T. LfXIt lo 
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ría, en razón de haber invocado hechos falsos y seguido un 
juicio sin objeto alguno. 

A I» petioion trauscripta, recayó el siguiente decreto í 

Rosario, Julio 29 de 1899, 

De conformidad con lo que diapone el artíi ulu 592 de ley 
número 3375, no ha lugar al recurso de apelación solicitado 
porque siendo la condenación por las costas, daños y perjuicios, 
accesoria del juicio y no admitiendo la ley apelación en lo 
principal, tampoco es procedente el recurso en lo accesorio. 




i cuanto tengo que informar A esa Suprima Corte. 




Buenos Aires, Setiembre 91 de 1899. 

Vistos en el acuerdo : Por lo que resulta del precedente in- 
forme, atento lo dispuesto en el artículo quinientos noventa y 
dos del Código de Procedimientos de la Capital, incorporado 
al procedimiento federal por la ley número tres mil trescientos 
setenta y cinco y no siendo et caso del artículo quinientos 
noventa del referido código, se declara bien denegado el recurso 
interpuesto. Notifiques* original, y repuesto los sellos, remí- 
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tanse e3las actuaciones al juei de li causa para su agregación 
á los autos principales. 

BENJAMIN PAI. — ABEL BAZAN. 
— OCTAVIO BUNGE. — JUAN 
E TOKRENT. — H. MABT1NK. 

I 
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Don Alejandro t¡. Gómez contra el Banco constructor 
de Santa Fe; sobre cobro de pesos 

Sumario. — La comisión de un tanto por ciento acontado por 
loa estatutos del Ban™ al encargado de colocar sus accione», 
debe entenderse que se refiere á las acciones que forman el ca- 
pital con que el Manco se constituyó, y no á las creadas des- 
pués para aumentar dicbo capit il y que fuesen distribuidas 
entre las accionistas. 



Caso, — Resulta d 



Fall* del Jma fr>tf rr»t 

Rosario, Abril 27 Je 1891. 

T riBtos: Los presente* autos iniciados por don Alejandro 
O. Gómez contra el Banco constructor Santafecina por cobro 
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de 12.000 pesos moneda nacional legal, valor ÚQ comisión al 
1 pur ciento de las acciones emitida» por dicho Butiro por 
1 ,200.000 pesos, correspondientes á la a séries F, G, H t I, 5 y K, 
á cuyo pa^o se dii:e el actor acreedor de acuerdo cou lo estable- 
cido fu lu> estatutos del Banco. 

ha, institución demandada niega la existencia del derecho 
qm- el demandante ejercita, y reconrii nr & su vez, ii ¿ste, po: 
la Mima de 200Í) p^'^o- de igual moneda que el Banco le abona- 
ra indebidamente, dice, antes de ahora, por las 2000 acciones 
de la téflé K, que no fueron colocadas directamente por el se- 
ñor Gómez y cuya comisión, no obstante, se le pagó. 

Bata causa, consiil erada corno de puro derecho por acuerdo 
mutuo de las partrs, oin-la incluida con la contestación á la 
reconvención y alegato*, di- bien probado. 

Y consideran. Jo: l n Q n<- el caso snb-jutticc está regido di- 
recta y especialmente por la disposición contenida en el artículo 
61 de los estatutos del línico constructnr SftílUfecino, pieza 
que corre de foja- I á 0, debiendo p>»r tanto este litigio solu- 
cionarse de acuerdo con el texto consagrado en el artículo pre- 
di- ho. 

2° Que e*e artículo dice así : El socio iniciad. «r don Alejan- 
do 0. Goim z, queda encargado de la mlm-acion de acciones, ií 
quien elBmcole abonará el uno por ciento de comisión por 
este coticcpío. 

3" Que el artículo transcrito - s, como se re, « laro, termi- 
nante y preciso, no Jan lo lugar á interpretaciones diversas. 

4° Que esa claridad y precisión Huyen de su misma redae- 
cínn, y así es evidente que ese artículo no dice ni quiere signí- 
licar otracsa que: c En el concepta de la colocado» de accio- 
nes 'le que e>tá encargado el iniciador Gómez, es que se le pa> 
gara ta comisi'in leí uno p >r ienlo. De manera qut si Cronuz 
no coioca las aecíon*^, U eumisioii que en tal concepto (el de 
colocar) le fué ofrecida, no debe pagármele. Y esto es óbvio, 
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pues desde el momento cuque falta el hecho por cuyo concepto 
Gómez gana una comisión, la misma es claro, no se le debe. 

5" Que el mismo actor en e| párrafo VI de su demanda con- 
fiesa no haber colocado U* acciones ¿e la referencia, parque los 
accionistas habían suscrito dir< ct.niiente el tntul déla nueva 
emisión de las séries E i K, de acuerdo con el derecho que con- 
cede á tos miamos el .rtí* ida 8° di- lo- estatutos; de donde re- 
sulta evidenciada la falla dé dnxúho que el señor Gómez tiene 
de cobrar una uomUion no devengada, puesto qm- ni siendo un 
principio jurídico reconocido é invocado por *A mismo actor el 
de que no hay derecho contra el derecho, Gómez no puede anu- 
lar el que los estatutos conceden á los accionistas y que se de- 
talla en el artículo 4" recomendado. 

6" Que establecido lo anterior, el p.igo de la comisión hecliu á 
Gómez por id Banco y correspondiente á la séne E, no modili 
ca la situación jurídica de las partes, netamente establecida por 
la [jrt'scri pe ion del artículo 61 da los estatutos que se deja estu- 
diado, máxime cuando esa dación le fué hecha a Gómez por el 
directorio del Banco, sólo con el fin de evitar dificultades, de 
conservar la armonía entre el Banco y 3 u fundador y por tra- 
tarse de una suma reducida, como la parte de aquel lo expresa 
eu el párrafo Vdel escrito de foja 13; y por último, porque los 
actos de munificencia como son aquellos que iguale» al presente 
se efectúan sin la existencia previa, de un deber imperativo que 
los haga exigibles, no crea derecho alguno análogo y posterior 
entre el munífico y el beneficiado. 

7° Que respecto á la reconvención de los 9000 pesos que el 
Banco, á su vez, deduce en contra del demandante, deb>- tenerse 
presente que ese pago fué hecho stn error de parte del Banco, 
pues éste manifiesta en su escrito d- contestación á la deman- 
da, que lo hizo útin de evitar dificultades con Gómez, por con- 
servar la armonía con éste y por ser !a suma relativamente in- 
significante. 



150 



Fallos de la suprema corte 



8 o Qoe ese abono hecuo así, consciente y voluntariamente 
no puede rendirse, quedando, por el contrario, Tridamente 
efectuado, aegun lo enseñan los principios que rigen el caso y 
lo consigna Aubry y Raneo su curso de Derecho civil francés, 
tomo 4*, página 728. 

Por tanto: fallo y declaro no haber lugar á la acción ins- 
taurada p.>r don Alejandro G. Gómez coutra el Banco construc- 
tor Santafecina, put 12.000 prsos moneda legal, ni tampoco á 
la reconvención hecha por dicho Banco .-entra el demandante 
sobre devolución del;i suma de 2000 pesos de igual moneda ya 
entregada al señor Gómez ; sin especial condenación en costas 
por rechazara- las acciones de ambas partes. Hágase saber con 
el original y repóngase los sellos. 

ti. Escalara y Zuvii 'm. 

Falle <lr %m KuprfMA Corle 

Buenos Ai reí. Setiembre ál de 1899. 

Vistos y considerando : Que conforme al artículo quinto de 
los estatutos del Bunco Constructor Santafecina, con que el ac- 
tor ha instruido la demanda, el capital social del mencionado 
Banro quedo fijado en un millón de pesos dividido en diez mil 
acciones de á oinco pesos cada una, las que se deberían emitir 
en cinco series de valor ign.il, 6 sea de doscientosmil pesos cada 
série bajo Jas ietras A, B, C, D, E. 

Que <*on ese antee deute, el artículo sesent.» y cuatro de los 
mencionados estatutos que encarga al socio iniciador don Ale- 
jandro G. Gómez de lacolnaciou de tas acciones del Banc y 
le acuerda el uno por ciento de comisión por concepto, debe 
interpretarse en el sentido de que él se reliare á los acciones que 
debían formar eí c ipital dd establecimiento. 
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Que si alguna duda hubiera al respecto pnr cuanto los mis- 
mos estatutos proveen la posibilidad de un aumento de capital 
(articulo séptimo), esa duda debe resolverse en favor del obli- 
gado ó sea del Banco en el presente caso, ya que el demandan- 
te pretende que está aquél en el deber de psigarle nna comisión 
por el valor de acciones emii idas últimamente en ampliación 
del capital primitivo, acciones que. pnr otra parte, el actor no 
ha colm ado y que se distribuyeron entre los accionistas ya exis- 
tentes. 

Que la comisión pagada al demandante sobre el valor de la» 
acciones relativas a la^éríe F, no puede inrocaise como un hecho 
subsiguiente de las partes demostrativas de que igual pago de- 
bía bacers" respecto á las acciones de ampliación del capital, por 
que aquella série forma parte del capital primitivo. 

Que la diferencia de construcción entre el artículo sesenta y 
cuatro y el cincuenta y nueve, inciso dus, de los estatutos, desde 
que en éste, á diferencia de lo que sucede en aquél se atribuye 
al iniciador Gómez ó á sus herederos, en caso de fallecimiento 
por lodo el tiempo que dure eí contrato, el dos por ciento de la 
ganancias, cuando el sesenta y cuatro no habla si nú del mismo 
Gómez y no hace alucien á la duración ulterior de la asociación, 
inducen A pensar que la interpretación de esos dos artículos 
no conduce 4 la misma ronclusion como lo pretende el deman- 
dante. 

Puresto y fundamentos concordantes de la sentencia de fojas 
ilútenla y ocho se cuiiíirroacon costas eu la parte apelada. No- 
tifiquen original y repuestos los sellos devuélvase. 

BENJAMIN PAI. — ABEL BAZA», 
— OCTAVIO BUNGE. — JUAN. 
E.TOBHENT. 
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don Juan T. Frías, y don Jesús Nazaoía contra don 
ackíuf por cobro de honorarios, sobre competencia y 
recurso denegado de auto del Superior Tribunal de Salla. 

Sumario. - 1» locándose .'1 fuero federé, m piu .de s,r 
negad» la upe lanon del auto que no lo admite. 

2" Corresponde al Tribunal que entendió en el pleito el cono- 
cimiento d«| |# ció sobre honorarios devengados en e) mismo. 

Caso. _ Resulta del 



INKOHMK DEL HUPEftlOR TltlBUfUL 



Afirma Corte ; * m l '° dc im - 

El suscrito ni ejercicio interino de In presidencia del Superior 
Tribunal de Justicia de esta provincia, por enfermedad del ti- 
tular, evaruandoel informe solicitado por V. E. mediante oii- 
cio de fecha 4 del pasado, expone : 

Don Jorge Matkluf en un juicio seguido contra él por el doc- 
tur Juan T. Frías j el pro. urador don Jesús Ph.zaola, sobre 
cobro de honorarios, opone ta eicepeion de declinatoria de ju- 
Tisdíficion, fundado en la calidad de extranjero, siendo a,f que 
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ese cobro de honorarios era dentículo en virtud de condenación 
en costas» aplicadas á Mackluf, A mérito de nti juicio ordinario 
que éste siendo parte legítima en él, tuvo ó bien radicar ante 
la justicia común, que hoy le inspira tan crueles de>eonfian- 
zas. 

Los tribunales de ésta p^vincia desestimaron la eicepeton 
alegada, inspirados, no solamente en lo prescrito por el artí- 
culo 12, inciso 4 o , de la ley sobre jurisdicción y competencia 
de ios tribunales nacionales, sino* también en lo preceptuado 
imperativamente por el artículo 500 de la ley loc:il de Proce- 
dimiento* que no admite, la excepción de incompetencia de ju- 
risdicción cuando se trata ile dar cumplimiento á nía sentencia 
que reviste la autoridad de la co*a juzgada. 

Maekliif se presentó á la Kima fama ra de Justicia de ésta 
provincia deduciendo para ante V. E. aquel recurso que en 
cierto* y limitativos caso-, concede el artículo 14 de la ley na- 
cional antes cit;idn . mas como su petición fuera despojada de 
todo fandamento jurídica, se le exigió firma de letrado, ha- 
ciendo uso de aquella facultad inmanente que todo tribonal 
posee para obtener la regnlarizacion de los debates en los 
juicios. 

Debo reclamar de V.E, una séria corrección disciplinaria 
contra el firmante del escrito de queja que motiva éste in- 
forme, pues el Superior Tribunal de Salta no es digno del ul- 
traje que pretende inferirle el torpe y audaz lenguaje empleado 
por el abogado del señor Mackluf. 

Dejando asf evacuado el informe pedido por V. E. me es 
grato saludarlo con las demostraciones de mi distinguido apre- 
cio y respeto. 

Fernando López. 
Santos Mendoza, 

Secretario, 



IALU>S HE LA St' CREMA CORTE 



Fallo «S» tm ««preu Iwtt 

Bueno* Aires, Setiembre So de 1899. 

Vistos en el acuerdo y Considerando : Que puesta en cuestión 
U competencia de Ion tribunales locales para el conocimiento 
de la causa pi atendiéndose que ésta es de jurisdicción federal, 
la resol m i ni pronunciada por el Supcri Tribunal de provin- 
cia des- onociendu el derecho tu rucad u es apelable para ante 
esta Suprema Corte, de acuerdo con el artículo 14 do la ley de 
jurisdicción y competencia y jurisprudencia ^tabl< cida en su 
mérito. 

Que apreciando el caso, resulta del precedente informe que 
el pnued i miento seguido contra el recurrente uo es si mi la 
continuación de un juicio ordinario tramitado y resuelto ante 
los tribunales de provincia, persiguiéndose en aquél H \n\ -a de 
las costas á que el apelante fué condenado en el cilado juicio 
ordinario. 

Que radicada para éstt- la jurisdicción local, es ella compe- 
tente para la ejecución de su propio fallo; ejecución de la que 
forma parte el cobro de las costas mandad. is pagar por ese 
fallo. 

Por ésto remítanse eatas actuaciones al Tribunal informante 
para que *e lleven adelante los procedimientos de referencia» 
testándose prérhirneute las palabras subrayadas en el escrito 
de queja. Kotíliquoe original y repóngase el papel. 

BENJAMIN PAZ. — ABEL BAZAS . 
— OCTAVIO UUNGK. — JUAN 
E. TüUHENT. — H . MARTINEZ. 
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« AUNA « ( t'LU 

Contra don Gustavo iieivaüte j¡or ta compañía Metisagenas 
Marítimas; sobre derechos de aduana 

Sumario, — Las resol uniones condenatorias del administra- 
dor de aduana son inapelables para el empleado interesado, y 
es nula la resolución ministerial que la modifique. 



Ca.su, — Resultada las siguientes piezas: 



ralla del Jun Federal 

ItueuOl Aires-, Julio de 18%, 

Y vistos : estos autos traídos por apelación da una resolución 
del ministerio de hacienda que condena a) capitán del vapor 
francés c La Plata », ú la pena de comino de 725 kilos conserva^ 
alimenticias. 

Y considerando: I o Que la resolución del señor administra- 
dor de aduana de foja 11 vuelta, condena al capitán del vapor 
francés « La Plata», á una multa de 20 pesos á beneficio del 
empleado denunciante. 

2* Qne consentida esa resolución por el capitán, fué recurri- 
da por el empleado para ante el ministerio de Hacienda según 
consta á foja 15 y vuelta. 
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3* Que según el artículo 52 de la ley de aduana del año i 897 
aplicable al caso sub-judüe $ *ólo pueden apelar los empleadou, 
de las resoluciones absolutorias que dicten los administradores 
de rentas, en los casos de los artículos 104, 1056 v 1057 de 
las Ordenanzas. 

4 o Que siendo condenatoria la resolución de foja 11 vuelta re- 
currida por el empleado s» ñor Teryés, d administrador de ren- 
tas Q0 lia debido conceder el recurso de apelación para ante el 
ministerio de hacienda, y éste no ha debido conocer de ese recur- 
so, por no autorizólo la disposición legal que se cita en el ante- 
rior considerando. 

Por estos fun 'lamentos, y no obstante lo dictaminado por el 
señor procurador fiscal, fallo : declarando mal concedido el re- 
curso de apelación para ante el ministerio de hacienda, y en 
consecuencia nula la resolución ministerial de foja 22, y firme 
y válida la del administrador de foja II vuelta. Repuesto qtie 
sean los sellos, devuélvanse ios autos á la aduana; notifíquese 
con el original. 

Gervasio F. Granel. 



VISTA UEL SBSOK PROCUlUDOIl ÜENEHAL 

Buenos Aires. Setiembre li de 

Suprema Corte: 

La sentencia recurrida decide á foja 59 que la resolución de 
la aduana corriente á foja 13 siendo condenatoria, no ha debi- 
do recurrirse administrativamente pare ante ei ministerio de 
hacienda, por el empleado favorecido con ta multa en ella im- 
puesta. 

La exposición del escrito de foja 34 adelante, confirma in ex- 
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tensólos fundamentos de la sentmcia recurrida, demostrando 
que el artículo 52 de la ley de aduana pura el año de 1897, aólo 
concede recursos á los empleados de aduana, de las r-ao luciónos 
absolutoria* que dic ten los adm mistrad oros de reatas; de lo 
que se deduce que si la resolución >s condenatoria, como res»! - 
ta evidente en e) caso, el recurso administrativo no procede le- 
galmente. 

El empleado demandante del hecho que motiva cate proceso 
es parte en el mismo, según lo dispuesto en el artículo 55 de 
ja referida ley de aduanad, 1897, y en tal carácter, no puede 
usar un recurso que no ,.«tá autorizado en et .'aso por fas pres- 
cripci'.nrs que rigtin la materia. 

Considero p r ello, justos los fundamento* y conclusiones de 
la sentencia recurrida de foja 59, por lo que no ..listante el re- 
curso interpuesto por el señor procurador fiscal, creo deber 
solicitar de V. K. su confirmación, mu costa* por no resultar 
mérito legal para ello. 

Sabinianu h'ier. 



Fnll» de t* Muprem* Corte 

Bueno* Aires, Setiembre %\ de 1899. 

Visto*: Atent.. lo .-ipuesto y pedido por el señor Procurador 
general en su ffista de foja sesenta y ^i-s,y lo manifestado en 
el presente esci ito, devuélvanse estas actuaciones al juez de la 
causu. Repóngase el papel. 

UENJANIN IUÍ. — AI1KL BAZAN. 
— OCTAVIO — JUAN B, 

TOItllLNT. — MARTINEZ. 
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Contienda de competencia entre los jueces de /* instancia de 
ta Capital federal y de ím /'/a/a, en el juicio de sucesión de 
don Faustino Arana. 

Sumario. — Kl fallecimiento en un lugar <1 isttutu del domi- 
cilio real no altera la jurisdicción del juez de éste para conocer 
en el juicio sucesorio del causante. 

Caso. - Resulta de Jai siguientes piezas : 



AUTO DEL JUEZ UE 1* INSTANCIA 

Buenos Aires, Abril 24 de 1899. 

Y vistos: Considerando; Que como se desprende de la parti- 
da de defuii' ion de f ja 1 el último domicilio del acusante don 
Faustino Arana era en estuCapiUl al tiempo de su fallecimiento. 

Que según resulta de las curiat.iiiciiis de auto», dicho causante 
habitaba* con su familia una casu en esta ciudad. 

Que de acuerdo con lo dispuesto en los artículos 94 y 3484 
del Código Civil y 334 del Código de Procedimientos, es jutiz 
competente para conocer del juicio de testamentaría el del úl- 
timo domicilio del difunto y paTa el caso de que estuviera esta- 
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blecida su familia en un lugar y sus negocias en otro f el prí- 
mero es el Lugar de su domicilio. 

Por estos fundamentos, los del escritu iiu foja 4 y de acuerdo 
con lo dictaminado por los ministerio dt- menores y agente 
Üscal. túgase saber al señor juez exhortautt- ductor Arturo H. 
Gamboa que el infrascrito mantiene su jurisdicción para seguir 
conociendo en el presente juicio, no pudiendo por lo tanto acce- 
der á la inhibitoria que solicita. Repóngase la foja. 

Luis frutee y Gómez. 



AUTO D*.L JUEZ DE 1* INSTANCIA 

1.a Piola, Julio T de 1899. 

Vistos y considerando: I" Que según el artículo 89 da Có- 
digo Civil el domicilio real de las personas es el lugar doad<í 
tienen establecido el asiento principal de su residencia y desús 
negocios. 

Ahora bien, esta constatado en autos que don Faustino Ara- 
na era ven no del partido de Chascomús, paruje denominad» 
c Estación Lezama », donde vivía habitualmente j tenía SU esta- 
blecimiento comercial, declaraciones de los testigos don Ramón 
Di.n Deben, fuja 10, y escribano don Kduanio Ves y Losada, 
foja 19 vuelta, razón por la que el juagado se declaró competen- 
te para cono -er del juicio sucesorio de aquel en virtud de lo 
dispuesto en el artículo ¡J284 del Código Civil y tJ34 del de Pro- 
cedimientos . 

2° Que la prueba relativa al domicilio de Arana fué ampliada 
en virtud de lo resuelto á foja 47 resultando del informe del 
juez de paz de Cbascoraus que Arana tenía establecido un ne- 
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gocio de almacén en el paraje ya indicado que era atendido per- 
sonalmente por él, coma asimismo tenis allí bus muebles y 
residía en el m - . ... conclusiones que a*- robustecen coü las 
declaraciones de Foja 52 á foja 58 por lo que el hecho de que la 
muerta o< urriera en la Capital de la República no pueuV tener 
ninguna influencia paradeieruiinar la jurisdicción, fie los jueces 
que ban de Cono.-er .leí jutciu sucesorio. 

3* Que Qomp lo previene el artículo 90, inciso 7", del Códig» 
Civil el domicilio que tenía el difunto determina el lugar en 
q ■ 1$ ibre su sucesión y como ja se ha risto si Arana tenía su 
domicilio en ta provincia es indudabl. que ¡ s „ s jueces corres- 
ponde el conocimiento del juicio por lo que I juzgado no puede 
acceder al pedido formulado p , r v \ señor yu ■?, de l.i Capital iU- 
la República, doctor Poma y Gonicz. 

Por esto* fundamentos y de acuerdo con los uíegadus pttf ej 
tutor v ministerio de menores y IíscmI, el juzgado resuelve mn¡- 
tener su jurisdicción y ron arreglo á lo dispu.^tu en el artículo 
419 riel <'ó.igo de Procedimientos, dase por formada la con- 
tienda de competencia y elévense los autos u la Suprema Corte 
de Justiciada ta Nación, comunicándose al señor juez doctor 
Poner v (i niñez á sus efectos con transcripción de esto resolu- 
ción, líep.ínganse las fojas, 

Arturo ¡I. Gamboa, 



VIST* DEl.SEftiM iuiocuiuuok genekai. 

Bueno* Airea, Agosto 11 de 18U9. 

En el ¡Uic!o sobre b sucesiun -I- duti Faustino Arana iniciado 
unte el juzgado civil de la Capital á cargo del doctor Ponce y 
üomez, tro se lian aducido pruebas concluyen tes -esperto del 
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domicilio n-al y permanente del causante ii" la testamentaría. 

La jurisdicción invocada por el señor juez de la Capital sólo 
procedí- del hw.hu úr haber fallecido Arana en esta Capital en 
laque ocupaban un coarto en ta casa de la señora Cuerello. 
L'udiendo .*aa ocupación S'.-r accidental y sin carácter de perma- 
nencia, no constituye por *í una prueba 'leí domicilio real. 

Kn ti juicio iftjcíado ante ■ I juez de lo civil de a provincia 
di lítitrio- Aires resulta lo contrario, est o es de mostrado con 
evidencia que. 'ion Faustino Anua tenía su domicilio efectivo 
en un partido de la campaña aquella provinesa Jond»- ai- 
ministraba per^ou-ilmente una casa de negocio en la que residía 
liabituatmente. Así lu rei'onjCi'n los testigos cuyas declaracio- 
nes cuiren de fojas, 53 á 56, y lo certifica el mismo juez de [¡a/ 
del territorio di- su domicilio ¿foja 50 vuelta. 

Además Ja esposa .jal cutis inte había fallecido en 1897 y su 
testaui- utarta fue arreglada ante los tribunales de h pnivíacia 
sejfun el testimonio de foja 34, siendo de notarse que en la mis- 
ma e>>ca<-nn sujeción ú las constancias del documento público 
corriente á foja 1 el s.-ñor Arana establece - nm » domicilio el 
parlil" de Cliascumús eslacion Lezanu con referencias bien 
eiprrsivis respecto á la existencia de su casa de üegocio. 

Con tales antecedentes queda demostrado que el domicilio 
real y permanente del causante era en *u casa df negocio de 
Cbascomus sin que la circunstancia de haber fallecido en esta 
Capital en uno de ¡o* viajes q«i*; po rizoi de negocios 6 de 
asistencia médica realizara accidentalmente pueda desvirtuar 
aquella prueba y sus consecuencias jurídicas. Procede por ello 
la jurisdicción del juez de lo civil de la pn.Tiucia de Unenos 
Aires que pido ti V. K. se sirva declarar de conformidad con lo 
expuesto por el tutor de lo> menores á foja 64 y lo resuelto por 
el ¿eñor juez á foja tMi de los autos corrientes. 



Sabiniano Kier. 

T. IXXXX ti 



Fallo de I» ftuprcM Corle 



Bueno* Aires, Setiembre M .le 1h9& 



Vistor y considerando: Que se encuentra plenamente justifi- 
cado en ios autos sucesorios -le don Faustino Arana iniciados 
ante el juez de lo f¡ vil iJe la dudad de La Plata, doctor Gamboa, 
que eJ causante tenía su domicilio real en la estación Lezama 
(provincia d« Buenos Ai rus) donde personalmente atendía una 
ca>a de negocio, 

Que la circunstancia de batiera ene-nitrado en esta. Cantal 
ft! tiempo de su fallecimiento rio e> bástanle para hacer suponer 
¡a voluntad de cambiar de domicilio mando no existe jtistilicado 
en autos he- -im alguno demostrativo de esta voluntad. 

Que este hecho puram- nte accidental no altera la jurisdic- 
ción que los artículos noventa, inciso óptimo y tres mil dos- 
- -lentos ochenta y cuatro del Código Civil atriliuyen á los jueces 
del úiiím-» domicilio del causante. 

Por esto, de acuerdo con lo expuesto y pedido por el señor 
Procurador general, se deelara que el juez competente para 
eouucer del juteio sucesorio de don Faustino Arana, es el de la 
provincia de Bu* nos Airea. Remhúnsele ni consecuencia estas 
actuaciones y avísese al juez de primera instancia de la < 'api- 
tal. ítepó ugau se los sellos. 




« AUNA 4 4 C LWII 



OitoiMt contra Enn,^ M ta Soto, ^ /<^/,<* 

*** - K1 ** Wbi to* con eir^tantótt 

agrace, hace pasible al reo de «a pena de u „ M ¿ arr , 9tl , 

Cam. — Resulla del 



MI» del j Uf . B reil«r«| 



«ut-nos Aires, Julio ¿8 de l&a 

Y ^to S:P3 tüsu,U^ suidos .,,ntra Knriqu» de la Sota 
Mil» «llar,, si» ocupación j detenido eá la 
caree) leuiten ciaría, acusado de l** de m m r.ultau | M 
t-igiueates netMin.s: 

A ftftri el al-aide 4* la circel Penitenciaria pon. eo cono- 
eimiento del director , ue el penado 360 al abrirle ¡.celda i la 
Lora reglamentaria para ,u, salieran loa proaos á lostaltere» 
acúmetro con un palo al guardián de serricio H. Homero .si- 
tándole un g„l pe en la cabeza que le produjo una Herida curable 
en ocho días por «erleve. aeguu opinión del practicante de gu.r- 

den't, a'lguno 86 V " > "" >ÍÍ1 ' " "" qUe mcdi " r ' » u,í "- 

Llam.do á declarar el referido penado que es Enrique de I. 



PAU.OS I»». LA SUI'KEitA COKTL 



Sota, manifiesta ser él el autor de la tirilla inferida al guardián 
Romero, hecho que consumó sin premedita 1 'ion á causa ile que 
dicho gtiiirdi;"i lo ha perseguido siejiij y lo ha ultrajado dán- 
dole un empujón. 

A foja 3 declara la víctima, man i Testando >|iie al abrir la cel- 
da del penado <li- la Sola para que saliera á los talleres, le agre- 
dió á golpes armado ron un palo ( pegándole en la cabeza dundo 
le produjo uaa lesión ; que no han mediado resentimientos ni 
antecedentes masque observársele siempre la conduela que co- 
tilo preso tenia el deber de observar. 

A foja 10 el señor procurador fiscal pide se le aplique al pro- 
cesado de U Sota la pena qued<ler.mmael inciso 2" del artículo 
120 del Cólico Penal, y el defensor á quien ae !e corre trasla- 
do de la acusación fiscal, reconociendo como ptobado el hecbo 
de ■ 1 1 1 e se aeusa a su defendido, sdieita se le aplique el mínimum 
de la pena lijada pnr el inciso 2 o , del artículo 1*20. invocado por 
el ministerio público. 

Abierta la causa á prueba no<e produce ninguna, llamándose 
autos para sentencia á foja 12 vuelta. 

Y considerando: Que el hrchu que ha motando la formación 
de este proceso, se encuentra sulicientem-nte justilicado por la 
declaración del * neausadoy demás constancias de autoa. 

Que dada la forma en que se produjo el mencionado hecho y 
la clase de lesiones inferidas ¡i la victima, él encuadra dentro de 
la disposición del inciso 2 o , di I artículo 190, del Código Penal 
cuya p-ua debe graduarse teniendo en consideración el desacato 
corno circunstancia agravante. 

Por estos fundamentos, y de conformidad con lo solicitad» 
purel procurador fiscal fallo: condenando á Knrique de la Sota 
á un año de arr-stu y las io¿tas del juicio. Notifiquen con el 
original, y en oportunidad llágase saber al director de la Peni- 
tenciaría y al jefe de policía. 

tiervasiv F. Granel. 
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VISTA DEL SKNOK I'IIOCURADOH GENERAL 

Buenos Aires, Setiembre 11 de 1809. 

Suprema Curte : 

Del Informe d(¡ la Alcaidía que tiene fuerza probatoria, sien- 
de producido por autoridad compet <'rití j en asunto di' su entera 
dependencia y estar además corroborado pnr 1»» declaraciones 
del procesad», resulta comprobado que eg autor dei delilo de le- 
siones leves inferidas al guardián don loan Romero, 

Xoexiste, porque no se U i producido jmr ..-] r. -cune ti te, prueba 
algalia de las excusas alegada* en su declaración, siéndole apli- 
cable eutou- es la pena que prescribe el artículo í2Ü. inciso 2 o 

■ 

de) Código penal cu an máximum, atentas la» circunstancian 
agravantes que existen y á que se refiere el ite iso 15, del artí- 
culo 84 del nídigo citado, l'ido á V. E. se sirva así declararlo 
conformando por í»iis fundamentos la sentencia recurrida de 
foja 13. 

Sahiniatto Kier. 



rallo *m la Mu jarona Corte 

Buenos Aires, Setiembre ¿6 de 1899. 

Vistos y considerando ; Que el delito de lesie-ues corporales 
inferida* por el penado Enrique de la Sota al guardián Juan 
Romero en la Penitenciaría, en circunstancias que éste ejercía 
sus (unciones está plenamente averiguado. 

Que, en consecueucia y apreciando como circunstancia mera- 
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mente agravante las relativas al lugar é iuTeatidura de la per- 
sona lesionada la pena impue*U al procesado es arreglaJa & la 
disposición del artículo ciento veinte, inciso dos, y artíeulo dos 
d, l Código Penal. 

Por estos fundamentos y concordantes de la vista del señor 
Procurador general y de la sentencia apelada de foja trece, se 
confirma ésta con costas. Xoliffquese con original y devuél- 
vanse. 

DEPUAMW PAZ. — ABEL RAZAN. — 
OCTAVIO BUSGfc. - JUAK £. 
TURRENT. - U MARTINEZ. 
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Sepp Hermanos y com/mñía contra el Fisco Nacional; sobre 
consignación y nulidad de sentencia 

Sumario. — \° No existiendo contradicción sobre los bi chos 
argados, no procede la recepción de la causa á prueba, y la 
falta de este tramite no produce nulidad. 

Ü° La sentencia que incorpora el escrito de una de las partes 
en que se eipresan Iba fundamentos de hecho y de derecho, y 
contiene decisión expresa, |>oaitiva y precisa sobre ta acción 
deducida, n-> adolece de nulidad. 

3 J So es admisible el pago por consignación de un valor 
que es inferior al crédito reclamado. 



I>t JUSIHJA ¡SACIOHAL 

Caso. — Resulta de las siguientes piezas: 
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VISTA DEL PHOCUlUttOft flSCAl, 

Buenos Airi's, Si'lii-inliri* Mi de 189*. 

Con motivo de haberse presentado »•! inspector de impues- 
tos internos don Emilio S. Villar en la cusa de los señores Sepp 
Hermano* y compañía con el objeto de obtener la declaración 
privada, cmi arreglo ¿i la ley y correspondiente al me* de Agos- 
ta, lo menrj.tiiados comerciante» hirieron su manifestación 
correspondiente y ofrecieron al mencionado inspector una letra 
por valor de 474,486 pesos 61) centavos moneda nacional, fe- 
chada el día 5 de Setiembre corriente á 30 J ras vista.á la orden 
de la administración de impuestos internos, sobre 819.194 litros 
de ateoh<d ■*» se¡i salida bruta de la lúbrica i*u el mes de Agosto 
de 1898 dedncidD la dilatación y merma, calculando el impues- 
to hasta el 24 inclusive que es la última salida de la fábrica A 
razón de sescntu centavos el litro, 

VA inspector se negó á aceptar él pago que se le ofrecía en 
esa forma, pues la cantidad que se ie pretendía entregar n<> era 
laque correspondía S'-^un la ley número M698 vigente, sitió una 
cantidad menor que con arreglo (> la lev no correspondía al li- 
traje enunciado, dadu que se hacían deducciones qin* no tenía 

■ 

porqué consentir. 

Los señores sepp Hermano!» y compañía en tal circunstancia 
se han presentado & V. S. con los documento que corren ií fe- 
jas 3 y 4, que justifican el depósito que han hecho en el Baño 
de Iü Kacion Argentina de la eipresada letra ofrecida, manifes- 
tando que ese depósito lo hacían en la intención de efectuar el 
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pa^opor consignación del expresado impuesto, haciendo uso del 
derecho que en su entender les acuerda el artículo 752 del Códi- 
go Civil, pidii ndo en su consecuencia la aprobación de tal neto 
por Y. S., declarándola válida y cap** | s efectos que el 
artículo 759 del mismo Código le atribuye. 

Creo que V. S. jugando la expresada consignación debe re- 
chalarla por ¡m provento d. idas las consideraciones que piso 
á exponer. Es i cunsignai ion no está comprendida dentro del 
articulo 757 como se establece por lo< señores S-pp Hermanos y 
GvmpttoU* No comprendida dentro de ]<j> inciso-; 2°, 3*, 5", 6 o 
y 7" (leí expresado artículo tampoco está dentro de los i nc i sos t ¿ 
y 4" qut? >un los únicos que podían haberles inducido á creer 
que se trataba .d caso del artículo 757. 

No está ¡a consignación de que se trata dentro del inciso i% 
porque el c reedor, en este caso A inspector en representación 
déla administración de impuestos internos, do rehusó el pago 
de loque cobraba, aun cuando se rehusara á recibir mía tetra 
por una cantidad menor, que era lo único que c| deudor, es 
decir los señores Sepp Hermanos y compañía le ofrecían pnr 
tal ó cual razón que no es el cuso de examinar. 

Es indudable que para que la consignación tenga lagar, 
seguí, la expresada disposición, es necesario que el acreedor no 
quiera recibir el pago ofrecido por el deudor, debiendo ent<?n- 
d. rse por tal pago la cantidad necesaria a la chancelación de la 
deuda, pero nunca un pago menor tu distinto, pues ello impor- 
ta sencillamente que el deudor puede beneficiar de la consigna- 
ción haciendo on pago parcial, ó puede modificar con su solo 
criti tío la deuda que su acreedor le exige. Nu es este el caso del 
Código. El caso del inciso I" del articulo 757 es aquel en que 
el acreedor tratase de obstaculizar el pago con objeto de lucro 
ó de cualquier otro interés, á pesar de ofrecérsele íntegro por 
el deudor. 

Así lo significa la ley 8, título 14, partida 5\v el artículo 
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1257 del Código Francés que el mismo codificador citi, cuyo 
artículo comenta Muí carié respecto al un uto en cuestión en 
(os Éig Dientes términos.,, iy en fin si la oferta hubiese sitio 
de umi suma menor de la que se debe al acreedor estaría ett su 
derecborec basando esa oferta (Mircadé, ;irt. 1257, Código Fran- 
cés ti" 753). Se ve, pues, claramente que lo que el inspector 
lia rechazado >eguu el acta de foja i y según tos mismos recu- 
rrentes . 3 la entrega de una letra que por su cantidad no po 
día importar el pago de lo debido, y por ello es lógico deducir 
que lu> -eñur-s Sepp Hermanos y r<»mp:iñía im estiín ampara- 
dos por el inciso 1° del artículo 750 dei Código Civil. 

Y por si quedara la má> remota duda en el áuiruo de V. S. 
con ¡oqiH' sostengo creo que quedará desvanecida ante el teito 
claro del artículo 758 del mismo ' 'ndígn, que estatuye que, par i 
que la eonsiginieion tenga fuerza d- pago es neee.. ario que con- 
curran en cuanto á la* personas, objeto, modo y tiempo todos 
lo> requisito- sin tus cuales el puyo no puede ser válido; no 
ceiieur riendo .dios el acreedor no está obligado á ;>c< ptarel ofre- 
■ imient i ¡le p;igu. 

Creo qne no tía de cuber duda de que no habiéndose ofrecido 
p«>r los señores S.-pp Hermanes y compañía la cantidad precisa 
de la deuda no lian concurrido lo* requisitos esenciales d<- la 
leven cuanto ni tthjvtn y Wíoi/o, V por ende su ofrecimiento ha 
piulido ser rechazado", así como debe serlo >ti consignación, que 
en ningún caso puede ser valida ni menos tener fuerza de 
pago. 

Tampoco e>i¿i la consignación de qu-- ge trata dentro del íu- 
oi.so 4' r del artículo 757 porque lo cobrado por elínsppetor eu 
representación de Ja administración de impuestos ¡ut*-mus, pro- 
cediendo de una ley, sólo es dudoso para el dcHor, lo que lio 
basta que ello se considero tal para todos, tanto mns cuanto que 
noeiiste el segundo término ó circunstancia qu»- ese inciso re- 
quiere cual es la concurrencia de otras personas que exigieran 
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del deudor el mismo pugo. La oonsignacio-i, pura, di 3epp Her- 
manos y compañía bajo este punto de vista no tiene asidero y 
debe ser rechazada por V. S. como lo lie pedido. 

Tampoco puede considerarse válida ni dar á tal acto tos efec- 
tos legales bajo el punto de vista administrativa pues la ley 
que el inspector Villar entendía ejecutar, ai romo laque los 
señores Sepp Hermanos y en m pañí a creían cumplir, prescribe 
claramente lo que éstos debían pag ir, no síend-i da«lo ni ;i esos 
C'-m'-rcianies, ui a I inspector mismo entrar á examinar la in- 
terp: <-t iri'iii de la le) ni aun su v;ilor constitucional, que no 
punir hacer ni apreciar sino V. 8. en lu manera y forma que la 
ley y la constitución ¡o establecen. 

Y por último, señor juez, *i V. S, examina la manera y el 
objeto cnu que lúa .señores Sepp Hermanos y compañía han hecho 
su nonsignaci'W, á estar á L>s términos (le s|l propio "seritoy de 
los docuni' itto> «le fojas 3 y f, notará claramente su improce- 
dencia, deduciendo 411 invalida de la falta absoluta de motivo 
para hacerla. Si V. S. observa <-l texto de! dorumeolo «le foja .'i 
en que consta el depóíito de la letra de que se trata en el Hun- 
co de la Nación Argentina, veri que «¡li se dice que los expre- 
sados comerciante- hacen id depósito de dicha letra como per- 
teneciente al juicio que st) f uen contra et Ministerio de Hacien- 
da de ta faetón y en el documento de foja 4 repiten lo mismo 
al depositar 475 pe>o- moneda naeional por el impuesto de 
«■ellos. 

Kl juicio á que se hace referencia no existe, más aún no pue- 
de exi4Ír. pues en ningún caso los señores Sepp Hermanos y 
coni|)añía tienen derecho de demandar al Ministro de Hacienda, 
que es una rama del gobierno, sin la venía previa del Honora- 
ble Congreso, 1" que basta ¡'hora no lian exhibid", 

Aun cuando bu jo este punto de vista la consignación hecha 110 
tiene ni puede tener el valor legal que los expresados comer- 
ciantes pretenden que V, S. le atribuya con su intervención. 
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Creo que. lo qu* dejo expuesto basta y sobra para que V. S. 
provea como lo dejo solicitado, condenando eo las costas ¡í ¡OS 
señores Sepp Hermanos y compañía, de acuerdo cm el artículo 
760 «¡el Co-iigo Ch i. 



Buenos Aires, Octubre ¿6 di 

Y visto»: Por lo» fundamentos h- gales aducidos por el señor 
procurador lisc.il, foja 8, que el juzgado conceptúa procedentes, 
uo se liare lo^ar ¡í la consignación hccba por los s-eñor»-» Sepp 
Hería a nos y compañía. Repónganle el papel, 

Urdinarrain. 



Allí» ilel Juei fr>tlerMl 



Hueiios Aire<. Noviembre 3 de 18ÍK 

Autos y vistos con arreglo al artículo 760d>* (7idigo Civil, se 
declara que las costas originadas ftüft 4 cargo de los señores 
Sepp Hermanos y compañía. Repóngase el pnpeL 



Atjustm Urdinarrain, 
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Falla o> tm *upr**nm l orie 

Bueno* Airei. Seütrnhr- ;'*! >U> \m. 

V Fistos : líe»ulta : ¡'rimero ; <jue por el escrito de foja?- seis, 
los recurrente <¡e pre-eotiroo al yugulo a oíío pidiendo que >e 
declare válida l,i . <uwtrua<'i"n .-f.-. -tu ida ¡ur la l-tra corriente ri 
foja tre», citT.i í'uii-ifíiiíicion íiülif.in he<ta<i por rehusarse ¿re- 
cibir la ntwnu tetra''! inapeiio; de ím puntos interno-, don Kmi- 
Üo Villar, quien, de»pues de aceptar la d.earariou fundada de 
los mismos recurrentes sobre el expendio de alcohol He >u f¡U 
briea de > %in>*hiia-, durante e. ine-d ■ a^o->tu de mil ochocientos, 
pretendía aplicarla ley número tr-., nui quinienlu* ochenta y 
siete -«lamente basta rl veinttdo* de Agosto, de manera que 
grave dicho expendio la >v número tres mil seiscientos noventa 
y ocho desde «I veintitrés de Agosto, no obstante haber sido 
publicada d v.-mticinciMlel mi no mes como ' expone ene) acta 
de fojas una i dos acompañada al es- rito de demanda. 

Secundo ; Que corrida vista al procurador fi>ca! por el 
auto de foja siete vu-dta, é le la evacúa á foja ocho y pi- 
de que la con si .4 nación sea n chazada con costas, por no 
estar comprendida en ninguno de lo- caso- en que lad.-cla- 
ra admisible el articulo setecientos cincuenta y cinco del 
Código ''¡vil, citado por los ilemandantes. una que consta 
en el acta acompañada, qde t ] in pretor de impue»t"S int. r- 
ii'is no se negó á recibir la soma debida, linó una que está de 
acuerdo con la lev qu*' el inspector teñí i la mis on de ejecutar, 
sin juzgar dél valor constitucional de la ley, loque tampoco es 
lícito hacer ¡í Jos demandantes, «inó á la autoridad judicial en 
•■] mu lo y forma que Jas leyes vigent s establecen, 

Tercera : Que llamados autos ;i fija catorce vuelta, el 
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juzgado íí ouuse pronunció sobredi punto Bub-judice de confor- 
midad con 1» pedido por »■) prt ¡curador líst-nl, ampliando mi 
resolución por el auto tti. 1 foj;i veinticinco, con Ja declaración 
de que todas i :i s i-ostas pro esah*v son de cargo de los deman- 
dantes ; cuyo promim-iainh-nto y resolu-i<ui han sido objeto dé 
los reeurs-os di* uulid id y ap"laeion interpuestos por el escrito 
de fojas veintiséis, los que han sido concedido* en la relación 
por el auto de Tojas veintiséis vuelta . 

Y considerand*! ; Primera: Qm* el recurso de nulidad n<i 
puede admitirse bajo el punto ile vista d»l procedimiento, por- 
que el que ha precedido á la revolución re-urrida, se halla libre 
de todo defecto que pudier asimilarlo por una disposición legal 
expresa» cnio se estabb-et en el artíeulo doscientos treinta 
y tre> d- ¡.i ley de pro liuiHit-^. 

Segundo : <Jue.-n efecto, una v- z espedido el procurador fis- 
cal á foja ocho, importando su vista la contestación de una de- 
■Éfly .linaria, por no estar contradicho hecho algum de los 
a¡#g|4tf p"i' las paites n<> ha .1-1. ido el juez <t tflio, después de 
'Humados autos por la providencia de foja catorce vuelta, de- 
cretar su-taiici ación alguna intermedia, ni ui**noa recibir la 
causa >í prue*> ajamó pronunciar la sentencia iHinitiva de acuer- 
do con lo qtie dispoiieii loa artículos noventa y uno y ciento 
eetenta y ocho de la ley de procedimientos citada. 

Tercero : Que en cuanto á su forma, la resolución recurrida 
nu adob ci- propiamente de nulidad, porque al incorporar :i su 
texto los fundamentos da ia v Uta de foja och a, ha expresado 
los de hecho y de der- lio en que descansa su fallo, siendo visi- 
ble que en sí tm-ani la decisión do foja veintidós tu» lia que 
no hace lugar á la consignaron lu cha por lo» demandantes, es 
expresa, positiva y precisa; lo que ia pon» fuera de la declara- 
ción ¡i que alude en su prim.-ra parte el artículo doscientos 
treinta y tres de la ley de procedimientos, njust í:Hose á la 
prescripción del artículo trece de la misma ley. 
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Cuarto: Que en cuanto á su íondo, la molucivn apelada hace 
una apropiada aplicación délo dispuesto eTTToí artículos sete- 
cientos cincuenta y seis, setecientos cincuenta y siete y sete- 
cientos cincuenta y ocüo del Códig.. Civil, lo que se observa 
ante la comparación de estos artículo* del Coligo Chi\ f con el 
escrito de demanda, corri. ata á foja seU y consignada en la ei- 
posición del ¡teta de fojas una y dos, que - lias lian exhibiü i: :i 
saber, que. no quisieron pagar al inspector Villar ni lian con- 
signado posteriormente el valor del impuesto que corresponde 
al ahohol fabricad. i durante loa días veintitrés á veinticinco 
de Agosto de mil ochocientos noventa y ochu, pur la- r.iiun^ 
de orden constitucional y legal deque se creen asistidos para 
sostener la inconstítucioiiaüdad ó U inaplioabilídad de la ley 
número tres mil seiscientos noventa y ocho en lo que respecta .í 
los días citado» ; ó lo qu- e< lo mismo, que nu han nfre.-ido pu- 
yar ni han - onsignado toda la suma que el recaudador estaba 
encargado de cobrar deacuerdo con la ley que tija tipre>auien- 
te el veinticinco de A-.-sto como fecha desde la cual ella em- 
pieza á regir para que la consignan-ion se hallase ni los términos 
del artículo - tecientos cincuenta v siete y sus concordantes 
del Código Ti vil . 

Forestas consideraciones : se confirma con costas la senten- 
cia recurrida corriente á fojas ftfatidus vuelta. X^tifíquise 
original y repuesto los si líos devuélvanse 

BE>JAMIPI PaI. — OCTAVIO DL'NGB. 
— Jt!A^ E. TOlIRfc NT — H. HAH- 

ti>bz. — abei bazan (en disi- 
dencia). 
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DISIDENCIA 

Viains: Considerando: Qtie la petición 4e4iicida á faja sis 
di' est os autos por los señores jSefp; Hermanos y compañía, es 
vi rdadera demanda que tiene por «dijeto que el juez ante 
quien 8e ha presentada dolare válida y cm efecto de pago lu 
ecnsigoanon que han neeh o dichos añores en el Banco de la 
Nación á la óriJen del juzgado de una h i ra p»r 1 1 cantidad de 
pesos que se expresa en el certificado foja tres, c;i nti.l id que 
dicen adeudar ú la Glicina le impuesto- infernos p >\ alfolióles 
salidos de su fabrica d 'irant- el mes de A/ostode mil ocliocien- 
tos noventa J ¡¡efe o y que aceptar - , nag.i ,-\ Inspector 

de dichos 'in pues tos don Emilio A. Villar; 

te nomo lo tiene declarado esta Suprema Corte en el tomo 
ocho, página .íeU de sus fallos « para que una de- 
manda sea fiante ante i i justicia Federales necesario no so- 
lamente que el caso caiga baj-< su jurisdicción pOf razón de las 
personas .» d.-Sa materia, sino también que en ella se contenga 
entre otros requisita que prescribí* la 1-y de procedimientos, 
la designación clara y precisa de la persona del demandado con 
quien ha\a de seguirse el juicio, y si ella fuere el gobierno na- 
cional, qiü'be ac «mpaiieá la demanda la autoriza- ion del Con- 
greso para entablarla, de acuerdo con la jurisprudencia esta- 
blecida por esta Suprema Cor te, pues sin la designación y <o- 
rresp,mdKt¡tc citación de la persona demandada u» podría haber 
juicio contencioso ni dictarse sentencia qm- pase cu autoridad 
ile cosa juzgada y que pueda y deba cumplirse ». 

Que con arreglo á esta jurisprudencia, es evidente que la de- 
manda d<* ios señores Scpp Hermanos y compañía no ha sido 
viable y no ha debido, por id mismo, el procurador fiscal en- 
trar á contestarla en el fondo, ni el juez a qúo proceder á re- 
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solverla del mismo modo, como ha ^uc<-dido, por cnanto no se 
ha expresado con claridad en dicha demanda, la persona tlel 
demandado y »-n la hipótesis de que ella debiera entenderse di- 
rigida contra la Oficina (Je impu ;stos internos por el beoho'ii'ue 
.se ha denunciadode uno de sus empleados, >• contra e| ministro 
de Hacienda como se indiei en Ins ■■eniiieudos d- depósito He 
fojas tres y cu itro, no serta p ir ello m is viable, no huhién<lci— 
se presentado como no se ha presentado ta r spectiva licencia 
de] t'ougreso pan «.'nublarla, pur-ju" en arabos casos la referí - 
ii,L tem i ni, t tst.nl l dirigida e-uitra ■■! gobierno nai'iuiial dócil* 
ya administración una y ni ra 'le esa» reparticiones son una 
mera dependencia híii personería ind> > ppud¡< , iite y propia para 
estaren juicin '-orno demandados, desd ■ que no hay l»y alguna 
qur lea haya atribuido tul personería. 

Por evh'S fiindamriilus, s- roulirma el auto recurrido de foja 
veintidós vuelta en cuanto rechaza la demanda de foja -ei-. sin 
darl" ei aie.mce de una resoitirion sobre el fundí» >i "a iiu-rni. 

llepile-tus los Sftln>. d"Vllél? atise. 

a bel i;aza>. 



i'<mh'a F ra tirar o t nuujfu'du ; suhrr r.iinnln ><ui 



Sumario. — No obsta á la concesión de exirudiciou la natu- 
ralización del requerido posterior al hecho qtie nwtira ei reque- 
rimiento. 



Hfc Jl STIUA S u.H»*l 

Caso. Ke-ulta l;m siífiii.'iitr- pieza*: 
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¿ , , Üii.-tt.H Aire*, Mar/o «i- 

Sfiwr Juez: 

Resulta del precede nt- ivrtütc.ul.i del aetuanu (foja 72) eon- 
íirmada la alirmaeimi ■ 1 *■ l n>e amado en >h declaración in laga- 
toria iic ipje es ciudadano argentina p.r su naturalización en 17 
'te Karzo <t"l ¡ttVi próximo pa*udfl. 

De esa misma decteraríon ¡ndag iton i ifojaíM) resulta nu» 
una rea idenlili-adn *d requerido, ra'.- tu mili. ■.ta qut? siendo 
ciudadano argentina preüere s#*r juagado r m arrean á Us leyes 
de la República. 

Tal manifestación que importa de parte «Je quien la hace* ei 
uso de un derecho que aúnenla el articulo Ü6U del Código de 
Procedimientos Penal, vigente en e>t- caso ¡i falta de tratado de 
extradición cor, reino -te Italia, determina la improcedencia 
aVls extradición solicitada, debiendo V. S. negarla en la ma- 
nera que coi responda, es decir, c-municando ta) negativa al 
señor ministro de relaciones exteriores ;i fin de qu- >e an n o, He- 
ridos los datos á que s» refiere la disposición citada a los • fec- 
tos consiguientes. 

Uutel. 



r«ll» del Jura IfJrr, l 



Unenos -Vires, J ntiio 47 de 18»H. 

Y vistos: I o el presentepedidodeextradícion solicitada por la;, 
autoridades del reino de Italia este pedido de extradición debe 

T. Lltlll i¿ 



178 



FALLOS DE LA SUPHIWA CORTE 



ser acordado ú negado de uníanlo con los principios de reci- 
procidad y piáctici uniforme de las naciones, atento lo dispues- 
to en el artículo (J-lti, inciso 4», del Código de t*rocedim¡e:itos 
en materia criminal y lo que establece la ley de 25 de Agosto 
de 1885. 

Que examinada la requisitoria y los documentos á ella 
acompañados pur el gobierno de Italia, tanto este tribunal 
como la acusación > la defensa, los :i¡-'iiiraii >u lidien t"» para 
llenar los extremos que *'X\¿v el artículo Íi5! del citado Código. 

3" Que ile ta declaración dél requerid-i y de los demás ante- 
cedentes que b.i presentado ol gobierna requireut--, resulta ple- 
namente ju «ti irado que Frani-co Fangheüa ea Va persona 
autora de los delitos que han motivad» la formación del prure- 
>o y más tarde su c-ml-ma por la* autoridades del t'-tnn de 
Italia. 

i" Que oída la acusación y la defensa, itubas sostienen que 
no 'tt'lu- aiivJer .i e-t»* pedid» de cxiradieton, rumiándose t*n 
que habiendo manifestado el reqii<T»do su deseo de -cr juzgado 
por los tribunales argentinos, por sor ciudadann tiiiuraliz ido le 
ampara la disposición del artículo ü69 del Código déla materia. 

5 o Que del informe de foja 72, resulta que es exacta lactnaal 
alegada por el proeurudor uVal.V *■• defensor, habiéndose abor- 
dad Q la carta de ciudadanía cu 17 de Majo de 1 81)8- 

6" *Jue si bien es cierto que s« encuentra justificada la enun- 
ciada causal también lo es que S" lia comprobado que la natu- 
ralización de Fanghelln fué posterior á la perpretacion de los 
delitos que motivaron su condena y ¡inte este boon i rtemostrado 
desaparee por completo el mérit o l-.-gu! d-- la causal i n rocada 
i estar á los términos del inciso 1 , artículo 'A\ de la ley de 25 
de Agosto de 1885 qu-- autoriza la extradición siempre que A 
becbo que motive una s^ieitud como la que nos ocupa sea ante- 
rior á la nacionalización, disposición que uo ha sido derogada 
como lo pretende la defensa por el articula 669 del Código de 
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. Procedimit-nto-s en materia crimin :i, s^gun lo hii resulto la Su- 
prema Corte en numerosos ü;ií.oS. 

Por estos fundamentos, y teniendo presente que no m» han 
hecho valer ninguna de las defensas que autoriza el artículo 655 
del Código de Procedimientos ya mencionado, resuello acordar 
ú título de reciprocidad la extradición de Francis- o Fanghellu 
«toUeitaila por lis ..uioriialei del reino de Italia. En conse- 
cueneia pásense originales estas actuaciones al señor minis- 
tro de relaciones citeriores poniéndose d su disposición aire- 
querido. Saqúese testimonio de esta resolución j hágase saber 
al director de la cárcel penitencian i y al jefe de policía. 

tirrrasio F, (¡r-xtwl. 



VISTA bfcl. SESOH PHOi:URAHOH Gh>EHAl. 



Buenos Aires, Agosto I> de 1899. 

Suprema Corte : 

No existe tratado sobre extradición definitivamente conclui- 
do entre la nación argentina y el reino de Italia. El easo *t<¿- 
jWírecae entonces b.ijo el régimen de la ley nacional de 25 
de Agosto de Í885y del Código de Procedimientos en cnanto su 
refiere ú la extradición de criminales. 

La ley de fundo en su artículo 3 o , Man Í% declara que no >e 
concederá U extradición entre otrna casto» miando el reclamado 
fuese un ciudadano argentino natural ú naturalizado antes del 
hecho que motive La solicitud de extradición. 

Si el requerido Fanghella perpetro el delito qn.-da motivo al 
reclamo en 4 de Setiembre de Í894, según lo acreditan los do- 
cumentos invocados por el gobierno de Italia y tomó la carta de 
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ciudadanía argentina en 17 de M ayo de 1808, según lo conhr- 
tiu el certificado del escribano corriente á Tuja 72, esta natura- 
lización pottirioral hecho criminal no desvirtuaría el derecbo 
al reclamo autorizado por la ley de 1885 una ve* que resultan 
satisfechas las exigencias de sus artículos 4, 14 y 18. 

Se objeta la disposición del artículo 669 del Código de Pro- 
cedimiento* en lo Criminal que se refiere ul reo que fuese ¡-iu- 
ditdano argentino ¿in distinguir entre natural ó naturalizado. 
Pero esta disposición de la ley de forma no deroga la ley de 
fondo. Se refiere al ciudadano argentino que según su propia 
expresión y el tecnicismo jurídico no es el extranjero naturali- 
zado y está por consiguiente excluido en el caso actual de la 
prescripción del artículo 3 a de la ley de 1885 como lo establece 
la sentencia recurrida en su sexto considerando. Por ello no 
Obstante el recurs.ide apelación interpuesto por el procurador 

corriste á foja 76. , . 

Saomtanú Kter. 



Falla de I» Ihínwi C«r4# 

Buenos Aires, Setiembre 2ti de 1899, 

Vistos y considerando : Que á falta de tratado de extradición 
con la nación reqnirente, la solicitadafen los presentes antos 
resulta producida cun los recaudos exigidos por derecho artícu- 
los seiscientos cuarenta y ocho y seiscientos cincuenta y uno 
del Código de Procedimientos en lo Criminal). 

Que en la causa no se han puesto en cuestión los pantos é 
que se reliere el articulo seiscientos cincuenta y cinco del cita- 
do Código, los que per utra parte aparecen cumplidos en el pre- 
sente caso, limitándose el requerido á ampararse de la d Upo si- 



.. . „. , ■ . 1- : . * - - ' " ' : wi 

"* ' ' r ' v '"■ '♦">>?■**' -í/yl*'/^* 1 * ' * ' • ' *. • '•.«••>. ^¡ 

• t'íffl 

de justicia racional 181 

cion contenida en el articulo seiscientos sesenta y nueve del 
mismo Código. 

Que constando de autos qu- U naturalísacion del requerido 
ha sido posterior al hecho que motiva la extradición, esta no 
puede ser den> gad.t con arreglo al artíoulo tercero, inciso pri- 
mero de la ley sobre la materia de veinticinco de Agosto de mil 
ochocientos ochtnta y cin o. 

Que la extradición en el presente caso debe ser acordada con 
yA condición establecida en el artíoulo seiscientos sesenta y sie- 
te del Código de Procedimientos en ln Criminal. 

Por estos fundamentos: y concordantes de la vista del señor 
Procurador general y de ta sentencia apelada de foja setenta y 
cintio, se confirmadla con declaración de que la extradición es 
concedida con la condición n que se refiere el último conside- 
rando de esta sentencia. Devuélvanse; notiflquese con el original. 

tKflUWN PAZ. — ABEL BAUN. — 
OCTAVIO MttiGS. — JUAN B. TO- 
RREÍIT. —O ■ARTIHK. 



t 



t AL» A Ut LII 

Contienda de competencia entre el juez de primera instancia 
de la capital y el juez letrado de la Pampa Central, en el 
juicio sucesorio de don Pedro Imaz. 

Sumario. — La jurisdicción que en el jnicio universal de su- 
cesión la ley atribuye aí juei del último domicilio del difunto, 
no puede ser prorrogada por volunta 1 de nna de las partes. 
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Crt*0.— Resulta de lu* stgaient. h pifias: 



AI.TO tUL WF.l LETIIADO 



«■■iieml Aeln, Junio J I Je 1899. 



Autos y vistos : Los formuladoscon motivo del eihoito remi- 
tido por el señor juei délo *uvil de la Capital Federal (lector 
Benjamín Willinjns, en e] jti^sio sucesorio de don Pedro Iinaz | 
en el cual se solicitan alguna» diligenciasen T j ftn d prórroga 
de jurisdicción. 

Considerando: Que di- la Infuruacion sumaria producida á 
petición del «eiior agente usc-ul ante el juei de pal del segundo 
departamento y del testimonio de foja 12, resulta probado con- 
cluyen temen te que el último domicilio del extinto Pedro Imuz 
fué el pueblo de Santa Boitt, segundo departamento de este 
territorio. 

Que según el artillo 3284, Código Civil, el juei del último 
domicilio del causante oh el competente para conocer en el jui- 
cio sucesorio. La Supr.-ma Corte nacional lo ha resuelto también 
así en varius fallos, entro hi que puede recordarle el que se re- 
registra en ta 3' aéríe, tomoS', pagina 67. 

Que la prórroga d<- jurisdioion territorial acordada por el ar- 
tículo \° del Código de Procedimientos civiles, no eit proceden- 
te en el caso sub-judice; primero, porque estando en pugna con 
un precepto imperativo de Ja ley de fondo, como lo el el Código 
Civil, delje primar éste, desde que ei lev nacional, deduciéndose 
di- ellas que el citado artículo del Código de procedimientos se 
refiere üóIhi á los casos en que se trate de ta* acciones que na- 
cen de lus rontratos, en los cuales, como es tábido la voluntad 
de las partes forma la ley; y segundo, porque aun en la hipó* 
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tesis de qup isí no fuera, siempre resultaría, que* no estando 
conforme rl ii^i'titi* liseal, que es parte eu todo juicio sucesorio 
hasta la declar a trina ile li-aederos, la prórroga d< jurisdicción 
no pr 'ceili ríu pnrfultar id consentimiento de todas las partea. 

Por estas eonsideraoioiii'H, \ de acuenloniii !<• pedido ]ior el se- 
ñor agente fiscal, resuelv.» m> lmivr lunar al ri í j i^enciam iento * 1 ■ - 1 
presente exhorto, dei laruiidoque i-ste juzgado es el competi*»- 
te para conocer en e! juicio sucesorio da don Pedro itnaz y or- 
denando en cousocutnioin no libre otteio el señor juez exhortante 
haciéndole snher estn resolución y pidiéndolo I» remisión di* ios* 
autos. Repóngante 'un foja-*. 

5, Retiran. 

Ante mí; 

./ose it. Am>«m>. 



VIST* Hll. MININTKIUO HE HCNOBCS 

(¡«•neral Adío, Junio áfS de 1&99. 

Señor Juez : 

La prorrogación de la Jurisdicción territorial de conformidad 
de partí » qm permite al articulo 1° del Código de Procedimientos, 
no se refiere exclusiTaiuentu A los juicios contenciosos, como equi- 
vocadamente lOltitlll el jutl exhortado. La ley al acordar e>a 
facultad á los interesados, te« hace distinción respecto de los jui- 
cios en que puede hacerle dicha prorrogación, habla en término* 
generales, y ea reglo de derecho que cuando la ley no distin- 
guí- no debo distinguí riie ubi teso non distiwjuit nec nos dis- 
tinguere debe mus, de tnodo que no estando prevista la excep- 
ción para los juicios de jurisdicción rduntaria ó necesaria ea 
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contra derecho establecerla, jes además doctrina de los prácti* 
cosque esta clase de jurisdicción ea prorrogable por voluntad 
de las partes. (Otiz de Zuiiiga, Práctica forense, tomo 1>, pá gl - 
na 587). 

En cuanto á la oposición del agente tiacal á Ja prórroga de 
jurisdicción de que hace mérito el jue* exhortado para decir que 
do existe consentimiento de p*rtet¿ debe obserrarae que la opo- 
sición de ese funcionario en nada modifica el derecho de los in- 
teresados. La misión de los representantes del minuterio pú- 
blico en lo< juicio*, es vigilar el cumplimiento de las lejos, loa 
partes intensadas como entidad, pero do Lo son en su indivi- 
dualidad como parece dar á entender ei juez "xhortido al con- 
siderar que la oposición del liscal produce la disconformidad. 
Por lo opuesto, .juno que V, E. debe mantener su euinpeten- 
t ia en este juicio sucesorio. 



La oposición del agente fiscal de General Aeha, es fundada 
como lo es también la mía expuesta en mi anterior dictamen, 
los agentes fiscales, á diferencia de lo* asesora de menores, 
además de las funciones que desempeñan y á que se reflere este 
ultimo funcionario, tiene el deber de deftnder la jurisdicción 
del juagado donde desempeñan sus funciones, como Jo ha he- 
cho el agente fiscal de General Acha, asi como la de impedir que 
jueces incompetentes se apropien una jurisdicción que no les co- 
rresponde, á título de prórroga de conformidad de partes, como 




VISTA DEL AGENTE FISCAL 



Señor Juez : 



Despacho, Jimio m dé 1899. 
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ya lo he diuho vn mi recordado dirtáraen de foja 14 melt», 
cuyos fumi amento» reproduzco en todas SOI parte» por lo que 
V. K. debe acceder á lo solicitado en el t-xhortode foja&i. 

■a 

/í. Navetra. 



AUTO DEI. JUE10E i 6 ISSTAWCIA 

Buenos Airea, Junio 2H de 1899. 

Auto» y vistos: Por las consideraciones aducidas pnrel señor 
asesor ile menores en su vista de foja 30, que el infrascripto es- 
tima arreglada» a derecho, no ha lu^ar á la inhibitoria solicitada 
en el oficio de foja Ü3 y de acuerdo con lo dispuesto por «1421 del 
Código de Procedimientos. Elévense estos mitos al superior en 
la forma de estilo. Repónganse las fojas. 

Benjamín Williams. 

Ante mí: 

Francisco Tórnese. 

VISTA DELSEflOR PROCURADOR GENERAL 

Buenos Aires, Ago«to 17 de J899. 

Suprema Corte í 

Las partes interesadas en el arreglo de la sucesión de don 
Pedro Imai han prorrogado la jurisdicción del juez de lo civil 
de la Capital Federal. Esto significa que tienen mayor confianza 




iHrl 



f q,,P creen 4 ue *■ J'<ri«,U, *tt» MMulti m.j.r loi intereses de 
la mier-ion, que son Ion suyo* ¡u.tpioí, 

Nmyun interés contraria i» levanta contra uqn.lla nmnifnt»- 
fion. pues ,1 ministerio flscat no e* parte initrmda, r de) mi.- 
mo modo interviene en rualqule™ de lo. ji.tRados/.U, como 
re f ,r P MM»tA„», de ] A hopíoii pdhti,,» pura la vigilancia del cum- 
pllmientode las prwpeiwin fe,,!,, qw | tl fraguar.!».,. 

Ante estas cot.stdertolonti no prtTio «báculo lega! al juicio 
de 1» jurisdicción pror^ada ,»,„■ Ion int, reídos en firtüd de lo 
«Vpue.t« en f J artículo I» del í\\dl H o de l'r,< WimUtuu P », la 

Upltul, q„« 110 haeedlatineli tre hi ront.-ncion v la vol.m- 

tana siempre que «o trate de la territorial. Opino por ello, j 
fundamento* del perito .1, foja f|- p, |, pHmmm ha d¡ ; dü 
mentó ni ejercicio de la jurUdltioion del «flor jue* de lo civil 

hn 1,1 n, ' i,t!l1 ' " ,rí,fl * de *« 6->«». y pido i V. R. se sirca así de- 
clararlo. 

Sttttittiatw Kirr. 



Vmtf 4r I» Hhh^nim C*W*a 



Uuenei Alr»«, 8ítlwnbrtí6del899. 

Vistos j roo Aderando ¡ Que en un hcoho fuer* de cuestión que 
•Ion Pedro Imaz tenía su domicilio en la Pimpa Central á U 
época de su fallecimiento, 

Que, en consecuencia, loes igualmente que la jurisdicción ao- 
Ire 1U mmim oorreiponde en dereeüo al jtiei del mencionado 
territorio, con arreglo ú I- dispuesto IB ol artículo tres mil dos- 
elentos ochenta y cuatro del Código CítII, y artículo 2", de la 
ley do tres de Setiembre de mi) oelmeientos Atenta y ocho 

Que con tales antecedente*, el Juoi del citad., territorio sos- 
teniendo su competencia, ha defendido, de acuerdo con lo pe- 
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dirfo por fi agente, fim-nl <),. »,i jut^uli», h jurisdicción que las 
leyes le dan. 

Que esta jumdieoiuu, Mitotee.). hi en con^deracian ú una 
mtua (fe interesen, que i l*<n dar '-rigen A lu dpducxion de va- 
riados derecho» qnu atnu* la tjnWemlirin.l del juicio, no puede 
eatur librada á Lo voluntad do uno da loa interesad**, cuul sería 
la viuda de- Imiiz en el presente emo, desdi' que ni siquiera lo* 
bljoi menorai tun b«obo unto ile voluntad en id sentido de la 
prorrogación en forma .v con arreglo ú la* prescripciones lega- 
les, uuq para Ion easos enqui- la prorrogación fuese permitida 
(artículo mil ochocientos suttmtn y mil ochocientos setenta j 
uno, inciso 3*, del Código dril), 

Por esto» fúndame u ton, »• decían, que el eunoci miento d-.d 
presento juicio aucesorlo,flnrri»ipuml« al Jueí letrado de la Pam- 
pa Central. Remítatelo, n, consecuencia, los autos y avísese al 
juez de primera instancia do lia capital. Repóngase el papel. 

UBMAttM Pal. — ABEL BAlAA. — 
OCTAVIO BUXGE. — JUAN E. TO- 
HB»I*T. — a. MAKT1NEI. 



la Compañía lientHt <l« Fó$ foros contra Hosxt, Casartetti 
y compañía; tobré falnifíamm de marea de fábrica 

Sumario. — Siendo tn la marra ■ Compañía general de fos- 
foren, el único elemento qui la distingue de las demás com- 
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pañfas que se ocu|ien de la fabricación de fósforos, la palabra 
General, la denomi nación de i Compañía oficial de fósforos • 
adoptada por otra sociedad, nu puede producir confusión. 

Caso. - Resulta del 



ralla M Juci »>4er»l 

fiueuos Aires, Hayo 31 de 18Ú7, 

Y fistos: Estos autos seguidos por la Compañía general de 
fósforos contra los señores Rossi, Oassartetli y compañía, de 
los que r •-tiltil : 

Qub A foja 8 se presenta al juzgado don Ernesto J. Borré 
«n representación de la Compañía gene.nl de fósforos, mauif es- 
tando que según resulta del certificado acompañado tiene como 
marca registrada pura distinguir fósforos de su fabricación su 
propio uumhrede Compañía General de fósforos lo que consti- 
tuye una doble propiedad ó sea la del nombre y de la marca. 
Que « ello se agrega una etiqueta que ha hecho confeccionar 
con igual denominación y el agregado : Administración, Stii- 
pacha 212, Buenos Aires; la que solo es visible al consumidor 
después de abierta ta caja por estar ella pegada en su parte in- 
terior de manara que Lo tínico visible y que garantiza el origen 
legítimo del producto es la denominación y marca < Compañía 
General de fósforos» grabada ó pintada en cualquier parte del 
exterior de las cajas. 

Que una sociedad particular de esta plaza bajo la razón de 
J. Rossi, A. Cassartelliy compañía, eon fábrica en la otile 
Samo Domingo 984-92, vende los fósforos de su fabricación 




en cajas de la misma muti riu, tamuño y forma que usa la Gbnt» 
pañfa general de fósforos y las «¿pende colocando en uno de 
los costados exteriores do dicha* naja* la de nominación y nur- 
cade c Compañía oficial di fósforos » y en el costado opílenlo 
las palabras < Buenos Aires », Hámulo en slgunas basta imitar 
la etiqueta adherida al interior du la tapa del oiijoncito interno, 
estampando las palabra* « Compañía oiicial de fósforos • J. 
Rossi, A. Cassurtelli y compañía, Buenos Aires I en ta misma 
forma, color y dibujo adoptado por la sociedad qnu represento. 

Qne habiendo U sociedad que represento hecho circular mi* 
productos estampando en las cajas las palabras Cumpaílla ge- 
neral de fósforos en forma ubroriada igualmente las dos pri- 
meras, Iterando la imitación* al punto de dibujar la letra O de 
la palabra abrevada O" en tina forma adornada y caprichosa 
que la representa como una ü de fantasía. 

Que no puede ser dudoso que todo esto importa, por parte «le 
los señores Kossi, Cassartelli y compartía, u ti, i imitación frau- 
dulenta del nombre y marca de su representado, hecha con el 
propósito de aproTechar en su beneficio del dereclio adquirido 
por ésta merced á la confusión que puede produoirse entre uno y 
otro producto, confusión que no se evitu por la sola diferouoia 
de la palabra < Oficial • casi sinónima de * Nacional » y que se 
ha producido con grave perjuicio para so mandante. 

Que desde que el nombre de la sociedad anónima que repru* 
sentó es Compañía gLnetal de fósforos y desde que tal deno- 
minación constituye tn marca de fabrica dt> su propiedad inde- 
pendientemente de cualquier forma distintiva, no puede ser 
dudoso que nadie tiene la facultad de usar de esa denomina ion 
ó de otra que pueda producir oonfusion directa ó indirecta en- 
tre los productos md atentar A los derechos de propiedad de lu 
referida sociedad y sin cometer, en su easo, el delito previsto 
y penado por la ley de 19 de Agosto de 1879 en sus artículos 4, 
44, 43, 46 y 48. 
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QiK- á más fie cometer ese delito, los demandado» atribuyen- 
do á mi fábrica el título de * Oficial » usurpan una denomina- 
clon qut> el iido ha hecho propia del Pistado y ponen s^bre su 
ménade» (a una designación falsa haciendo creer que es públi- 
ca j del Estado una fábrica particular. 

le pur todo ello, entabla formal demanda .rimmal Contra 




en el expendio de los fósforos de su fabricación y se les con- 
dene al ttjáxluiUm ¡tu la pena establecida ñor el artículo 38 de 
la ley citada ; á lu renta en remate de las mercaderías f al si fie a - 
dns, á lainiitilii icion de las marcas é instrumentos de falsifi- 
cación, ft la indemnización de daños y perjuicios, á la publica-' 
«ion á su costil de la sentencia condenatoria y á \n< cortas del 
juicin, debiendo pr ¿r i a mente librarse man da miento de embar- 
go contra todos Ins productes de la Compañía oficial de fósfo- 
ros que $e encontrasen en el domici li» di j los demandados co- 
mo asimisnm di' las marcas é instrumentos de falsilicanon que 
tuvieran. 

Que corrido tralla ¡o de la demanda, la contesta á foja 89 
don Juan Mafia por lo* di-mandador, diciendo : Que la deman- 
da criminal deducida contra sus mandantes, no tiene razón de 
ser porque no tiene base en la ley. Que ésta solo cantiga Ja ful- 
siücacion y adulteración le mareas, herhos que no ae han pro- 
ducido en este caso. Que f alai tica el que sin derecho emplea con 
perfecta identidad la marca ajena para enfundir los produc- 
tos. Que adultera el que para hacer ereer en la diversidad de 
ellos haee cualquier alteración ó modificación de detalle sobre 
la marea legitima de otro propietario. Que sus representados 
no han empleado en sus cajas iguales etiquetas y designaciones 
cíñela Compañía general de fósforos ni lian hecho modificación 
alguna en los etiquetas ó cajas salidas de la fabrica de aquella 
y que no habiendo cometido Iob Mitos que la ley castiga, no 
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son pasible- de acción criminal. Que no puede haber semejan- 
za ni imitación, porgue nadie que sepa leer encontrará que dice 
«general» donde dice «oficial » ni « oficial * donde está escri- 
to « general ». Que si ella quiera o pretende establecerse en las 
abreviatoms, c<m un ponerlas en el exterior ya 4111* en definiti- 
va oso no >s una in.irca siuó lo que constituye ésta; es decir, 
l is tres palabras completas, * Compañía Gemralde Fosforo» », 
lo habrá evitado mucho más cuando en esa forma y no abrevia- 
da le ha sido acordada por la oficina de man as. Que en el su- 
puesto deque hubiera semejanza ó imitación el hecho nu cons- 
tituye delito y el único derecho que de él derivaría sería elde 
obliga! á cambiar de marca y nuda más. Que el demandante 
pretende que sus representado* usurpan su propiedad porque 
usan dos de las palabras de su marca y que tal pretensión es 
irrisoria defeque las palabras « Compañía • y «fósforos » aun 
de uso común cuyo empleo la ley autorií», «demás de lo que 
constituye la marea son las tres palabras conjunto mente em- 
pleadas. Que por lo que respeta el uso del término «Oficial » de 
que se sirve el estado es ,1 éste ií quien le corresponde la recla- 
mación por medio de sus representantes legales y esa represen- 
tación no la tiene la compañía demandante. Que en mérito de lo 
expuesto pedía se rechazara con cosías la demanda entablada 
se levantan el embargo trabado entregándoles la mercadería, 
secuestrada y se aceptara la protesto que por daños y perjuicio!) 
formulaba contra la «Compañía General de Fós foros ». 

Que á foja 12 fuella se recibe la causa á prueba, producién- 
dose por parte de la compañía, demandante, la de testigos que 
corre de fojas 44 á 113, inclusive unos oficios de la oficina de 
Marcas de fábrica y una compulsa de fojas 121 ú 124 vuelta, 
llamándose á autos para definitiva ,t foja i 30 vuelta. 

Y considerando : Que el juzgado está llamado a resolver si 
ei hecho de haber usado la sociedad de J. Ro¿si, A. Casartellí 
y compañía la denominación c Compañía Oficial de Fósforos 



102 



IAI.MIH DK LA HUfMilMlA €OBÍE 



*M » 4n forma ó en abreviatura para el eipcndio de su* pro* 
duelos eonuliluye el delito previsto y castigado por «I inciso I a 
del urtíoulo 28 di' U ley de Marcas de Fábrica y de Comercio 
do qut> les neiiMt Ib 4 Compartí» General de Fósforos ». 

Que ln diipoMcion legül recordada castiga la f unificación ó 
udiilti' riit.' ion de una marca de fábrica ó comercio. La parte ucto- 
ni reconoce « 11 su alegato de foja 135 que )<>s demandados no 
han ejecutado A primer delito, pero tes imputan el segundo, 
mi* teniendo que el hecho de bab-r usado n eu denominación 
el termino Oficial, importa adulteración de su marca de fá- 
brica, 

tjutí el delito de adulteración se consuma en el sentido de la 
ley cuando «1 ugrdf disoguru, trastoca, desnaturaliza, tuerce 
el re rd adero * en (Ido ó eign titeado de una marca, buscando una 
r.riijulb de tul purecldo i la que trata de ¡mitiir que produzca 
eu mi provecho el encaño del consumidor. 

y lie en «I na»ii sub-judicc los demandados no han ejecutado 
modlfinaolotl alguna .i la marca * Compañía General de Fósfo- 
ros» ¡ llmitiinduite mi acción ó osar el término Oficial en vez de 
tient'mti que miu distintos, si bien puede producir confusión 

en al« >« fa^, romo se ha demostrado porri actor, no ouede 

coiutlHifi el delito d«- udulteracion de que se les acusa las se- 
hOftl J. i; — 1. A< Cusartelli y compañía, ni uiiri acompañada 
de lo« término* Cotflp **ía y Fósforos, por ser éstos de uso 
couiim. 

(¿ue, por ni ra parte, .il Juzgado se le oculta lu intención de 
parte de lo* domtindaiit-s de perjudicar los intereses de la 
Cotupafifii (hoieral de Fósforos, desde que se trata de un pro- 
ducto tan reí ' uñado, como de fácil expendio, sin que huya de- 
inoMr-ido que mi diferencia de elaboraron pueda hacerlo mo- 
no» apto para el consumidora mis gravoso por su precio, loque 
]iodi(u traer un descrédito á los productos de éstu, constando 
por el contraria, que su buena calidad y menor precio despertó 
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una competencia que ai bien pudo haber sido de perjuicios 
á la Compañía General de Fósforos, ha sido de beneficio» 
para el público, lo que aleja U posibilidad de mayores prote- 
chos para ta sociedad demandada y, por consiguiente, de eua 
propósitos la idea del fnu.de, circunstancia que la le; no ha 
olvidado al prever el delito de adultera-ion d<> una irnirea d« 
fabrica. Presunción que ae oorroboni con el de haber solicitado 
y obtenido la concesión do la marca de fábrica Compela Ge- 
neral de Fósforos |mrrt distinguir sita productos, comu consta 
del informe de foja 111 vuelta. 

Que, por otra parte, la Oompiiñía General de Fósforos ti ereyú 
lesionados sus derecho* ¿ intereses por loa demandados eon 
motiro de la • unfusion que pudiera producirse entre Mía pro- 
ductos y loa de estos lia podido hacer cesar e<os perjuicios 
usando del derecho que le acuerda la ley de materia y en- 
tonce* su acción ha debido limitarse á los términos del ar- 
tículo A". 

Que el hecho de haber usado la sociedad demandada de un 
término que el uso ha hecho propio del estado y «1 empleo de 
dibujo y figurín* obscena» en Laa cajas que contenían sus pro- 
ductos, mi pueden fundar !a noción deducida por la Compañía 
Gen ura l Fósforos por m\< que reconozca el Juzgado que tales 
violaciones A la ley han podido aer persegifldoa por loa agentes 
que ella ha establecido para su represión y castigo. 

Por estus fimdumeut's : de ti nítidamente juzgando, fallo ab- 
solviendo ú loa señores J, Ro«si, A. C:iate1li y compañía de la 
demanda contra ellos instaurada por la Compañía General Fós- 
foros, con coala* y dejando u salvo sus acciones por los duñot 
y perjuicios. Notlfíquese original y repónganse los sellos. 

Gervasio F. Granel. 
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llUdina Aire*, SMjiüitUn .'«Mi" ]Wlíí. 

fMm. 7 BftMWt»»Aa : Que el signo «lintiiiti vu (i- I» marca 
de fábrica conn-iiidu al dematnUiite no eoniinte 011 Iuh milubra« 
compañía «oiiqii« (trtiic¡]iia y de /ó.*/óro* con que concluye' 
sinó en el nombre di' general que la citada marea ller.i y que 
Conatltuyi el elemento único culi qtm su lm de distinguir de la 
denominación de Ha demis c compañías» t| mu cotí ene nombre 
seoonpeu Umbíen de tu fabricación de lúnforo* (itrtíouEo tri'ü de 
la ley tlu minearle fabrica y comercio). 

<¿ue, por ^Mn^igujente, inundo el dfcBt*nita(ÍO til [i palabra 
Oficial que timl iirtdo el pleito hu eum buido por U de t'tmwrcint, 
hit ftpl loado ó hu* producto un ti muren que no poedn eunl'un- 
dir,*e con ludid actor, e*peo¡aliiiente ai e\tuoid»en en lo» suy-K 
la pulubra iieiieml <* i ■ forma duramente cgible. 

l*ur üttui riirtfhtmi'niug y concordante* ile la lenteiii tu ape- 
lada de fojn 172, su ronflnna estacón eouttuJSQtlfiquMti can el 
original y repunto Ion lelloa, ilevuélTan «f , 

BKNJAttIM RAI, - AHKI. IIAUN. 
— OCTAVIO IH PUJE, — JUAH 
K. TOHHRM.-ll, MAH1INE1. 
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El ñamo ¿\acnmal cuatro, don Ezwpiiel IU>al Ue Áxúa t por 
cobro ejecutivo de pesos; sobre apelación deneffada 

Sumaria. — lin el ^f»Bef imicutu ejecutivo no e* suieeptíble 
Je) recurso di* apelación y utilidad e| auto qu« no hace lugar 
al levantamiento del embargo v al nambio de depositarlo. 



Caso. — Re su II i del 



mrORHfl DEL JUME FEDERAL 

flueiios Aires, St tiL-rnhn- ííl do 1899. 

Kvma. Suprema Corte; 

En liiimplimicnto de I» ordenado por V. E. paso a informar 
lo siguiente : 

En el juicio que por cobro ejecutiro úv pesos sigue ante este, 
jusígad» id Banco Nacional en liquidación contra don Kiequiel 
C, Real de Aííin, m* presen ti i el representante de éste don Ma- 
no id I - mande? Miriind.i , en fecha 31 de Mayo del comento 
año, exponiendo: que liuhíti renunciado á la apelación que In- 
terpuso del auto que mandaba Llevar adelante la ejecución, 
paru gestionar los derechos de su representado, conculcados por 
el embargo que i n debidamente se kabfa trabado sobre huelen- 
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■io nulidad, desde que éste puede sólo deducirle de los que son 
*u> eptibles del recurso de apelación. Considerando ademas , que. 
dictada como li i *;do la -entcncia de remad 1 , en el juicio ej»- 
f olivo leguido, 110 procede ja otras defensas que las que pueden 
hao-rse valer en el juicio oíd mano, que pueda intentar el eje- 
cutado terminado el ejecutivo, que, por lo que respecta á los 
reoursos de reposición y apelación en subsidio del auto de foja 
160, que ordenó el cambio de depositario, considerando que, por 
un error involuntario del infrascrito, afirmó en su auto de foja 
160, que había ■■oitformidad de partes, para el cambio de depo- 
po-üUrio, si bien el Banco declaró eii sus escritos de fojas 84 y 
157 <|ü.- no tenía inconveniente en el cambio de depositario, 
-i* mpre qu«- recayera en uní pergeña honorable y responsable 
agregó, que sería á ■ on lición deque el señor Real de Azúa, 
rumftrututrn ios cargos t¡up formuló contra el depositario señor 
SartSVWia, «I- modo que, la conformidad del Busco tenía esa 
cláusula restriñirá que pasó desapercibida a) infrascrito, al 
prereer el auto de foja 160, que ordenó el cambio de depositario; 
que, resultando de autos, que no se han comprobado por el 
ejecutado los cargos que formulara respecto del depositario 
San-mena, ha desaparecido la conformidad de las faltasen que 
« basó el auto de foja 166, al disponer el cambio de deposi- 
tan.*. 

Por esto> fundamentos y los concordantes expuestos por el 
llam o en *u¿ escritos de foja 153 y foja 162, no se hace lu- 
^■r á la revocatoria del auto de foja 70, que ordenó el embar- 
co de la- haciendas del ejecutado, por estar consentido por 
est. último; nía los recursos de apelación y nulidad, interpues- 
tos ri subsidio; y se revoca por contrario imperio el aoto de 
foja 160 que dispone el cambio de depositario, debiendo en su 
inérih. continuar el m^rno que propuso el Banco. Quedan á 
h:<1t.- al ejecutado sus acciones para hacerlas valer en la for- 
ma que c»rre*pi>nde en derecho, por lo tanto, corran los antas 



198 



FALLOS DE LA SUPREMA CORTE 



según su estado. Es cuanto tengo que infof mar á V. E. á quien 
Dios guarde. 

/*. Olaeehea y Alearía. 



Buenos Aire¿, Setiembre *i Je 1899 

Vbtus en el acuerdo : Por lo q UL resulta del precedente in- 
formo atenta la naturaleza del juicio y del acto recurrido y de 
conformidad con lo dispuesto en loa artículo* trescientos y dos- 
cientos treinta y cuatro de la ley de procedimientos s e declaran 
bien denegados ius recursos interpuestos, Notifiquen origiual 
y repuestos los sellos remítanse al |uí2 de f.i catira para su 
agregación á lusauton principales. 

BENJAMIN PAZ. — ABEL BAtAN. — 
OCTAVIO BUHGE," — JUAN K. TO- 
RREtiT. — B. MARTINEZ. 



Criminal contra Pedro j\. Cordero, ¡mr apropiación 
de reñías postales 

Sumario. -I- La pena de tres años d, trabajos fizados 
impuesta al empleado convicto y confeti de haber sustraído 
caudales pertenecientes á la Nación, es el miuimun de la que 
la ley establece para * se delito. 



IIB JUSTICIA rUUDNM 



199 



2° La pena no puede ser agravada, si la sentencia que la im- 
pon* no h:t sido apelada por el ministerio fiscal. 

Caso. — Lo explica el 



mil» del Juez t rdt*r»l 



Santiago. Junio 19 áe 1899. 

» 

■ Y vistos : los seguidos por el procurador fiscal contra Pedro 
N. Cordero, argentino, sin apodo, natural de esta provincia, 
de 27 años de edad, soltura y ei-empleado en la oficina de te-, 
légrafes de esta ciudad, en calidad de primer telegrafista J 
encargado de la oficina de isirosy valores declarado*. 

La *mm\W se funda en que 
empleo antes referido, se apropió de la su ina de 1451 pesos, 
eon5 ci-nlavoa moneda nacional de curso legal, sustrayéndolos 
de los valores fiscales que estaban bajo su « usted ia en rutan 
de su cargo, hecho que se efec-tn», entre el 25 de Febrero y el 
2 de Marzo últimos, fugando en 
do el 8 deleitado Marzo. 

Instruido el sumario en forma y llamado el reo á 
claracion indagatoria, manifiesta ser cierta la sustracción y la 
suma, más ó meuos en la fecha indicada, así como también la 
época de su detención, agregando que había sido empleado del 
Como durante once años, sin haber dad» motivo alguno de 
queja : que la cantidad sustraída, estuvo y está dispuesto á 
reintegrarla, para lo cual había dado algunos p;isos:que aban- 
donó el puesto dejando la caja cerrada ; que no habiendo con- 
seguido el dinero para la reintegración, mandó la llave de la 
caja á su padre. 
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El empleado Werner, ratificándose en Iob informes dados y 
afirmando la culpabilidad de Cordero, en el hecho de Ja ¡sustrac- 
ción y por la meucionada cantidad, agrega i foja 37 que esa 
suma uo ha sido reintegrada. 

El empleado Gallo, se ratifica también en sus informes y 
atribuye á Cordero la culpabilidad del hecho por la suma ja 
referida, agregando en su declaración de foja 38, que el pro- 
cesad,., no había reintegrado id valor de lo defraudado. 

El empleado Fernandez ratificándose en el balance 6 inven- 
tario propiamente dicho, de foja 12, agrega en su declaración 
de foja 40, que el hecho de Ja sustracción el mismo Cordero se 
lo refirió, en presencia de sus compañeros de oíicina; pero por 
un valor menor, el cual quedó fijado pustirioruiente por et exa- 
men de iu caja, en mil cuatrocientos cincuenta y un peses con 
cinco centavos. 

El doctor SantilUn manifiesta que teniendo denuncias direc- 
tas de que Cordero había abandonado su puerto sustrayendo la 
suma de mil cuatrocientos á mil quinientos pesos, ¡o biso bus- 
caren Tücumnn, pues allí se había dirigido, qne de Tucuman 
el procesado pasó al liosurio, luego á Córdoba de allí al Zanjan 
y en seguida al distrito Cardusus, donde fué detenido y se rati- 
ficó ¿ foja 45, en el inventario de foja Í2. 

A petición del juzgado, el correo informa ,i foja 50, que la 
conducta de Cordero, hasta el momento de la defraudación fué 
eiceleute: que el servicio púllico no se ha perjudicado con mo- 
tivo de la sustracción, y que Cordero es empleado desde el 24 
de Julio de 1894. 

La acusaciun pide euntra el encausado, el inínimun de la 
pena estipulada en el artículo 80 de la ley penal de 14 de Se- 
tiembre de 1863. 

La defensa, apoyándose en el número de años de empleo del 
reo, en el ningún perjuicio parael servicio público, con ocasión 
de la suma sustraida: en la eonduota intachable durante fué 
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empleado y en U falta de intención criminal, pide que »a el 
caso de ser delincuente el reo, se te aplique la sola puna dtd ar- 
tículo fr^dHa ley penal de 1803. 

Abierta la causa á prueba su ha producido el informe del Co- 
rreo de foja 63 vuelta; del que eonsta que Cordero, fué nom- 
brado empleado en el telégrafo en Abril de 1891 y que el jefe 
del distrito que estaba en el año 94, bajo su responsabilidad 
porque lu delegación que bacía le era facultativa, designó en 
su reemplazo al mismo Cordero, para el despacho de los giros 
postales. 

Con lo alegado verbalnunte por las partes en la audiencia 
de que da cuenta la nota de foja 67. 

f considerando: Que la existencia (tal delito de defrauda- 
ciou, la cantidad defraudada, el autor de aquél y el carácter 
que revestía cuando se perpetró, su encuentran plenamente 
probados no solamente por los documentos y testigos de U 
causa, sinó también por la propia declaración del reo. 

Que en la ejecución de hechos clasificados de delitos, se pre- 
sume la voluntad criminal, á no ser que resulte una presunción 
contrariado las circunstancias particulares déla causa (artí- 
culo 8° del Código Penal, ley 1920). 

Quede la causa no resulta circunstancia alguna tendente á 
demostrar la falta di> intención criminal, pues el reo, á pesar 
del tiempo transcurrido y de decirse dueño de ana propiedad, 
nada ha hecho para entregarla a) correo ó üsco siquiera á cuen- 
ta de la suma defraudada. 

Que pura que fuera procedente la aplicación al caso sub-ju- 
dice, del articulo 84 de la ley penal de 44 de Setiembre de 1863, 
e< condición esencial, la del reintegro de la suma defraudada, 
como surge de esa misma disposición del artículo que le pre- 
cede, y del fallo do la Suprema Corte de justicia nacional, con- 
tenida en ta série 5', tomo 19, pagina 233. 

Que las circunstancias personales del procesado y el ningún 
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perjuicio del servicio público, sólo pueden tomarse comn ate- 
nuantes del hecbo delictuoso y en modo alguno autoriza al juz- 
gado para descender en la aplicación de ia pena, del roínimun 
fijado por la ley. (Suprema Corte eitada, serie 3\ tomo II pá- 
gina 350). 

Que ol cna.1 entra en et pinato por el articulo 80 de la cita- 
da lev penal dé 14 de Setiembre de 1863. que impone al autor 
del delito la pena de 5 á 10 año. de trabajos forzados, si ¡a de- 
fraudaeion se hubiese JWado á cabo por el empleado que por 
razón .le su cargo tuviere en deposito ó administración el valor 
Ú objeto defraudado, y de 3 á (i *&o< de ta misma pena, si el que 
hurtare los caudales ó valores, no fuere empleado encargado de 
su custodia. 

Que constando del documento de foja 73, que si bien Cordero 
era empleado dr l telégrafo, no teniendo este distrito por et pre- 
supuesto, el puesto de « jefe de giros *, cargo que está enco- 
mendado al mismo jefe del dishito, el encargo al procedo dé 
la oticitia en qu- *e . -metió la defraudación, le vino por delega- 
ción qu, l« bizo el ei-jef- Cárdenas, bajo >n responsabilidad ; 
en cuyo caso no puede «orrect impute afirmar*. . que Cordero 
á pesar de ser rnoleado. fu «se et precisamente encargad., de la 
custodia de losvala^Jefr iu Ud debiendo entonces apocár- 
sele, la^tTaTTirrrtídel citado artículo 80, ron las atenuantes 
i que se lia a Indi. i . 

Que si respecto de lo antena hubiera duda, es regla de infcer- 
pn ación en materia criminal, qm« debe estarse A favor d. l reo. 

Por tanto ; fallo om leñan lo al procesado Pedro S*. Cordero, 
«■orno autor del delito de defraudación de la renta nacional á la 
pena de 3 años de traba] os forzudos, debiendo de éstos descon- 
tarse el tiemp» de prisión sufrido á razón d<- dos días de prisión 
por uno de trabajos forzados, con mis los accesorios de inhabi- 
litación por tiempo riela condena y la mitad mas, devolución del 
valor sustraído, intereses y las costas del juicio, ü por tu ñamen- 
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te oficíese al director de la Penitenciaría, dándose al reo copia 
de la presento, Notifíquese con el originé A las partes j al jefe 
de correos y telégrafo. 

Saturnino Satvd. 



VISTA DFX SEflOR PROCUBADOH 



Üufiios Aires, .\goí(o ¿9 de 1899, 



La «sentencia <ie foja 67 vuelta, condenó al proce>ade. FedroN. 
Cordero, á Ja pena «le 3 años de trabajos f orlados, por defrau- 
dación de rentas puntales. 

El delito está evidentemente probado y la pena debiera ser 
mayor en cualquiera de los dos extremos previstos y penados 
por el artículo 80 de la ley nacionalsobre crímenes contra la 
nación. 

La sentencia ha sido no obstante consentida por el procurador 
tiscal, y no apelada por la defensa dentro del término legal, come» 
resulta del auto de fuja 77 vuelta. En ente caso, no podiendo 
ser alterada la sentencia en sentid» desfavorable al procesado, 
según la disposición del ílt fíen lo 693 del Código de Procedi- 
mientos en Jo criminal» corresponde su conürmaeion que solicito 
d<* V. E* 

Sabiniana Aicr, 



Falla d« la 

Buenos Aires, Setiembre 38 de 1B99. 

Vistos y eonsideran i» : Que el procesado Curdero está con- 
victo y confeso de haber sustraído, siendo empleado al servicio 
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pertenecientes á la 



de 1a administración nacional, 
nación, cuyo reintegro no ha 

Que en consecuencia, el 
prescriplo y penado por loa artículos ochenta y tres y ochenta 
de la ley penal de catorce de Setiembre de mil ochocientos se- 
y tres. 

Que la sentencia ha impuesto al probado el mfnimun de la 
n eáoü artículos, íicndo eincto, como lo dice 
general, qde ella no puede ser agravada, 
coa arreglo ni artículo seiscientos noventa y tres del Código de 
Procedimientos en lo criminal. $&*tt<> qnVel mil istcii» fiscal 
no ha rei-urrrido dé la s- ntenoia. 

Por estos fundamentos, v concordantes de Ja sentencia d<* 
foja sesenta y siete vuelta, y de conformidad á lo pedido por el 
señor Procurador general se confirma aquélla. Notifícese con 
el original y devuélvanse. 

BENJAMIN PAZ. — ABEL BAZAN. — 

octavio aunce. — juak e. to- 

HHSNT. — B, MARTINEZ. 



Criminal contra Heynaldo Nogueras, por tentativa de 




Sumario, —La tentativa de circula ion de billetes de corso 
legal falsos bace pasible al reo de ta pena dedos anos y nueve 
meses de trabajos forzados y multa de 2500 posos. 



DE JUSTICIA NACIONAL 

Caso. — Resulta del 



205 



r*n* del J«e* r««er*i 

Rueños Aires, Junio %1 de 1899. 

Y vistos: estos autos seguidos contra Reynaldo Nogueras, 
argentino, de 17 años, soltero, jornalen*, domiciliado en la ca- 
lle Mon^ro esquina Brasil, acusado de circulación de billetes 
falsos de banco, de los que resulta : 

Que con fecha 15 de Marzo último el proces ólo fué detenido 
en la Prefectura marítima por sospechas, encontrándosele un 
billete falso de valor de veinte p»sos ; y llamado á declarar ma- 
nifiesta haberlo recibidn para hacerlo circular, de manos de Mi- 
guel Luyorio, qtiien le daba una pequeña comisión si conseguía 
pasarlo, agregando haber recibido con anterioridad otros bille* 
tt-s de 5, 10 y 20 pesos eun i^ual objeto. 

Llamado á declarar el procesado Ligorio á quien se detiene 
cou motivo de la denuncia de Noguera, niega terminantemente 
el hecho que éste le atribuye, como que le pertenezca e' billete 
que al mismo le ha sido secuestrado. 

Instruidn el correspondiente nuinarío se pasan los autos al 
procurador fiscal, quien á foja 47 vuelta solicita se aplique i 
Noguera la pena del artículo 62 de la 1er de 14 de Setiembre de 
1863, y se sobresea respecto i Lagorio. 

Dictado el sobreseimiento respecto de éste, su corre traslado 
de la acosaci liscal al defensor de pobres, quien lo contesta i 
foja 54, solicitándose aplique ¿su defendido la pena del artículo 
63 de la recordada ley, disminuida en la forma que determina 
el inciso 2", del artículo 83 del Código Penal ; y habiendo re- 
nunciado tas pnrtes al término de prueba, se llama autos para 
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Y consumando: Que el hecho que motivó la detenciou y en- 
juiriamieuto áv Noguera, se encuentra suficientemente justi- 
Gc;ido por su propia declaración j la existencia del cuerpo del 
delito. 

Que habiendo confiado Noguera, que -1 billete que le fué 
secuestrado lo re<ibió con conocimiento de su falsedad y con el 
prepósito deliberado de circularlo, el hecho encuadra dentro de 
la disposición dH artículo 62 de la ley de 14 de Setiembre de 
1863. 

Que no habiéndose consumado el delito por motivos extraños 
ií la voluntad del encausado, debe considerársele uomo reo de 
tentativa de circular billetes falsos, de acuerdo con la jurispru- 
dencia establecida por ta Suprema Curte en diversos casos y en- 
tre otros en (a causa que se siguió á Giro Gobbi p.r ante este 
mismo juzgado ¡ y en consecuencia debe aplicársele la pena que 
establee vi artículo 62, citado con la disminución indicada en 
el inciso 2 o , del artículo 12 del Código P. nal. 

Que la escusa alegada pur la defensa de que la confesión del 
procesado carece de mérito legal para fundar la aousaeion for- 
mulada por el ministerio publica por no reunir la V eoudicion 
que establece el artículo 3l6del Código de Procedimientos en 
lo cr iminal, ó qus se baya comprando la existencia del 
cnerpodel delito, no puede tomarla en consideración -ate tribu- 
nal por no ser exacta, pues esa comprobación se encuentra i 
foja 1 de éste proceso. 

Que el argumento que hace la defensa al decir que habría 
contradicción en absolver al autor de la fal si fi-acion y condenar 
á su agente eireulador, tampoco la toma en 'nnsideruciou 
porque sólo se limita ú juzgar el hecho probado, que cae per- 
fectamente bajo [ i sanción del artículo 62 ya citado en el 
encerando 2 a , y no los demás que el mismo procesado se im- 
puta, por no considerarlos demostrados por su propia confe- 
síod, por carecer ella de la 7- condición que establece el artículo 



310 del Cóiü^o de Procedimientos mencionados ¡interiormente. 

Por estos fu ndaim-ntos, delinitivameuie juzgando, fallo, cotí* 
den indo á Ruy na Ido Nuguera ¡i la pena d<- 2 años y 9 meses de 
trabajos forzados, multa d>> 2500 pesos y costas del juicio, de 
l.i qtte se lv descontará el tierap > d<- prisión preventiva qih- haya 
sufrido en la forma <[ue determina el artíou'o 92 de la lev de 
14 de Setiembre de 1863. Notifiquen con el original, hágase 
saber al director de la cárcel Penitenciaría y ití jefe de po- 
lioíu . 



La base del procedimiento en materia pena! e>, según el artí- 
culo 2Ü7 del Código do Procedimiento*, la comprobación de la 
t-xisteueia de un liecho ó de una omisión que la lej repula de- 
lito ó falta. 

Aquella base legal que constituye el cuerpo del delito, es en 
el caso sub-jltdice él billetü d« foja 1 que resulta manitiesta- 
mente talsi Picado y las confesiones leí procesado Rejnaldo No- 
guera, que £ fojas 3 y 27 lia reconocido tenerlo en su poder, 
Habiéndolo recibido con conocimiento de su falsedad y con el 
propósito de circularlo como lo ha hecho con ..tru*. por interés 
de una comisión. 

Aquellas círetmstacias demuestran la existencia del delito de 
tentativa de circulación, que no pudo Ber consumada por la 
detención del procesado y el secuestro del billete. A ese hecho 
es aplicable la legislación penal iuvo -ada en la sentencia recu- 
rrida. 

Si ia confesión abijada, no es bastante para fundar una con - 



Gerv asio F . Ú r ane L 
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Buenos Aires. Afecto* il<- )w. 
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dena respecto de tos billetes relacionados, cuya asistencia no 
ha podido constatarse, es i confesión es fehaciente, según el 
artículo 321 del Código de Procedimientos penal, como 
prueba acabada riel delito, cuando se relaciona directamente 
con el billete secuestrado del poder del que confiesa haberlo ha- 
bido para una circulación fraudulenta. 

La falsificación aunque notoria, n«- resulta oficialmente de- 
mostraba. Pilo poreltoá V. E. qii" prévio informe al respecto, 
de la caja de conversión, se sirva confirmar por sus fundamen- 
tos la sentencia de foja 63 Vuelta, que impone al procesado las 
penas de trabajos forzadas por 2 años y 9 me-es, y inulta de 
2üOO pesos. 

Sabiniano Kier. 



ralla «> I» Suprem» C«r«e 

tiimiúi Airas. Setiembre (Je 1899. 

Vistos y considerando: Que en virtud del informe de la Caja 
de ConTersion, defojn sesenta y ocho, ba quedado fuvra de duda 
la falsedad del billete de veinte pesos que el procesado trataba 
de circular. 

Que según lo condesa el mismo procesado. ÍH recibió el espre- 
sadu billete á sabiendas le ser falso y paraponer'u en circulación. 

Por L'sro, de acuerdo con lo expuesto y pedido por el señor 
Procurador general, y fundamentos concordantes de la senten- 
cia apelada di* foji nncuenta y tr>s vuelta, se confirma ésta ton 
costas. Xotiflque.se con el original, y devuélvanse. 

tlENJAHia |>AZ. — ABEL ÜAÍA>. 
— OCTAVIO BUHGE. — JUAPt £. 
TOHItí.NT. — B. HARTIHEI. 
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Criminal rontra Sitnrio Ch>(fi ó Hlr/fí, p &r circulación 
de billetes de curso legal falsos 

i 

Sumario. - IWuelt» en favor del probado la duda sobre si 
se trata de la tentativa del delito de circulación fe billetes de 
curso le,nl falso,, odelde.it., eo,,s Uin .do. y no habiéndose in- 
terpuesto apelaran por el ministerio fiscal, proc.de laconfirmn- 
ckhi delas -ntenciaque impone la pena de dos años TII0l . Te me . 
ses de trabajos forzarlos y malta de 1375 pesos f norte*. 

IW_ Resulto del 



JUllo 11 de 1899. 

Y fistos: estos autos Ruidos contra Sikerio Cleffl ó Blefü 
iUI»„ Da de 48 anos. jornalero y dojuifeilMo ec la callé 

de Arenales cimero 1616, «usado de círenfacioo de billete, 
fa sos de Banco, de los q„e resulta: Q„. el pmft3ado cm , 
iílefüfuó detenido en el tumbo situado ealle de Arenales es 
quina A Ayacacho donde penetro á tomar leche pagaD do con 
un b,llo e de c,n,o pesos que re.ufta ser falso y al ser detenido 
arrojó al suelo un paquete con billetes falsos de Banco. 

T. tlixr 

ti 
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Interrogados loa testigos Carlos Lino Reiiaudiere, foja tres 
vuelta, Jnaa Pedro Cimponovo, foja 5 vuelta, Jacobo E, tíerro, 
foja siete, Margarita de Míllamet, foja 9, y denunciante Fidel 
Lucero, foja!, manifestaron que efectivamente Cíe ffí o lílef tí en- 
treguen el tambo aludido el billete de ciño » pesos faNo agregado 
á los autos y que al ser detenido dejó caer ¡iJ suelo los demás 
billetes falsos de que instruye este uroceso. 

Interrogado el encausado declaró que es oierto que entregó 
en el tamil* de la calle de Arenales y Ayacuctao un billete de 
cinco pesos para que se cobraran dos vasos de leche que había 
bebido, que al poco rain lo fué devuelto por creerlo falso, pagan- 
do entonces con una moneda de 20 centavos, que cuando se dis- 
ponía á retirarse del tambo se presentó un agente que le pidió 
el aludido billete, entregándolo en el acto,siendo detenido en ese 
acto, y atribuyéndosele como suyos otros billetes de la misma 
stfrie que se encontraron en el suelo lo que niega en absoluto; 
que el bilíete de cinco pesos lo hubo de un desconocido en el 
mercado de Abasto Proveedor, seis ó siete días antes, por venta 
que le bizu i|e dos quintos y medio de lotería nacional, los que 
recibió junto c-n otros de un eonneUo cuyo nombro y domicilio 
ipnora. 

Ratificados los testigos del sumario na declaró éste cerrado, 
presentando su acusación al procurador fiscal á foja* 33, pi- 
diendo para el acusado Clefü ó Hletii la pena que establece el 
uitfeiilo6-¿ de la ley de 14 de Setiembre de 1803, por eirculador 
do billetes falsos de Banco. 

Corrido traslado de la ;icusucion el defensor del acusado lo 
ovacuó á foja 35 vuelta, diciendo que la pena pedida por la 
arusacion fiscal es para el delito consumado, lo que no lia tenido 
lugar en el preseute caso, lo que teniendo on cuenta y el poco va- 
lor de los billetes y escaso número de ellos la pena debía dismi- 
nuirse en toda la amplitud que determina el inciso 2 o del ar- 
ticulo 12 del Código Penal para la tentativa. 
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Y considerando: 1* Q Q , e , hecho de ^ tendido 
encausado circular el billete de cinco peso* de q tt8 da ouenta ¿ 
demanda rJe foja i, agregadoá foja Incomode haberse en- 
contradoen 3n poder los billete de cinco y diez pesos falsos 
^ ojas 17 y 18, se encuentra comprobado por las declaraciones 
de loa testigos de fojas 5 vuelta, 7 y 9. 

2' Que no oblante haber ne^do el* probado que le perte- 
necerán los billetes de fofas 17 y 18, las circunstancias muy 
s.gmficat.mdeser uno de ellos igual al secuestrador déla 
-mama serie, y I, de no haber comprobado la legíUma proce- 
tedia deeste «Mino, hacen que loa antecédeles, que 
ciouan en el primer considerando, llenen al ánimo del jueí el ma- 
yor convencimiento de que Bleffi pretendió circular los billetes 
de la referencia, delito que pre.ee y castra el artículo 62 de Ja 
lev de 14 de Setiembre de 1868. 

3* Que estando demostrado que el delito de circulación no 
se consumó completamente, por motivos citrafios I la Juntad 
de procesado.deb, jugársele como reo de tentativa, y aplicád- 
mele la pena que fija el artículo anteriormente citado con la dis- 

mmm que establece el incis o 2* del artículo 12 del Código 
renal. 

Forest,,. fundamentos, y tratando presente el maso número 
y poco rntor de !„ 8 billete que « han pretendido ciionlar fallo 
■ondenaudo á Sikerio Bleffi i Clefu 4 la pena de do, anos y 
nuevo «mees de trabajo, foríadoe y multad» 1375 peso, fuertes 
j costa* del juicio, debiendo delatarte el tiempo de prisión 
nrerentiv. que ha mt Mom Informa ,ne estableo, el artículo 
M 4« la ice de 14 de .Setiembr.de 1883. Higas, saber al señor 
jef. do policía. Notiílqueso con el original j en „p„ r t„„idad ar- 
chívese la causa. 

Gervasio F. Granel. 
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VISTA DEL SEftOH PKQCURADOH GENEBAL 

Buenos 




Suprema Corte : 

El desistimiento del recurso interpuesto por él defensor de! 
procesado Cleffi en esta causa, no ílpfe li continuación délos 
procedimientos en la segunda instancia, va qne la semencia 
condena a trabajos forzados y no causa por ello ejecutoria se- 
gún lo disputo el el artículo 690 del Código de Procedimiento* 
en o Criminal. 

Tal Tez comprendería mayor pena al procesado, si resultase 
responsable, según las constancias de autos, no de simple ten- 
tativa .m¿ de una evidente circulación de billetes falsificador 
Peio no media recurso ni del ministerio fiscal ni de acusador 
particular « ontra esa sentencia, y como ante esa omiamn de 
recurso ó egresión de agravios del defensor, la sentencia del 
superior no puede modificar la del inferior en sentido desfavo- 
rable al procesado, según disposición del articulo 693 del refe- 
rido Código, corresponde conürmar el fallo recurrido de foja W 
como lo solicito de V.E. sabfniano Kicr. 

tullo de I» Supe*» Corte 

Buenos Aires, Setiembre í8 de 1899. 

Vistos v considerando : Que está probado que el procesado es 
autor deMelitode circulación de billetes falsos que ba motiva- 
do esta causa. 
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Que resuelta en favor del mismo procesado la duda sobre si se 
trata de la tentativa del deliioá del delito consumado, y puesto 
que no h ibíéndnse apelado la sentencia por el ministerio públi- 
la pena por ella iinpi esta mi puede agravara", procede la 
confirmación deesa sentencia que, sobre la base de «star en 
juicio ta sola tentativa del delito, ha aplaudo las leyes per- 
tinentes. 

Por esto y de acuerdo con lo podido por el señor Procurador 
general y fundamentos concordantes de la sentencia apelada de 
foja cuarenta y seis, se confirma ésta. Notifíqucse con el origi- 
nal y devuélvate. 



Criminal contra Bautista hola, por circulación de estampillas 

nacionales falsas 

Sumario. — La tentativa de l ircutaciun de estampillas nació- 
te* falsas, hace pasible al reo de la pena de dos años nueve me- 
tes de trabajos fortados y multa de 1375 pesos fuertes. 

Caso. — Resulta del 



BENJAmn PAZ, — ABEL BAZAN. — 
OCTAVIO BÜHCB. — JUAH E. 




causa m*w 
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I nU« ««i J«c> Fcdenl 

Buenos Aires, Mayo 12 d> 1899, 

Y vistos : estos mitos seguidos contra Bautista Isola, de 28 
años, casado, sin ocupación y domiciliado en la calle de Pasco 
numero 560, acusado de circulación de estampillas falcas de 
la nación, resulta: 

Que por el anónimo de foja 1, la Comisaría de investigacio- 
nes recibió la denuncia de que Bautista Isola se ocupaba en 
circular estampillas (frisas de la nación, por lo que dicha comi- 
saría lo hizo comparecer á efecto de practicar las averiguacio- 
nes del caso. 

Kegistrudo Isola en presencia de don José Pnblia ydelsub- 
ComiSSrio don Carlos J. Costa, é inspector don Francisco La- 
guarda, le fueron secuestrados del bolsillo derecho del panta- 
lón tres estampillas di un peso, tas que según el informe de ia 
( asa de Moneda de foja 6 resultaron ser falsas. 

Interrogado el encausado Isola sobre la procedencia de las es- 
tampillas, manifestó que no ha tenido tules estampillas y su- 
pone que lasque se te exhiben le fueron puestas en el bolsillo 
por los mismos agentes de pesquisas que lo arrestaron, 

Interrogado el testigo José Puglia, foja 15, declaró que en- 
contrándole eu el Departamento de policía por llamado del sub- 
comisario Costa para que presenciara un secuestro que se le iba 
á veriÜOar á Isoía, v jó que tres empleados que estaban ..Di lo 
hicieron, secuestrándole de I bolsillo del saco, del lado de aden- 
tro del chaleco, dos estampillas, que el exponente no puede 
precisar de qué son y que se dicen falsas. Que al verificar di- 
cho registro, Is-da protestaba diciendo: que bien sabían los 
empleados que esas estampillas no eran suyas y no tas había 
tenido nunca. 
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Que pasado el sumario al procurador tiscal, este funcionario 
st expidió á foja 32 pidiendo el sobreseimicntii provisional en 
esta causa por no encontrar mérito sulichute para acusar. 

Que el jutgado, no estando de acuerdo con to pedido por el 
fiscal, elevó los autos al señor Procurador general de la nación 
á los efectos del articulo 460 del Código de Procedimientos en 
lo criminal, y e>te funoionario ;ijirmó que la causa debía ele- 
Tarso á plenurio por Id que fué nombrólo fiscal ad flOC el doc- 
tor Miguel G. Méndez, presentando su acusación á foja 38 v 
pidiendo para el procesado Isota el mínimum de U pena que es- 
tablece el arlículu 62 de la ley de 14 de Setiembre de 1863. 

Corrido traslado al defensor del acusado, se expillo a" foja 40 
pidiendu la absolm ton de culpa y cargo de su defendido por no 
haber cambiado Ja situación del acusarlo después de Herida la 
causa ú plenarioy adhiriéndose á las conclusiones de fe TiSía 
fiscal de foja 32. 

Y considerando : I o Que se encuentra plenamente consta- 
tado en autos por el informe policial de foja 2 vuelta y declara- 
ción de foja 15 que al acusado Isola le fueron secuestradas del 
bolsillo tres estampillas de un peso, las que según el informe 
de la Casa de Monedado foja 6 vuelta, resultaron ser falsas. 

2 o Que resulta igualmeut comprobado, que el acusado se 
acompañaba de circufadores reconocidos de moneda falsa, sin 
que baja pretendido demostrar en la debida oportunidad de es- 
te juicio, sus hábitos de vida y sus buenos antecedentes. 

3* Que n» es verosímil ni atendible la escusa ahgada pur 
Isohi deque supone fueron tos agentes que lo registraron los 
que le introdujeron las estampillas falsas en el bolsillo, pur 
cuanto mereciendo fé las afirmaciones de ios funcionarios poli- 
ciales, ha debido demos'. ar durante la prueba la mencionada 
circunstancia, lo que ni siquiera ha intentado, 

4 o Que dados estos antecedentes y teniendo presente la ju- 
risprudencia establecida por la Suprema Corte en otros casos, 
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en el de Giro Gobbi, a quien condenó cuino reo de tentativa de 
circulación de billetes falsos por no haber justi Grado la proce- 
dencia inocente de los qoele fueron secuestrados y en atención 
á que no existían hechos t\ue demostraren que se hubiera ope- 
rada la circulación, como sucede n el presente juicio, es razón 
por la cual debe considerarse al encausado como autor de ten- 
lativa de. circular estampillas falsas. 

5 a Que coi respondiendo al delito consumado la pena que de- 
termina el articulo 62 de la ley de 14 de Setiembre de 1868, en 
el presente caso, tratándose de tentativa, la pena debe dismi- 
nuirse de acuerdo al artículo 12, inciso 2% del Código Penal. 

Por estos fundamentos, fallo: cnudenandoá Bautista Isola á 
la pena de dos anos y nueve meses de trabajos forzados y una 
multa de 1375 pesos fuertes y costas del juicio, debiendo des- 
cantarse de esta pena el tiempo de prisión preventiva que lleva 
sufrirla. H úga se s.iberal señor j "fe de policía, notifícese con 
el original y, en oportunidad, archívese la causa. 

Gervasio r\ Granel. 



VISTA üELSESOLl PIIOUUHAUUR GENERAL 

Buenos Aires. Setiembre \" de 1809. 

Suprema Corte : 

Se encuentra comprobado eii autos que al procesado Bautista 
Isola le fueron secuestrados del bolsillo tres estampillas nacio- 
nales del valor ■!" un peso, clasificadas de falsas per la Casa d<< 
Moneda en su informe de foja 6 vuelta. 

Y,', recurrente, cuyos mal"- antecedentes personales han sido 
constatados en autos, no ha intentado siquiera probar en la es- 
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tucion oportuna del proceso el origen de Jas falsas estampillas 
nacionales encontradas en su poder. 

En tal sitiiacioa y teniendo presente la jurisprudencia senta- 
da en los fallos de V. K. oportunamente considerados en la 
sentencia recurrida, encuentro ajostadu á deceno el fallo con- 
denatorio de f<<ja 43. 

Pido a V. E. se sirva confirmarla por sus fundamentos. 



Vistos y considerando: Q ue está suficientemente probada la 
comisión del delito de dr.-ulaci.m de valores nacionales falsos 
á que esta cuu^a serettere, así . orno que el procesado es el au- 
tor del delito. 

Pócenlo, de acuerdo ron lo espuesto j pedido por el señor 
Procurador general y fundamentos concordantes de la Bentencia 
apelada de foja cuarenta y dos vuelta, se confirma ésta, con 
costas. Notiffquese con ej original y devuélvanse. 



Sabiniano Kter. 



F*l|» «Ir >» ftli|ir«-Hi* lorlf 




BbKJAHLN PAZ. — ABEL &AÍ.AN. 
— OCTAVIO LU>CK. — JUAN E* 
TQBBENT. — H, HAltTINEZ. 
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«ALUA 4*4 XXXYII 



Et doctor don Celedonio Pereda, contra don Manuel Fernandez 
por cobro de alquileres; sobre competencia 



Sumario. — Resaltando la prorrogada la jurisdicción común 
hecha por el extranjera en causa de jurisdicción amcurrente. la 
justicia nacional debe abstenerse de conocer m U 



Cano. — Resulta de las si 



VISTA UtL l'UOOÍHAUOH KISCAL 



Bocnos Aire», Julio de 1899. 

Habiéndose j usl í libarlo la distinta nacionalidad de las parte**, 
por la información sumaria y documento presentado en otro 
expediente, considero que V. E. debe declararle competente 
para entender en este asunto de acuerdo con el inciso 2", del 
artfculo2 u , de la ley sobre juriadkxion y competencia de 14 
de Setiembre de 1863, aplicable por la circunstancia de panes 
de distinta nacionalidad. 

./. Hutet. 
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Buenos Aires, Julio 29 de 1899. 

Autos y vistos ; Resultando de la información pr idnuida que 
se ha acreditado la distinta nacionalidad de las partea y que 
por tanto cae el caso bajo 1» justicia federal, declárase este juz- 
gado competente para entender en este asunto de acuerdo con lo 
expuesto por el procurador fiscal, y en su mérito líbrese oficio 
al señor juez de primera instancia doctor Juan A. García, pi- 
diéndole se inhiba de seguir conociendo en el asunto, y remita 
a este tribunal los antecedentes del mismo. Insértese en el res- 
pectivo oficio, el escrito de inhibitoria, la vista fiscal y el pre- 
sente auto. Repónganse los sellos. 

Olaechea y A teoría ^ 



OFICIO DEL Wtl DE Í n INSTANCIA 



Buenos Aires, Agosto 11 de 1899. 

Al señor Juez Federal doctor Pedro Olaechea y A ¿corta. 

Dirijo áV, S. el presente en contestación á su oficio de fecha 
Julio 31 del corriente año, comunicándole que no es posible 
acceder á Ja inhibitoria que en él se solicitaba por haberlo así 
resuelto este juzgado según resulta de los recaudos que se trans- 
criben a* continuación: 
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huenos Aires, Agosto 5 de 1895. 

Señor Juez do primara instancia: José Bontempo representante 
fiel doctor Celedonio Pen da, en el juicio promovido cotitr:) don 
Manuel Fernandez, por rubro de alquileres evacuando el traslado 
conferido digo ipe : el demánda lo perseverando en la chican» 
que inició con su escrito de foja 9 aparece ahora trabajándolos 
medios de demorar su permanencia indel-ida m la de mi man- 
d inte cumplió indo la -olueioo de tan sencillo asunto. Tero V. R. 
desatendiendo -us pretensiones y aunque moleste ser juez de li- 
tigantes de tules recursos debe declarar su competencia en mé- 
rifo de las siguientes razones. La jurisdicción federales un be- 
neficio para los eitrunjer»>s que pueden renunciarla túcitu 6 
expresamente sin menoscabar cm esto ni afectar razones de ór- 
den público ó intereses «le tercero (Jurisprudencia mil, serie 5\ 
toinol", página 242; tniio 9°, piL'ina2(32; serie 3", tomo H t pá- 
gina 222; tomo IÜ, p.igiua 218; aérie 4', tomo II, página 223 ; 
tomo 12, página 90 ; série 5*, tomo I o , página 164). 

Kn el presente casn esa renuncia se ha operado tácita y expre- 
samente. Se ha operado tácitamente reconociendo el demán- 
dalo la jurisdicción de V. S. al solicitar nuevo día para que 
tuviera lugar Ja audiencia decretada (foja 9). Y cipn-sumcnte 
por la cláusula 7* del contrato de locación cuyo testimonio corre 
agregado en autos á foja 4. Kn virtud de esta cláusula, si la de- 
manda se hubiera iniciado ante el juez federal también habría 
encontrado modo Fernandez de formar el misino incidente. 

En consecuencia, y A fin de que T. S, ai lo estima necesario 
funde su competencia en eüte juicio solicito: 1* libre oficio al 
señor juez «le lo civil doctor Williams y secr«-t¡tría de Aspiosú 
á fin d> que remita mi of/ectum videndi el expediente caratulado 
t Pereda, doctor Celedonio comra don Manuel Fernandez, sobre 
desalojo». 
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2 U Recibido que sea, cito al señor Fernandez defiignpndo una 
audiencia próxima para que reconocí su ürina puesta al pié 
del documento donde, se registra la cláusula mencionad* bajo 
apercibimiento de tenérsela pal reconocida si no comparecí. 
Así lo suplico que es justicia. — J. Ifonlcmpo (hay una estampi- 
lla de 0.50 centavos). 

Señor Juez : V. S. M puede hacer lugar á la inhibitoria soli- 
citada por el juez federal por cnanto id señor Fernandez en la 
parte final del artículo V del contrato de arrendamiento que eu 
testimonio obra á foj^ i, ha renunciado expresamente á todo 
privilegio de fuero judicial, y como las esl ipulacioues que las 
partes hagan en sos contratos valen tanto uomo la lev misma, 
dicho señor Fernán lez u<i puede r-'cumr al juez federa ampa- 
rándole deí privilegio concedido ii los extranjeros por la ley du 
U de Setiembre de 1803, Despacho, Agosto 7 de 1899. — H. 
Naveira. 

Buenos Aires, Agosto 9 de 1899. Autos y vistos: consideran- 
do : Que el fuero redera! es u i privilegio arutr la lo al c'ui<\ idano 
extranjero como una mayiir garantía á sus derechos, el que como 
todo privilegio puede renunciarse. 

Que en el présenle caso el demandan ta rio sólo ha aceptado 
tácitamente el fuere lo -al al pedir señalamiento de nuevu dia 
para el ju.ciit verbal decretado» sinó que lo ha rtíeouo ido ex- 
presamente en la cláusula 7» del contrato de arrendamiento que 
en testimonio corre de fnjas 4 á 5. 

(¿no nad i hay que oliste á la validez de tal renuncia, pues el 
inciso 4* del articulo I*, dé la ley sobre competencia y jurisdic- 
ción fie los tribu n iles n«ionales ¡mplícitameii te lo au toril» y 
deja a voluntad del interesado. 

P*ir esto, y lo dictaminado por el agente fiscal en su presente 
vista, noli* lugar á la inhibitoria solicítala, y librea oficio al 
señor jue« federal doctor dou IVlro OLieoheft y Aleorta con 
transcripción del presente auto del escrito de foja 14 y vista 



224 FALLOS DE LA SUPHEHA CORTE 

fiscal de foja 15, haciéndole usí saber y pidiéndole sí* sirva con- 
testar si insiste ó nit en la inhibitoria, para remitir en caso afir- 
mu tiro los autos á Iti Suprema Cor Nacional, Repóngase ta 
foja. — Juan A. García (hijo). Ante mí; Jorge de la Torre. 
Saludo A V. s, atentamente. 

Juan A. fiarán (hijo). 



rail* .1*1 Jun re4«r*l 

Buenos Aires, Agosto lidelSW. 

Autos j vistos : Resultando de la cláusula 7' del contrato d e 
locación remitida a<¿ affeclttm videndi pur el señor juez doctor 
Gañ ía, que don Manuel Fernandez renuncia en < aso de ínter - 
función judicial á cualquier fuero que ta legislación le acordara. 

Y considerando ; Qu»- las coa venciones de las partes forman 
para t ilas una regla á la t\ue deben sujetarse como á la ley mis- 
ma (articulo 1 197 del Código Civil). 

Que siendo esto asi, y sieudo el fuero federal un privilegio 
en favor del extranjero, éste puede renunciarlo como lo ha hecho 
Fernandez en el contrato <U la referencia, y que, por otra parte, 
se renunció también tácitamente al presentarse ante el juz- 
gado de primera instancia sin decliuar jurisdicción, eiponiendo 
qut' por causa de t-nfermedad no podía concurrir A la audiencia 
señalada por aquel tribunal. 

Por eslo, y de acuerdo con lo eipoi ato y pedido por el pro- 
curador li^c il, se revoca por contrario imperio el auto de foja... 
Hiiíast; saber al señor ju»z doctor García y al interesado, 

/'. Olnechea y Áltorta. 
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VISTA DEL SESOH PROCURADOK GESKIUL 



litu'iios Ain:í, ScliciubK Itf de 1899. 



Suprema f'arte : 

lin autos se encuentra comprobado que el demandado es ex- 
tranjero siendo argentino el fie mandan te, lo cual determinaría 
ei fuero federal para entender en esta ac«ion civil al tenor de 
lo prescripto en el artículo 2<\ inciso 2*, de la ley sobre jnris- 
diceion y competencia de los tribunales nacionales de 14 de 
Setiembre de 1863. 

Pero el informé judicial de fojas 9 y 11 , digno de fe en ?ir- 
tud de lu autoridad que lo expide, demuestra que el recurrente 
ha renunciado al privilegio que indudablemente importa el fuero 
federal para ios extranjeros, habiéndose sometido expnntánea- 
mente por las cláusula* de un convenio escrito con sujeción á 
lo proscripto por el artículo 12, innsu 4°, de la ley sobre com- 
petencia nacional al fuero de la jurisdicción común. 

El informu de la referencia constata ademas, que el apelante 
aeha sometido ála competencia de la justicia común al pedir 
señalamiento de nueva audiencia al señor juez requerido. 

Por ello, pido á V. E. la contirmaci..ri por sus fundamentos, 
del auto recurrido de foja 13. 



Sabi ufano Kier. 




Duchos Aires, Setiembre 23 de 1899. 



Vistos y confederando : Que como lo dice el señor Procura- 
dor general, el recurrente haciendo us<> de un derecho que tas 
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leyes le reconocen, ha convenido en prorrogar la jurisdicción de 
los jueces locile^ en un asunto fie jurisdicción concurrente y en 
el que» por tanto, el interesado en cuyo favor se hi establecido 
la jurisdicción federal, ha p ididn renunciar á esta jurisdicción 
para acogerse á la jurisdicción común. 

Por esto, y de acuerdo con lo pedido por el citado señor Pro- 
curador general, se conlirma con cortas el autu apelado de foja 
trece. Notifique se original, y repuestos los cellos devuélvanse. 

benjamín paz. — a»el iuzan. 
— octavio bunge. — juan 

E. ToUKRvr. — H. II*11TINEZ. 



i AVHA. <«tXX*VIII 



Don Santiago lila contra don Anselmo Peregra- 
por escrituración de compra ; sobre competencia 

Sumario, — En la causa que el extranjero promueve contra 
un argentino unte la justicia federal para que se le escriture la 
compra de nu inmueble, no puede considerarse que ha prorroga- 
do la jurisdicción común por haber en un juieiu de desalojo en- 
tablado por el argentino contra él ante ta justicia ominaría de- 
ducido rt-convencion sobre, escrituración de dicha compro, si 
no se dió tramite á esa reconvención por considerársela age na 
al procedimiento de la causa de desalojo. 
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Caso. — Lo eipücii el 



Fftlla 4cl Jue* Feder*l 



Rusnrio, Junio 10 di- lHftó. 



Vistos estos uutus seguidos por don Santiago Vil» contra don 
Anselmo IVivyra ¡-obre escrituración de un contrato de compra- 
venia de ir a quima ubicada en esta ciudad, y consiguiente en* 
trega del citudo inmueble. 

Y resultando: f • Que el mencionado serón- Vil» ha demandado 
atoja 10 panqué escriture elconti ato que 'lice ha celebrado con 
el señor l'eroyra y entregue el inmueble respectivo, mm más las 
Indemnizaciones de cosía», pérdidas é intereses, Así está con- 
certada la petición en el capítulo tercero de la demanda. 

Pero en los párrafos i i, 15, 23 y 30 del escrito de foja 10 
hace el actor las siguientes declaraciones i Vila se obligo al 
desalojo mientras ejerció las acciones correspondientes en 
guarda de sus derechos, entablando reconvención por escritu- 
ración en el juicio de desalojo. 

Como era natural y justo fallóse en su contra el juicio de 
desalojo desestimándose la acción de escrituración instau- 
rada como reconvención; pero dejándole á salvo sus derechos. 
Cuando se discutió en uno de los juzgados de I a instancia y 
ante la enmara de apelaciones de esta ciudad, ta misma cuestión 
que promuevo, 

2* Kl demandado contesta la demanda á foja 33, en cuanto al 
fondo de ella, sin haoer uso del derecho que tubiera para decli- 
nar de jurisdicción. 

3 o Que abierta la causa á prueba se ha producido dentro del 
término, eui re otras pruebas, los testimonios de fojas 45 á 52 
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y desde fojas 62 á 74, de juicios seguido* ante la jurisdiccioa 
provincial ante cuyos tribunales se ha iniciada por reconvención 
esta misma cuestión pendiente hoy ante el juzgado federal. 

4 o Que en el est rilo de alegato de bien probado del actor se 
haccá fojas 401 vuelt i y 102 vuelta el siguiente' reeonocimien- 
to: «Mi representad o, pues, se presentó al juzgado de primera 
instancia, entablando demanda por cumplimiento de! contra- 
to de compra-venta del inmueble celebrado con t'ereyra; pero 
la mulu dirección imprimida al asunto 'a hizo fracasar, parque 
interpuso reconvención por escrituración de la quinta, en 
til mismo juicio en el que se pedía el deMilojo de la misma, 
fojas 46 y 17. Consta, pues, que de fojas 47 vuelta á 51 inclu- 
sive, se resolvió sobre el juicio de di salojo y no sobre el cum- 
plimiento del emirato, cuya acción se interpuso por Vtla (foja 
17 vuelta) y no se sustanció (foja 51 in fine). 

Y consi lerendo: 1" Que es lili ¡nioma en jurisprudencia f#* 
deral que la jurisdicción de los jueces de sección es limitada, 
restrictiva, d' 1 excepción, que n<> se pu^le prorrogar ni aún con 
consentimiento de partes. Que este principio nací- del precepto 
claro y terminante del articulo I" de la ley nacional de proce- 
dimientos do 1 4 de Setiembre dwl 63. 

± Qtif según el artículo 14 >(•• la ley de jurisdicción de U 
misma fecha, dispone : Que una v< z r,>Ji>-ud<> un juicio ¡inte los 
tribunales de provincia será sentenciado y fenecido cti la ju- 
risdicción provincial, y sólo podra apelarse ;i la Ccirti* suprema 
de la sentencia definitiva pronunciada por h>s tribunales supe- 
riores de la provincia en los casos expresados en ese artículo. 

3° Que si no . > snlieiente el texto de los artículos citados 

pata convencer que la presente cuestión no es de la competencia 

de este juzgad.», se invoca, para mayor abundamiento, los fallos 

te 

de la Corte Suprema contenido en el tomo 10 de la 4" séric» 
pagina 304, ¡une dice: «que U jurisdicción que ejercen los tribu- 
nales provinciales es ordinaria, y se eitiende á todos los casos 
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que no se hallan comprendidos en la que ha sido delegada al 
ptáGl judicial de la nación, y por consiguiente que para sepa, 
rar del conocimiento de aquellas una causa, j someterla al fuero 
excepcional de los tribu na le* federales, es condición indispensa- 
ble que la competencia de cutos se baile cumplidamente escrita; 
pues un error daría ocasión á ana usurpación de atribuciones' 
y á un procedimiento insanablemente nulo». En el Tallo déla 
f - série, tomoS-, página 117, resuelva la Oorteque según el ar- 
ticulo 14 de la lev sobre jurisdicción y c ompetencia de los tri- 
bunales de la niKion. una vez radicado un juicio ante la justicia 
provincial debe fenecer en ella, y con arreglo al inciso 4' del 
artículo 12 en los pleito, civiles de jurisdicción concurrente el 
juicio queda radicado ante Ion tribunales de provincia respecto 
del demandante, desde que éste deduce la acción ante ellos. 

4° Que seguu soba visto en las transcripciones hechas ante- 
riormente «le los diverso, párrafos de los escrito, del demandan- 
dante j demandado, se ha iniciado a,te ios tribunales de pro- 
vinca esta misma cuestión por procedimiento de reconvención 
ó contra demanda, renunciando por lo tanto el actor y reo á 
ocurrir .1 fuero federal ; y si estas declaraciones no fueran bas- 
tantes, tenemos log testimonios de este juicio corriente de foja a 
45 á 52 y de 62 á 74, que evidencia la radicación de este juicio 
ante los tribunales provinciales. 

5" Que aplicando ¡as disposiciones de la ky citada y fallos de 
la Corte al presente ca* 0> que es de jurisdicción concurrente, 
resulta que no pueden ser privados los tribunales de esta pro- 
vincia de su conocimiento pa ra someterlo por nueva demanda 
inte los tribunales de la nación. 

G« Que según el artículo ten-ero de la lev naeioualde proce- 
dímientoa siempre que de la demanda apareja claramente qu e 
la<-ausa no compete á la justicia federal el juez dfberá dese- 
charla de plano sin más actuaciones. 

La Corte suprema ha aplieado invariablemente este artículo 
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en numerosos casos y especialmente se puede citai el del tomo 
I o , série 1*, página 177. 

Por tatas consideraciones, en i st ¡i sala de audiencia, fallo de- 
clarándome sin jurisdicción para entender y resolver la presen- 
te cuestión y ordeno que los partes ocurran donde corresponda. 
Con costas por taauer sobrado mérito para ello. 

Daniel C¡o)jtia. 



VISTA DELSBflOtl PnOCUIUUOll ÜKrSKUAl, 

liueno* Aires, Agosto 27 de 1895, 

Suprema Corte : 

Es el mi^mo demandante que invoca á bu farorel fuero fede- 
deral» como extranjero, quien á foja II vuelta reconoce que ron 
motivo «le la demanda de desalojo intentada filtre él, ante la 
autoridad provincial entabló reconvención por escrituración 
en el juicio de desalojo. Kse reconocimiento está corroborado en 
las posiciones puestas á *u contrario en aquel juicio, que en tes- 
timonio corren agregadas ií foja 72 vuelta. 

Ante declaración t;in explícita, de haberse aceptado y aún 
reclamado en la misma gestión interpuesta hoy de nuevo ¡inte 
el juez federal, la jurisdicción común, la pre>cripeion del ar- 
tículo i-i de la ley sobre competencia de la justicia nacional de 
14 de Setiembre de 1863, y la doctrina em i nada de los fallos 
de V, K. citados en el auto recurrido, aparecen de rigorosa apli- 
cación. Por ello, invocándolos, pido ti V. E, se sirva cmiUrmar 
aquel auto, corriente :í foja 140. 

Sahiniano h'ier t 
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3 

rallo de I» Suprema Corte 

Uutiiios Aires, Setiembre 30 de 1809. 

Vistos y considerando : t¿ue según resulta de la información 
producida de conformidad á loa escritos de fojas trece y siete, el 
demandante don Santiago Vilaes extranjero» siendo ciudadano 
argentino el d email dad o don Anselmo Pereyra, hechos cuya ver- 
dad, por otra parte,, no se contenta. 

Que eu su virtud las partes trayendo y ventilando la causa 
ante la justicia federal han ocurrido al juez con jurisdicción para 
juzgarlas dentro de las disposiciones 'le la constitución y ley de 
la materia» 

Que si es verdad que en el juicio por desalojo que Pereyra si- 
guió contra Vi la ante los jueces de provincia, sobre el terreno 
quinta á que esta causa se refiere, el expresado Vila reconvino á 
Pereyra demandándolo por la escrituración que hoy persigue, 
no es menos cierto que no se dio trámite á esa reconvención por 
considerarla ageun al procedimiento legal á que debía ser so- 
metida la catira por desalojo. 

Que en consecuencia ni recayó resolución sobre la menciona- 
da reconvención, ni hay juicio pendiente al respeto ante los 
tribunal* 1 » de provincia por cuanto Vila ha ocurrido no á esos 
tribunales sino á la justicia federal, haciendo valer los derechos 
que cree tener, todo lo que consta de estos autos y lo reconocen 
ambos interesados. 

Que con tales antecedentes no puede decirse que Vila haya 
prorrogada la jurisdicción provincial para el conocimiento de 
la Causa en los términos del articulo doce, inciso cuario t de la 
ley de jurisdicción y competencia. 

Por esto y de acuerdo con el artículo segundo, inciso según* 
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do de la lev de jurisdicción y competencia de los tribunales na- 
cionales, se revoca la sentencia apelada de foja ciento cuarenta 
y se declara en consecuencia que él juez competente para el 
conocimiento de esta causa es el juez federal; devuélvanse estos 
autos para que el juzgado reasumiendo la jurisdicción <ie que 
se ha desprendido procedu á resolver lo que corresponda en 
derecho. Notifiques*' original v repóngase los «ellos. 

BkNJAMlN |»AÍ. — ABEL IUZA.\ . 
OCTAVIO BUSCK. - * JUAN fe, 
TORUBNT. — H. MARTTÍlfeZ. 



« UNI KÍLIIIY 

iion fíamon ¿famosas contra la Compañía de Lamport y Ihtt, 
por cobro de pesos; sobre arraitjo 

Sumario. — No probándose *'l hi-nfo de bailarse el ador 
domiciliado en el eitranjero, no procede la eicepeinn de arraigo. 



Cano. — Lo explica el 

del Jues Federal 

iíiipuos Air.-*, Mayo 13 do 1897. 

Y vistos para resolver sobre la ■ xcepcion opuesta por los dc- 
mandados. 
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Y considerando : 1* Que se trata de una acción entablada por 
una persona, que no forma parte de la dotación del buque, que 
se hallaba accidentalmente ei. él ocupado en la operación de la 
descarga da mercaderías y que según se expresa en el instru- 
mento público de foja J tiene su domicilio en esta Capital, 
calle Pedro Mendoza número 773. 

2 a Que Begun lo ha declarado la Kxuia. Suprema Corte de 
Justicia en el fallo que se registra en la séne 2*» tomo 10, pá- 
gina 380, al arraigo del juicio al que se refiere el artículo 74 
de la ley de Procedimientos tiene por único objeto garantir ¡i 
los habitantes de lu República contra las demandas injustas y 
temerarias délos extranjeros uo domi iliados. Que no hablando 
m;is responsabilidad q«>* por las costas y estando éstas garan- 
tidas con el nombramiento de un procurador no debe hacerse 
lugar al arraigo. 

Por esto, se rechaza con costas la excepción opuesta y con- 
téstese la demanda dentro del termino legal. 

Repónganselas fojas simples. 

Ayustin Urdinarrain. 



Buenos Aires. Setiembre 30 de 1899. 

Vistos y considerando: Que no está demostrado que el de- 
mandante se halle domiciliado fuera de h República, hecho en 
que se funda la excepción de arraigo opuesta por el deman- 
dado. 

Que por el contrario, del instrumento de fu ja primera aparece 
que el actor se baila domiciliado en esta Capital, habiendo 
además el demandado consentido en la resolución de la oscep- 
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v » 

cion sin que el incidente se reciba á prueba, lo que se demues- 
tra por baber deducido solamente el recurso de apelación. 

Que en estas circunstancias nu procede el arraigo presci ipto 
por el artículo setenta y cuatro de la ley de Procedimiento*. 

Por esto, se eotiíirma con cortas el auto apelado de foja doce. 
Notifiques? con el original y repóngase los sellos, devuélvanse. 

BÜNJAHIN PAI. — ABEL RAÍA». - 
OCTAVIO BUHGR. — -UAN £ . TO~ 
KRENT. — 11. MAÍ1TINE2. 



4 A DMA «4<|,%%\ 

Don Antonio Tudesco contra Noulder Brothers tj compañía 
fiur daños y perjuicios; sobre prueba de testigos 

Sumario. — No existiendo culpa ni apareciendo negligencia 
an el interesado, debe señalarse nuevo día pura la declaración 
de los testigos presentados eu tiempo. 

('aso. — Resulta de las siguientes píelas; 

* 

<;LltTlFJ<JAÜ<> UEL SECRETARIO 

Hílenos Aires, Marz^ .¿98. 

Seuer Ju-z : No mees posible eipedir el certificado ordenado 
en el decreto que antecede en la parte referente á la i omparen- 
ciade la parte adora y sus testigos, á la audiencia del día cuatro 



m JUSTICIA NACIONAL 



del mes de Febrero próiimn pasado, por uaoto en esa fecha 
110 concurrí á la secretaría por razón de enfermedad ; pero inte- 
rrogado* al respecta los empleados de olkina, me informan que 
es cierto que compareció el ex-apoderado del Actor, s* i ñor D i- 
niele, con los testigos de la referencia y que no se pudo recibir 
deciarácion á ninguno de ellos, por Iris razones manifestadas en 
el precedente escrito. En cuanto al término de prueba, se lia) i 
vencido, habiendo empezado á correr el día seis di- Noviembre 
de] año próximo pasado y fenecido el día 11 de Diciembre del 
mismo ano. 

.1/. '/iwalía, 

rfrl Juei redera! 

liucuos Aire*. Hjivo 4 de. lim. 

Y vistos : En la revocatoria -olicitada á foja... Y conside- 
rando que del precedente informe del actuario no re.sulta que 
por negligencia imput i hit- á U parte no harán t imado las 
declaraciones de la referencia, sino i<or omisión de la autoridad, 
ni tampoco que haya estado remisa en urgiría recepción de esas 
pruebas, pues que pudo presumir que dada la causa qm» impidió 
se recibieran esas declaraciones, el Juzgado señalaría de oficia 
nuera audiencia. Por esto, no ha lugar á la revocatoria solici- 
tada á foja 

/'. (Haechea y Aicorta* 

\ 

rail* de Ib gupreran 4 orle 

Bueuo? Aires, Setiembre 30 de 189¡>. 

Vistos : No apareciendo negligencia ú omisión imputable al 
demandante, y por los fundamentos concordantes de! auto de 
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foja ciento doce, se confirma el de foja ciento cuatro vuelta en 
la parte recurrida, siendo las coates de la instancia á cargo del 
vencido. Notifiquen con el original y devuélvanse. 

BtNJAMIIN PAZ. — ABEL BAZAR, 

OCTAVIO flUNGK. — JUAN E. 

TORBEKT. — H. MARTINEZ. 



4 AtSA 4 4 ( 



i ion francisco S tanca contra don Pedro t'eycfienux 
¡tor daños y perjuicios; subre competencia 

Sumario. — Correspondí» a la justicia nación»! , por razón de 
Ja materia, la causa sobre P>paracton del daño sufrido en la 
«peracion de estiva de un buque. 



I>BMAM)A 

Señor Juez federal: 

Víctor Bozzolt mandatario de Francisco Staiica, según acre- 
dito porH testimonio de poder que acompaño y constituyendo 
dtnnicilio Ivtfal en el número 452, calle Reconquista, estudio del 
letrado que suscribe, comparezco y digo : Que en la represen- 
tai ion indicada y en ejercicio de las acciones 'iviles torres- 
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pendientes, reii yo ó entablar demanda contra el señor Pedro 
Peycbeaui, domiciliado en esta ciudad, número 46 del Paseo 
de Julio, y contratista estibador de buuues. 



nacional legal en que mi mandante estima Jos daños y perjui- 
cios que ha sufrido á consecuencia del accidente de que fui víc- 



i:i señor Pedro Peyclivaux había contratado á mi mandante 
para trabajar romo estivador á bordo del vapor inglés * Lap- 
aoon », surto L*n el puerto «te esta Capital el día 24 de Mayo del 
año próximo pasado. 

El cargamento que se embarcaba era trigo en bolsas y éstas 
se liarían descender desde tierra á la bodega del vapor, don di* 
Blanca trab-ijuba, por una canaleta. 

Una de tas bolsas de trigo i» salí* de ¡a canaleta por ser ésta 
defectuosa y por trabajar mal tanto *1 capataz del señor Pey- 
ebeaux como los peones que, A las órdenes de aquél, verificaban 
el embarque, y secar» violenta é irregulanneute á la bodega, 
rompiendo una pierna y causando lesiones internas graves á 
Francisco Stanca. 

Retirado éste del buque, fué conducido al hospital, donde 
permaneció por espacio de 48 días saliendo incurado y preci- 
sando posterior asistencia médira, que le fué prestida en su 
domicilio por el médico doctor Defocatiis, incurriendo en los con- 
siguientes gastos y sufriendo la pérdida de salarios, único me- 
dio de sostener su familia. 

Como Francisco Stanca pertenece á una sociedad obrera de 
socorros mutuos, bis directores de ésta en fechas inmediatamen- 
te- posteriores al accidente Se apersonaron al señor Peyelieaui 





f lechos 



* OT KA I. LOS [)B LA SLf'KEMA COHTE 

quien prometió pagar todos los gastos de cu ración de Stanea j 
darle en compensac; Ui _ de la pérdida de salarios sufrida la cau^ 
tidad de 600 pesos moneda nacional legal, pero el tiempo fué 
pasando y el señor Peycheaui dejó de cumplir sus promesas 
siendo esta la cansa de haber entablado antes de ahora esta 
demanda j siendo también la de hacerlo ahora en vista de la ma - 
la fe* del demandado. 

Los hechos expuestos constituyen loque la ley civil califica 
de acto ilícito productor de daños y perjuicios á tercero sin cul- 
pa de éste y con imprudencia ó negligencia del causante ó de 
personas que obligan á otras de quiene* dependen con sus actos 
y que se regula por los siguientes 



1* Todo el que ejecuta un hecho que pt su colpa ó n. gli- 
genciii-ieusmna un daño está obligado á la reparación del per- 
juicio; tul oMig.ieion se extiende á los daños que causan los q ue 
están bajo nuestra dependencia ó por las cosas de qu« uno se 
sirve d se tienen á nuestro cuidado (artíeulos i 109 v 1H3 del 
Código Civil), 

t!° Las perdonas; damnifieudas por actos de personas que de- 
pendan de otras, pueden perseguir directamente á las que son 
civilmente responsables del daño ante los tribunales civiles, sin 
estar obligados a llevar á juicio á los autores del hecho (artí- 
culo 1123, Cód. Civil). 

3 o El daño consiste en un perjuicio susceptible de aprecia- 
ción peeuniaria eau>adoen las cosas ó personas y comprende 
no sólo e! perjuicio efeetivaraente sufrido sino también liga- 
narria de que fué privado el damnificado y toda reparación 
del daño, sea material ó moral, debe resolverse en una indem- 
nización pecuniaria que lijará el juez apreciando prudentemen- 
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te las circunstancias (artículos 1068, 1069 y 1083 del Coligo 
CítÍI). 

4" Ejercíanse en el presente juicio las acciones que se de- 
rivan ilel ontratode locación de servicios en actos propios de 
la navegación y comercio marítimo, cual son las faenas de carga 
y estiva de buques, siendo esta Capital no solamente el lugar 
del contrato aínó el domicilio de ambas partes, por lo que co- 
rresponde al fuero, jurisdicción y competencia di- V. S. el co- 
nocimiento del juicio, di- acuerdo con lo previsto en el artículo 
2 o , inciso 10, de la ley de jurisdicción y competencia de los 
tribunales nacionales de 14 de. Setiembre de 1863. 

Por todo io ex puesto á Y. S. pito : 

Que teniendo por presentada esta demanda con el testimonio 
de poder que acompaño, á mí ptír parteen mérito del mi amo, y 
por constituido mi domicilio legal, se >irva admitirla y conferir 
traslado al señor Pedro Peycheaui para que comparezca a estar 
á derecho cu tiempo y forma eu este juicio, debiendo citársele 
en el domicilio que dejo denunciado, numen* 46, Paseo de Julio. 

Que en su día se dicte sentencia condenando al demandado a 
satisfacerá mi maníante 5000 pesos moneda nacional legLii que 
le adeuda pur los conceptos que dejo expresados, - ou más inte- 
reses y costas, etc, — Así será justicia. 

V. fiazzol i. — Jom : M. Canosa. 



Fwllodel Juci Federal 

Buenos Aires, Ju.ao 13 de 1899. 

Autos v vistos : Considerando que en el caso r.uh-judtce se 
trata del ejercicio de una acción civil emergente dej hecho de 
la carga de un buque. 
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Que siendo -ato así, el hecho que engendra la acción instau- 
róla está comprendido entre lo* actos que con arreglo al inciso 
10, del artículo 2 o , de la ley de jurisdicción y competencia du 
14 de Setiembre de 1863, afretan al comercio marítimo. 

Que, por tanto, este jugado es competente para conocer de 
este asunto, 

Por esto, y de acuerdo con lo expuesto por la parte actora en 
su escritM de foja... se declara este juzgado competente para 
conocer de este asunto un obstante lo dictaminado por el pro- 
curador fiscal. 

En so niérit.», corran los autos según su esta lo. Repóngase 
el sello, 

Qláechea y Alearía. 



VISTA Dfel. SEÑOR PROCURADO» GENERAL 



c n Hii'riio s Aire*, Julin la* de 1H9U. 

Suprema Corte : 

Resulta que el hecho que motiva la acción deducida por don 
Franciscn Htanca procede de un contrato sobre estiva de un 
buque surto en el puerto y que se ba producido en Ja bodega 
del mismo buque, según las versiones de la demanda. 

Siendo aplicables á esos hechos ¡os fundamentos legales del 
auto di- foja lí, piensoque procede su confirmación, que solicito 
de V. E. en cuanto á la competenci del fuero federal. 



Sabi nimio AVer. 
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U unió* Aire*, Setiembre il ite 189U. 

Vistos: De acuerdo ron lo expuesto y pululo por el señor 
Procurador general, por sus fundamentos, y con arreglo á lu 
resuelto por esta Suprema C>rte <-n casos análogos, se confina i 
el auto apelado de foja cuatro. N'otifíqu.'se «-«m el original y de- 
vuélvanse prévia reposición de sellos, 

BENJAMIN PAZ. ABKL KAZAN. 

— OCTAVIO BUNGE. — JUAN 
É. TOKItCNT. — U. KART1NEZ. 



I AUNA «KLV WII 



Fraleíli íiranen contra don frenen Carbón*, por falsificación 




Sumario, — En el jun io sobre falsificación demarca de fá- 
brica, en que el actor atribuye responsabilidades á una de bs 
partes que intervienen en él, no puede admitirse que ésta sea 
sustituida por el >|ue se dice su sucesor, sin con sentimiento del 



Vmtlm 4e i» Su|ir*m* Carta 



Itosnrio. Üdtieriibr^ U de l(m. 

Visto» en el acuerdo y considerando ; Que los señorea Lindem- 
berg Nellen y compañía no han eomprnhado eon ios documen- 
tos acompañados ser legítimos sucesores de lo« st<mues H. Tra- 
gar y compañía . 

Que aunque \n hubiesen comprobado ta naturali za «leí juicio 
y la oposición del actor á consentir que aquello* se sustitu- 
yan an las responsabilidades tpc atnbuvrá R, Trager y com- 
punía, es sulieiente fundamento para que e*a siHtitueion s.-a 

dt'St slÍ[|];HÍ:i. 

Por ésto >e dejan sin efei to las providencias de fojas MtucI- 
tay 15 vuelta. 

AI nlrosí del precedente escrito como se pide. 

níSJAMI* PAZ. — ABBL IUZAN. 
OCTAVIO Etl'MLK. - — JUAN E. 
TOUÍttHT. — II.BAim>EZ. 



DE JUSTICIA NACIONAL 



241 



CALMA 4<<#W\III 



Contra Maumus tj Iknhru, <tffr»'ú$ del vapor « Catabro» ; sobra 
adición ai manifiesto general de carga 

Sumario. — Segnu la ley vigente un Í8Í)4, puede sin reato 
adicionarse el manifiesto general de loa paquetes de vapjr 
mientras dure la descarga. 



Caso, — Resulta de las siguientes ptesua ¡ 



HESOLUCION I>E LA ADUANA 

It0í,ir¡rt, Oclubrfl 11 de 1891. 

I> las actuaciones di» este expediente, resulta : 
Que en la deseargadel vapor italiano € Catabro » precedente 
<le fiénovn, han resultado fuera de manifiesto 83 bolsas pimien- 
ta con la marca que se cipresa en la parte motivo de este su- 
mario. 

Que en 13 de Setiembre próximo pasad--, itrniinó la descarga 
el citado buque, cnui«> consta del ¡"forme do foja 5. 

Que Begun los informes de contaduría, se comprueba que 
dichos bultos, no constan en el manifiesto general ni en el con- 
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Que la solicitud (Jet agente pidiendo adicionar el manifiesto, 
ha sido presentada dos días después de terminada la desear gu 
del buque y después de encontrada por el Resguardo la dife- 
rencia. 

Que según el certificado de foja 6, fueron manifestadas en la 
Aduana de la Capital, las mencionadas 83 bolsas en tránsito. 

Y considerando: Que se trata de un caso previsto y penado 
por las Ordenanzas de Aduana que pudo perjudicar ú la renta 
pública, á no ser denunciada en tiempo por el empleado autor 
del parte. 

Qoe no es posible sentar el precedente de que, porque fueron 
manifestados en la Aduana de Buenos Aires, tos bultos de que 
se trata, se ha Je aceptar su mala manifestación en la del Ro- 
sario, y menos considerar como carga la retención a bordo del 
vapor, sin cansa justificada de uno ó más bultos para con tal 
pretesto pedir adicionar el manifiesto, después de dos días de 
encontrarse la carga en tierra. 

Que el alegato de error involuntario, y demás que se expone, 
110 es bastante para librar de la pena que el hei-ho trae apare- 
jado, pues equivaldría A sentar un pren dimiento vicioso, tanto 
más, estando el caso regido por los artículos 838 y 846 de las 
Ordenanzas de Aduana. 

Por tanto, esta administración, dando cumplimiento á lo 
mandado por el artículo 905 de las citadas ordenanzas, resuelve 
declarar incurrido en la pena de comiso, el ticeso denun- 
ciado. 

Nutifíquese, precédase con la intervención de la Alcaidía, á 
la vfnta en remate publico de la mercadería penada, y pase á 
la contaduría y tesaría para su ejecución y efectos de los ar- 
tículos 1029 y 1030. Y repuestos, archívese. 



José López. 
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t allo del Jjnei »>ii«rnl 

Rosario, Noviembre 5 .lo I890. 

Vistos: eatos auto» llamados para resolver la apelación inter- 
puesta por loe señores Maumus y Do-lero contra la resolución 
administrativa de foja 3, 

Y considerando: t n Que no procede el recurso de nulidad, 
porque no ea inte rpuesto junto con el de apelación, según lo 
dispone el artículo 510 del Cudigo d (! Procedimientos en mute- 
Tia penal, y además, porq.H- consta en las diligencias mandadas 
practicar de oficio por este juzgado, que el contador de aduana, 
es el reemplazante legal del administrador de la misma. 

2 o Resulta por consiguiente, que el funcionario que ha dic- 
tado la resolución administrativa de foja 3, lo ha hecho en 
ejercicio de sus atribuciones legales. 

3» Según interpretación que la Suprema CoTte ha dado al 
inciso 4* del artículo 847 de las Ordenanzas de Aduana, en ha 
fallos del tomo 13. página 51, tomo 15, página 557 de la* sé- 
rie; tomo 11, página 514 de la 3- serie; tomo %\ página 346 
tomo % página 88 de la 4' série. ha resuelto qiie el término" 
para salvar los errores cometidos en el maniliesto general de 
los paquetes á ta por t es el tiempo que dura la descurga, siem- 
pre que no proceda descubrimiento ó denuncia de e.eistir mer- 
caderías no manifestadas; las adiciones ó declaraciones po^e- 
rinres á la denuncia do eiiinea de la pena de comiso, aunque 
la omisión sea por error involuntario. 

4° Que de conformidad al artículo 848, los agentes de pa- 
quetea á vapur no pueden pretender ni alegar el privilegio 6 
ticepcion de que se Jes eiima de las responsabilidades consi- 
guientes porque hayan declarado en la Aduana de Buenos Aires 
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que los 83 bultos de pimienta eran de tránsito, coa opción á 
descargarla tti Buenos Aires ó en Rosario. No hay lev que exho- 
nere de las responsabilidades consiguientes á los buques de 
cualquier categoría que sean, cuando omiten una parte ti© su 
carga en el jiiuuitie>to de la aduana donde deben descargar, con 
sólo liaeer su declaración en otra aduana de la República de 
que es carga di; tránsito ú opcional. 

Forestas consideraciones y concordantes de la sentencia ape- 
lada, diciám-n liscal y artículos 905, 1025, 1026 y 1058 de las 
Ordenanza» de Aduana, fallo continuando, con cuitas, l.i reso- 
lución administrativa de fecha M de Octubre de 1894, Notifi- 
quen con < I original y repónganse ios seilns. 

f ¡aniel Uoylia* 



VISTA llfcL SESO» l'llOU ÜUDOlt tí! SEilAL 

Hílenos Ain-'i. Setiembre ti de. 1807, 

Suprema ' 'wi$ : 

La sentencia recurrida de foja 31, reli re con exactitud l-«s 
hechos que constituyen la infr,* "ou de los agentes del vapor 
italiano t Catabro >, á las ordenanzas; y ¡as prescripciones, on 
sujeción á las que, esa infracción **s punida con la pena de co- 
miso del exceso de carga no manifestada. Nada tengo que ob- 
servar respecto de la legalidad de la aplicación de tas prescrip- 
ciones citadas en ta sentencia, para fundar sus conclusiones; 
por lo que pi>i • á V. K., se sirva continuarla ¡>or sus funda- 
ni- titos. 

Subí ni un» Kier. 
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tulla de I» Kuprrm* forte 

Hm-noi* Aire*, Ofiuhfy t de Itííiíl. 

Visto-: * 'onsi4e r¡i rifjit : Quu »oguu resulta del c-rUíieudo de 
foja veintiuno vuelta, o* exacto el vapor <- Culabro» terini- 
nú su deseaba en veintidós de Setiembre de mil ochocientos 
i inventa y cuatro, ^orno lo ha aseverado el recurre tile ú foja diez 
y siele vuelta de su escrito de expresión de agravios. 

Quy ron t.il ui"ttvo V dada la fecha en que se lia presentado ¡i 
ta Administración de Aduana la solicitud de foja cuatro, es 
evidente que Maumus y Uodero, de conformidad al artícul o 
ochocientos cuarenta y sietf. inciso cutí ¡tú de las Ordenanzas 
de Aduana, lia po ido pedir, como lo ha hecho cu dicha solici- 
tud, que su adicionen sin reato alguno de pena al manifiesto 
yneral de cama, los ochenta y tre* ¡r-aeos de pimienta á que 
se refiere la mencionada solicitud de toja cuatro. 

Que las resoluciones de c-ta Suprema Corte, que se invocan 
en la >eut* neia recurrida, para declara'' la procedencia d» J co- 
miso de la mercadería en cuestión, m> son aplicables al pre- 
sente CftsO en tazón de las distintas leve* aplicables y las dife- 
rentes circunstancias de tos casos en que recayeron aquellas. 

Por c-toi fundamentos: se revoca la sent'-ncia apelada de 
foja treinta y una, y se absuelve á los recurrentes de culpa y 
cargo. Notifiques? con el original, repónganse los sellos y de- 
vuélvanse, 

BENJAMIN PAZ. — ABEL OAZAP. 
— OCTAVIO BUNGE. — JUAN 
E. TORHENT. — II, MARTINEZ. 
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1 AU*A um\uv 



Heeurso dr habcas corpus ú favor de indígenas rontrafudos por 

don José l'odéstd 

Sumario. — KJ arto de un funcionario ptiblico deteniendo e! 
transporte .Je in Jígenas contratados por un empresario, no paru 
privarles de su libertad, sino para protegerla y poner á aquellos 
eu situación de manifestar libremente su voluntad respecto á 
su presente y futuro, no puede (Jar lugar á uu recurso de babeas 
corpus. 



ímso. — Resolta tle las siguientes piezas: 



■•«lio del Smm red«r»l 

Bueno» Aires, Siembre 7 de 18»9, 

Autos y visto* : para resolver el presente recurso de babeas 
corpus interpuesto por don José J. Podeatá á favor de los in- 
dígenas, Antonio Bochar, José Castuguino, Carlos Palmariui, 
Camilo Giménez, José Caroja, Solia, Amelia. Su lema, Haypú, 
Argentina, Amta, Baldomera, KstUer, Eva, Amelia, María, 
Arminda, Marta y Cármen. 

Y considerando: Que según resulta de la nota del ministe- 
rio te Justicia é instrucción Pública, Ws in lígenas & cuyo favor 
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se entabla el presentí' interdicto de habeos corpas, no se lia lian 
detenidos, sinó momentáneamente a1oj.ido.-i en establecimientos 
de su dependencia, á los efectos de averiguar si la intervención 
del defensor de Menores que celebró ei contrato de locación de 
servicios está ajustado a loa preceptos de la Constitución Na- 
cional , y de los decretos respectivos del gobierno. 

Que no obstante ta acepción dada en la citada nota al voca- 
Mo t alojamiento éste importa en ul hecho y jurídicamente 
una verdadera restricción de la libertad personal de aquellos 
indígenas, desde que p<»r acción propia no les es dado abando- 
nar el local de su reclusión furiosa, para poder cumplimentar 
el contrato que ¡í su nombre y en razón de atribuciones admi- 
nistrativas de carácter tutelar (decret o del Poder Ejecutivo 
Nacional de fecha 3 de Mayo de 1899) celebró el señor Defen- 
sor de pobres, menores é incapaces del Territorio Nacional de 
Formosa con don José* J. Podestá. 

Que dicho contrato ha sido de hecho ratificado por los indi- 
genas cuyos servicios comprometía, al darle un principio de 
ejecución trasladándose ¿esta eapual, importando estu trasla- 
ción una espontánea manifestación de voluntad, y en conse- 
cuencia el Ministerio de Justicia no ha podido legalmente y 
no obstante los humanitarios y levantados propósitos con que 
lo ha hecho, intervenir en la forma manifestada, deteniendo 
preventivamente á los indígenas, y suspendiendo, aunque 
sea por breve término, los efectos del contrato celebrado. 

En efecto, al realizar estos actos desempeña verdaderas fun- 
ciones judiciales, lo que la Constitución Nacional le ha prohi- 
bido «presamente (art. 95), y contraría además, el precepto 
del artíenlo 18 de la misma, según el cual nadie puede ser pri- 
vado de su libertad personal, privación que importa una pena, 
smó en virtud de orden emanada de juez competente, y ésto 
mismo prévio juicio fundado en ley anterior al hecho del pro- 
eeso, nada de lo cual ocurre en el caso subjudice. 
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Que, además, los indígenas no se encuentran comprendidos 
en ninguno de los dos casos de incapacidad absoluta 6 relativa 
creados ñor la legislación civil, y están amparados por el pre- 
cepto del artículo lide la Constitución Nacional, «(izando en 
consecuencia del derecho Amplin de trabajar y ejercer toda in- 
dustria lícita, permanecer, transitar y salir del territorio ar- 
gentino, todo lo cual corrobora Ja conclusión de que legalmente 
n^ han podido ellos ser detenidos en ia forma y con los objetos 
expresados cu l.i nota recordada. 

Qu-, por consecuencia, disponiendo el artículo67 del Código 
d« Instrucción m ¡o Criminal que contra toda orden o proce- 
ditniento de un funcionario público tendente á restringir sin 
derecho la libertad de una persona pMftés UQ recurso di- ampa- 
ro de la libertad, el interpuesto por Podcstá es perfe -tatúente 
procedente, desde que teniendo esa disposición por objetivo 
fundamental garantir en lodo el territorio de la República la 
segundad individual contra toda prisión ú di teneiou ilegal, 
ta decretada por el íieñor ministro de Justicia é Instrucción 
Pública, cniitra los referidos indígenas, no encuadra en sus 
atribucíoiira y facultades propias. 

Por estos fundamentos, y no obstante la oposición del minis- 
terio fiscal, fallo: aiimi tundo el presente recurso de ftahrus 
mt¡m % $ en bu coa secuencia 01 deie. la inmediata libertad de 
1»* indígenas :i cuyo favor =>e instaura, Librándose al efecto las 
órdenes del caso; con costas, á mérito de lo dispuesto cu A ar- 
tículo 644 del código citado. 

Notifiques»/ original. 

Agustín t^Ttiitmrrain. 
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VISTA UE1. SfcSOlí PltnCLlUDÜU ükNEHAL 

üuenos Aires, Setiembre t i de 188H. 

Su/trema forte ; 

YA recurs * de habeos corpus Üene su fundamento en lu misma 
constituei n, cuy» articulo 18 prescribe * que ningún habitante 
de la nación pinole ser arrestado sino eu virtud de órden escrita 

de autoridad Compete!) ti' ». 

Para la efectividad de esa garantía constitucional, el Código 
de Procedimientos en to criminal f ha determinado en el título 
4" del libro 4" < el ¡nodo de proceder eu los rusos dfl detención, 
arresto ■> prisión ilegal de personas > y en -u artíeul<«6l7 pie-.- 
rribe * que procede un recurso le amparo de la libertad para 
ante el juez competente, contra t."du ¿rdeu ó proced imiento de 
un íuncionaríu público tendente á restringir sin derecho, la li- 
bertad de una persona >. 

Examinado *■! hecho sub'jmfire á la faz de esta legislación 
runda oten tal, no vacilo en afirmar que no d amerito para el re- 
curso intentado. 

Kl amparo de su libertad p- un hecho peculiar á todo habi- 
tante de la República, el ejercicio de ese derecho, lees atribui- 
do contra el arroto opresivo, contra la restricción iujustitieada 
de e-.u libertad, ¿quién podría suponer ni admitir, que esa ies- 
tricciou se ha producido deliberadamente en perjuicio de bis 
pobres indígenas menores é incapaces, cuya situación afecta la 
compasión unánime del pueblo y del gobierno, y en cuyo favor 
se han dictado las medidas di- protección para su alojamiento 
y subsistencia, por carecer ellos personalmente 'le todo recurso 
propio, hasta de la eoaciencia de sus derechos y del idioma in- 
dispensable para aprenderlos y hacerlos valer? 
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La prensado la capital ha denunciado un tráüeo inmoral « una 
ex portai- ion do productos humano- indígenas do la Argentina 
coa el propósito de exponer en el grandioso certamen de la ci- 
vilización akaozad.i en el universo entero al iniciar el siglo 20. 
la enseña lastimosa de la miseria y de lu barbarie de una tribu 
indígena, y esto cuando la nación Argentina no teñirá otra 
representación ante los millares de visitantes de la exposición 
universal, que aquellos desgraciados indígenas arrancados de los 
lagares a los afectos naturales de sus familias. 

Un ero dt- alarma ha reamado con justicia en torios Loa ámbi- 
1 1 * s ile la República y lus poderes públicos han debido inves- 
tigar, sí aquellos míseros menores incapaces £ inconscientes 
pudrían ser -'Xtraidos del país sin su consentimiento ni crnio- 
cimíento, como un producto natural cualquiera de las selvas 
ai quitinas. 

Y es e-te sentimiento 'le liurn anidan* respecto de seros incons- 
cientes, que jban á arrebatarle a la jurisdiceion del territorio 
y á la protección de su- jueces y autoridades, es este s 'titi- 
mieiitu ilel patriotismo austero, que quiere evitar si hay ¡tara 
ello derecho, que se arrastren á la exposición du tUOO los últi- 
mos restos de una tribu salvaje, para exhibir en vez de nuestra 
civilización progresiva, ¡os últimos restos de la barbarie, que se 
clasifica de agresión opresiva de la libertad individual, para 
reclamar un veredicto de habeos corpus. 

Reconozco y acepto para los indios la actitud y el ejercicio 
de todos los derechos que ta concitación y leyes nacionales 
consagran en favor de todos los habitante* de ta República, Asf 
1» ha reconocido >' declarado la nación Argentina por resolución 
d" la asamblea nacional d' 1 12 de Marzo de 1813, expresando 
que es voluntad deesa snheraua corporación, (fue del mismo 
m olo se les haya y tenga á los mencionados indios de todas las 
provincia» unidas, por hombres perfectamente libres en igual- 
dad de derechos á todos los demás ciudadanos que la pueblan. 
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Peí , tratándose de menores ó incapaces por su falta de in- 
teligencia y niediusde comprensión y de expresión de ja volun- 
tad, ttoba debido prescindiría de los medios supletorios que 
establecen las leyes» para la representación legal en los artos y 
contratos que puedan afectar su persona y bienes. Y esto es 
lo que ha significado el P. E. al dictar la disposición informad;, 
á foja 10, 

No bar prisión ni arresto, ni se invoca mérito para ello. Sólo 
se requiere una revisión judicial del contrato celebrado indebi- 
damente por un defensor de menores, para que se deelare, si es 
válido y jurídicamente autorítativo .-se contrato celebrado sin 
intervención de poderes ó tutores, para llevar del país y sacar 
de la jurisdicción de sus autoridades *eres ma ui tiestamente in- 
capaces. 

Mediaban fundamentos de incontestable valor jurídico para 
la adoprion de aquel temperamento. 

La representación de luí menores é incapaces es subsidiaria 
en el ministerio pupilar. 

Tratándose de un contrato trascendental, por ei que pueden 
ser «portados los menores 6 incapaces, y excluidos del amparo de 
!a jurisdicción y leyes nacionales, ha debido dárseles, a falta de 
padres que ejerzan la patria póstesela representación legal 
que el Código Civil determina. 

Es la tutela la que ejerced derecho de gobernar la persona j 
bienes de los menores, según el artículo 377 del Código Civil ; 
es el tutor quien debe eou autorización del juez, contratar el 
aprendizaje de un oficio ó los alimentos de un menor según el 
artículo ¿80, yes el juez, el que puede autorizar su salida de 
la República, según el 432. 

Con sujeción á estos antecedentes legislativos, el contrato in- 
vocado carecía a primera vista de fuerza obligatoria contra los 
menores que so pretesto de una engañosa libertad, se trata de 
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ciones que exigen las leyes citadas, en garantía de los incapa- 
citados. 

Correspondía eiitúnces suspender la entrega :il em presarlo, 
dolo* incapaces contratados ; y mientras los jueces resuelven 
respecto del derecho invocado, darles alojamiento y alimenta- 
ción rumo si* ha hecho, en la casa depositaría d<- los menores 
desamparado^. 

Es rito les que importaba la previdencia del 1*. K. dictada en 
protección del'-- iueapucc»nrraruWosde!mshugaresp»r un proce- 
dimiento cuya legalidad aun O" lia sido judicialmente aprec iada. 

En -a mérito, pido á V, K. se sirva revocar el auto recurrido 
de foja Si, de el arándose que uo proc-de el recurso de habeas 
vurjnis en el caso sub* jutÍHf\ en el que no .> parece transgresión 
ile la libertad individual, sino amparo de la incapacidad y ta 
meuor edad. 

Que estando los menores ea cuestión, libres de todo arresto 
é d> tensión, pera careciendo pur su situación ó incapacidad no- 
loria i|e Jos medios adecuados para su alojamiento y Mili-i-t en- 
cía Sean puestos ú disposición del ministerio pupilar, á tín de 
que se Jes provea de ellos en algún establecimiento de benefi- 
cencia ó por otros medios á su alcance. 

Que debiendo ventilars" ante juez competente los derechos 
alegados por el empresario señur Podest i para la reteneimi de 
los menores é incapaces, estando actualmente alojados en esta 
espita I, y siendo ella el domicilio declarado por >-\ empresario 
;i los efectos dei eoritvato, se pasen los antecedentes al señor 
asesor de menores á quien corresponde intervenir en todo asunto 
judicial que interese ala persona o bienes de los menores de 
edad y demás incapaces, según Indispuesto en ei artículo 137 
de la ley de organización de la administración de justicia de la 
Capital, para que ejecute los derechos á que hubiere ¡ugar. 



Sabimaiio Kier. 



ufe justu:u (liaotlAt, 



t «II» de I» Mutireui» C'«rte 

Bueno* Airi'ís Oui1»re :t <le 1899. 

Vistos y considerando : Que en el recurso deducido por iíuh 
José Podestá, éste coloca en primer término el amparo de lo- 
derechos personales que ¡je atribuye, y que diré han sido tesio- 
nados, según resulta de la cxposíciou que hace de los hechos y 
de lo* fundamento* que aduce en apoyo de su intein-ion. 

Que así se lieituiestra también por la circunstancia «le haber 
Podestá presentado el u iitr.it'» 'Í-' locación de servicios, de foja 
tres, é invocado los derechos que pretende derivados de ese 
contrato con él objeto de acreditar que los tenía para mantener 
en su poder A los indígenas á que se refiere esta causa. 

(¿ue el recurso del amparo d la libertad reblado por los ar- 
tímlug seis, ientos diez y siete y siguientes del <Vdino d< Pro- 
cedimientos en 1» Criminal no >e lia estable ado para investigar 
y apreciar los derechos emergentes de contrato, que pueden ó 
ao corresponder á personas t uya libertad no está restringida, 
de manera qiu- está fuera de duda la improcedencia del recurso 
traído por Podestá en el sentido y a los liues ya mencionados. 

Que Podestá tampoco puede invm-ar que s,. halla investido 
de la ealidail de representante legal de los indígenas mencio- 
nados, encabad. t det gobierno de las personas y bienes de los 
misinos, porque no ha sido nombrado tutor de los menores y 
curador de los mayores, -viendo de notar qn> i ni siquiera se 
dice que se baya declarado la incapacidad de éstu> mediante 
sentencia judicial pronunciada con los requisitos previos esta- 
blecidos por la ley. 

Que no hay dada posible de que el contrato de locación cita- 
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do, nn hace de Podestá el representante necesario con que la ley 
civil provee de representación á loa incapaces. 

Que, por consiguiente, en virtud de ese contrato, en cu^a ce- 
lebración, por otra parte, no aparece mani Tostada va forma la 
voluntad de los obligados á prestar el servicio, Podestá no ha 
podido deducir el recurso en el Concepto de ser intentado por 
persnna encargada de la guarda de aquellos á quienes dicho 
recurso se refiere. 

Que eliminada la cuestión bajo de los dos aspecto^ ya uieu- 
cionudos, no queda sinó que estudiar el caso entendiendo qne 
el recurso ha sido deducido por Podestá Á nomhr- 1 de los indí- 
genas y en sólo interés de la libertad de éstos, ya que no se ne- 
Ct sita á ese lin de mandato especial conferido en forma, con 
arreglo ul sitíenlo seiseientos veinte y dos del Código de Pro- 
cedimientos en lo criminal y artículo veinte de la ley de juris- 
dicción y competencia. 

Que según se dice en el informe de foja diez, los indígenas 
do que se trata, se hallan mera y momentáneamente alojad s 
mu casa defendiente de Ja administración nacional con el pro- 
pósito, no de afectar ú restringir la libertad de que d*-ben 
¡ntínr c-.ii arreglo á las leyes, >inó con espíritu de protección 
de esa libertad misma, y asegurándoles á !a \vz los medios 
i ranchónos de vida de que han menester. 

Que el acto del Ministerio de Justicia de que Podestá se 
queja, conducirá en definitiva á poner tí los indígenas en situa- 
ción de liaeer manifestación de voluntad con entera libertad 
respecto á su presente y futum, ya por sí mismos ó ya por 
sus representantes necesarios si debieran ser habidos por inca- 
paces en las condiciones de la ley. 

Por esto y fundamentos y concordantes de la vista del se- 
ñor Procurador -enera!, se revoca la sentencia apelada de foja 
treinta y euatro, declarándose no haber lugar al recurso de 
haheas corpus deducido, y que las costas son a cargo de di<n 
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José Poikstf», de acuerdo con lo dispuesto en el artículo seis- 
cientos cuarenta y cuatro del Código de Procedimientos en lo 
Criminal. Devuélvanse, debiendo reponerse los sellos ante el 
superior, 

BENJAMIN PAZ. — ABEL BAZAN. 

— OCTAVIO bunce (en disi- 
dencia). — JUAN E. TOHRENT, 

— H. MARTINEZ. 



nlSlDEPiClA 



Vistos ; Considerando : Primero : Que con arreglo á lo dis. 
ptie>t« |>or el artículo seiscientos diez y siete del Código de 
Procedíini< ntos en lo Criminal, contra toda órderi de nn fun- 
cionario público tendente ;i restringir sin derecho la libertad 
de una persona, procede un recurso de amparo de la libertad 
para ante el juez competente. 

Seyundo : Que de lo expuesto en la nota de foja diez, resulta 
que los indígenas á cuyo f.ivor se ha interpuesto el recurso de 
habeas corpas, se bailan alojados momentáneamente en esta- 
blenmiento^ dependientes d"l Ministerio de Justicia é Instruc- 
ción Fúblicu á efecto de averiguar si la intervención del defen- 
sor de menores que celebró el contrato de locación de servicios 
está ajustada A tos preceptos de la Constitución Nacional y de 
los decretos del gobierno. 

Tercera : Que el Ministerio de Justicia no tiene facultad 
para intervenir en los contratos que celebran los particulares, 
ni para revisarlos, aun cuando se trate de menores ó ii 
porque la ley no le encarga de su representado 
éste fin ha creado funcionarios especiales. 

Cuarto ; Que no corresponde examinar en un juicio de la 
naturaleza del presente recurso, las formas á que 
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terso los contratos que estipulan l"S indígenas, y que tampoco 
procede averiguar si les aprovecha 6 péfJwHoa lo qu« se ha 
convenido con don José portest i. 

fjuittiv : Que debe suponerse, sin embargo, que Ins mismos 
indígenas que son quienes puedan apreciar mejor su convenien- 
cia, desean el cumplimiento del contrato que celebraron, pe 1 
intermedio del defensor de menor- s é incapaces del territorio 
ti Punno*a, dc*de que ni ellos personalmente, ni sus repre- 
sentantes legales lian deducido ninguna acción tendentes é 
denirtuar los efectos del mencionado contrato, ni han signi- 
ficado su preferencia para el alojamiento que se leída en es- 
tablecimientos públicos. 

Sexto : Que por el contrario, lo* indígenas han manifestada 
su conformidad con el contrato, pues en cumplimiento "ie una 
d- su.s cláusulas ban consentido en trasladarse á esta ciudad, 
sin resistencia ni oposición de ningún género. 

Séptimo : Que según lo establecido por el artículo seiscien- 
tos diez y siete del Código de Prored i miento* no es necesario q to- 
se verifique el arresto ó la detención de la persona para dar 
lugar á un recurso de amparo de la libertad, bastando para ello 
todo acto de procedimiento que la coarte ó restrinja. 

Octavo : Que uo habiéndose expresado por el ministerio de 
Justicia ninguna causa legal para la de detención ó para la res- 
tricción de la libertad de indígena a qu- se refiérela soli- 
citud d- don Jo^é Fodestá, debe de, retarse su lib-rtad inme- 
diata como manda el artí.-ulo seiscientos treinta y cuatro del 
Código «le Procedimientos. 

Por esto y por sus fundamentos no o lisiante lo expuesto y 
pedido ¡ or el Procurador general, se confirma la sentencia 
apelada corriente á foja treinta y cuatro, y devuélvanse, de- 
biendo reponerse los se!" ante el inferior. 

OCTAVIO MJ^E. 
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lh>iia Adela G. deGorostiaga contra don Atetnasio Rodríguez t 
por dñuos y perjuicios é iunmstitnctonaiidod de sentencia 
del tribunal superior de Santiago del Estero; sobre jurisdic- 
ción . 

Sumario. — Nn es caso ile juri<dic«iou ordinaria de Ift Sci- 
prema Curte, ni de recurso ¡i l¡t misma, la petición pura que se 
declare inconstitucional ia sentencia de un tribunal superior de 
provincia, alagando haberse violado la Constitución provincial 
en la formación de dicho tribunal. 

Caso. — Lo explica la 



VISTA DEL SfcSOft PaOCORAOOB GENERAL 

Buenos Aires, Setiembre 27 de 1893. 

Supreuíá Corte ; 

No viene el postulante ante V. K. por concesión ó denega- 
ción del recurso de apelación contra hs resoluciones definitívaí 
de los tribunales de Lu jurisdicción común quu autoriza el artí- 
culo 14 de U ley de 1863, sobru competencia nacional. 

Entre muchas improcedencias 90 refieren, é foja 24 vuelta, 
t. Lini n 
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ála inconstitucionalidad poiíticu de Santiago del Estero, y á la 
alteración de la forma republicana, deduciendo como conse- 
cuencia lógica, un ca-o tfpiro Je ínter vene ion nacional por par- 
te m gobierno dula nación. 

No entrando en las atribuciones de V. K. emoc-r déla i n — 
constitucional idad de la organización pública, judicial ó admi- 
nistrativa de un estado federal, ni viniendo A recaían, según 
se deduce de su propia exposición, por apelaron concedida ó de- 
negada, corresponde mandar devolver estas a-'t ilaciones al to- 
teresado, para que use de *u derecho ante quien corresponda. 

Sutiinianu Kior. 



r*llo d* I* *U|irrm» «orar 

Bucuús Aire*, Octubre 3 de 1899. 

Vistos en el acueido: No • "¡tamlo el ca-o comprendido en el 
artímlo cien déla Constitución nacional en qm- proceda la ju- 
risdicción originaria de esta Suprema í'orte, ni <-n ninguno de 
los casos previstos por el artículo catorce de la ley de jurisdic- 
ción y t-ompetencia y de acuerdo con lo eipuestu en la pri-ce- 
ilente vista por el señor Procurador general, archiva**, repo- 
niéndose el papel. 

ntNJAMin 1>AZ. — AiiKL tiAZAPi. 
— OCTAVIO BÍJÑGE, — JttAN 
K. TOlUtEM. — II. MAHTir*RÍ. 
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i'tm íkmnmjo G. Sobral contra tiañaJarinta Alhnrractntte flojo 
por cobro de pesos; sobre notificación 

Sum/trio.— La ■ omparcncia .le las partes á la oficina en loa 
ti mí, señalados para notifica -iones, no pued l- acreditarse por 
información; debe serlo con fcá Ürma puesta en el libro llevado 
con ese objeto. 

Caso. — L<> explica el 

Fallo de- I» Niaprrua Corle 

Humos Aires Octubre 5 de 1$*) 

Vistos en '.-I acuerdo y considerando : Que el heeln» de la com- 
parencia de las partes ¡i la «li-ina, .i H efectos de la notifica- 
ción, debe ser acreditada con la firma de las mismas, en el libro 
llorado con ese objeto, i onio I» prescribe el inciso segundo del 
;irtícnlo primero de la ley número tres mil seiscientos cuarenta 
y nueve. 

Que según resulta del precedente escrito, la parte no lia fir- 
mado eo el libro correspondiente, omisión que no puede, á los 
efectos legales, ser suplida por la informad ti que indica, des- 
de que ella no eg] a constancia oficial 4 ue la ley reuniere para 
tales casos. 
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Por esto, no ha lugar á lo solicitado eti el precedente escrito, 
y corran los autos según su estado. Repóngase la foja. 

BEKJAMLN PAl. — ABEL BAZAN. 
— OCTAVIO MJMGE. — JUAN 
E. TOKKENT. — H- MAHTISEZ. 



(ALNA lULIWVH 



thm Salvador ilomuno rontm d<ai M. Levan, capitán del vapor 
« liellom »; wftre </a¿"N f/ ¡ter juicios 

Sumario. — No procedí' acción por reparación d-1 daño qm' 
ha sido cansado por imprevisión ó negligencia oe persona* qu<- 
dependían de! demandado. 



Caso. — Resulta del 



rail* del Jtfe». Federal 

lítenos Aires, Octubre y de 169S. 

V vistos: Estos autos seguidos por don Salvador Romano 
contra don M. Levan, capitaudel vapor i Beliora * por indem- 
nización de daños y perjuicios. 
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R.-sulta: \* Que áfoja 8, se presenta don Víctor Bozzoh, 
en representación de Humano exponiendo qne entabla «leman- 
ita contra los seiíore* Lamport y Holt, armadla del vapor 
< Bel lora», por el pago «le la suma de 5500 pesos moneda na- 
cional, en que su mandante estima los, daños y perjuicios sufri- 
dos á eonsecueucia del accidenta de que fue víctima el (lia 24 de 
Noviembre de 1896, mientras trabajaba como estibador á bordo 
del expresado vapor, de cuya resulta son respon>able los deman- 
dados, segini lo establecido en los artículos 1109, 1113 y 1123, 
del Código Civil, pues dicho accidente fue debido exclusiva- 
mente á deliciencia de adaptación de lo* cuarteles y galeotes de 
ui a de las escotillas del buque, que su mandante trataba de 
abrir, y ¡i la impericia de los que dirigían dicha operación. Qu*- 
en estos términos naditica y amplía la demanda anteriormente 
establecida, y aun no contestada, pidiendo al juzgado condene á 
bn demandados al pago de la expresada Mima de 5500 pesos mo- 
neda nacional y los costos del juicio. 

2" Que corrido traslado los señores T. 8, lioadlo y compañía 
en representación délos señores Lamport y Holt, contestan, 
pidiendo el rechazo de la demanda con costas, en primer lugar 
porque el accidente de que *■» queja el actor, ocurrió por culpa 
y negligencia de éste, al verificar la operación de apertura de 
la escotilla; en segundo, porque es absurda la estimación de los 
perjuicios que en ella se hace, dado el carácter leve de las le- 
siones sufridas, y el tiempo que estuvo enfermo, y linalmente 
porque la demanda esta mal dirigida, pues tanto el deman- 
dante como los demás que trabajaban, en esa acción, son em- 
pleados dependientes de una empresa particular, distinta de la 
del vapor, contratada para hacer la estiva y deseativa de la 
carga del mismo con un personal complet mente ageno al 
buque. 

3 o Abierta la causa á prueba se ha producido la que expre- 
sa el certificado de foja 13!), 
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Y considerando: 1° Que hay conformidad entre las parus 
litigantes, en cuantoá haber ocurrido e) accidento do la referen- 
cia en el tiempo y lugar que se expresa en la d-manda, pero lio 
así, en cuanto á la responsabilidad que del mismo lucho surge, 
y al monto de la indemnización eligida. 

2 o Que en el cuso xuh-juUire !a responsabilidad para los de- 
mandados por l is consecuencias del accidente, resulta del hecho 
de haber ocurrido éste A causa de las deficiencias de las cosas 
duque se servían en el trabajo, en que se ocupaba el deman- 
dante con ¡,us compañeros, que pertenecían al buque, como son 
los guie otos y . uarteles de la escotilla, los cuales según de- 
claran los testigos Dominico Paulo, Pascual Rieutte y Lorenzo 
Otallo, .-ont- atando ;í Ja o' pregunta del iuternj-utorio d- foja 
67, se cayeron, arrastrando al actor m su cuida, porque no 
d. bfau estar bien, lo que, con arreglo á lu dispuesto un el artí- 
culo 1Í13 del digo Civil, hace responsable á los demandados 
del daño producido por el uso de la* cosas de que se han servido 
en elcitso $ufj»judicñ t los euarteh-s y galeotos de la escotilla, en 
razón uY la culpa ó negligencia, que importa para ios mismos el 
mal estado de las referida^ cosas. 

3* Que no modifica ésta conclusión, Ja circunstancia de no 
haber a jdo el misino demandante quien dió la orden de hacer 
virar el guinche, pues que no se ba probado, que concurriera á 
ocasionar el accidente la torpeza Ó inhabilidad del actor al eje* 
qatar la operación de la apertura de la escotilla, y de loque pu- 
diera deducirse culpabilidad del mismo, porel accidente sufrido. 

4" t¿ue tampoco inüuye en sentido contrario, en el caso sub- 
juútce, la circunstancia de haber sido el lesionado empleado á 
sueldo de una empresa particular y por lo tanto ageno al per- 
sonal del buque, desde que la disposición legal arriba cituda no 
hace distinción alguna al respecto, refiriéndose en general al 
daño que produce la cosa de qm- uno se sirve, sin distinguir si 
el que sufrió el daño es ó uo dependiente del propietario de ella, 
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que lisa la cosa t-u provecho propio, a) contrario de lo que su - 
cede cuando se trata de hace; efectivo en el patrón ó superior, 
las respon^ibilida les ó los dauo. pro-lucidos por los hecho* de 
sus empleados, d pendientes ú subalternos, 

5 o Que se hu probado igualmente con la prueba testimonia 1 
rendida, que el actor estuvo cuatro nienes sin trabaj.., \ causa 
del delicado estado de salud en que quedó, y que le impidió de- 
dicarse á sus ocupaciones, y por el informe médico de foja 71 
y oficio riel Hospital Italiano de foja 28, que las lesiones su- 
fridas por Bom Mú fueron de carácter grave, y que éste - stuvo 
en asistencia en aquel estiiblecimi.-nto ri-srieel i i de Noviembre 
de 18UÜ hasta el 2» de Diciembre del mism > año. 

Foresta? ronsideraeiones y los concordante de los escritos 
d * fujas 8 y 142, y atendiendo ¡1 la r.ondicioii social y medios de 
vida del actor, definitivamente juzgando fallo: que debo conde- 
nar como en efecto condeno á los señores Lamport y Holt, 
a: madores -le vapor c Bellora*, á pagar en el término de diez 
días, A don ¡Salvador Romano, la cantidad de 1000 m ;sos mone- 
da nacional como indemnización de los daños y perjuicios suf'ri- 
(|-s por t i accidente de qiK- fué vi tima, á liordo del expresado 
vapor, con más las costas del juicio, llágase saber original, y 
repuestos que sean los sellos archívese elexpe líente, si do fuera 
apelada esta resolución. 

Asilo pronuncio y mando en Buenos Aires, rápita! de la 
HepúblicL Argentina, fecha ut Mt/ira. 



/'. Olaechm y Alcor ta. 
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BaeoOl Aires, Octubre 5 de 1899. 

Vistos y considerando : Que «loa Salvador Romano trabajando 
c-mo peón estívadorá bordo del T¡ipor *HAUrn> sufrió \* Ilíones 
para cu va indemnización demanda á ius agentas del expresado 
vapor. 

Que Humano no formaba ] ;irie di- la tripulación del buque 
mu \ de un cuerpo de estivadores extraño al personal del mis- 
ino buque, «brando por órden y cuenta del contratista don A, 
Alfredo Green, según consta de autos y lo confiesa el mencio- 
nado Homano, contestando las po^cioni-s uno y cuatro de foja 
ciento tres. 

Que de conformidad ¡ÍU manifestado en Ja demanda ;í foja 
10. el accidente que origino las lesione^ no hubiera sucedido si 
l«S útiles diversos que forman la cubierta de la escotilla nú- 
mero dos del vap.»r hubiesen estado e-n debida forma y si la ma- 
niobra de la apertura de las diversas secciones de aquella bu- 
biera sido duda con buena y suücienti- inteligencia y atención. 

Que, por consiguiente, y aun tomando los hechos como el ac- 
tor los refiere en el escrito que con la respuest.i da la base 
sobre que ha do recaer Ja sentencia artículo trece di* la lev de 
procedimientos y ley tres, título diez, partida tercera, resalta 
que sin el concurso de la impericia ú negligencia de los estiv.i- 
dores el accidente no se habiera producido. 

Que el buque no es responsable por los bo bos de culpa ú ne- 
gligencia de los estivadores que no estaban bajo su dependen- 
cia (artículo mil ciento trece del Código Civil» siendo por otra 
parte cierto que los «presados estivadores deben soportar las 
consecuencias de sus propias faltas (artículo mil ciento once, 
cúdigo citado. 
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Que por tanto la demanda no puede prosperar, n multando 
como resulta que el accidente se debió a ta impericia ú ne- 
gligenciid.- personas que no dependían del buque, y cuando, 
por otra parto, los uutos revelan que á no mediar esa negli- 
gencia 6 impericia, el hecho no -e hubiera producido por raz-m 
de las cosas que si hau Cambiado de lugar, lo que pudo y debió 
prevenir*, por los e>tiradore*, imhmx sufrido roturas que acu- 
sen falta de solidez. 

Por estos fundamentos y de acuerdo ■ on J<> revuelto por esta 
Suprema Corte en casos análogos; se revoca la sentencia apela- 
da de foja ciento sesenta, y se ubsu. Ive al demandado de la 
demanda de foja dos; do liaciéndo-e Jugar al recurso de mili, 
dad por haber el apelante h.-.-ho abandono de él en la expresión 
tic agravios y DO resultar, además motiv., alguno que lo auto- 
rice» Notifique con el original, repónganse los sellos y devuél- 
vanse, 

BENJAMIN |»AZ — ABKI HAZAN. — 
OCTAVIO BÜNGE. — JUAN E. 
TOHflEYT. 



« Al SA (M MWVIII 



Doñü Mercedes l>. de liosas contra dmi Iternardino Prado Vicuña 
por cobro de pesos: sobre competencia 

Sumario.— YA eitranjero demándalo por argentinos ante 
la justicia federal, no pu.-de declinar la jurisdicción de ésta. 



FALLOS DE LA SUPREMA CORTÉ 



.— Resulta del 



tullo del Jufi r floral 

Vistos y considerando; 1" Que radicado un juicio ante la ju- 
risdicción competente, debe continuarse y fenecer en ella, liste 
principio untado por ¡a jurisprudencia de la Suprema Corte 
respecto de la» causa* radicadas en la j usl iei.i provincial, debe 
tntenderse del mismo modo respecto de la justicia nacional: 
eadem es! rudo (Fallos, «¿ríe 2", tomo 8 , pág. 411; tomo 9°, 

pág. 23; t.>ui>, 10. p:iu. ;¡i5itnijui II, p¡íg,334). 

2" Que habiendo declarado también la Suprema Corte fede- 
ral que el cambio de nacionalidad d>> una de la> partes pen- 
diente el jni'.'io, no es causa bastante para cambiar ta jurwlic- 
cii)!i,flOD mayor motivo lia de concluirse que es inaceptable el 
camino por l;i renuncia que haga del fuero la parle en t uyo fa- 
vor se presume establecido, habiéndose ya radicado en forma y 
reconocídose la competencia del juzgado en el mismo escrito 
en que se trata dedejarlod» lado, para determinar la interven- 
ción de la justicia provincial Fallos, séri' 1 ^i', tomo 4", página 
16! y tomo 8 o , pág. 411). 

3 o Que la jurisdicción de los tribunales nacionales, fundada 
en razones de urden público y en salvaguardia de principios que 
pueden afectar hasta las relaciones internacionales, no pjr an- 
tecedentes de diferente idoneidad cu los funcionarios, que en 
ningún caso podrían reconocerse, y mucho menos en el presen- 
te, está declarado por la ley curao de carácter privativo respec- 
to de las causas de ->u competencia, excluyendo á los juzgados 
de provincia, salTo en los casos en que expresamente se ha es- 
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tableado la prorrogación (art. *2 y 14 t ley de 14 de Setiembre 
de 1863 >obre jurisdicción y competencia de los tribunales na- 
cionales,}' art. I ' y 2* de Ja Ley de ¡ rocedimieutos). 

4" Que no habiendo podido el aetor iniciar t i presente juicio 
ante los tribunales provinciales sin eipuuera** ú un í fundada 
excepción de incompetencia de jurisdicción, ni importan lo tam- 
poco ta preterición de) d '-mandado, una deel materia, tjue no in- 
tenta sii nuera, ía renuncia del fuero por una de las parte*. . nu 
puede alterar las jurisdicciones ni autorizar *1 cambio déla 
cnmpt tente al radicarse el juicio. 

Por tanto y omitiendo mayores cousideuicioaes, fallo: de- 
clarando improcedente la soli< itu d de foja 19, con cos»tas. H¡i- 
•¿Aét saber original. 

Sevsrn (i. tfel Castillo, 



»*llo dr la Muprrmii t ortf 

lluehos Aifi^. Hetuhre :> d< 1H99, 

Wto> y ■ nnsiiierati'io : Que son parte en esta cansa ciudada- 
nos argentinas en calidad de demandantes contra un eitran- 
jero. 

Que e] conocimiento dt* < >ta can-a es de la ruiupeteiicia d<- :a 
justicia federal de conformidad cuo et artículo cien déla Cons- 
titución y artículo segundo, inciso segundo de la ley de juris- 
diecion y competencia. 

Que, por tanto, deduciéndose la demanda ante juez de ese fue- 
ro, las partes lian ocurrido ante el juez e<in jurisdicción para 
entender en «| asunto. 

Que traído el demandado ante su propio juez no ha podido 
declinar ó renunciar esa jurisdicción, porque no se baila en el 
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caso autorizado al efecto por el artículo doce, inciso «narto. de 
la citada ley de jurisdicción y competencia. 

Por esto se conünua, con costas, H aufo ;i pelado de f-ja vein- 
tiocho vuelta. Notifiques* original, y repuesto l»s sellos, de- 
vuélvanse. 

lltSJAMIX PAZ. — AHKI. BAZA*. 
— OCTAVIO BLNGE, — JÜAN. 
E.TOHItEM. H. MAHTINfcZ. 



CAUSA «KI.YWIA 



liona t'aiaiina Lujan de lej» por ^¿ y por sus hijos menores, 
contra ía empresa del Ferrocarril del Oeste de filíenos Aires; 
sobre daños y perjuicios. 

Sumario. — El herhu que no causa daño sinó por falta im- 
putable á la viciira i no impon* re-|>on-aíulidad. 



Caso, — lí sn I ta «i el 

r H iio del Jury. f>der«l 

lliit-üos Airw. Obrero 14 de 1896. 

T vi-tos i estos autos seguidos por dona Catalina finjan de 
Tejo, en su carácter de- esposa di* don Campio Tejo, y por su- 
menores h i jos Manuela, Rosa, Manuel, Jo^é, Caiupio, Anto- 
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nin, Ramón y Maria TVjo, contra la empresa ti el Ferrocarril 
del Oeste de Buenos Airea, por cobro de pesos, procedentes de 
daños y perjuicios du cuyo estudio resulta : 

Que don Emino '1. lMroIi. invocando su carácter de manda- 
tario de las personas nombradas, se presentó áfoja 5 manifes- 
tando: que don Olimpio Tejo, espuso y padre respectivamente 
de sos iustituyentes, murió el dia 16 de Setiembre de 181N5 en 
la esiaeion Lujan del Ferrocarril del Oeste, apretado entre 
dos vagones. 

Qoe el Lecho ocurrió eu eircuustanc ia que Tejo se preparaba 
i descargar un vagón d- carbón que se encontraba en uno de 
los desvíos donde >e hacen esas operaciones, empujándolo para 
ac ruarlo á su cano, encontrándose otro vagón también carga- 
do, á alsruna distancia de aquel. 

Que serian las diez ante meridiano cuando una máquina de 
la empresa, haciendo maniobras, despidió con toda fuerza un 
vagón, el cual riño á chocarse contra el primero que encontró, 
y est» 1 contra el otro que Tejo s- preparaba á descargar, to- 
mándolo entre ambos vagones, y siendo apretado por los para- 
golpes de cuyas resultas falleció. 

Que es evidente la responsabilidad de la empresa por esa 
muerte, puesto que ella se produjo por descuido Ó imprudencia 
del conductor de la máquina, al despedir un vagón sin tomar 
precaución alguna, en un paraje donde se encontraban otros 
vagones que debían ser descargados, y donde hay que hacer las 
operaciones de carga y descarga de los mismos. 

Que la muerte de Tejo ha dejado en la miseria á su esposa y 
& SU! menores hijos, y desde luego, la empresa debe reparar el 
perjuicio causado, el cual lo estima en la cantidad de 28,000 
pesos moneda nacional, teniendo para esto en consideración, las 
aptitudes para el trabajo de aquel, y á cuya suma pide 
que en su oportunidad sea condenada á pagar, con más sus 
intereses y costas del juicio. 
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Que don Nicandro Dorr, por la empresa di mandada, maní- 
tiesta á foja 19 ser efectivamente cierto el hecho de la muerte 
de Tejo, con las circunstancias de logar, dia y hora que la de- 
manda menciona, pero, qui no es exacto que el accidente se 
haya produ' ido por la causal que se expresa, sinó á causa de 
que una locomotora del Central Argentino dejaba en la vía del 
Oeste et vagón número 1737, á bastante distancia de los vago- 
□es números 1514 y 543. pero, cum urrienJo ta circunstancia 
de que ese dia remaba fuertísimo viento, el vagón 1537 conti- 
núo marchando y fué á chicar suavemente con los otros dos 
vagones *n\ los euale^, y empujando á uno de ello-, se hallaba 
Teja, siendo ésto apretado con los paragolpes y muriendo en 
consecuencia . 

'¿ue independientemente, que el accidente fué puramente fur- 
to ito, la muerte de Tejo no trae responsabilidad para la empre-a, 
desde que él voluntariamente contravino la disposición del ar- 
tículo 55 de la ley de ferrocarriles nacionales que prohibe á 
toda persona extraña al servicio del camino, introducirse ó es- 
tacionarse * n él, á no ser empleados públicos en el desempeño 
de sus funciones; y desde luego» sus sucesores carecen de dere* 
•-lio para gestionar indemnización alguna, con arreglo al ar- 
tículo 1111 del Código Civil; aparte da que impugna, por 
exagerada, la indemnización reclámala, concluye pidiendo el 
recha -a» de la acción con costas. 

Que recibida por ¡tuto de foja 17 la causa á prueba, se pro- 
dujo lo que determina el certificado de foja 134, habiéndose 
agregado los alegatos de las parles y líamádose autos, con lo que 
el expediente ha quedado en estado de sentencia. 

Y considerando: \ c Que gun los antecedentes relaciona- 
dos, la empresa re -onoce el extremo fundamental de la deman- 
da, la muerte de Campio Tejo, con la circunstancia de lugar, 
<lia y hora que en la misma se determina, discrepando si, en 
que la (lemanita atribuye responsabilidad á aquella, « causa de 
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la jin|»ri]ite[ieia ó duscuuJo del cnuductnr de la locomotora que 
arrojó el Tagon número 1737 con violencia sobre los otros dos 
que se encontraban en la vía, mientras que i lla niega y des o- 
noce esa responsabilidad, por tratarse de un accidente de natu- 
raleza esencialmente fortuito, aparte deque el accidente, dice, 
fué motivado por culpa imputable á la propia víctima, al intro- 
d ii'. irse en sitios vedados j reservados exclusivamente á mis 
empleados en id desempeño de -us 1 unciones. 

2 o Que no i-bstante corresponde á la empresa demandada la 
producción de la prueba para constatarla naturaleza fortuita 
del accidente que causó lu muerte d>> Tejo {artículo 65 de la 
ley minien» 2873.) La prueba de lo> actores reunida con el pro- 
pósito de justificar la culpabilidad atribuida, llena suficiente- 
mente su objeto y autoriza por consecuencia al juzgado para 
poder, á su niéntu, dictar un pumuie lamiente condenatorio 
justiciero. Las declaraciones contestes d»- >us testigos: Fer- 
nando Taurel. foja 50; Silveno Aginar, foja 50 vuelta; AnguJ 
Coronel, ioja 53, y Nemesio Ibauoz, luja 68 vuelta, respon- 
diendo á preguntas contenidas en los interrogatorios de foja 
46 y foja 70, comprueban Ampliamente ver eierto, que Tejo 
murió apretado entre dos vagones, muerte r|iie la produjo una 
máquina del ferrocarril que hacía maniobras, al despedir con 
fuerza uuvagnn, que Tin» á chocar con otros que estaban pa- 
rados. El mérito de e>ta? deeluracioucs es indiscutible y su 
valor probatorio se impone razonablemente al criterio judicial, 
por tratarse de declaraciones prestadas por personas insospe- 
chables é intachables, presenciales del accidente, y sobre cuyo 
hecboy demás circunstancias que le rodean, están plenamente 
contestes, razón por la que constituyen prueba legal <*on arre- 
glo al espíritu y letra de La ley 32, título 16, partida 3\ y á la 
jurisprudencia consagrada al respecto por la Suprema Corte. 

3 o Que la prueba de descargo ofrecida por la empresa para 
la justificación del caso fortuito alegarlo, consistente en las de- 
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daraciunes de fojas* i 45, I Itt. H7 yH» vuelta, ti va extremo 
deficiente: pues aparte dr que el primero alirnia qae el din 
del suceso no reinaha n Lujan un fuertííinio Tiento, linó re- 
gular, y que ignora el contenido de la pregunta del interro- 
rio de foja 123, y que el segundo nos dice, que en la época del 
■ccidente no so encentraba en aquella localidad, los do- último, 
•ou ioa entables, no s do por causa de ser c mirad ichos por loa 
demás testigo- sino ]>nr las vulgares contradicciones que con- 
sigo mismo incurren. K ii cuanto al informe del observatorio 
Astronómico de foja 12#, él demuestra asimismo que ln violen- 
cia del viento que reinaba en ta mañana del «lia 16 de Setiem- 
bre de 1896 era relativo, no habiendo el interesado prcucujiá- 
doae siquiera de comprobar, emu > debió hacerlo, qu? la direc- 
ción del viento coincidiera con la que llevó el vagón que chocó. 
Las declaraciones de los testigos de los demandantes, res- 
pondiendo á las preguntas 5" de los interrogatorios de foja 46 
y foja 70, destruyen radicalmente aquella afirmación, til sos- 
tener invariablemente que el viento que reinaba no era violen- 
to, y que no era posible pudiera arrastrar un vagón eu las eon- 
d i rio n es del que arrojó la locomotora. 

4" Que dado el mérito de esa prueba, Indefensa del caso fortutt o 
alegado desaparece, y con ello nace el deber legal de la empresa 
de indemnizar á los herederos «leí eitinto el perjuicio que les 
haya causado, con arreglo alo preceptuado en los artículos 1109 
y H!3del Código Civil, ñor ser evidente la imprudencia ¿culpa 
del maquinista al lanzar el vagón, sin adoptar medidas precau- 
ciona^ aconsejadas hasta por el buen sentido, mayormente 
tratándose de sitios destinados para ta carga y descarga de Ya- 
ganes ; y desde que su otra defensa, la basada en el artículo 55 
déla ley número 2873, no es tampoco aceptable, por resultar 
claramente demostrado que Tejo no se encontraba en lugar 
prohibido, sin ó que lo hizo en sitio hábil, destinado parala 

á los interesados los vagones para que 
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efectúen nu operación -s, cono .isi resuiu «i.'n^ BOom . 
pifi.ia<ir..n la demanda y aceptado por ta parto tío observación, 
api lo recomeen loa tosiga* de los demandante* en in« declara- 
ción™ mencionadas r a*l .'spMialraent lo conliesa el gerente 
d- Ja .■omp.iñü. h,íh>t Santiago lírian, alisóle iendn á foj i *) l.i 
6" pregunta del pliego .le foja 88 

5 Que comprobada la exigencia re.il del daño causado, la 
mmr de dúo Campio Tejo v U naturales culpabl.- del he'bo 
qm> la motivó, así como tus condicione» perenales, su* bábttoi 
• , " trabajo, monto apronmativu de lo que regulnrmeni<- ganaba, 
así t omo qy- con su producido atendía a la subsistencia de su 
numerosa familia, corresponde a! juzgado lijar el monto de la 
indemmzaaou reclamada, laque muso de la facultad pu vu- 
fcitay descreció nal que le confieren los artículos 1083 y 1084 
«VI Código Civil, queda fijado equitativamente en la cantidad 
d-' ti are mil pesos moneda nacional. 

Por los fundamentos expuestos, y demás concordantes adu- 
cidos en el escrito de alegato de Toja 136, delinitivamente juz- 
gando, fallo: condenando á la empresa del Ferrocarril del Oes- 
te de Buenos Aírc^ á satisfacer a doña Ta tal ¡na Lujan de Tejo, 
y á sus menores hijos: Manuela, Rosa, Manuel, José, Campio, 
Antonio, Ramón y María Tejo, la cantidad de 12.000 pesos mo- 
neda nacional de curso legal, por vía de indemnización de todo 
perjuicio con ocasión de la muerte de don Campio Tejo, esposo 
de la primera, y padre de los restantes, según partidas Hgregn- 
das á los autos ; cuyo pago lo verificar» dentro del término de 
10 días de consentida esta resolución, y con deelaracíon de que 
las costas son á su cargo. 
Notifiquen con el original, y repónganse los sellos. 

Ujustin l ntinarraiih 



T. L*IXI 



1H 
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talla I» rtuprrm» • orí* 

II u ciiní* Air*-s Octubre, :» J« lsyy. 

Vistos y considerando : Que la muerte de Tejo se ha produ- 
cido á consecuencia de encontráis* ¿I interpuesto entre dos ri- 
gones que chocaron. 

Que osa circunstancia basta para que quede demostrado i|Ue 
Tejo se encontraba sobre la vía del ferrocarril ; hecho que esta 
además acreditado por utras con 8 tan cías de autos, pues que se 
halla comprobado que Tejo empujaba uno de los vagones ex- 
presados con el objeto de aproiiuarlo al lugar donde se encon- 
traba el carro destinado á Iterar la carga de la estación ¡i su 
destino. 

Que con arreglo al artículo cincuenta y cinco de la ley nacio- 
nal de ferrocarriles, es prohibido á toda persona extraña al ser- 
vicio del camino introducirse 6 estacionarse cu él, a no ser em- 
pleado público en desempeño desús funciones. 

Que en virtud de esa disposición, Tejo no pudo introducirse 
y estacionarse en el lugar del accidente, porque ese lugar for- 
maba parte del camino destinado ut movimiento de tren rodante, 
desde que A camino comprende sus diversas vías. 

Que habiendo Tejo violado esa prohibición legal, sin lo que 
el accidente no se hubiera producido, no puede sino imputarse 
al mismo las consecuencias, porque el hecho que no causa daño 
sin > por falta imputable á la víctima no impone responsabili- 
dad alguna (artículo mil ciento once del Código Civil). 

Que la empresa no ha podido estar advertida del peligro que 
corría Tejo colocándose indebidamente entre dos vagonnx. 

Que la circunstancia de encontrarse el vagón que debía ser 
descargado en lugar destinado á la earga y descarga, no im- 
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porta autoriw á la^ personas extraña al camino para vi.dar la 
prohibición de introducir ó estacionarse en él, ni menos ligní- 
tica que, haciéndolo, it< nt-a pt-ruuiidu imponer al ferrocarril las 
medidas «I- precaiinon elemental que han debido adoptar 
ellas. 

Por estos fundamentos, se revoca la sentencia apelada de foja 
ciento cincuenta y una, ahsoh .endose en consecuencia á Ja em- 
presa demandada déla demanda interpuesta á foja cinco. 

Notifiquen original, y repuestos los sellos, devuélvanle, 

BENJAMIN PA2. — ABEL BAZAR. — 
OCTAVIO Bl'NGE . — JIJAR E. 
TORHF.NT. — B. HABTINKZ. 



«alna ctuxc 



Don Juan fjueirolo, por tercería en el juicio ejecutiva del Banco 
de la Nado* contra don Angel Vueirolo; sobre costas 

Sumario, — Son á cargo del ejecutante las costas causabas 
al tercerista sobre desembargo de bienes, cuya propiedad le ha 
reconocido implícitamente. 

Caso, — Deducida tercería de dominio, el ejecutante, eva- 
cuando el traslado conferido de ella, pidió que se levanta» el 




■ 

va 1 1 o;» i>k i a m i"rík* corra 

embargo sobte que versa aquella, del que desiste, y que no 
condenara en costas, dado* Job antecedente que futida hv, ter- 
cería. 

rallo del J»k Federal 

Jtut'iins Aire*. Febrero lítele ItiíiV 

Y vistos : Teniendo en cuenta los hechos manifestados por el 
representante del Banco de la Nación Argentina en su escrito 
de foja... y lo solicitado al final del mismo el Juzgado resuelve : 
haber por desistido al Banco de la Nación Argentina del embar- 
go trabado d su solicitud sobre los bienes muebles reclamados 
pnr el tercerista señor don Juan Queirolo, et que deberá ser le- 
vantado inmediatamente y prévía reposición de sellos se archi- 
ve este eipediente, sin costa. 

Juan del Campillo, 



Aule de le Ampfobíb Cíele 

Buenos Aires, Octubre 5 de 189íí. 

Vistos : considerando que se encuentra implícitamente reto- 
nucido que los biene» embargados son propios del tercerista» 

Que. en consecuencia, éste ba sido obligado á comparecer en 
juicio á efecto de obtener el desembargo de los mismos bienes. 

Que por lo mismo no habría razón derecha para imponerle 
el pago de las cortas en que no por su voluntad sino a conse- 
cuencia del juicio ejecutivo ha incurrido, con arreglo a lo dis- 
puesto en la ley 8, titulo 22, partida 3* y sus concordantes de 
la Recopilación, 
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Pur esto, se revoca el auto de foja 10, en la parle apelada, 
declarándose que las costas causadas >on ú carpo del ejecutan- 
te. Kotí8quesc original, repoyase los sellos j devuélvanse. 

BEKiAMin PH. — ABEL BAZAN. — 
OCTAVIO Bl^Cfc. — JUAN É 
TOBBKNT. — B. MAKTU1EZ. 



I \AV*A « < t \4 I 

* 

Do tía Mar i una Sahasuuet contra el Hunco Hipotecario 
Xacional] sobre escrituración 

Su mar io. — Debe reohawrae la demanda que se funda en 
un documento del cual la demandante, no lia probado que fuese 
titular. 

Caso. — Lo explica el 

r*ll»M Jn«a *>4*ral 

♦ 

Buenos Aires, Agosto lfi üe 1897. 

X visten para sentencia estos autos, seguidos por doña Ma- 
riana Sahiisquet contra el Banco Hipotecario Nacional, de cujo 
estudio resulta ¡ 

Que don Emilio Real, invocando su carácter de mandatario 
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di« doña Mañana Sa Ij.i^quet, ron f»" bnjüi d** Diciembre de 1894 
se presento j ud ii'ia'm" rite instaurando demanda ordinaria eon- 
1 ra el Ban< o Hipotecario Nacional «obra escrituración de una 
Iiikm du propiedad «ir d<>n QuinLn i ampu, itituada i-n la provin- 
cía de Mendoza, departamento Las H<Tas del distrito del 
Algarrobal, gravada á dicho establecimiento bajo el número 
hipotecario 39, ;H)3, cuto i ■ i ■ i . adquirió «u mandante pof com- 
pra *n remate público hecho por el martillen- A. M. Caldeira, 
siendo su arca la de cincuenta hectáreas de superficie, y *u 
precio la cantidad de 4O.100 pesos moneda nacional. 

Que no obstante haber recaer ido del Banco la escrito ración res- 
pectiva y entrega del fundo de 1 1 referencia, rundíante promesa 
de efectuar el pago de la cantidad porque ae real i sui la venta, han 
sido inútiles sus esfuerzos en tul sentido, motivo por el qui* de- 
manda al Banco á fin de qu. en la oportunidad se le ubligue 
"scriturar i favor de su instltajente la propiedad mencionada, 
i!on costas y reservas de acciones por los perjuicios que pudiera 
recibir ¡i causa de que por mi colpa ba dejado de recoger la cose- 
cha que tenia que hacerse de Febrero á Marzo de 1895. 

Corrido traslado de la demanda, fué ¡í f oja 12 evacuada por 
el Banco Hipotecario Nacional, quien expuso, que es bien sa- 
bido que todo el que compra lincas rematadas por órden del Es- 
tablecimiento debe saber que las ventas que efectúa son mi 
referendum, sujeta b ú la aprobación del directorio del Banco ; 
que el remate á que se refiere la demanda, en uso de esa facul- 
tad, fué desaprobado; debiendo observar á la vuz, que la actora 
no presenta el documento ó boleto de compra, sinó el recibo 
de foja 1 que sirw de fundamento á su acción y cuyo documen- 
to esta extendido á nombre de don 11. Sabasquct, persona dis- 
tinta de La actora, por cuyo motivo y oono ruion general de 
oposición, deduce excepción para ser resuelta juntamente con 
lo principal ; pues que según su propio título, carece la de- 
mandante de acción. 
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Recibida la < ansa i prueba por auto de foja 10 para la justi - 
licacion de li»-4 hf ho* al-gados y no consentidos, produjo U 
que indica el certificado á foja 34. habiendo agregado los ale.- 
gatogdelas part*'*, y ll.im.i U»' uitoi fi.ir¿i -Mitenru. 

V considerando : 1* Que principio de d-ri-jlio universal y 
juri-ipni'i.'iL'-M .nt-Mn'.- !■ . i S r • tu i 1 ;t-. \u- i, .i.-tnr in- 
cumbe el nnus protmmit en el juicio, y que no justificando loe 
extremo* ti que r-qu^a hii d- mau la, et d- mandad' dehe de «Ha 
ser ab suelto, leíor non prnbandt rm« alunita tur (¡hv 1\ til. 
14. p»rt 3*). 

2' i¿u- la demanda instaurada p.,r doña Mariana Saliasquet se 
funda en haber adquirido del lian cu Hipotecario Nacional el 
bien á que se refiere el primar resultando, y desde luego, eraá 
su cargo Ja comprobación de tal hecho. ¿ Cumplió lu actunt con 
ese deber legal ? Las constancias deuutus demuestran eviden- 
temente que no. 

En cfectn, el docuineni»-n<cib<> de foja 1. y que es en 
el que se apoya la acción deducida, por el instrumento pre- 
sentado como recaudo del juicio y del que arranca e] preten- 
dido derecho de la señora Sahasquet, lejo- de acreditar la 
asevera* ion hecha sobre la adquisición en remate público de la 
propiedad individualizada, la destruye por su hase, pu«s, que 
si bien rse documento demuestra que el Banco vendió la refe- 
rida finca, y qu<* el martiliero recibió una seña en dinero como 
garantía del cumplimiento del contrato, no es menos cierto, 
que de so propio texto resulta suficientemente comprobado, 
que el adquirente de ese bien lo foé el señor M. Sahasquet, en- 
tidad bien diferente por cierto de la persona de la actora. Es 
una señora U que instaura la acción, y la forma que aparece en 
aquel recibo es la de un hombro, circunstancia especial que es- 
tablece una verdadera disparidad entre ellas, alejando toda 
idea de confusión entre las mismas, hasta por su propio nom- 
bre. 
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No cootenirudo ú estableciendo, deide luego el recibo de foja I 
re la cion alguna tle derecho entra I* demandante y el Hinco 
demandado, carece ella de todo motivo y ratón legal para eli- 
gir la escrituración Ai una propiedad «jue no aparro Je. auto 
ju>titieado haber adquirido; mayormente, que habí' udo M <i<> 
observada la personería de la 11 lora al contestarse la deman- 
da, delim rrn ln - j u^Uhr-ativo« uec esa- 10* p,i< A miUauar < >« 
error, mi el que eiintía. habiéndole coi cretadu su prueba á de- 
mostrar, la ausencia de facultades del Banco para poder dejar 
»in efecto por -í lai fantaj que efectúa, r que en lo.s avisos «le 
remate do >v ha oimguado coalición alguna al respecto, he- 
cho* estos que QO favorecen kum pretensiones cu el sentido dfl 
aeredit f la compra que invoca. 

3 o Que resultando de lo que precedí que ia señora Sabasqui 1 
no tiene títulos par,* demandar a] Üauco Hipotecario Nacio- 
nal, ó por lu menos que no aparece comprobado cu forma legal, 
el juzgado se considera eieusadu j eximido de penetrar al fondo 
de la cuestión á fin de resolver no sólo acerca del valor legal 
del documento de foja i para servir de base A una demanda de 
la naturaleza de la que nos ocupa, sitió Bobre la facultad que el 
Banco alega tener para dejar sin efecto las ventas que realiza, 
j que en el caso sub-jiutice han sidu eipresaiuente desconocida*. 

Por eatoü fundamentos y demás concordantes pertinentes 
alegados en e! escrito de foja 39, definitivamente j «gando, 
fallo, Absolviendo el Banco Hipotecario Nacional de la demanda 
promovida por doña Mariana Sabasquet sobre escrituración, 
con costas. Notifíquese con el original y repóngase los sellos. 



Affitstnt Vrdinarrain. 
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»klt» de 1* lu, , 

Bu«'iio» Aire*, líelubre 7 .|> lMfti 

\ lito» y con*id>Tiin.i'i . í¿iim mi oii-itantt' haberne r<*r i biii < ti 
pnit-ba •■sin rauta ■ n U pul un un npurtuna, la pifie actor* no 
la ha producido en "I ^enlido de acreditar que e» ella la pertoftt 
i q im- s-- refu-f e» •■] dtn iim- nt<- !«■ I 'j.i primea. 

um\ entre tañí .. > *,i prueba -Ta ri«ceNana, negada comoe*tá 

l l pr-r^lMÜ l.r! I»> l.i deiiiiin Ui.t-. 'i n-nn-pl ■ i - 1 t Id f i T 1 1 - 

lar del dorecho de que habla el citado documento le foja pri- 
mera en el que *t> atribuye e-e derecho á persona cíe otro aeio 
aunque cinnden en la inicial -leí nombre y en el apellido. 

Por en» v fundamentos de la .enuncia afilada de f ja 02 i» 
confirma ésta con ooitas. NotifíquMrte ori-inal y repóngase loa 
■ellos, IL-Tuelvanne. 

BENJAlllH PAZ. ABF.l HMSX. 
— OI IAVIO BIISGE. — JIJAN 
K.T1IHRENT. — It HAItTtNtZ. 



< AIIHI 44t \4 II 

/recurso de hateas eorpusñ ¡arar de don iienjamin A. Mvarez 
** - 

Sumario. — 1* til ciudadano convocado al servicio militar 
con arreglo á las leyes rigentes sobre formación y organiza- 
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cion del ejército permanente , do puede alegar que su libertad 
ha sido restringida sin derecho, y deducir recurso de babeas 
corpus. 

El artículo 2 o , inciso 2% de la ley 3318 no es contrario á la 
titucion, porque el Congreso tiene facultad para fijar la 
fuerza di- línea en tiempo de paz y de guerra. 



Caso,— Resulta riel 



F»ll* riel Juit F«4cr*l 

Auto» y vistos: Don José Luis Almirez, se presenta interpo- 
niendo el recurso de habeos corpus en favor de su hermano don 
Benjamín A, Almez, de quien aiirma t ha sido violenta y arbi- 
trariamente puesto al servicio del ejército permanente de la 
nación, en virtud de un decreto del Poder Ejecutivo que dispone 
el sorteo de los guardias nacionales de la clase de 20 años, para 
llenar las bajas que .se produzcan en los cuerpos de línea qoe 
forman el ejército permanente de Nación. 

Sostiene, el recurrente, que no lia estado en la estera de 
atribuciones del Poder Ejecutivo dictar semejante decreto, 
desde que la ley no les ha impuesto á Jos de la clase de 20 años 
esa forma de servicio. El ministerio de la guerra, informando 
al respecto, dice que se ha dictado el decreto de la referencia, 
en virtud de las modificaciones hechas por ley 3686, á la ley 
3318, en relación á la clase de 20 años, conceptuando esa for- 
ma de servicio, como la más « eucaz, económica y conforme ti 
las necesidades del servicio > (nota de foja 9). 

Oido el procurador fiscal, opina qne no procede el recurso 
interpuesto, por cuanto el Poder Ejecutivo no ha hecho sinó 
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dar cumplí miento á 

El defensor de Incapaces, interviniendo por tratarse de un 
menor de edad, piensa que corresponde decretar la libertad del 
c-mscripto Alvares por no haber podido el Poder Ejecutivo dic- 
tar el decreto de 1u referencia, por no estar autorizado ¡í ello 
por ley alguna. 

Considerando : Qne para pronunciarse sobre la procedencia 
de] recurso interpuesto, es ante todo, necesario estudiar las 
disposiciones legales pertinentes, para, á su vez, juzgar de la 
valide» del decreto del Poder Ejecutivo quo ordenó el sorteo 
de los de la clase de 20 años para la remont.i del ejército. 

Como el Poder Ejecutivo basa su decrecto de 15 de Julio, 
acompañado en copia ¡i las leyes 3318 y 3686, veremos lo que 
ella dispone sobre este punto. 

El artículo 1* de la ley 3318 de 23 de Noviembre de 1895, 
establece que : El ejército de la Uepblica, se compondrá : l°í¿e 
un ejército permanente ; 2" de ta fjuardia nacional. 

El articulo 3" de la misma ley estatuye lo que sigue : El ejér- 
cito permanente será formado : I o por voluntarios, pnf eoutra- 
tidosy por los destinados; y en caso de insuficiencia, por 

2* por los argentinos que en el año anterior al de su llamamiento 
luyan cumplido los 90 años de edad ». 

La ley 542 de 2! de Setiembre de 1899, llamada de Recluta- 
miento del ejército, y á la que se refiere el inciso i», artículo 
2" de la ley 8318, dispone en sus artículos 19 y siguientes, la 
forma en que se lia de cumplir lo establecido en el último pá- 
rrafo del citado inciso I o del artículo 2° de ley 3318. 

El artículo 13 de la ley 3318 dispone : « Que loa argentinos 
aque se refiere el inciso 2» del artículo 2?, se organizarán e n 
cuerpos que formarán regimientos con los de veteranos ». 

Ese mismo artículo modificado por la ley 3686, dispone: t Los 
argentinos á que te refiere el inciso 2 o del artículo 2% serán 
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convocados a iiu viniente ú servicio militar, en campamentos, 
en cuarteles ó buques de la armada durante el término de 
60 días, pudiL-ndo e! Poder Ejecutivo prorrogarlo por el tér- 
mino de un año, ai asi lo reclamaran necesidades del servi- 
cio. Vencido ese plazo, serán licenciados, quedando obligados 
en el primer cubo á presentarse puntualmente al llamado del 
Poder Ejecutivo al sitio que se indique, como cuartel de su 
regimiento. 

La falta de presentación, sin causa justificaba, será penada 
con dos años de servicios continuados en el ejército de 1im>a ». 

El decreto del Poder Ejecutivo de 15 de Julio del corriente 
año, cujü cumplimiento ha dado oí 'yen ai precedente recurso, 
dice : t Debiendo en 15 de Agosto próiimo entrar al servicio 
en las fitas del ejército permanente, el segundo contingente de 
los concriptus » acides en 1878, de acuerdo con la ley de la 
materia, el Presidente de la República di «uta : ... se expresan 
loa detalles en que se burá el servicio á que se refiere la paite 
procedente del decreto. 

Es entendida que, cuando el Poder Ejecutivo en el decreto 
precedente hace referencia n la ley de 1* materia, bace alusión 
á las leves 3318 y 3686, como se desprende de lo expuesto por 
el Ministerio de la guerra en su nota jo foja 9, 

Ahora bien, conocidas esas disposiciones legales que rigen el 
caso, corresponde interrogarse si el Poder Ejecutivo ha podido, 
por medio del d creto de ib de Julio, modificar los disposicio- 
nes del inciso 1-, artículo 2* de la ley 3318 de los artículos 19 
y siguientes de la ley número 542. 

Desde luego, es elemental en materia constitucional y admi- 
nistrativa, qut- así como una ley sólo puede derogarse por otra 
ley, animismo un decreto sólo puede derogarse por otro decre- 
to; y en ningún caso una ley, puede ser modificada ó derogada, 
por un deorcto; por cuanto, reposando nuestro régimen consti- 
tucional en el principio fundamental de la división e* indepen- 
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d< ■urja de los poderes públicos que crean, sólo el poder legisla- 
tivo puede modificar ó derogar sus sanciones, como el PodeT 
Ejecutivo, ú su vez, puede hacerlo con sus ! ¡aposiciones 6 
decretos, sin que en ningun caso, el Poder Ejecutivo pueda por 
sí y ante sí, modificar las leyes. 

El arfulo I o de la ley 3318 ha eslaldreido en términos claros 

distinción necesaria que emana «!<■ La misma Constitución fede- 
r.il, que en loa in'isos23 y 2i de) artículo 67 déla misma, 
habla con debida separación y distancia de estas doa institu- 
ciones : el ejército permanente y las milicias. 

Y á renglón seguido, esa mi- roa ley estatuye *-n su articu- 
lo 2 6 el modo cómo se formará el ejército permanente, dispo- 
niendo fjue lo sea por voluntarios, p«r contratados y por desti- 
nados, y en caso de que éstos no bastaran, por continúenles, 
de auiformidad 'i la ley respectiva de /s"íí. 

Y esta ley, en su artículo 19 dispone que « los contingentes 
serán suministrados por la-i provincias, con el número de re- 
clutas que el Poder Ejecutivo designe para cada una, propor- 
cional mente al curso, y con arreglo á las plazas que faltaren 
para llenar la totalidad del ejército de línea, cuyo número será 
lijado anualmente por la ley del Congreso t, 

Y bien, ante prescripciones ¡egalea tan expre-as, ain que 
eiista disposición legal alguna que las haya derogado, emana- 
da del poder competente para hacerlo, ¿es dable sostener que el 
Pod.-r Ejecutivo haya podido por sí y ante si, derogarlas por un 
decreto? 

En manera alguna. Esas disposiciones de los artículos 2* 
inciso \\ de la ley 3318, y i9 de la ley 5*2, están en Cencía, 
* y en ningún caso, ha podido ser facultativo en el Poder Ejecu- 
tivo denegarlos porque aceptar ésto, sería nada menea que 
comprometer ta garantía más positiva de laa libertades públi- 
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cas, que reposan precisamente, en l t coexistencia, independen- 
cia y correlación ar mónica de los tres poderes públicos, creados 
por nuestra ley fundamental : Poder Legislativo, Poder Ejecu- 
tivo y Poder Judicial, teniendo cada uno de ellos, órbita de 
acción propia y siendo por su naturaleza, índole y tendencia 
de nuestras instituciones políticas, poderes limitados y res- 
ponsables. 

Pero, aunque en la nota del ministerio de Ja guerra, no Be 
diee, parece insinuarse en ella, de una manera implícita al 
menos, que esas disposiciones legales que dejamos transcritas 
y que reglamentan ia forma en que han de llenarse h% bajas 
del ejército permanente, b;m sido denegada* por la ley 3686; 
por lo cual parece haberse creído facultado el Poder Ejecutivo 
para dictar el decreto que ordena el sorteo de los argentinos 
de 20 años. 

Véamos si es así en verdad. 

£1 artículo 13, modificado, dispone que los argentinos á que 
se refiere el inciso %> del articulo 2» serán convocados anual- 
mente á servicio militar en campamentos, cuarteles 6 buques 
de la armada,,. 

Este artículo fué modificado, como se ve, pues en In ley 
3318, sólo se decía : « Los argentinos á que se refiere el in. '«o 
2» del artículo 2° se organizaran en cuerpos que formarán regi- 
mientos con los de veteranos.» 

¿Cuáles fueron los propósitos que se tuvieron en vista, al 
sancionarse esas 1* yes 1a 3318 y 3686? 

Según se desprende de i:i eitensa discusión ü que dio lugar 
la primera de esas leyes, lo que por ellas se trataba de realisar 
era U instrucción fie las milicias; y para ello se dispuso que 
los de la clase de 20 años, se organizaran cu cuerpos que for- 
marán regimientos con los de veteranos, á fin de que éstos sir- 
vieran digámoslo así, de excítela práctica y de aplicación para 
los^>r traer os. 
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Y que tul pudo y tieltió ser la mente del legislador, no puede 
caber duda, estudiando la naturaleza do las milicia», ó la ley 
de las disposiciones de nuestra constitución federal. 

Ya hicimos notar untes, cómo en el cuerpo de esa ley supre- 
ma, se habla siempre separadamente del ejercito permanente 
y de tas milicias. 

En efecto, en los incisos 23 y 24 del articulo 67 de la consti- 
tución, enumerando las atribuciones del Congreso, encontraría- 
mos las siguientes disposiciones : 23. * Fijar la fuerza de línea 
de tierra y de inur, en tiempo de paz y guerra y formar regla- 
mentos y ordenanzas para el gobierno de dichos ejércitos.» 

Y en el inciso 24, dice: «Autorizar la reunión de las mili- 
cias de todas las provincias ó parte de ellas, cuando 1 j exija la 
ejecución de las leyes de la nación y sea necesario contener las 
insurrecciones ú repeler las invasiones. Disponer la organiza- 
ción, armamento y disciplina de dichas milicias y la adminis- 
tración y gobierno de la parte de ellas, que estuviese empleada 
en servicio de la nación, dejando & las provincias, el nombra- 
miento de sus correspondientes jefes y oficiales y el cuidado 
de establecer en su respectiva milicia, la disciplina prescrita 
por el Congreso. » 

Se ve, pues, al propio tiempo que se dispone que el Congreso 
legisle sobre la organización, armamento y disciplina de las 
milicias, se limita á tres los casos en que el mismo Congreso, 
puede autorizar la reunión de esas mismas milicias: 

4° Cuando lo exija la ejecución de las leyes de la nucion; 

2° Para contener insurrecciones; 

3° Para repeler invasiones. 

Ahora bien y atentas esas disposiciones, ¿es dable sostener 
que la ley 3686, ha autorizado al Poder Ejecutivo para impo- 
ner el servieio militar, á parte de las milicias, cuando no ocu- 
rre ninguno de los tres casos especificados por el articulo 67 t 
inciso 24 citado? 
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Y decimos esto, porque, en efecto, hacer que por sorteo los 
de la ciase de 20 años, llenen las bajas del ejército permanen- 
te, importa no sólo modificar, por decreto la* leyes 3318, inci- 
so \\ artículo * y 542, artículo id, sino también, imponer A 
una part? de las milicias ; un servicio á que no está sujeta, con 
arreglo á las prescripciones constitucionales citólas. 

¿Ose dirá acaso, que el Poder Ejecutivo entiende hallarse 
el país en ano de caos tres casos previstos por ta constitución 
para autorizar la reunión de las milicias? 

No se desprendí! tal - osa del informe del ministerio de la 
guerra, en su nota de foja 9, pues sólo dice que el Poder Eje- 
cutivo, usando de las facultades que le dan las leus 3318 y 
3686. ordenú que los de la cíase do 20 años, reciban la instruc- 
ción militaran la forma dispuesta por ser ella la más eficaz y 
económica. 

No se aduce, p^es, la producción de hecho alguno que coloque 
al país en uno de los tres casos previstos por el im-iso 29, ar- 
ifenlo 07. 

E* notorio, en t-fecto, que no hay ley alguna, cuya ejecución 
sea resistida, ni existe insurrecc.uu alguna, ni invasión nin- 
guna. 

Las leyes de la reíereucisi, sólo lian podido ordenar lainstru- 
cton de las milicias, pero no que presten servicios en épncus 
normales y fuera .e los casos específicamente determinados, y 
si tal fué su mente, aparecería claramente, que ellas serían 
repugnantes á la constitución nacional. 

Mas, fuera de este orden de consideraciones, existen antece- 
dentes que son del dominio público, que puede decirse, en 
verdad, nos da la chive de la sanción de esas leyes. 

Es notorio en efecto, que cuando se dicto ta de 23 de Mayo 
de 1898, ley número 3686, que es la que el Poder Ejecutivo 
entiende le ha autorizado, á dictar el decreto que ae discute, el 
horizonte internacional estaba obscurecido por densas nubes. 
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precursoras de una tempestad, que ú producirse, hubiera pues- 
to en peligro la integridad de la nación, y fué precisamente, 
bajo la presión de esas circunstancias, que se dictó la referida 
ley. colocándose el Congreso dentro de la proscripción consti- 
tucional citada til supra. 

Así se desprende de tas palabras de) diputado Lobos, en la 
sesión de Ja Honorable Cámara del 23 do Majo, en la que dijo 
quo solo en atención Á las circunstancias especiales porque pa- 
saba el país, en esos momentos, adhiere ¡i la sanción de esa 
ley, omitiendo formular objeciones sénus do que era susceptible 
el proyecto en discusión que es boy la ley 3686. 

Y no es aventurado agregar, qu« fueron consideraciones de 
esa índole las que pesaron en el Animo, sitió de la totalidad de 
los miembros del parlamento, al menos de un gran número de 
ellos, al prestar su sanción á dicho proyeelo , 

Y" bien, pues, siendo esto así, ha debido v debe conceptuarse 
ú la citada ley 3686, com» de caríct-T transitorio y extraordi- 
nario, y habiendo desaparecido las causas especiales que le 
dieron origen, deben desaparecer sus efectos. 

I que el Poder Ejecutivo entiende que, en verdad, han desa- 
parecido las Ciuisas que engendraron asa ley, se percibe sin 
ningún género de duda, teniendo en cuenta que ba pedido al 
Honorable Congreso, la reducción del ejército permanente, á 
siete mil hombres, de diez mil y tantos que lo formaban. 

Lo que revela de la manera m is elocuente, que reina hoy una 
situación de pal, completamente normal, y que no existen por 
tanto, razonea que hagan presumir la producción de ninguno de 
los tres casos iinicoa en que el Honorable Congreso, puede auto- 
rizar la reunión de todo 6 parte de las milicias de las provincias. 

Además, de la nota informe del señor Mínistrode la Guerra, 
se deduce también que han influido en el ánimo del Poder Eje- 
cutivo al dictar el decreto de la rofer encía, raxones de órden 
económico. 

v. tmr 1Q 
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Pero, se comprende que, fundamentos de esta naturaleza, no 
pueden privar nunca cuando se trata de saltar iueÓlumes toa 
subios preceptúa de uuestru carta fundamental, en cuyo cuin- 
plimientb riel y boarado, cifra el pueblo argentino, la realiza- 
ción de sus grandes destinos y la conquista de todos los bene- 
ficios de la civilización. 

Como nuestros constituyentes se inspiraron en las institu- 
ciones de los Estados Unidos de Norte América, es aiempre con- 
veniente estudiar so constitución y la jurisprudencia sentada 
por nos tribunales, pura ver si encontramos en ellas, algo que 
pueda haoer variar nuestra manera de apreciar el caso $ub-ju- 
dice. 

Desde luego, Ja materia de la milicia, en ese país, está regida 
por tres cláusulas constitucionales ; la enmienda 2* 7 los 
incisos 15 y 16 de la sección 8» del artículo 1°. 

La enmienda 2 a : que siendo necesaria la milicia para la con- 
servación de un estado libre, el ciudadano de los Estados Uni- 
dos, no podrá si-r privado del derecho de tener y llevar armas. 

til inciso 15 de ta sección 8\ articulo 1*, confiere al Congreso 
derecho par» disponer el llamamiento de tas milicias, sirmj.ro 
que sea ello necesario, a iin de hacer cuinpJír las iet/es, contener 
insurrecciones y repeler invasiones. 

El inciso 16, le faculta para disponer una disciplina unifor- 
me sobre todas las milicias, proveer el gobierno de ta parte de 
ellas quebítyan sido llamadas al servicio nacional, dejando álos 
Estados el nombramiento de jefes y oficiales y el cuidado de 
instruirle 6 ejercitar sus milicias en la disciplina establecida 
por el Congreso. 

En nuestro pafs, como lo hemos visto ya, ta muteria e-í» re- 
gida, tanto por el inciso 24, artículo 67 de ta coitsUtucion na- 
cional, cuanto por los artículos 31 y 108 de la misma. 

En virtud del artículo 21: « Todo ciudadano está obligado á 
armarse en defensa de la patria y de esta constitución, conforme 
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á las leyes que al efecto dicte el Congreso y á loa decretos del 
Poder Kjecntivo nacional. Los ciudadanos por naturalización, 
son Jibres de prestar 6 no éste serbio, por el término de 1<¡ 
años contados desde el dia eu que obtengan su carta de ciuda- 
danía. 

Puf fin, el artículo 108 prohibe á las provincias armar ejéreí- 
ííii y levantar fuerzas de cualquier género, salvo el ^ de in- 
vasión oí tenor 6 de un peligro tan inminente que no admita di- 
lación, dando cuenta luego al gobieruo federal. 

Además el artículo 109, prohibe á las provincia», hacerse la 
guerra, debiendo su queja» ser dirimidas por la Suprema Corto 
federal, y estimarse sus hostilidades, de hecho, como actos de 
guerra civil, calificados de sedición y asonada, que el gobierno 
federal, debe sofocar y reprimir conforme & la ley. 

Como se ve, por las disposiciones pertinentes de una y otra 
constitución, en materia de milicias existe perfecta identidad 
en cuanto i los rasos en que el Congreso puede autorisar ta 
reunión de las milicias de Jos estados, que son los mismos tres 
que enumera el inciso 24, artículo 67, de nuestra constitución 
los que determina el inciso 15 de la sección 8% artíuelo i\ 

Por otra parte, así lo ha establecido también la jurispruden- 
cia de los tribunales americanos, como puede verse en las de- 
cisiones constitucionales de don Nicolás A. Calvo, que cita va- 
rios casos, entre ellos los que siguen. .El poder de llamar las 
milicias al servicio activo, está limitado eu términos exprés.*. 
Alcanza sólo ií (res casos. El llamamiento puede hacerse para 
ejecutar las leyes de la Union, suprimir insurrecciones y repe- 
ler U invasión », no para otros casos. La milicia no puede ser 
citada para la invasión de un país fuera de los límites de los 
Estados Unidos, no puede ser empleada por consiguiente, para 
ejecutar tratados díTalianza ofensiva ni en ningún cato en que 
el poder militar se necesite en el extranjero para sostener de- 
rechos necesariamente buscados en tierras extranjeras. (Caso 
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de Kneedler veraus Un-, 45, P. «38; 3. C. 3, Cfid. francés, 
465. 523. (Calvo, pagina 190, tomo 1). 

Otro caso. € El Congreso puede legalmente proveer para casos 
de peligro inminente de invasión, lo mismo que para el caso en 
que la invasión ha tenido va lugar, porque el poder pura re- 
peler las invasiones, incluye el poder de proveer contra la ten- 
tativa y peligro de invasión, como los medios necesarios y con- 
venientes para lograr ese obji-lo. Uno de los mejores medios de 
Tepi'ler la invasión, es proveer la fuerza requerida para la ac- 
ción, antes que el invasor mismo baya pisado el terreno». 
Martin versus Slolt, 12, Mleat 19. 

Como estos dos casos de jurisprudencia, podríamos citar 
otros, que siempre conformarían la identidad de nuestras dispo- 
siciones constitucionales, con las norteamericanas, en cuanto 
a los limites de la facultad del Congreso para autorizar la reu- 
nión de las milicias ; siendo de observarse que dentro de la úl- 
tima decisión citada, que cabe la actitud que asumió él gobierno 
argentino at dictar la lev 3686. 

No es dudoso, pues, ante este estudio comparado de nuestra 
caita fundamental con laque !e sirvió de modelo, que el criterio, 
con que juzgamos ei caco sub-judica es det todo armónico, con la 
índole, naturaleza y tendencia-; de un estras instituciones, en lo 
que á U milicia respecta. 

Y si alguna duda quedase aún, acerca de que el Poder Ejecu- 
tivo no pudo dictar el decreto de la referencia de 15 de Julio 
último, ordenando el sorteo d e los de la clase de veinte años para 
ln remonta del ejército, reformando así leyes vigentes al res- 
pecto, ella se despejará fijando la atención en lo que dispone el 
inciso 23 del artículo 67 de la constitución nacional ya citado, 
y lo qne expone el señor Ministro de la Guerra en su memoria 
presentada en el corriente año al Honorable Congreso. 

Ku efecto, el inciso referido dice, hablando de las atribucio- 
nes del Congrio : Fijar la fuerza de línea de tierra j de mar 
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en tiempo de paz y ;i ucna y.., ; Con lo que ha querido precisa- 
mente, la constitución, que el criterio üel Honorable Congreso, 
se ajuste á la* necesidades de las condicione! especíales en que 
fcl país se halle, cuando ge sancionen muía) mente tos presupiits- 
Uh respectivos, disminuyendo ó ¡itiiaenlundo según sean aquel las, 
X bien, pues, rom> lo hicimos notar antea, el Poder Ejecutivo 
ha propuesto ya Ja disminución del ejercito de linea, porque, 
dada la situación del país, éste no exige siuó un número relati- 
vaiír n*" limitado de moldados* 

¿Yes posible, que verificándose ésta disminución del ejército 
regular, porque no eiiste « ansa alguna que exija mayor nú- 
mero, es posible deiimos, qut puede, sostenerse ratona bl emen- 
te que pueda echarse mano de una parte de las milicia* para 
llevarse bajas de ejército, cuando hay de por medio, cláusulas 
con-titiicionales, que determinan tác i lamente, los casos en que 
eso puede hacerse, y cuando por confesión del mismo Poder 
Ejecutivo do existu ninguno de esos casos? 

Paréceiios de muy fácil percepción, el que si en algún caso, 
no US licito herbar mano de las milicias para remontar el ejér- 
cito, es es éste, en que el mismo comandante en gefe de las 
fuenasde mar t tierra de la nación, reconoce la conveniencia 
de disminuir el ejército permanente de la nación. 

Por otra parte, la jurisprudencia sentada por la Corte Su- 
prema Federal, ha restablecido, que: « El gobierno federal, no 
tiene potestad y jurisdicción permanente sobre la Guardia Na- 
cional de las provincias (tomo 9, pág. 474). 

Kn el tomo 6, página 179, establece que : * la'Adminístracion 
y gobierno de la Guardia Nacional, corresponde al Congreso 
cuando está empleada en el servicio de la Nación á las órdenes del 
Presidente de la Rt-pública. Xo siendo así, yantes de ser mo- 
Tilítiida, los gobiernos de provincia, son competentes para ad- 
mirarla y gobernarla ». 
T en el tomo 21, página i 34, declaré que: «Los gobiernos 
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de provincia, tienen la facultad de convocarla Guardia Nacional 
á ejercicio» disciplinarios v peaar la inasistencia de los ciuda- 
danos a ellos.» 

Estas declaraciones de nuestro más alto Tribunal, consagran 
el reconocimiento de una entidad propia y distinta de la milicia 
cívica, inconfundible con la del ejército permanente de la Na- 
ción, milicia que puede sólo ser reunida ó movilizada ea los 
casos ya enumerados por el inciso 24, artículo 67, de la Consti- 
tución Nacional. 

P*M se dirá qui> no hay pertinencia en estas citas, por 
cuanto ellas se refieren i los eu*os de movilización, y en éste no 
se traí a de ello. 

Fácil es contestar qu* jio se trata súl" de dar instrucción á 
la milicia cívica, sinó de hacerla servir á la Nació», incorporán- 
dola á la instituían del ejército regular dría misma, desani- 
dad propia. 

El Poder Kjecutívo lia creído, sin duda que ponía en ejecu- 
ción la atribución que le confiere el inciso 2 o del artículo 86 de 
la Guardia Nacional, facultad que tiene para c expedir las 
instrucciones y reglamentos necesarios para la ejecución ile 
las leyes de la Nación, cuidando de uo alterar so espíritu, con 
excepciones reglamentarias.» 

T bien, si la reglamentación de la ley 3886, fuera sólo para 
dar instrucción á la milicia cívica, no ha podido incorporarla al 
ejército regular. 

Ksa milicia, ba podido y debido recibir la instrucción en la 
forma en que antes lo hiciera^ formando cuerpos separados de 
los de veteranos, aunque Constituyendo regimientos con ellos, 
para que le sir*an de escuela práctica, como ya se ha dicho, 
pero no haciendo de los milicianos, verdaderos soldados, al ser- 
vicio del gobierno nacional en ios cuerpos de línea. 

Considerando, por último, qus es deber de loa jueces, según 
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lo proscribe el artículo 3 de la ley de justicia nacional de 16 de 
Octubre <le 1882, aplicar ante todo y sobre todo, la Constitu- 
ción, a los casos que les sean sometidos, prescindiendo de toda 
otra disposición de los poderes públicos que á aquella se 
oponga. 

Por tanto, de acuerdo con la» consideraciones que qutdan 
hechas, los concordantes de la vista del defensor de Incapaces 
v no obstante lo pedido en contrario por el mí ñor procurador 
fiscal, fallo ordenando sea puesto en libertad el ciudadano don 
Benjamín A. AlTarei, para cuyo fin >e libraré el respectivo 
oficio al Ministerio de la Guerra. 

Así lo resuelvo en Buenos Aires, Capital de la República Ar- 
gentina, fifi de Setiembre de 1899. 

/*. Oiaecftea y Alearía, 



VISTA DEL SEÑOR PROCURADOR GF.NEH Al. 



Corte : 



de 1899. 



El decreto de) Poder Ejecutivo de 15 de Julio del corriente 
ano, dispuso que debiendo entrar al servicio de las filas del 
ejército permanente el V continente de los conscriptos nacidos 
en 1878, *e proceda al llamamiento del expresado contingen- 
te... y que los contingentes de conscriptos se adscribirán á las 
ciudad i qne se encuentren en las respectivas provincias, 6 á tas 
más cercanas. 

Contra esta disposición gubernativa se ba interpuesto por el 
recurso de habeas corpus la acción de nulidad,, á nombre del 
guardia nacional don Benjamín A. Alvares, recurso qne ha sido 
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resucito favorablemente en la sentencia recurrida por el procu- 
rador fiscal, corriente A foja 20. 

¿ Ka procedente el recurso de habeas corp«í en el caso moti- 
vado por cumplimiento de parte del Poder Ejecutivo, de pres- 
cripciones de. una ley especial del Congreso? 

£1 texto de la ley cumplida y la investidura constitucional 
del poder administrador para ordenaran cumplimiento, respon- 
de negativamente á los propósitos de amparo de la libertad del 
requi rente. 

VA Código du Procrd i intentos establee el modo de, proceder, 
según su título 4 a en los casos de detención, arresto ó prisión 
ilegal, y es por ullo que su artículo 617 requiere expresamente 
para la procedencia del recurso de amparo de la libertad, que 
la restricción se haya producido sin derecho. Esa condición sin 
ka cual la acción al amparo judicial desaparece, no se ha de- 
mostrado i on la evidencia de una prueba plena, un el CB30 su6- 

judiee, 

Abramos el código fundamental Ja Constitución, que es la 
le| de las leyes. En su capítulo3°, an leu lo 86 declara : 

* Que el Presidente de la nación es su jefe supremo, y expide 
lili instrucciones y reglamentos quebean necesarios para la eje - 
coció o de Las leyes de ta naciou * (incisos I o y 3"), 

c Quu es comandante en jefe de todas las fuerzas de mar y 
tierra, dispone de las fuerzas militares marítimas y terrestres, 
y uorre con su organización y distribución, según las necesi- 
dades de la Nación • (incisos 15 y 17). 

En presenciado tales declaraciones, la presunción de oso de 
facultades legales inherentes al comando de todas las fuerzas, 
á la expedición de reglamentos para su organización y distri- 
bución, está eu favor del jefe Supremo, del comandante en jefe 
de todas las fuerzas, como genéricamente le ha llamado la Cons- 
titución con eL bien concebido propósito de evitar distinciones 
perjudiciales a la unidad del Comando. 
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£11 presencia de tutu» declarado ñus constitucionales, la ley 
número 3318 prescribe en su artículo 2», « que d ejército per- 
manente será ("■■rm.i i • : I o por voluntan»*, nouíratados, etc., y 
un caso de insuti .ciencia, /jor contingentes de conformidad 11 la 
ley de 1873. 

2 o Por loa argentinos que en el año anterior al de su llama- 
iim-nto hayan cumplido los 20 años de edad. Todafífl el artí- 
culo 13 a^r»iga a mu respecto : i Los argüimos á que se refiere 
ul inciso W- del artículo 2» ; se organizarán i-u cuer^oH, que for- 
marán regimientos con los do veteranos », 

lis fuera de duda que la ley uiíra.io 3318, dispuso ya la in- 
corporación de lo* conscriptos de 20 año* cumplidos. No se ex- 
plica Ú9 otro modo que hagan parte del ejército permanente con 
los de veteranus •;.< 

Vinieron circunstancias premiosas, la política internacional 
se agitaba y pueblo y gobierno sentían la aproximación di- una 
guerra desastrosa, para la que era necesario levantar y prepa- 
rarlas fuerf as activas de la nación. Gobierno y congreso, in- 
terpretando patrióticamente aquellos sentimiento», ti/conocie- 
mn la necesidad de mayor ampliación nV las atribuciones del 
Poder Kjecutivo respecto del servicio exigihU á la guardia na- 
cional. 

Esa ley, que por sos propósito* y circunstancias en que se 
sancionaba, no podía dur abrigo a interpretaciones enervantes 
de poder de conjunto del ejército permanente y 1 formado de 
voluntario*, contratados y guardias nacionales conscriptos se- 
gún el artículo 2" de la ley número 3318, dispuso por su artí- 
culo 2 a , c que los argentinos á que $e refiere el inchoS" de aquel 
artículo, serán enfocados anualmente h servicio militar en 
campamentos, cuarteles ú buques de la armada, durante el tér- 
mino de60dias, pndiendo el Poder Ejecutivo prorrogarlo por 
el término de un año, si así lo re Untaran necesidades del ser- 
». 
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Esta prescripción ampliatoria para el servicio de la guardia 
nacional, dejaba intactas Lis prescripciones do la ley anterior . 

Los argentinos que hubieren cumplido los 20 años seguirán 
formando ti ejército permanente de la nación, según la ley de 
J895, y serán convocados anualmente á servicio militar en cam- 
pamentos, cuarteles ó buque* de la armada, dispone la de 
1808. 

Si estas obligaciones det servicio, se armonizan con las atri- 
bucíonej det comando en jefede todas las fuena* de mar y tie- 
rra atribuí lo al Poder Ejecutivo, no cabe duda sobre sus facul* 
tades pura dictar et decreto impugnado. 

Pero objeta el recurrente quede la ley fluye * que todos los 
qu>> pertenezcan ii la clase de 30 años deben hacer colectiramun - 
te el servicio, y que nu liay ¡aU exceptuados que los exceptua- 
dos por la misma l* j v •. 

St est.> es i'iacto, en cuanto A las excepciones y exceptuados, 
no lo es respeot i íjé! servicio obligatorin de los conscriptus sor- 
teados, de la clusede 20 aiios. 

La ley ha impuesto el deber a todos, todos deben prestir ese 
servicio obligatorio, en campamentos, cuarteles ó buques de la 
armada. 

El sorteo que modifica ventajosamente aquel servicio, redu- 
ciéndolo. le todos a una cuarta parte, y de un ano n cuatro meses, 
¿puede legalmente ser impugnado á mimbre de una libertad 
constitucional violada ? 

El recurrente ha entrado al sorteo porque el hecho del sor- 
teo ningún agravio lega) le causaba, üióle la oportunidad de 
obtener bolilla blanca y librarse del servicio obligatorio, veste 
resultado, no hubiera sido causa de una impugnación del decáe- 
lo gubernativo, tan beneficioso á los conscriptos. Sino obtuvo lo 
que deseaba, queda como estaba ante bis términos explícitos de 
)a ley, obligado al servicio militar en campamentos, cuarteles 
ú buques de la armada, según lu distribuoion y reglamentos que 
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el presidente de la Nación eipida ante la* necesidades del ser- 
vicio. 

Por el hecho de estar d recurrente en su servicio legalmente 
obligatorio, ¿ tiene acción ile habeas corpns, no ya por este he- 
dió que le impone lu ley, si mi porque no están todos Los de su 
edad que obtuvieron bolilla blanca en el sorteo? La impugna- 
ción resulta nimia, ctiamlo no se han creado excepciones, en 
un sorteo que alcanza a todos, mando se api ka el principio ine- 
quívoco, que el que puede lo m is puede lo menos, y cuan. lo re* 
sulla evidente, la equidad dd acto gubernativo que requiere 
menos servicio á los guardias nacionales, que el autorizado por 
las leyes del Congreso. 

El modo de llenarse «se servicio en campamento*, cuarteles 6 
buques de la armada, no es materia de amparo de la libertad. 

Una vez establecido el servicio obligatorio en los lugares de- 
terminados por los artículos 18 y U de la ley número 3418, y i m 
de la ley número 3686, es al Poder Ejecutivo que incumbe de- 
terminar el medio do llevarlo eu armonía con las necesidades del 
conjunto y una vei colocado el recurrente en las filas del ejército 
permanente y sujeto al régimen militar, no le es «indo ni ante 
las leyes orgánicas de la guardia nacional, ni ante otra alguna 
de la nación, requerir prerrogativas en el orden de formación ó 
asimilación con los veteranos del ejército. No afectando tales 
determinaciones del comando en jefe del ejército de mar y tierra 
de la nación ninguna garantía constitucional, el recurrente, que 
carece do acción de habeas corpus para reclamar del servicio 
obligatorio, carece de toda acdon con msy„r fundamento, para 
iniciar aquel recurso no deamparo de una libertad, contradic- 
toria con el deber legal, sinó contra el modo y forma de eje- 
cución del servicio, en campamentos y cuarteles. Ninguna Im- 
portancia tiene para la decisión final el que los conscripto» al 
cumplir su servicio obligatorio llenen bajas del ejército, 

Si la ley ha querido que formen parte de aquél en campamen- 
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tos, cuarteles ó buquei •(** guerra, *umetiéndolos á los seivíoíoa 
y disciplina militar, pueden y deben Henar las bajas del ejér- 
cito de quu furnia ptirle, Hinque esa circunstancia accidental 
desnatura! ixe mu carácter de ciudadanos, llamado* y organizados 
por un espacio de tiempo determinado para ulcanzar la instruc- 
ción militar. Puro que la olrcustuncia de llenar las bajas del 
ejército fuera considerada como agraviante del derecho de lo¿ 
conscriptos, babfun de remplazar aquel las , n tos términos y 
condicione* de sus aervlnlos. Cuando esas condiciones y tér- 
minos del servicio no le o«table.eeu en el decreto gubernativo y 
al contrario se <>iolnyeu |>ur la designación de un término igual 
para lodos, de tilo cuatro meten, el n-emplaio nu procede ; y 
sólo les afectad serrinin é instrocion obligatoria en los pun- 
tos y términos pmcrfploi j»or las leyes y decretos relativos. 

Que aquellos luyes y fin-reto* no atacan ni nguna garantía 
constitucional y al contrario Chiven de su teito, resulta eviden- 
te ante el entinen do las cUinnUl relativas \\ la milicia nacional. 

* Todo ciudadano ttrgeiitino está obligado á armarse en de- 
fensa de la Patria y de esta Constitución conforme á las leyes 
que dicte el Congrego, y á lo* d*on>to* del Poder Ejeeutiv.i na- 
cional » f prescribe el ni tí- \t\»*¿i tle iiqnel código. « Correspon- 
de al Congreso, agrega id artículo 67 en su inciso 23 < fijar la 
fuerza de linea de tierra y mar en tiempo de paz y de guerra en 
e) 24 », Dispone la organización, armamento y disciplina de las 
milicias y la administración y gobierno de la parte de ella que 
estubie>e empleada en «erfjcio de la nación * y en el 25: «Ha- 
cer todas liisleyesy reglamentos qu« sean conveniente* para 
poner en ejercicio ¡os poderes, antecedente* y todos los otros 
concedidos por la presente Constitución al gobierno de I» Na- 
ción Argentina 

Ante establecí anfiones del Código fundamental, no puede 
desconocerse la\atribuoioii constitucional del Congreso para 
san<-iunar las leyes números 542, 3318 y 3688, 
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La objeción levantada en la sentencia respecto á la reunión 
de las milicias para contener insurrecciones ó repeler los inva- 
siones, áque se refiere la primer* parte del inciso 24 citado, 
no es de aplicación, porque nos*- tr¡ita en el cuso que motirn el 
decreto del Poder Ejecutivo de tina movilización para repeler 
invasiones 6 insurrecciones, sinó de la organización, armamen- 
to y disciplina de las milicias en general, que autoriza el inciso 
ci t;ido va su .«eguuda parte. 

Si es innegable que de esas leyes, l¡i primera prescribe en los 
artículos (9 y 20, «que los contingentes senín suministrarlos 
por las provincias, con el número de reclutas que el Puder Eje- 
cutivo designe y con arreglo á las plazas que ful turen, y que los 
contingentes seríín suministrados por sorteo; la secunda, « que 
el ejército permanente, será formado por voluntarias, contrata- 
dos, etc., y en caso de insuficiencia por contingenten de confor- 
midad a la ley respectiva de 1872 * t y Ja tercerti, c que los ar- 
gentinos á quienes se refiere aquella en su artículo , serán 
con vocados a¡i nal mente á servicio militar en campamentos, cuar- 
teles ó buques de ta armada > : los decretos del Poder Ejecutivo 
que así lo ordenan, rio afectan garantía constitucional ó legal, 
y al contrario se subordinan á las prescripciones de aquéllas. 

Pienso, por todo ello, que no resulta violentada contra dere- 
cho, la libertad del recurrente, pues .-I Poder Ejecutivo es au- 
toridad competente para dictar las 6rd*nes de convocatoria de 
1 1 guardia nacional parala instrucción militar, con sujeción á 
las prescripciones legislativas vigentes; que esas prescripcio- 
nes emanando de la autoridad del Honorable Congrem son ri- 
gurosamente obligatorias, y que la incoustituoíonalidad argüi- 
da, es no sólo infundada, sinó también improcedente. Tratán- 
dose en el caso de un procedimiento sumario y debiendo trami- 
tarse separadamente de la cuestión de fondo con qu- pudiera 
tener relación, según prescripción expresa del artículo 640 del 
Código de Procedimientos en lo Criminal, la objeción de iu- 
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constitncíonalidad no procede en el juicio sumario, por cuanto 
como V. E, lo tiene aclarado en los falloa que especialmente 
regí stta II página 347, de! ti.mii 25, por no citar «tros: «Las 
leyes deben presumirse validas y constitucionales mientras no 
se resuelva lo contrario por sentencia ' tribunal competente; 
y lo que es delinitivo en el caso, la grave cuestión sobre nulidad 
de una ley es de luto conocimiento, y no puede por su trascen- 
dencia discutirse y resolverse bajo lo* trámites sumarios y pre- 
miosos de un juicio ejecutivo. 

Por estas consideraciones y omitiendo otras ante las exigen- 
cias de premura en este género de cau¿aa, pido á V. E. >e sirva 
revocar el auto de hateas corpus corriente a foja 20, declaran- 
do que no procede el amparo de la libertad en el caso del con<¡- 
oripto Alvares, sujeto al servicio militar con sujeción á las le- 
yes del Congreso y & los decretos reglamentarios del Pode! Kje- 
cutivo de la nación. 

Satnmano Kter, 



r»l|« «I» I» luprcm C«trt« 

Ituenos Aires, Octubre 7 .le 1899, 

Vistos y considerando: Que el artículo sesenta y siete, inci- 
so veintitres.de la Constitución confiere al Congrego la facultad 
de lijar la fuerza de línea de tierra y mar en tiempo de paz y 
guerra, y formar reglamentos y ordenanzas para el gobierno de 
diebos ejércitos. 

Que como lo reconoce el recurrente, el Congreso en ejercicio 
de la facultad relativa á la formación y organización del ejérci- 
to permanente, ha dispuesto que este se forme, entre otros ele- 
mentos constitutivos, por los argentinos que en el año ante- 
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rior al de su llamamiento, hayan cumplido los veinte años de 
edad (artículo segundo, inciso segundo, de la ley número tres 
mil trescientos dieciocho'). 

i i 

Que en viitud de esn disposición los ciudadanos argentinos á 
que ella se reli-re, forman parte del ejército de línea y dejan 
transitoriamente de pertenecerá la milicia ó guardia nacional 
tanto por razón de la naturaleza del servicio á que aquello* son 
llamados que los coloca en el caio del inciso veintitrés, artícu- 
lo se.se uta y siete fie la Constitución ya citado, como porque lu 
misma ley número tres mil trescientos dieciocho declara ex- 
presamente, en su artículo quince, que vencido el año del alis- 
tamiento en el ejército permanente, los ciudadanos eu él com- 
prendidos, ó sean los del inciso segundo, artículo segundo, 
pasarán á formar parte de ta guardia nacional activa, dispo- 
niendo en su artículo dieí y nueve, que compondrán la guardia 
nacional activa, todos los ciudadanos solteros de dieciocho á 
treinta años cumplidos, que no se hallen prestando servicio en 
el ejército permanente. 

Que aunque dicha ley número iresmil trescientos dieciocho 
dispuso en su artículo trece que los argentinos á que se refiere 
el inciso segundo, artículo segundo, < se organizarán en cuer- 
pos que formarán regimientos con los de veteranos »; la ley nú- 
mero tres mil seiscientos ochenta y seis ha modificada ese ar- 
tículo, eliminando el precepto relativo á la formación de cuer- 
pos compuestos de los conscriptos. 

Que con la modilicaoion ha dejado de existir mandato legal 
en lo que respecta á la organización del ejército permanente y 
su división, b asi Ja en el origen del alistamiento. 

Que de conformidad con el citado artículo trece, los argen- 
tinos llamados ¿formar parte del ejército permanente en vir- 
tud del inciso segundo, del artículo segundo, serán convocados 
anualmente al servicio militar en campamentos, cuarteles ó 
buques de la armada durante el término de sesenta dias t pu- 
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diendo el Poder Ejecutivo prorrogarlo por e) término de un 
añn si así lo reclamasen necesidades del servicio, 

Que, con sujeción Á las leyes* vigentes, por tanto, los argen- 
tinos de que se ha hecho mención firman parte del ejércilo 
permanente y el Poder Ejecutivo esta facultado para hacerlos 
prestar servicios en él durante e | término de un año. 

Que en su virtud Almez, á quien se ba eligido un servicio 
6 que lo someto % ley, do puede decir que su libertad ha sido 
restringida sin derecho, ni puede imputar al Poder Ejecutivo 
exceso en el ejercicio dp sus facultades, cuando estando autori- 
zado para requerir ese servido durante un uño, lo ha eligido 
sólo pur tres meses. • 

Que la circunstancia de no haber el Poder ¡ejecutivo convo- 
l ido d todos los conscriptos para que presten simultáneamente 
sus servicios, no afecta en lo mínimo á los derechos personales 
de Almez ni te agravia á su libertad, desde que á él solo se Ir 
exige el cumplimiento de un deber que las leyes le imponen. 

Que el Poder Ejecutivo dictando reglas para la ejecución de 
la* leyes de referencia, ha usado las facultades que le son pro- 
pias de acuerdo coa los incisos dos y diecisiete del artículo 
ochenta y seis de la Constitución, porque no ha alterado el es- 
píritu de la ley reglamentada y porque está encargado le dis- 
poner de tas fuerzas militares marítimas y terrestres y correr 
Cftíl su organización y distribución según las necesidades de la 
nación. 

Por estoy fundamentos concordantes de la ruta del señor 
Procurador general y de conformidad ron lo pulido en ella, se 
revoca el auto apelado de foja veinte, con costas. Kotiffquese 
original y devuélvanse, debiendo reponerse Jos sellos ante el 
inferior. 

BENJAMIN PAZ.— ABEL BAZAN.— 
OCTAVIO BUKGE. — JUAN E. 
TOIMINT. — B. MARTINEZ. 



«AMU <I<X (I || 

Sumario. - V tuit „ n<¡tut , luklt b ¡ fi 

Cojo. Resulta do la» «iguientei pitUH . 

VISTA (liL MOCUHADOR riiC*.L 

Señor Juez : BuM0 » Aí ™. Agosto de 189». 

Cooperando este ministerio que aim iubiiiten 1« „¡™ 
Unala. «p rmdas en ]. *U4i W.1 « "ita ? 
respecto al ««osado BiU.t,,.; * * de e,t> '«^ent», 
« .«» * **wr*l. j« eioarceitclon bajo flanu aun 

* Mli0,ta 00 P rw ^ e J V. 8, B0 dnbe acordarla. 1 



t. LIZXI 



J. BoM. 
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MI* del Juca f ederal 

Buenos Aires, Agosto 18 (fe 1899. 

Autos y vistos : De conformidad con lo determinado por M 
«-•ñor Procurador fiscal en su precedente vista y no habiéndole 
modificado la situación legal del procesado Pedro Balestruii, 
5ü lia lugar ú la excarcelación que bajo fiansa se solicita en el 
precedente escrito. 

Gervasio F. Granel. 



VISTA DEL sEfiOh PROCURADOR «ENERA I. 

Buenos Airen, Setiemlirr 15 de 1899. 

Suprema Corte: 

De las constancias de autos se desprende que Pedro Balen- 
Irazi se encuentra procesado por el delito de falsificación de 
billetes de banco. 

Asimismo, lo declara el auto de prisión preventiva, dictado 
por el señor juei a quo á foja 203. 

Y como ei término medio de la pena que corresponde al 
delito porque se procesa al recurrente sobrepasa en mucho 
Jos límites» fijados por el artículo 376 del Código de Procedi- 
mientos en lo Criminal, reformado por la disposición de la ley 
número 3508, relativamente á la excarcelación bajo fian»; 
pido a V. E. se sirva confirmar el auto recurrido de foja 5 vuel- 
ta, por sus fundamentos. 

Sabiniano Kier. 
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VtkUm ** I* tapiMi C'*r** 

Buenos Aires* Octubre 7 Ue 1899. 

Vistos y considerando : que según resulta de autos, et recu- 
rrente Pedro Baiistrasi se encuentra procesado por el delito de 
fiilii Acucian de billetes de banco autorizados por la Nación, ó 
por complicidad en el mismo, según el auto iü prisión preven- 
tifa, corriente 4 foja doscientos tres de la can.su principal. 

Quo la pena aplicable al hecho imputado a JJalestruzi, una 
vea probado, no permite la excarcelación bajo fiama autorizada 
por el artículo trescientos setenta y seis del Código de Proce- 
dimientos en lo Criminal. 

Que, con arreglo A la jurisprudencia de ta Suprema Corte 
para la excarcelación bajo fiama, sólo debe tenerse en cuenta 
la naturaliza del dejito imputado, y no las circunstancias que 
puedan fundar en definitiva la inocencia del procesado. 

Por esto, y de acuerdo con lo expuesto y pedid» por el señor 
Proonrador general, se conlirma, con costas, el auto apelado de 
foja & vuelta, 

Notifiquen con el original y devuélvanse, debiendo reponerse 
lo* sellos ante el Inferior. 

BENJAMIN PAI. - ABEL BAZAN. — 
OCTAVIO BIT&E. — JOAN E. TO- 
RRENT, — H, MARI mil. 
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La Provincia de liuenos Aires contra Juan H. Bcrchocagiriairn 
sobre embargo preventivo y personería 

Sumario. — El poder conferido para reivindicar comprende 
la (acuUuo áv pedir el embargo preventivo de la cosa rei- 
vindicada, y si éste se ba concedido bajo caución j oratoria, el 
apoderado puede prestarla, debiéndola hacer en nombre di<l 
mandante. 

Caso, - Lo eiplica t'l 



Buenos Aires, Oclubre 10 de 1899. 

■ 

Vistos en el acuerdo y considerando : Que el poder para plei- 
tos comprende la facultad de solicitar las medidas que la leyes 
autorizan en los juicios para que fueran dados á no ser que ellos 
requieran facultades especiales ó éstas hayan sido limitadas en 
•1 mandato. 

Que las leyes autorizan pedir embargo preventivo de la cosa 
que haya de ser demandada por acción de reivindicación ain 
requerir par» ello poderes especiales y sin que lo haga necesario 
la circunstancia de tener la parte que lo solicita que prestar 
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caución ¿oratoria por su* resultas toda fe?, que «uta caución 
no importa comprometer la responsabilidad del mandilóte por 
ucios ágenos al mandato (.irtfoulo mil novecientos cuarenta y 
seis, Código Citii). 

Qui-, por consiguienle, la factiltail para solicitar embargo 
preventivo y prestar, en eoiisMiieneia, la caución juratoria res- 
pectiva esta implícitamente comprendida en los términos de la 
procuración, cuyo di-glosi- consta i foja un efe» torla t*i que 
dicha facultades no bau sido limitada* en tal sentido. 

Que habiéndose decretado el embargo, como consta á foja 
siete bajo la responsabilidad y caución jurutoría dr la parte que 
le solicito no es el mandatario que debo ofrecer en su nombre 
propio esa canción sino en el nombre de *u mandante. 

Que según íeBu Ita de la diligencia de foja siete fuella, el 
mandatario ha dado su Cftaoion pursunal, lo que importa no 
haberse cumplidn con la condición bajo la cual se decreto el 
embargo, haciéndose., en consecuencia, necesario que sen pres- 
tada en la forma qti" determino el citado auto de foja siete, 

Pnr esto, intímese á don L'cdro Pura andel Vi Marino, prest» 
en el acto de la notificación la CBUClon juratoria ordenada por 
el auto de foja siete, obligando la responsabilidad de su man- 
dante bajo apercebimicnto de quedar sin efecto el embargo. 
Repóngase el papel. 

BKUAMIN PAI, - ABBL BAXAN. — 
oCT*V¡C» BUMGB. — JQAH B. TO- 
RA KRT* — B4RTIIIK. 
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Don Ignacio Ituiz reclamando ante la Suprema Corte contra 
procedimientos del Juez del Crimen de la Capital 

Sumario. — No corresponde á la jurisdicción originaria de lu 
Suprema Corte, n* por recurso ante la misma, el reclamo sobre 
los procedí miento* ú$ un juei del crimen de la Capital reliiti- 
tos á pago de bonomrios. 

Caso. — Don Ignacio Ruiz ocurrió unte áuprema Corte 
interponiendo recurso de un auto sobre regulación y el jugo de 
honorarios dictado por el jues del crimen, dootor Vejga, di- 
ciendo que éste no podía conocer en la can -a por estar legal- 
mente impedido, y no poder» en consecuencia, condenarle con 
arreglo a Ja Constitución Nacional. 

ralte *« la l« pn «i Cmrf 

Buenos Airei. Oclubre 10 de UKM. 

Resultando de la exposición de los hecho* i[ue huee eita parte 
que el cuso no cae bajo la jurisdicción originaria de esta Supre- 
ma Corte ni de ta que le acuerda el articulo 14 de la ley de 
jurisdicción y competencia, no ba lugar y archívese. Repóngase 

la foja., 

BENJAMIN PAL - AUL BAIAH. — 
OCTAVIO BUNGE. — iOAfl E. TO- 
BKWT. — H. MAKTINBt. 
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Ihn Julio Watteaa, por tercería de dominio en el juicio ejecu- 
tivo del ñanco Nacional contra don 0. D. Serpa: sobre recu- 
sación. 



Humano. — Debe rechazarse I» recusación fundada en cau- 
hii» ilegales, ú en cautas que oo liaa sido probadas. 

Caso.— Resulta del 



Vistos : ¥ considerando : I a Quo la recusación deducida á 
foja tlO por el señor Julio Watteau se funda en que los títulos 
de la Merced Real afectan los intereses de la señora Pola P. de 
Puebla, doctor Germán Puebla y señor Rodolfo Puebla, madre 
política la primer u y hermanos políticos los últimos y de U pro- 
pia esposa del proreyente, cuya causal te dice comprendida en 
el ÍQOÍso 8» del artículo 43 de la ley de procedimientos de los 
tribunales federales de 14 de Setiembre de 1863 y en el artí- 
culo 611, inciso del Cúdigo de Procedimientos de la Provin- 
cia, 
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kai.lus nv, la sufuiia conté 



* Que por el escrito de foja 211 se amplían las causales de 
reculación, diciendo que el proveyente ha patrocinado como 
abogado 4 algunos de los contrarios del acusante j emitido dic- 
tamen ó consejo en lal sentido, que mantiene además acciones 
criminales eontra su letrado el doctor Ponce, siendo que para 
Jos efectos de esta causal se encuentran asimilados ó conside- 
rados como una misma persona el litigante y su abogado, se* 
gun lo dispuesto en Jos artículos 611 , incisos 7 o , 8* y 13° y ar- 
tículo 614 del Código de Procedimientos de la Provincia, artí- 
culo 13, incisos 7 o , 8" y 9 o de la ley de 1863 antes citada y ar- 
tfeulc-368, incisos y 8% del Código de Procedimientos en 
materia cifll y comercial de Ja capital federal. 

3 a Que no es del caso averiguar la pertinencia de las citas 
del Código de Procedimientos de la Provincia y de la capital 
federal, desde que las cuusales de reculación son de interpre- 
tación restrictiva y so!o *on admisibles Ihs enumeradas en la ley 
de 14 de Setiembre de 1863 (art. 31 y Fallos de la Sop. Corte, 
tomo 10, pág. 118; tomo 5, pág. 103; tomo», pág. 179). 

4° Que con relució» ú Ja causal alegada en el escrito de foja 
210, debe el proveyente hacer constar que ignoru en absoluto 
tjuó relación pueden tener los títulos de la Merced Real que 
invoca el recusante con los intereses de su señora suegra y hi-r- 
maoos políticos, sabiendo por las informaciones de familia que 
ni tienen ni lian tenido cuestión alguna judicial ni eitrajudi- 
ilial, ni vínculos de intereses de ningún genero con el señor 
Watteuu ó sus representados. 

En cuanto i la esposa del proveyente es completamente falso 
que le afecten ó puedan afectar sus intereses los títulos de la 
Merced Real, 

5° Que el inciso 8" del artículo 43 de la ley de procedimien- 
tos de 1863 en que se funda el recusante, dice textualmente : 
« Siempre que por cualquier causa o relación tenga el juez inte- 
rés en las resultas del pleito >, lo que demuestra que aún supo- 



niendo que pudiera «urgir en al futuro uLguna cuestión euire 
el étiñot WuUeau y los hermano* políticos del proveyeute, no 
habría el interés que la ley exige tenga el juez en la» resultas 
ilel pleito, porque no t iene ninguna comunidad de intereses ac- 
tual con ellos. 

6° Que ta segunda causal invoeadu, escrito de foja SI I , lade 
haber patrocinado el proveyente como abogado á alguno de los 
contrarios y haber emitido opinión ¿consejo, no está compren- 
dida entre las enumeradas por la ley, puesto que el recusante 
no se refiere al presente juicio y < pura que la opinión manifes- 
tada pueda ser causa de recusación, es necesario que sea emi- 
tida con motivu del pleito en que se quiera nacer valer la recu- 
lación (art. 48, inc. 7 o ; ley de procedimientos, y Fallos de la 
Sop. Corte, tomo SÉO, prig. UO), 

Aunque el recusante no ha producido á este respecto prueba 
alguna en el término respectivo, debe hacerse constar que en el 
único juicio que ba intervengo como abogado el proteyente, 
bacf cuatro ó cinco aftos atrás, y que puede tener alguna rela- 
ción con los títulos que se invocan, es uno de reivindicación 
promovido por las señoras Quinal??., hoy mandantes de Wat- 
teuu con ti a don Apolinar io lloran, en el cual no se llegó á con- 
testar la demanda ni llegó la oportunidad de estudiar los títu- 
los aludidos que no se habían presentado tampoco, el cual se 
encuentra desdi' aquella fecha en apelación ante la Suprema 
Corte por un incidente prévio. 

7* Que si bien es cierto que antes de ser juet números «s 
personas le han pedido opinión al proveyente sobre el valor le- 
gal de los títulos en que se apoya el reculante a ninguna podo 
dársela porque jamás pudo encentrar las oficinas ni el juicio su- 
cesorio de doña María Isabel Montesino* ni ninguno délos jui- 
cios de mensura y deslinde que se citan para estudiarlos y for- 
mar juicio de au suerte, que recien para resolver este incidente 
ba podido ver por primera vea el juicio número 1437 carátula- 
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do: c Jalío Watteau, sobre mensura y deslinde du los campos 
de Junitt » pedido ai effectum videmti, no conociendo todavía 
los demás, 

8* Que la tercer» causal .ileg. Ja de mantener el proveyente 
acciones criminales contra et doctor Pítese, letrado del recusan- 
te no es de las enumeradas en el artículo 44 do la ley de Pro- 
cedimientos de 14 de Setiembre de 1863, ni es eiacto tampoco 
el hecho; núes, si bien fué cierto que con mucha untcriorídad o 
su nombramiento de Juez dedujo acciones criminales por in- 
jurias y calumnias contra el doctor Ponce esos juicio* termina- 
ron por retractación y explicaciones satisfactorias que dió el 
acusado. 

9° Que aunque no se h i alegado otra causa) de recusación en 
el escrito de foja 213 ofreciendo prueba, se pide un, informe de 
los Bancos Sacionat en Liquidación é Hipotecario Nacional 
para justificar que el proveyente es deudor de dichos Huncos 
y entóneos debe también tomar en cuenta esa causal porque es 
de la* enumeradas en el artículo 43 de la ley del 63. 

10* Que si bien es cierto el hecho de ser el proveyente deu- 
dor de ¡ichos Banco, ninguna participación tiene en este juicio 
el Banco Hipotecario Nacional, y con relación al Banco Na- 
cional en Liquidación ejecutante, contra cuya ejecución ha 
deducido su tercería el recusante, es de observarse que la 
Suprema Corte Nacional ha resucito que «el ser acreedor ¿deu- 
dor del Banco Nacional no es cansa de recusación en los jui* 
ci en que éste sea parte », dandu extensamente los fundamen- 
tos de tal resolución (Fallos, tomo 49, páginas 41 y 96). 

11 Que los Jueces federales deben conformar sus resolucio- 
nes á las decisiones que en casos análogos dicte la Suprema 
Corte haciendo jurisprudencia. (Fallos, tomo 9, p.^ina 63). 

12 a Que aun cuando serla muy cómodo para el profeyente 
inhibirse de conocer < n los numerosos juicio* que *¡goe el recu- 
sante ante el j useado federal, dios con el Bauco Nacional en 
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Liquidación otros con el Banco Nacional y otro* con «1 Bañen 
Hipotecar io Nacional y otros con diferente» personas, bandos 
todos en derecbos que dice leda ta Mercal Real de 1713 entiende 
que si asf lo hiciera faltaría ú su dt-bur romo magistrado, pUM 
considera que por la aceptaron del cargo está en la obligación 
de afrontar todo el trabajo y todas las responsabilidades que 
por ministerio de la ley le vengan ; que es faltar A mi deber 
bnscur ó aceptar pretextes para inhibirse y que no solo debe 
hacerlo cuando haya clara y netamente una de U- nmvili-s 
enumerada* en el artículo 43 de la ley de 1863 n.ue en el |»rr- 
sente caso no existen como acaba de demostrarse, 

13° Que del juicio de mensura y deslinde de los campes de 
Junin ofrecido nomo prueba y traído i la vista ad effectum vi- 
áendi lo único que de él resulta es, que el 49 de Mayo de 1896 
ha aido e! juez de paz de Junio acompañado de Aristidvs 
Sponi apoderado del señor Watteau y el agrimensor don Fri- 
dolin Quinke á casa de don Rodolfo Puobla con el objeto de 
tomar posesión de su finca y no encontrándolo, dona Mercedes 
Maravilla, úniea persona que estaba en la ca-tu ni consintió en 
latonado posesión ni les permitió siquiera levantar el acta 
respectiva sin que aparezca que e*e acto frustrado haya te* 
nido ullerioridad alguna (véase foja 67 vuelta d.l expediente 
citado). 

14° Que examinando el proveyenle en conciencia no encuen- 
tra reato alguno que pueda hacer vacilar la serena imparcia- 
lidad c >n que debe administrar justicia en el presente juicio 
como en los demás, y someterá complacido sus fallos ¡i la labia 
revisión de la Suprema Corte si se dedujeren los recursos 
légale-. 

15>° Que las recusaciones son miradas por la ley c<m espí- 
ritu restrictivo porque no siempre son el ejercicio de un de- 
recho y & menudo se emplean como un recurso dilatorio, como 
pudiera creerse en el presente caso, si ira obserTa que en el 
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escrito de foja 3 por el cual se deduce U tercería, se pide 
especl si túvote al proveyente pe lo provea suspendiendo el 
remate con habilitación de hora y lugnr, ■ aun cuando cre- 
yera del caso por cualquier motivo inhibirse en esfats untos • 
que no se dedujo entonces recusación en forma ; que prosiguió el 
juicio con la aquiescencia de la» piules, produciéndose abun- 
dante prueba y sólo cuando á petición riel mismo ¡« tusante se 
manda regir el término pura alegar en mérito de la prueba y 
rii-spues que se le concede una nueva suspensión del mismo 
(véate escritos de fojas 206 y 209) se formula la recusación 
fundada en liechos torio* anteriores a la promoción del pleito. 

No es, pues» fácil explicarse cómo encontró el señor Watteau 
hilbil al juez, para que haga toda la tramitación del juicio y 
! eoien lo halla inhábil canudo se pone la causa en estado de 
fallar sin que se haya producido ningún incidente ni hayu sido 
desatendida ninguna de míe peticiones. 

Portante : resuelvo no haciendo lugar á 'la recusación de- 
■lucirla con costas (artículo 37 de ley de Procer! i mientus). Re- 
pónganse los sellos y devuélvase el expediente ad effectum 
mdéndi* 

Isaac iiodoy. 



rmitm «le la ftupreetH» Certa 

Butmos Airen, Octubre 13 de 1896. 

Vi* tos y considerando : Que como lo establece el auto ape- 
lado de conformidad con Indispuesto en el artículo 31 de la ley 
de procedimientos los jueces de sección sólo son recusable* por 
las causas enumeradas en la misma ley. 

Que el recusante no sólo debe alegar - ausul admisible á 



ÍHL JUHTICIA NACIONAL 



317 



los efectos de la recusación, si nú que es de so cargo también 
producir prueba suficiente de los hechos que le sirven de fun- 
damento. 

Por esto y sus fundamentos, se confirma con ooatas el auto 
apelado de Toja doscientos vientiocho vuelta. Notifiques? origi- 
nal y repuesto los sellos, devuélvanse. 

■ 

BENJAMIN PAZ. — ABEL RAZAN. 
— OCTAVIO BUNtiE. — IVAH E. 
TOHHENT. —8. HARTiñEX. 



vavha ctcmcvn 

Don Germán ftayel contra don José D. fjomez, sobre 
reivindicación de condominio 

Sumario. — Fundada la acción reivindicatoría de condomi- 
nio en el titulo hereditario de los cansantes del actor, y en la 
prescripción treintenaria, y no probado uno ni otro fundamen- 
to, debe absolverse de ella al demandado. 

Caso. — Resulta del 

■ 

Autos y vistos : El j nieto civil seguido entre el subdito ale- 
mán don Germán Nagel y el ciudadano argentina don José 60- 
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Bjei, rtvte reirindfcaeion de un lote ríe terreno, de su estudio 
resulte : Que en 23 de Abril de 1890 se presentó unte este jua- 
gado don Germán Nagel «aponiendo: Que en 18 de Marzo «le 
ese año doña Ventura, don Manuel, don Julián y doña Merce- 
des Orejero le vendieron las nociones y derechos que poseían en 
condominio con doña Ana Miranda en una cuadra de terreno 
ubicada en la parte sud de esta dudad, entre las calles Ahina 
34 de Septiembre, Independencia y Catatnarca, según constaba 
por la escritura pública que acompañaba. 

Que el inmueble en que la familia Orejero le había vendido 
las acciones y derechos <le que se trata se mantuvo y sigue man- 
teniéndose ftro-imlivisQ desde el fallecimiento de doña Isabel 
Orejero, de quien lo hubieron por herencia los ascendientes de 
IPi prendedores y lo* de doña Ana Miranda, quien, á pesar del 
estado de indivisión de esc bien raíz, lia enajenado nirias por- 
ciones de terreno, contándose entre éstas laque ba rendido á 
don José Domingo Gómez. 

Que la cuadra de terreno de que su trata perteneció ¡i 
doña Isabel Ovejero j al fu lli-cimiento de ésta y á falta de 
ascendiente* y descendientes legítimos y naturales, la propie- 
dad de ese inmueble se trasmitió á sus sobrinos carnales : Rosa 
Ovejero, madre de Ana Miranda, Ju.ni de Dios y Patricio Ore- 
jero, padres de sus Tendedores, quienes vivieron en quieta v 
pacifica posesión, á título de dueños, hasta su fallecimiento. 

Que fallecidos; Juan de Dios, Patricio y Rosa Ovejero, sus 
descendientes Ana Miranda y los que le vendieron sus accio- 
ne* y derechos continuaron hasta el presente la posesión que 
teñí ¡ni su 3 padres y sin embargo de ser esta posesión que se 
remonta á más de cuarenta años un hecho real y de pública 
notoriedad, doña Ana Miranda ha vendido d don Angel Terrera, 
á don Felipe Cué y á don JoBé D. Gómez y á otros muchos la 
mayor parte del inmueble que pertenece ¿ la comunidad, com- 
prendiendo sus rentas hasta las habitaciones de uno de los con- 
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dóminos, cuino se demostró por el interdicto de retener que 
dedujo su vendedora doña Ventura Ovvjero contra don Angel 
Terrera ante este juzgado y en el que se mandó amparar en la 
posesión a la actnro. 

Que en mérito de los antecedentes que deja relacionados de- 
ducía acción reivindicatoría contra oVn José Domingo Gomes por 
la parte indivisa que te corresponda en esa propiedad y <]<*« 
posee por compra hecha ¿doña Ana Miranda. 

Que aduce en su upojo las disposiciones de los artículos 2673 
y 2680 del Código Civil. 

Que dona Aun Miranda por sí y ante sí, siendo copropietaria 
como es, no ha podido ejercer el dominio pleno de la cusa común 
al hacer las enajenaciones q u « ha hecho, porque el duininio pleno 
de los bienes pro-indiviso reside únicamente en la comunidad 
ñsea en la personalidad colectiva de todos los condominos, ¡te- 
gua la nota del doctor Segovia al artículo 3680 citado. 

Que la acción ríe reivindicación que entabla contra Gomes 
es perfectamente procedente porque cada uno de los condominos 
puede reivindicar contra un tercer detenedor la cosa en que ten- 
ga su parte indivisa, según el artículo 2879 del Código Civil, y 
como el señor Gome* se encuentra en posesión de la parte quo 
reivindica dirige contra él laaccion (art.2758, Código Oiril). 

La parte de Gómez, contestando la demanda, expuso que los 
Ovejero han sido ya vencidos en juicio por doña Ana Miranda 
ante los tribunales provinciales, habiendo por tanto sobre ésto 
cosa juzgada y que han sido vencidos cun tanta raion que ellos 
mismos (los Ovejero) se condenan al hacer su genealogía para 
establecer su pretendido derecho hereditario. 

Que en efecto, aparte de que doña Ana Miranda desconoce el 
parentesco que se le atribuye cou Juan de Dios y Patricio Ove- 
jero hay dooumento público en que consta ser ineiactt la ase- 
▼eraoiou deque doña Isabel Ovejero muriese sin dejar desean- 
dientes. 
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Que los títulos de propiedad de doña Ana, que obras en ios 
autos promoridos contra ella inte el Juagado de I a Instancia 
en lo Civil de esta provincia por Ventura Ovejero, sobre acción 
confesuría, constatan que en 1844 don Pedro; Mí randa, padre de 
oquella, le presentó pidiendo queie le confiriese posesión judi- 
cial del terreno de que eran duenoi y poseedores en virtud de do- 
nación que fué hecha ásn señora madre política Isabel Orejero, 
posesión que previa mensura le fué dad». 

Que Rosa Orejero, esposa de don Pedro Miranda y madre de 
doña Ana, no fué sobrina si rió hija du doña Isabel y por tanto 
heredera de ésta, con exclusión de otros parientes en grado me- 
«o* próilmus. 

Que fallecidos sus padres, doña Ana, hija única y universal 
heredera, continuó la posesión de ellos como exclusiva dueña. 

Que esa posesión pública y pacíficamente ejercida data de 
más de 30 años sin interrupción hasta que en f875, un tal 
Alonso Diai intentó disputarle la propiedad, siéndole adverso 
el resultado del pleito. 

Que posteriormente pretendÍLTa'n lo misinu lo* causantes del 
deracho de Nagel y corrieron igual suerte A la de Días siendo 
lat. gestiones de los Orejero posteriores al año 1883 en que doña 
Ana Miranda se presenté como única propietaria é biso la men- 
sura y amojonamiento judicial del fundo sin que surgiera la 
menor oposición ni se levantara si quiera una vot do protesta 
contra esas operaciones de parte de persona alguna, como lo 
comprueban las diligencias respectivas que eorren agregadas 
también ú los autos recordados. 

Que por tales antecedentes no ha tenido inconveniente en 
eoraprarle á doña Ana Miranda, de buena fé, el sitio en que lia 
edifíca lo su casa, con la extensión y límites expresados por los 
títulos que acompaña. 

Que los Ovejero no han constatado haber entrado eu la po- 
sesión hereditaria y sin haberlo hecho no les es dado ejercitar 
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acción alguna que nazca de ella ni demandar á loa detentado- 
rea de los bienes hereditarios. 



Que loe Ovejero nunca adquirieron «1 condominio del terreno 
ni portante h;iu podido trasmitir \ Na^el un derecho que ellos 
mi-irnos no tenían y ni ente mismo p io ie, fundado en esa 
trasmisión, ejeritar una acción que no competed sos cau- 
sa^-. 

fjue no sólo falla tí loa Ovejero la posesión hereditaria sino 
el título mismo para pedirla como ha sido ya declarado por deci- 
sión de los tribunales de ta provincia en el litigio sostenido * 
por doña Ana Miranda, babiendo, en consecuencia, cosa juzga- 
da sobre este particular, 

El juzgado recibió la causa ti prueba, debiendo ella ver- 
sar sobre los hechos afirmados por la demanda y negados 
por la contestación. Ambas parres produjeron la testimonial, 
la ai-tora la que orre de foja 95 ti foja 5Í y la demandada 
ta que corre de foja 55 á fojn 77. !,a parte de Nagpl presentó 
el interrogatorio de foja 3íi que contiena las siguientes pre- 
guntas : f Si saben y les ronsta: I o Que doña Isabel Ovejero 
no turo más hijo que Mariano Orejuro; 2" que este murió antes 
que aquella sin dejar sucesión; 3 11 que Juan di; Dios y Patricio 
Ovejeru sobrinos carnales de doña Isabel Ovejero, después que 
esta murió, vinieron á tirulo dtfduenoi y h uta su falle-imiento 
en la cuadra de terreno que pi-rteneció \ dona Isabel Ovejero; 
4" que después del fallecimiento de Juan de Dios y Patríelo 
Ovejero, sus hijos Julián, Manuel, Carmen, Ventura y Merce- 
des Ovejero continuaron viviendo en ese terreno coiu o dueño* 
del mismo; 5* que la posesión y dominio de la familia Ovejero 
en ese terreno se remonta á inda du 40 «ños atrás. Al tenor 
de este interrogatorio depusíernn los testigos Pedro Cárdenas, 
Caricia Aguirre. Vicenta Lastra, Juana Suarez de García, 
Agustina Chasarreta, Gertrudis Orellana, Nepomuceno tuna, 

AntouinoGauna, Felipe Luna é Indalecio Luna, todos estos 
r. mu 91 
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testigos depusieron uniformemente sobre lo fundamental; es 
decir, acerca de que todos los Orejero poseyeron el terreno que 
fué de doña Isabel quieta y pací ricamente por más de 40 años, 
aseverando oontestes que doña Isabel no tuvo más hijo que Ma- 
riano, quien Murió antes que ella sin dejar sucesión alguna. 

La parte de Gómez presentó el siguiente interrogatorio: 
1° Si conocen el terreno en que ha edificado su íasa Gumez ; 
2° Si ese terreno es parte de otro que en mayor extensión perte- 
neció ¿doña Isabel Orejero y á título hereditario fué poseído 
perdona Rosa Ovejero esposa de don Pedro Miranda, siendo 
éstos conocidos como únicos dueños sin que nadie les disputara 
la propiedad ; 3 Que fallecidos doña Rosa Orejero y don Pedro 
Miranda, continuó esn posesión doña Ana Sliranda, siendo siem- 
pre conocida y disponiendo como única dueña; 4* Que esta po- 
sesión la h;in ejercido públicamente desde buce muchos unos ; 
5" Que '.'O 1875, poco más o mmos» un tal Alonso Díaz intentó 
disputar la propiedad y perdió el pleito.» 

Fueron examinados al tenor de este interrogatorio los testi- 
gos que signen : Juan Francisco Borges, Martin Herrera, An- 
tonio Cáceres, Benigno Luna, Manuel Cisneros, Roque Aria- y 
Femando Peralta. Todos estos testigos depusieron contestes 
al tenor del referido interrogatorio, siendo de notar que Be- 
nigno Luna dice no le ronstuba que fueran únicos dueños ; sien- 
do Cisneros quien le dice explícitamente y aún respecto de las 
repreguntas formuladas por la parte de Xagel en cuanto ú quelos 
Orejero habiau rivido allí siempre; es decir, en el terreno que 
fnéde doña Isabel Orejero juntamente con Ana Miranda ; con 
excepción de Burgos, Herrera y Pl-ts 'a que dicen ignorar las 
repreguntas. 

Ahora bien, corresponde apreciar la fuerza pvuuatoria de es- 
tas declaraciones, según las reglas de la sana crítica, Dende lue- 
go se observa que el número de testigos de la parte de Nugel es 
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Tista que son más caracterúados los de Gómez como »on Borges 
y Herrera que han ocuparlo alta-i posiciones políticas j .011 
socialiuente bien conceptuados. 

Además, es de tenerse en vista que ta parte de Nagel ofrece 
como prueba los autos que se siguieron ante este juígado por 
doña Ventura Ovejero con don Angel Terrera .obre interdicto 
de recobrar. 

Del culmen de estos autos resulta que, en efecto, doña 
^ entura había podido durante más de 30 anos el terrena en el 
que Terrera abriú cimientos para ediücar au casa y mandándose 
amparar en la posesión íi doña Ventura se ordenó que Terrera 
repusiera las cosas en su primitivo catado. 

Ks de notarse que ti parte de Gome* se opone á que este juz- 
gad., tome en consideración e<as actuaciones de prueba rendi- 
das en el mencionado interdicto, fundada en que 110 s,. han re- 
cibido con su anuencia ó presencia j en el aforismo res Ínter 
atttos acta res juUicata attios non noeent. 

Estudiando aWn la» respuestas dadas por los testigos de Na- 
ge», vemos que Antonio Gauna, de 60 año, de edad, contesta a 
fup 41 a la primera pregunta, que sabe; á la segunda que 
no recuerda; í la tercera, que sabe y te consta; á la carta' que 
también sabe y le consta; y á Ja quinta, lo mismo, que sabe y le 
consta por üaberlos conocido. 

La parte de Gómez hilo al testigo estas preguntas : 1« si don 
Pedro Miranda fu* jHrrio de doña Isabel Ovejeru; dijo que no 
sabía, no conoció nuU hijo de doña Isabel que don Mariano- 
2* si después de la muerte de doña Isabel don Pedro Miranda 
con ia esposa dona Bosi Orejero vivieron en el terreno dispo- 
niendo como dueños, dijo que así había oído; 3* si sabía que 
Patricio y Juan de Dios Orejero entraron á vivir en ese terre- 
no en vida de dona Isabel y con permiso de ella, dijo que no 
sabia que vivieran con permiso sitió como dueño»; 4- si Julián. 
Mercedes y Carinen Ovejero no vivieron en el terreoo que fué 
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de doña Isabel; dijo aue vivían en ese terreno; 5" si el rancho 
en que vire doña Ventura Ovejero fué trabajado por don Agus- 
tín Lopes con permiso de don Pedro Miranda, dijo que era 
cierto. 

El testigo Nepoinuceno Lima, de 60 años de ed¡id, contes- 
tando al mismo interrogatorio, dicu á foja 43, á todas las pre- 
guntas del interrogatorio, que sabe y le c-insta por haberlos 
conocido. 

Contestadlo á las misma* repregunta-i heehas al t-stigo 
Gauua por la parte de Gómez, á la V dijo: oue no era yerno, 
que era casado con una sobrina de doña Isabel; á la 2*. que era 
cierto; á la 3", que como dueñ»s vivían así coma vivía fíosa, 
qué eran sobrinos; á la 4', %m era cierto; sí la 5\ que vi^e en 
en el rancho que trabajó don Agustín López, pero que nasabe 
que lo hiciera con permiso de don Pedro Miranda. Preguntado 
además, si era eierto que eítab.i enemistado con don ¡i Ana Mi- 
randa por no haberle querido vender el sitio en que tiene edi- 
ficado su rancho, dijoyue no esfalm enemistado con cita á pe- 
sar dv ser cierto que no le quiso vender esc sitio y de que se lo 
Tendió i don Pelipe^iév que estaba demandado «le desalojo 

do no sacarlo de su rancho. 

La t-stigo Vicenta Lastra, que ignora su r<U>\ t contestó, á 
foja 45, atirmutiviutiente tudas las preguntas del ¡ntV. rogatorio, 
y .i las repreguntas formuladas por Gómez, contestó: á la i\ 
que no sabe; Ala 2*. que es cierto; á la Sf, que vivieron como 
parientes; ;i la 4*, que viven en el mismo; á la 5*, que no sabe. 

La testigo Gertrudis Orellann, que ignora su edad, contestó 
á f-'ja 46 vuelta: que sabía todas las preguntas; la primera, de 
oídas; y las demás, por constarle; ¡i las repregiintai de Gómez, 
dijo: a la 1\ que fué casado con una sobrina: á la "¿' t que es 
cierto que á ninguno le decían nada porque todos eran parien- 
tes; á La 3% que no sabe; á Ia4\ que es cierto; a la 5*, quetra- 
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bajó López porque su suegra doña Rosa le dijo que hiciera. Re- 
preguntado por Gómez si era verdad que le había ofrecido tí 
doña Ana el trabaje de su hijo y que no le aeeplú aquella dls- 
gusúndone por es" < on ella, dijo : tfite no se dísgutíó, 

VA testigo FédroCárdériaai de 80 año* de t-dad, eimtmo afir- 
mativamente toda* las preguntas del interrogatorio; a foja 48, 
á las repregunta», dijo: á la I a , </ue no era yerno; & la í n , que 
es cierto; i la 3 a . que Nü /e constaba (¡Ue farra con permi- 
so; á la 4 1 y .V, qiieííOSrt¿(«. 

La litigo Agutina í'liasarreii, ¡i foja 49 vin-Ita, de 80 aiíin 
de edad, dijo: ú la i" y 2 rt preguntus, que era cierto, »o cum- 
prendiendo!»- lúa demás del interrogatorio; i\ | UK n preRinita% 
dijo: íi la I", que no era yerno sino buen rfet'iw una tiO tuvo 
más hijo , f ue Mariano, i (áf! dijo, que vivían t M y to» 0ivi>. 
ro también, t¡ne eran tintín* M Ierren»; á la 3" dijo, qu» li ibl.i 
oído decir que vivían uparte; á la 5* dijo, que no sabía, 

La Instigo Juana Suarv* de Garcí¡i, á Toja SI , que ignora mu 
edad, contesto: que subía las preguntas í* y *2* p.-r eonstarle; 
la 3" y i\ por haber oído decir: la 5 que sabía que era así, A 
ha repregunta», dijo ; ¡t la l«, que n - sabía; A !,t 2", que vivie- 
ron allí juntos loa Ovejero: á la 3", 4* y 5\ que no sabía, 

La testigo Carlota Aguí r re. ¿foja 5 k ¿ vuelta, que ignora su 
edad, contento ú todas las preguntas que sabía y lu constaba 
por haberlos eonocido; a la* repreguntas de Guraez, diju : a la 
1', t¡w no era yerno; á lu 2\ que es cierto que vivían así co- 
mo "tms de lo* Ovejero; á la 3 4 dijo, que vivían ¡tero que no sa- 
bia si con permiso; a la 4" dijo, que allí no más vivían; á la b\ 
que vivían todos att't. Además la parte de Goniei le pregunto si 
conoeia loa límites del terreno de doña batel Ovejero; dijo 
que no conoeia. Ht era cierto que ella tenía su rancho donde luí 
edificado Gómez mi casa; dijo que es cierto. Si ellu lu u me mi 7,6 
diciendo que de cualquier manera volvería al terreno, dijo 
que era su bija quien había dicho eso. 
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Examinados los testigos ofrecidos por la parte de Gómez, con- 
testaron en la forma siguiente: don Martin Herrera, de 65 años 
de edad, á foja 61 contestó, que sabía y le constaban las pre- 
guntas de Gómez. 

La parte de Naget hizo las siguientes repreguntan : I" si era 
cierto que Patricio, Juan de Dios y llosa Ovejero, sobrinos de 
doña Isabel Orejero, ritieron como dueños htista sn falleci- 
miento en el terreno que fué de doña Isabel Orejero, dijo que 
no tenía conocimiento; 2" preguntado sí era cierto que Ven- 
tura, Julián, Manuel, Carmen y Mercedes Orejero, hijos ile 
Patricio v J uan de Dios Ovejero, e<inthuiarou viviendo en ese 
terreno como herederos desús padres, dijo que tampoco tenía 
conocimiento; 3" preguntado si sabe si Ventura Orejero vive 
aúu en esa mismo terreno á título de dueña, dijo que no sabía 
quien era Ventura Ovejero. 

£1 testigo Roque Arias, de 03 años de edad, contestó á foja 
66 t que sabe y le constan las preguntas con cieepoiou de la5\ 
que dice oyó decir. 

La parte de Nagel le hizo las repreguntas anteriores: es de- 
cir, las hechas al testigo Herrera y dijo á la i", que vivían en 
ese terreno pero no sabían que fueran herederos; á la 2% que 
los ha conocido allí, pero que un sabe que fueran herederos; 
la 3 a fué hecha usí: si sabe que la posesión de los Orejero se 
remonta á más de 40 años atrás; dijo que hacían setenta y tan- 
tos años que los había conocido allí, foja 06. 

El testigo Manuel Cisueros, de 54 años de edad, á foja 67 
vuelta, dice: que sabe y le constan las preguntas. A las repre- 
guntas de Xagel, contestó: á la t\ que solo á ttusa y Patri- 
cio los conoció en ese terreno; á 1*2% que allí los ha conocido; 
á la 3% que hace como H-J años que tos conoció. 

El testigo Benigno Luna, de 50 años de edad, á foja 69, dice: 
que sabe y le constan las preguntas, diciendo á la 2* que no le 
constaba que fueran los únicos dueños. A las repreguntas de 
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Nagel, dijo : á la I a , r/ue /os conoció allí desde ÍS47 pero que 
no sabe que fueran herederos; i la 2% dijo que los había cono- 
cido; á la 3\ dijo que se referí» á su contestación anterior. 

El testigo Antonio Cáueres, de 78 anos de edad, declara á 
fuja 70 vuelta, que sabe y le constan las preguntas. A las re- 
preguntas, dijo: á Uí 1\ que allí vivían; á la 2", que allí vivie- 
ron; á ta 3% que sí. Preguntado ademas Nagel si era cierto 
que dona Isabel Orejero no tuvo más hijo que Mariano Oveje- 
ro, dijo que era cierto y que este último murió antes que doña 
Isabel J sin rlejar sucesión. Si era cierto que cuando doña Ana 
Miranda hisu mensurar el terreno, él aconsejó a los Ovejero 
que pleitearan; dijo que no era cierto. Si era cierto qi. ■ doña 
Ana lo protegía frecuentemente con auxilios de dinero; dijo que 
era cierto, siendo además cierto también que él era prima de 
doña Ana Miranda. 

El testigo don Juan Francisco Horges, de 74 años de edad, 
declara á foja 72. diciendo: que sabia y le constaban las pre- 
guntas. Alas repreguntas, dijo: que no sabía ninguna de 
ellas. 

El testigo Fernando Peralta, de 60 años de edad, declara á 
foja 76: que sabía por haber oído las preguntas. A tas repre- 
gunta*, dijo : que no sabía las dos primeras y á la 3 1 , que sa- 
bía de la posesión de Miranda y su esposa Bosa Ovejero. 

Considerando : i Que la parte de Gómez funda especial- 
mente su defensa: 1° en que existe cosa juzgada, y 2° en que 
los Ovejeros vendedores de Nagel no son parientes de Ana Mi- 
randa como se titulan. 

Que del exámen de estos autos y de los traídos ad affectum 
videndi no resulta existir cosa juzgada sobre la propiedad del 
terreno que se dispota, pues en el incidente ú jue se hace refe- 
rencia sólo se declaró que no se habían liñudo las formalidades 
proscriptas por el derecho procesal para hacer la citación de 
herederos. 
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3 o Que para que existiese en verdad cosa juzgada se reque- 
ría que se hubieran pronunciado Ion tribunales sobre la propie- 
dad de la cosa en litigio en el caso sub-judice, cosa que no lia 
sucedido. 

4 o Que de uno de los espedientes traído* ad affectum vi- 
dendt, el del juicio segundo entre 1»» Ovejero y Ana Miranda 
sobre acción cnnfes-ia, el tribunal se limitó á declarar la i>«- 
procetieiuta de esa arción, laque sólo se da al que disfruta del 
derecho real de undumbre activa lo que no ocurría en este caso. 

5 a Que la resolución del t ribunal en ese caso no iinpurta pur 
tanto es tablear cosa juzgada para los efectos del presente 
juicio desde que uo resolvió sobre la propiedad de la cosa li- 
tigada. 

6 o Que para que pueda alegarse la ex-epción perenloria de 
cusa juzgada, es necesario é indispensable que concurran tres 
requisitos : identidad de personas, identidad de causa é identi- 
dad de objeto, r?quisiti* que no «listen en manera alguna en el 
caso xutt- judia' . 

7* Que en cuanto al parentesco de los Ovejero con dona Isa- 
bol Ovejero y Ana Miranda resulta '■■improbado por las decla- 
raciones testimoniales que corren de fojas 41 n 54, por las mis- 
mas que resultu ser inexacto que doña Rosa Ovejero madre do 
doña Ana fuera hija de doña Isabel Ovejero como lo asevera el 
demandado, hiendo esta declaración confirmada por el testigo 
Antonio Cáceres ofrecido por el demandado quien declara i fojas 
71 que no tuvo .doña Isabel másbijo que Mariano quien murió 
antes que ella sin dejar sucesión alguna; ser primo hermano de 
Ana Miranda y recibir de ésta proi cciou para su subsistencia. 

8 o Que resulta así comprobado que Rosa Ovejero como Pa- 
tricio y Juan de Dios Ovejero fueron sobrinos de doña Isabel 
quien no tuvo más hijo que Mariano Ovejero que falleció antes 
que ella sin dejar sucesión alguna, 
9" Que las mismas declaraci-nes testimoniaos del actor como 
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Itis de los testigos Arias, ú foja 67; Luna, a foja 69 y Cúceres á 
foja 71 del demandado comprueban también que los Ovejero que 
Tendieron á Nugel sus derechos han poseído nací u> ¡une ti t ese 
terreno por lo menos más de 30 años, teniendo a í en su favor 
por el üempo transcurrido la pres- rípciou. 

10* Que de las declaraciones que corren en el expediente nú- 
mero 615 traído del juzgado de i' 1 infancia en lo civil como de 
lasque se lian producido en el seguido anti- este juzgado por 
Ventura Ovejero con Angel Terrera so desprende la comproba- 
ción de] parentesco de los Ovejeros con Ana Mírundu así como 
de su condominio con ella en el terreno cuestionario. 

II* Que sobre todo queda constatado cuando menea una po- 
sesión pacílíea por un término que la ley reputa bastante para 
la prescripción constatándose así el condominio de los Ovejero 
con Ana Miranda en el terreno en cuestión. 

12 a Que resultando así comprobado el condominio es proce- 
dente lu acción reivindicatoría interpuesta por Nagel como ha- 
biente de lo* Orejero. 

13° Que et argumento que se hace por Gómez respecto ú los 
límites asignados por los vendedores de Nagel al terreno cuyas 
acciones y derechos al cual 1c enajenaban no es subsistente 
desde que queda comprobado que fué sólu un error que se ha 
rectilicado á foja 116 por la escritura exhibida por Nagel, 

14° Que el hecho de la mensura mandada hacer por Ana Mi- 
randa nada prueba en contra de los Ovejero por la naturaleza 
misma del juicio voluntario de mensura. 

15° Que en consecuencia, y no obstante no ser exacto que la 
declaración de la testigo Carlota Aguirre queda tachada, resulta 
siempre comprobado en nuestro concepto el Condominio de los 
Ovejero con Ana Miranda en el terreno cuestionado, ya sea 
como herederos de Isabel Ovejero ¿por lómenos como adqui- 
rido por la posesión treintenaria. 

16° Que en cuanto á que dona Ana Miranda venció en juicio 
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á AlonsoDiai sóbrela propiedad de su* terrenos pedidos por 
los autos respectivos ad effectum videndi i los tribunales pro- 
vinciales no han sido remitidos por haberse eitraviado según 
lo expresa la nota corriente á foja... de modo que no se puede 
dar por comprobado este lincho. 

17 fl Que por lo que respecta m I argumento adueido por la 
parte de Gómez fundado en que 110 habiendo entrado en posesión 
hereditaria bm Orejero no han podido ejercitar acción alguna 
subre los bienes de la herencia, desaparece la fuerza de ese ar- 
gumento desde que resultando comprobado que -l.tfia Ana Mi- 
randa no fué nieta de doña Isabel Ovejero sino bija de una so- 
brina de esta última llamada llosa Orejero el ufguuiento ó se 
aplica á ambas partes ó á ninguna, 

18° Que suponiendo exacto que desde 1883 en que dona Ana 
Miranda mandó practicar la mensura del terreno en cuestión 
ella hubiera ejercido posesión exclusiva en él no tendría título 
bastante para desconocer á los Ovejero el condominio que re~ 
sulta comprobado como untes queda establecido. 

19' Que los mismos términos en que don Pedro Mirnnla ni- 
dio posesión judicial del terreno en cuestión en 1844 cuando 
decía que lo bacía por sí y con partea 09 fuera de duda que 110 
podía referirse á otros que á losüíejero que vivían siempre allí, 
es decir, en ese terreno como lo atestiguan los mismos testigos 
de Gomes como Ruque Arias á foja 67 : que dice que bacía 60 
años i que los conocía allí, y Benigno Luna, n foja 69, que des- 
de 1847 los conoció allf,;y Cáceres, á foja 71, reconociendn por 
tanto el mismo Miranda ese conduminio. 

20" Que del informe dul perito agrimensor Christensen y de 
la inspección ocular practicada por el infrascripto resulta e om - 
probadoque el límite que se a-iignó en la escritura de loj a 6 pre- 
sentada por Nagel fué error que no afecta al fondo debata cues- 
tión y que quedó salvado como ya se badiclio por la rectificación 
de foja 116. 
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21" Que en euinto i que no puede tomarte en cuenta como lo 
pretende Gomes, lo actuado en el juicio posesorio que siguió 
Ventura Orejero coa Angel Terrera no es una prescripción del 
durecho positivo argt-iiti no u que cita en su apoyo el demándalo 
ftinú meramente la opinión de un tratadista de derecho personal 
que tío tiene fuerza do ley y no obliga por tanto, por una partí-, 
y por la otra, «¡endo como es, iquel un junio seguido eu forma 
ante este tribunal y ejemit«ñada como i-stú la sentencia que en 
t'l se |trou iniciara, no puede desconocerse que constituye un 
antecedente ilustrativo sobre lamaterhen litigio por haber sido 
uno de lo» causantes Je I derecho de Xagcl, *s decir, de los con- 
dominos del terreno en cuestión, la que lo promovió y obtuvo 
en III favor la resolución que se invoca por Xagel. 

22° Que no es de a pl ilación al « aso stth-jmticc, para excluir 
ese medio probatorio el aforismo invocado por Gomes según el 
cual ; m iníer atlios acta res jwiicataatt non twceti, desde que 
por una parte Ventura Ovejero representaba el derecho de todos 
los condominos y gestionaba su reconocimiento y respeto, y 
porque Terrera cuyo derecho emanaba de doña Ana Miranda, 
representaba á su reí el de esta Última que es la misma de 
quien emana a su vci el que Oom.-x alega, siendo en consecuen- 
cia las mismas partes en aquél como en este jucio á saber : los 
Uvcjeroydoña Ana Miranda, Por estos fundamentos, otros 
que se omiten y tos concordantes d.-l escrito de demanda y ale- 
gato de bien probado y que corre de Tujas 1 i 3, y de fojas 80 A 
90, definitivamente juzgando fallo: que debo declarar como en 
efecto declaro: I a Que es procedente la acción reivindicatoría 
instaurada por Angel contra Gomeí ; 2 o Que en su mérito el 
terreno -n que ha edilicado Gómez su casa es de La copropiedad 
do Nagel a quien debe restituirlo; 3 Que queda á salvo £ 
Gómez sus acciones para hacerlas valer, ant<¿ quien, cuando y 
en la forma que corresponda ; 4" Que las costas se paguen en 
el órden que se hayan causado p<>r no encontrar mérito para la 
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especial condenación en las mismas ; 5° Que se archive este 
expediente repuesto que sean loa sellos, notifícese en forma 
laa partes, en caso de no ser recurrida esta sentencia. Así lo 
resuelvo en Santiago del Estero á 25 días del mes de Agosto do 



Vistos y considerando : Que don Germán Nagel deduce la ac- 
ción reivindicatoría deque se trat» en esta causa, basándola en 
la calidad de condomino que se atribuye. 

Que invoca como fundamento de este condominio derechos ¿i 

;ulo hereditario a Ja sucesión de doña Isabel Ovejero que olir- 
ma corresponderá sus causantes, y & la prescripción que dice 
se lia operado á favor de estos sobre la cosa materia del pleito, 
exponiendo respecto al primero de dichos derechos que tanto 
doña Ana Miranda, causante del demandado, don José Gómez 
como doña Ventura, don Manuel, don Julián y doña Mercedes 
Orejero que le ban vendido sus acciones y derechos en una cua- 
dra de terreno dentro de la que está el de la demanda, habían 
adquirido y conservado pro-indiviso el todo en virtud de tras- 
misiones sucesivas á título universal procedentes de la mencio- 
nada doña Isabel- 

Que correspondiendo al actor el deher de probar los hechos 
en que funda la acción cuando como acontece en el presente cuso, 
han sido negados por el demandado ley treinta y nueve, título 
dos, partida tercera) hay que examinar si Kageí ba producido 
prueba suficiente. 
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Que desde luego no sólo es verdad qae Nagel no ha presenta- 
do acto judicial en que se haya declarado que don Juan de 
Dios y don Patricio Orejero que dice heredaron á doña Isabel en 
calidad de sobrinos carnaje*, hubieran realmente estado inve*- 
tidos del titulo hereditario que se les atribuye, sino qne esa de- 
claratoria no turo nunca lugar, lo que se recunoce per el acto* 
mismo. 

Que tampoco étit ha presentado copia ó certificado auténtico 
de los asientos de los registros destinados á acreditar el dia del 
nacimiento con la circunstancia de lugar, & \o, nombre, upellí- 
do, paternidad y maternidad de conformidad al articulo setenta 
V nueve del Código Civil ni del matrimonio de los padres de 
los referidos don Juan de Dios y don Patricio cuyu nombre ni 
siquiera se da á objeto de comprobar con ese medio unido & la 
del nacimiento la filiación legitima de ellos (artículo doscientos 
sesenta y tres del citado Código) eomo elemento para haber por 
directamente averiguado que formaban parte de la familia le- 
gítima de doña Isabel sin que haya ni siquiera dicho y mucho 
menos acreditado que el caso se encontrase en las condiciones 
del artículo ochenta y cinco de ese Código par» babor por auto- 
rizada la prueba *!o) nacimiento por otros do 'omentos 6 me- 
dios de comprobación. 

Que aparte de las precedentes consideraciones en la prueba 
testimonial misma que ha producido el actor, se trata de ¡ai 
relaciones de familia con doña Isabel Ovejero de una manera 
mAs bien incidental y como si fuera cuestión de un Hecho ya 
averiguado y que hubiera de servir simplemente de fundamen- 
to para la posesión á título de heredero que el demandante 
atribuye á sus ciiisaiitt*. 

Que así so ve que en la tercera pregunta del interrogatorio 
de foja treinta prime, en lo que se reQere á derecho» que se 
atribuyen a Juan de Dios y don Patricio Ovejero, porque lat 
dos anteriores sólo se dirigen a probar que doña Isabel no dejó 
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descendientes se pregunta á los testigos : * si es cierto que 
don Juan de Dios y Patricio Ovejero, sobrinos carnales de 
doña Isabel Orejero, después que esta mu río vivieron á título 
de dueños basta su fallecimiento en la cuadra de terreno que 
perteneció:; doña Isabel Ovejero* 

Que el texto de esa pregunta rétela claramente que lu que I* 
parte se propone comprobar ¡s el hecho de ta posesión á título 
de dueño uo el de relación de párentelo que se da por sentado 
ser el é tío á sobrino camal. 

Que esta afimacion déla pregunta desvestida de las circuns- 
tancias de que nace el parentesco sin ni apresarse siquiera el 
nombre de Ioí padres de ¡iquelloi ft quienes se titula sobrinos 
de doña laahel ni si procedían ellos ó uo de matrimonio de sus 
autores, no es bastante para ai.tonz ir la declaración dé la exis- 
tencia del parentesco iilirmadu por la parte, y menos que e>e 
parentesco fuera Ugítimu. 

Que aunque coa motivo de repregunta* hedías per el deman- 
dado a los testigo |>re.si>ntai|.i* por el autor >iou NVpomureno 
Luna, dice, á foja cuarenta y cu.it ru, que don Patricio y don 
Juan de Dios Ovejero eran sobrinos de doña Isabel y doña 
Tioenta Lastra, a foja cuarenta y ejneo vuelta, que los nombra- 
das vivían en el terren.. como parientes, ni uno ni otro hablan 
de la el use y grud<. de parentesco que ligara i esas personas. 

Que reducido el mérito de !■ prueba testimonial & las pro- 
porciones expresadas ya que ni debe tomarse en cuenta el 
dicho de doña Agustina Chasarrota «Uiatn á foja cincuenta 
dice que doña Isabel era hermana menor de don Ju^n de Dios, 
porque tal dicho está desautorizado por ia parte misma del 
acto i que presentó ese testigo, resulta que la demanda ni aun 
por prueba supletoria lia logrado establecer bastantemente la 
calidad en don Patricio y don .Juan de Dios Orejero de here- 
deros de doña Isabel Ovejero. 
Que Improbado el derecho hereditario queda improbada la 
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posesión hereditaria que sería su consecuencia y haría de 
don Patricio y don Juan de Dios Ovejero lo» continuadores 
pro-indiviso con otros coherederos, como lu preteode el de- 
mandan^ de la persona do doña Isabel y les diera la propiedad 
7 posesión de los bienes de que ésta fuera propietaria 6 posee- 
dora en los términos de los artículos tres mil trecientos cuarenta 
y cuatro, tres mil cuatrocientos veintidós y tres mil cuatro- 
cientos veintitrés del Código Civil. 

Que por la misma razón no puede darBe por averiguado de 
haber existido el condominio entre don Patricio y don Juan de 
Dios Ovejero con doña Rosa Ovejero y su continuación entre 
dona Ana Miranda, hija de duna Uosa, causante del demanda- 
do y los sucesores de don Patricio y don .luán de Dios, de que 
procede .-1 derecho del demandante, porque A es- dominio no se 
atribuye otro fundamento que el titulo lieridatario común. 

Que, en consecuencia, y en lo que á la prescripción alegada 
por el actor se relien-, corresponde apreciar, no lo» efectos de 
una posesión tenida en común con doña Kosa Orejero y doña 
Ana Miranda, sino las de la posesión de los causantes del actor, 
en cnanto la hubieran tenido por sí mismo y sin que les apro- 
veche ni la de doña Isabel, de quien no han probado aer here- 
deros, ni la .le doña Rosa Ovejero y doña Ana Miranda con 
quienes no han justificado ser coopropi-tarins sobre la cosa 
Objeto del pleito., 

Que desde luego, puede darse como un hecho fuera de con- 
troversia que doña liosa Ovejero, su esposo don Pedro Miran- 
da y la hija de ese matrimonio, doña Ana Miranda, han poseído 
á titulo de dueños en el terreno que perteneció á doña Isabel 
Ovejero, porque así lo reconoce el demandante y así eonsta, 
tanto de la prueba testimonial producida por el demandado, 
corriente de fojas sesenta y uno á setenta y tres, como de las 
declaraciones de los testigos del actor contestando u la segun- 
da de las preguntas de foja cuarenta y dos. 
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Que el mismo don Pedro Miranda y su hija doña Ana han 
ejercido actos posesorios comprensivos de la totalidad del te- 
rreno desde que el primero en id año de mil ochocientos cua- 
renta j cuatro pidió la mensura judien! de ese terreno, la que 
se practicó en su virtud y 
operación en mil ochocientos ochenta y tres, . 
única propietaria, la que también se efectuó, 
prueba acabada de actos posesorios perfectamente caracteri- 
zados (artículo dos mil trescientos ochenta v cuatro, Código 
Civil). 

Qnc con tal antL?c.pdeiite no es dudoso que los causantes del 
demandante nu han podido ten- r posesión sobre l.i tntalidad 
del terreno, porque dos posesiones iguales y de Ni misma natu- 
raleza no pueden concurrir solare la misma co-a (artículo dov 
mil cuatrocientos uno del OóJigu Civlfj 1 . 

Qoe aunque en la mensura pedida por don Pedrolli randa el 
afio mil ochocientos cuarenta y cuatro él se presentaba jn>r sí 
y compartes es elaro que no hacia referencia .á Jo- causantes 
del demandante ai hablar di* la existencia de un condominio, 
porque consta (foja* oclumta y cinco vuHta y ochenta y seis) 
que ¡íestionó invocando la calidad de hijo político de dona 
Isabel Ovejero, lo que excluye el concepto de comprenderse en 
la voz con partea a los que no ]<■ fueran por otro título que el 
hereditaria en línea descendente. 

Que admitiendo que la prueba producida p-T el actor fuese 
sulicientti para oponerse con éxito á la producida poí el demán- 
dalo, en toque respecta á la posesión de sus respectivos cau- 
santes, eso no sería con aplicación al inmueble todo sino á las 
partes singulares del inmueble que cada uno hubiera respecti- 
vamente poseído porque, cuno ya se ha dicho, esa posesión no 
en el caso sobre la base de la extensión de un 
lueno se ha demostrado tener ni de un condominio que 
se ha acreditado ni sobre ta de la 
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por su nuturaleíaexcluyente deca-la uno de los 

Que el actor no tiu producido prueba algún» que sirva ú esta- 
blecer que sus causantes hubieran estado cu posesión de la 
fracción de terreno que doña Ana Miranda enajenó a favor de 
dun José Ü. Gómez, resultando al contrario que la citada doña 
Ana es quien ha cobrado como dueña en relación á esa frac- 
ción, lo que se acredita por la declaración no contradicha de 
doña Carióla Aguiire, testigo presentado por el demandante, 
y que se regiera al final de la f.ija cincuenta y tres vuidta, 
alirmaudo que la expresada doña Ana la hizo desalojar del 
terreno á que se relíere el pleito. 

Que no se puede hacer vnU»r contra d demandado el resul- 
ilu del juicio jn^t soriw que siguió doña Ventura Ovejero contra 
don Angel Terrera porque la sentencia en el po.M^orio no pre- 
juzga sobre el petitorio, sino ■ n casos excepcionales que no se 
dice haber sucedido (artículo .fus mil cuatrocientos sHenta y 
dos del Código Civil), porque el terreno del pleito con Terrera, 
no era el mismo que hoy se demanda, y porque, como lo dis- 
pone la ley veinte, tínibi veinte y dos, partida tercera, la sen- 
tencia ih. produce ef.-cto sino en relación a los que han sido 
partea en el juici... saivo la» excepciones establecidas por dere- 
cho, y ninguna de lasque se pretende existe al pnwente. 

Que resultando improbada la posean trelntenaria sóbrela 
cosa del pleito alegada por el actor, la improcedencia de la 
prescripción que se invoca como uno de loa fundamentos de Ja 
acción es m mihYsta por no existir el requisito fundamental 
en que descansa la mencionada prescripción ( ley vcintnni i, 
título veintinueve, partida tercera; y artículo cuatro mil 
d.íl Código Civil) . 

Que el actor, por tanto no ha acreditado ni et 
ditarío ni la prescripción en que se ha Fundado la« 
que hasta para la absolución del demandado, de conformidad 
con la ley treinta y nueve, título dos, partida tercera ya ci- 
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tada; y leyes veintiocho, titulo dos, y primera, títolo catorce 
de la misma partida. 

Que en ¡<u virtud se hace innecesario estudiar, si como lo sos- 
tiene el demandado existí: cíMia juzgada á su favor en virtud de 
las resoluciones rec aídas en tos juicios de referencia entre los 
Ovejero y doña Miranda, sobre acción confesaría y testamen- 
taria de doña Isabel Ovejero, 

Que por ser extranjuro el demandante y argentino el deman- 
dado quedó acreditada la jurisdicción federal, con arreglo al 
inciso dos, articulo dos de U ley de jurisdicción y competencia 
no habiendo en v\ caso suficiente motivo para aplicar la ditpo- 
sieion restrictiva del artí¡ ulo ocho de dicha ley. 

Por estos fundamentos : se revoca la sentencia apelada de 
foja ciento veintiuna, absolviéndose, en consecuencia, al deman- 
dado don José D. Goiu*-z de la demanda interpuesta á foja 
una. Nutifíouese original y, repuesto;, los sellos, devuélvase. 

BENJAMIN Paz, — ABEL fiAZAN. — 
OCTAVIO BLNGE. —JUAN t. 
TOBHbNT. — U MARTINEZ, 



Don Desiderio liosas contra la provincia tle Corrientes 
por daños y perjuicios : sobre competencia 

Sumario. — 1° La venta hecha después de haberse declara- 
do por sentencia firme que el inmueble vendido no pertenece al 
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enajenante, no puedu tener por td>jeto la trasmisión de la 
propiedad, sino Ja <le los derechos que puedan correspondería 
derivadas de la cosa. 

2" En lal concepto, existiendo dentro délas pretensiones de- 
ducida por el comprador contra el enajenaute primitivo, una 
cesión de acciunes, es necesario para qin; la causa surta el fuero 
federa! que é"ste se acreditL' tanto respecto del comprador, como 
respecto de su vendedor y cedente. 



Caso. — Lo explica el 



V«ll« de Ib Suprema Carie 



Humos Aires, Octubre 12 de 




v considerando: Que según resulto de la 
de hechos, contenida en la demanda y se 
las fechas de la sentencia corriente á foja treinta y seis en 
testimonio, y de la escritura de foja treinta y dos, el contrate, 
de lenta que sirve de título al demandante, se t elehró después 
de Lstar resuelto por sen tren a Ürme que la cosa ;i qne ese con- 
trato se refiere, no pertenecíu al enajenante. 

Que en su virtud, éste dejó de ser poseedor para convertirse 
en mero tenedor do la cosa menciotiadii (artículo dos mil cua- 
trocientos sesenta y dos, inciso 5", del Código Civil). 

Que en tal situación, el contrato de venta no tenía ni podía 
tener por objeto la trasmisión de la propiedad de la cosa, sino 
solamente la de tos derechos y acciones que correspondiesen al 
enajenante por derechos derivado* de t-sa ce a. 
Que así lo entiende la demanda misma, la que se intenta dr- 
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duciendu tas acciones personales de) comprador contra 
dor por causa deeviccion, que el actor pretende procedentes con- 
tra la provincia demandada. 

Que existe así, en Tealidad, dentro de las pretensiones del 
actor, una cesión de acciones qne entiende comprendida en las 
estipulaciones del contrato de venta. 

Que con arreglo al artículo ocho de la ley de jurisdicción y 
competencia de los tribunales federales, eu las causas entre una 
provincia y vecinos de otra, para surtir el fuero federal es pre- 
ciso que el derecho que se disputa perten-zca á esos vecinos ori- 
ginariamente, no bastando que les corresponda por cesión. 

Que el actor no ha probado sino qu« él es vecino de distinta 
provincia á la demandada, lo que resulta insuficiente, por cnan- 
to la acción personal que deduce no se constituyo originaria- 
mente a su favor ; de modo que á habérsele trasmitido el caso 
estaría reglado por los artículos mil cuatrocientos treinta y 
cuatro y mil cuatrocientos treinta y cinco del Código Civil. 

Por estos fundamentos se declara no estar acreditada la ju- 
risdicción originaría de esta Suprema Corte para conocer en la 
dema vida de foja cuarenta cinco. Hágase saber con el original, 
y repuestos los sellos archives»-. 



UENJAMIN VKl. — ABEL BAZAW — 
OCTAVIO BUSCE. — JIJARE. TO- 
RftEKT. — D. MAttTlNEl. 
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El floctor don Tro/U" (inicia contra Castillo y femante 
sabré cobra ejecutiva de posos 

$tattario. — No probaba la «acepción de novación opuesta 
á dummuiitu* de canicier ejecutiva, deLe ll'-varse adelante la 
ejecución. 

Caso.— L» explica el 



Pawná, Diciembre 14 & l«>8. 

Y vistos: la ejecución seguida por el doctor do» Teófilo Gar- 
cía contra la sociedad ('astillo y l'essante por la suma de 
5778 pesos 3t centavos ÓV curso legal, valor del arrendamien- 
to de 520 hectáreas, 48 áreas y 99 cent i Areas de campa, co- 
rrespondiente á los años 1806 y 1897 según los contratos 
reconocidos de fojas 8 y 9, contra la cual se ha opuesto la ex- 
cepción de novación. 

Y coasiderandu : Que es doctrina consagrada por la ley pri- 
mera dé testiblts del Código de Justintano aceptada por la legis- 
lación moderna que contra la prueba escrita de un contrata no 
puede recibirse la testimonial i menos que se trate de probar 
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su simulación ó falsedad ó que la cuestión terse ¿obre vicios 
de violencia, error, dolo ó fraude. 

Que esta doctrina es de rigorosa aplicación a) caso svb-judtce 
puesto que en él se trata de probar !i existencia de un nneTO 
contrato que extinguiría la> obligaciones creada* por los que 
fundan la ejecución cuyo valor excede en mucbo de 400 pesos y 
los contratos deísta importancia no pueden ser probad- s p .r 
testigos sin', sólo por escnto (artículo 1 193, Codig.. Civil). 

Que hiiq en el supuesto de ser admisible la prueba testifical 
Con un principio de prueba por irrito para probar Ioí t-ontra- 
tos que como el alegado por el ejecutado tienen por objeta de- 
jar sin valor ni efecto un r.iniraio anterior celebrado por es. rito 
y teniendo como primipio de prueba en este <-as«» los contrato^ 
escritos de fojas 57, 97 i 103 y 277, celebrado- entre el doctor 
García y otro de sus arrendatarios en las miomas condicionas 
de pago en que '.astillo y Pessante pretenden que convinieron 
verbal mente con él, pues mi puede estimarse como tal el ra*- - 
nmrial del doctor García de foja 137 ni Ea carta d. I mismo de 
fcja 278 en que niega precisamente que se celebrase el contra- 
to verbal y \\ot el contrario sostien» que el único que existe es 
el escrito con que se ejecuta; la prueba testimonial rendida nu 
establecí- la existencia del cot. trato verbal qu« >e alega. 

En efecto, tod^s los testigos presentados por 1 . parte deman- 
dada con excepción de Emilio Gay al reconocer -u-i firmas pues- 
tas en tas exposiciones escritas de fojas 56 á 61, declaran qoe 
ellos en su carácter de arrendatarios del doc tor García asf como 
Pessante por Castillo y Pecante, aceptaron la propuesta de 
pagar por arrendamiento .inrante el año de 1897 el doce y me- 
dio por ciento del producto /íowtrfo de la cosecha. Este aserto 
de los testigos está en abieria contradicción con el contrato es- 
crito de Emilio Gay presentado por Posante á foja \hl j con 
los firmados y reconocidos t ^r los demás declarantes d- fojas 97 
á 103 
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ta en los cuales todos ellos convienen en pagar 1a i 
del producto bruto de la colcha, cautidad qwr no M tfwal al 
y medio por cunto del producto liquido al 4**f 
leí producto bruto. La prueba testifical « csaut* al 
hecho priiu ¡p;il que se trata de justificar no 
vo del principio d.- prueba por escrito y -u> -¿I* 
para fjue no fuese admisiMe *e*uu lo> artículos 1191 * ll«3í- 
Código < ivil citad... 

Además» los testigos Juan IM- .tn, foja 108 vuelta: 
do Eiss«n, f.»jas 1(17 ¡i lt>9, y Luis Mi ta* i, foja 171, 
que ninguno de los Gay, Kwilio ui Elias* ■ stuv *r*n en 1* : 
ilion en (ju> el doctur García propuso las inudificarMaec «a «4 
I ago dei ¡irn-ndainii nto, y disde luvgo no j u iteivn aWée 
ciencia propiu qui* IVssante aceptase ra aquel aci» algas» 4e 
ellas-, ni las exigencias qui- hiciera Garría, Ltopoido BfWtt, 
fojas 103 á tti-4'. Juan Putean, foja 413; Maxim* Skh+rejer, 
foja 195; Luis Milu 11 i, foja Itffl ruelia, y Silve>tre Cfctafcras* 
foja 223 vuelta; testigos propuestos por los: i au 
torizan id contenida do las exposiciones citadas j- foja- S9¿ 
63, pues repreguntados declaran que en la r*uu*«n alv Jila «* 
que el doctor García propuso a sus «rt «dátanos qu* paxasrs 
por arrendamiento anual ocho pe>os p^r cuadra ¿ «I : t* 
mediu por ciento del producto de ta 
hizo ningún contrato verbal ni escrito, 
tor Garcíu que los que aceptasen una ú oten 
volviesen otro dia á firmar y llevar su> 
algunos que el doctor García, les dijo que los que «* 
los nuevos contratos, quedarían sujetus á los 
ees habían tenido. (Besson, foja i «4; lltlani, f ja 171 ; 
reyer, foja 197). 

Resulta así de la prueba testifical rendida per 
liantes que no sólo no «reptó Pessanti en aquella naaiai U 

arrvndamieni-eu 
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que se ha probado que García al hacer sus nuevas propnestas 
exigióla forma escrita |iara consignar las mortificaciones de loa 
contratos preexistentes y que éstos quedasen sin efecto. 

Que, por consiguiente, no habiéndose aceptado las propuestas 
para el pago en especie, serbal raent** al tiempo en que fue mu 
hechos como correspondería segun el articulo 1 1 51 del Código 
Civil, ni posteriormente por escrito basto el di¡i en que debió 
pagarse el arrendamiento y se inició ta gestión judíela! pura su 
cobro, no llegó á perfeccionarse el contrato proyectado en que 
se basa la excepción de duración del que da fundamento ú i a 
ejecución. 

Que ante el resultado de la prueba que se d.ja estudiada, 
ningún valor tiene la circunstancia de que lo> animales de 
Castillo y Pessaiite, se alimentasen en campo del doctor García 
durante el año 1897, pues este hecho fué producido por los 
mismos demandados y si hubo tolerancia departe del doctor 
García, ella bien puede explicarse por la concesión que les hi- 
ciera en e*e sentido :í todos sus arrendatarios antes de caducar 
los contratos de 1896, en atención á las malaa cosechas, como 
lo declaran Juan Pelean, foja 213; Bes=on, Milani y otros do 
los colonos, de modo que esa tolerancia no es una consecuencia 
necesaria dt la celebración del nuevo contrato aludido, y cuan- 
do más tendría el valor de una simple presunción insuficiente 
para prnliar u novación. 

Per estas consideraciones, resuelvo que Jos ejecutados Cas- 
tilla y Pessaute no han probado su excepción, y en consecuen- 
cia que debe llevarse adelante esa ejecución, con costas á car- 
go de los demandados. Notifiquen original y repóngase el 
papel con e| sellado correspondiente. 

M. iie T. Pinto. 
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Bueno* Aires. íiriiibrf> J;.' de 1899, 

Vistos y considerando : Que los documentos con que sé ha 
iniciado la ejecución que contienen deuda por cantidad líquida 
de piazo vencido y que forman entre lo-; instrumentos que tie- 
nen fuerza ejecutiva üoii bastantes á autorizar el procedimien- 
to seguido y suficiente pura fundar l;i senté neiu de trance y re- 
mate, ordenando el pago de la deuda. 

Que el ejecutado no ha comprobado que haya convenido con 
el actor en transformar Li obligue-ion refunda en otra mediante 
la novación que ha upiH'Sh» por vía de excepción, 

l'or ésto, y fundamentos concordantes t\v la sentencia apela- 
da de foja doscientos noventa y siete, se confirma ésta con cos- 
tas. Nulifiques© con «I original y repóngaselos sellos, devuél- 
vanse. 

IIENJAMIN PAZ, — ABEL BAZA». 
— OCTAVIO BUNGE, — JUAN 
E. TOtlltfcVr. — IJ. MAHTINEZ. 
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« AUNA 4 1» 



Don Antonio Hernández contra don José y don Francisco 
Portoman ; sobre daños;/ perjuicios 

Sumario. — No puede prosperar la deniamia por daños y 
perjuicios en la que uo so aliga hecho alguno conducente á 
comprobar el daño efectivo, ú la cesación dt> ganancias aprecia- 
ble en dinero. 

Caso. — Resulta del 



IF*II« del Jue* Federal 

Paraná, Abril 7 de 1899. 

Y ristos: los autos promovidos por dun Antonio Hernandei 
contra don José y don Francisco Portomnn, sobre daños y per- 
juicios de que resulta : Que Iíi'ruaiidez alega que los Portoinan 
hnbían hecho una protesta en la que negaban haber demandado 
á Taggiisco ante la Municipalidad del Diamante, Bobre daños 
causados por animales, y decían, que él como presidente de di- 
cha corporación loa h&* obligado A firmar exposiciones que 
no conocían ; protesta hecha con el objeto de entregarla í Tag- 
giasco; que en ella be tenia el propósito criminal de desacre- 
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diturlo para hacer imperar de nuevo la corrupción que ¿1 había 
combatido y combatía en la administración municipal. 

Concluye demandando la indemnización de daños y perjui- 
cios que la protesta le ha irrogado, según la estimación quede 
ollas hagan los peritos que se designen. 

Los demandados, acompañan (foja 1 i ) testimonio de la protes- 
ta aludida en la demanda y dicen: qn<- las afirmaciones del 
aictor son completamente inexactas ; que lo ocurrido fué, que 
Hernandei. como presidente de la Municipalidad los hizo com- 
partir al Diamante el día 15 de Octubre, á fin de hacerlos 
partícipes de un asunto ageno que en nada su relacionaba con 
ellos; que en vista de esto, y por lo que pudiese sobrevenir le- 
vantaron el acta de protesta que acompañan, éí día 16 del 
mismo mes, sin otro lin que el de salvar sus derechos: que 
aparte de ser fabos los motivo» que fundan la demanda, aun 
suponiéndolos cortos, ellos no son de tal naturaleza que im- 
pongan la responsabilidad de danos y perjuicios según la ley, 
siendo injustificable que por hechos oomo éste se moleste á ve- 
cinos trabajadores cuino lo son. llevándolos ante un Tribunal. 

Por mandato del Tribunal, para mejor proceder, el deman- 
dante señor Hernández confiesa que la protesta en testimonio 
exhibida por los demandados ¿ foja 11 es la misma en que basa 
su demanda. 

El actor, en e^te estado, presentó un pliego de posiciones que 
fneron absueltas por los ¡«mandados á f.tjus 31 y 32. 

T considerando: 1 o Que el deunndantedon Antonio Hernán- 
de* no ha probado el hechn >n que f nuda su demanda á saber, 
que don José y don Francisco Portoman, afirmaron en una pro- 
testa que él en su carácter de presidente de la Municipalidad 
ios había obligado á suscribir exposiciones que ellos no cono- 
cían, pues la protesta de foja 11 que él a* foja... confiesa ser la 
misma a* que se refiere en su demanda, no contiene tal aserto, 
limitándose los Portoman á consignar en ella lo siguiente : que 
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habían sido llamados é interrogados por oí presidente de la Mu- 
nicipalidad señor Hernández, sobres! habían hecho arreglo» en 
Taggiaseo respecto de perjuicios recibidos, y en seguida hizo 
labrar un neta cuyo contenido ellos no conocían, por lo que 
protestaban en guarda de sos derecho* por loque pudiese conte- 
ner dicha acta, que ellos no habían autorizado á lirmar. 

2" Que como se ve, en e^ta protesta los Portoman no a tribu - 
jen á Hernández el lucho grave de haberle* obligado á lirmar 
una rxpaüiclm que no conocían, dicen simplemente que no sa- 
bían lo que se decía en la acta que hizo levantar Hernández y 
que ellos á nadie autorizaron á firmarla, siualinrar siquiera que 
alguien tomando su nombre la linnase. 

3" Que ¡a protesta concebida en loa términos que lo está, no 
es injuriosa para Hernández, y siendo hecha en ejercicio de un 
derecho no puede constituir un acto ilícito que les imponga la 
responsabilidad de resarcir daños y perjuicios (art. 1071, Có- 
digo Civil). 

Que, por otra parle, trata mi ose de injuria* ó cal u mías de 
cualquier esficíe que sean, el ofendido sólo puede pedir indem- 
nización pecuniaria, si probase que la calumnia le causó un 
daño efectivo o privación de ganancias susceptible de aprecia- 
sen pecuniaria (art. 1089, código citado) y Hernández no ha 
probado la existencia de un daño efectivo. 

Que iinulniciito, <'n la demanda no se determina la suma que 
se reclama por daños y perjuicios como correspondía hacerse 
por ser la cosa que forma el objeto de la gestión, lo que la cons- 
tituye defectuosa é inadmisible (leyes 15 y 26, tí ílo 2, parti- 
da 3*). 

Por estos fundamentos declaro que don Antonio Hernández 
r.o ha probado su demanda y, en consecuencia, fallo no haciendo 
lugar á ella con costas : Hágase saber original y repónganse los 
stllos. 

If. de f, l'into. 
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rail* «Ir 1» 



Buenos Mm, ttelul re lü dé 

Vistos y considerando : Primero ; Que en la Amanda de foja 
cuotro «' revhun.ui los daño* y |ierjtiicius inferi los al actor eo su 
reputación y honra con menoscabo de La autoridad que inviste. 

Seyutitto : Que por tal Liu la aucion deducida debe necesaria- 
mente requerir la comprobación del daño efectivo ó cesasiun 
de ganancias apn'Ciable en dinero, como lo preceptúan! artículo 
mil nclienta y jinete del Código Civil. 

Terrero . Que acerca de tal eitrem» indiape'vsubk' para que 
la demanda pudiese prosperar, no -e contiene aserto alguno do 
ningún hecho sobre el - nal fuera prucedent>- la consiguiente 
comprobación durante e] juicio. 

l'or vstu v l'iu fundamento* concordantes di' la sentencia 
apelada de foja treinta y cinco, se confirma esta con costas. 
Notifíqueae, con el original j repuesta los sellos, devuélvanse. 

* 

1E>JAMI> IMZ, — ABEL BAZA!"'. 
— OCTAVIO IHJSGK. — JUAN 
E. TüHHKnT. — El. MARTINEZ. 



4 ALNA « DI 



Contra don ,í/. Bonhome ; sobre derechos de aduana 

Sumario. — No prosiguiéndose por el señor Procurador ge- 
neral la apelación interpuesta por el procurador fiscal, debeu 
devolverse lo* autos al juez de la causa. 



Caso. — Resulta de Jas siguientes piezas: 



KfcSOU t IO\ IIK ADUANA 

Bueno* Aires. Abril 22 de 1890. 

Vistos; Resultando <le todo lo actuado: t" Que el señor J, 
M. Honhouie, pidió despacho dt¡ i 40 cajones hojalata en lámi- 
nas si ii trabajar, maní fea tan el o un peso neto de 9330 kilos. 

2? Que salisf* i;hos loa derechos, j al procedersen la entrega 
con la intervención de la ulcaidía, ésta verificnbu el peso de 
cari» rujon, t oniuml o áese efecto el peso bruto de la mercadería 
y deduciendo m tara que la tarifa ¡señala. 

3 o Que en esa forma h;i sido recibida la mercadería por el 
comerciante m su mayor parte, firmando los recibos corres- 
pondientes en el depósito. 

4" Que bailado un exceso por el guarda, j elevado el 
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foja 1, el comediante alega que pesada la mercadería con ex- 
clusión de los envases, el ptsu total debe resulta; conforme á Jo 
manifestado; operación que no puede pra^ticars-- por cuanto la 
mercadería ha sido recibida en parte en la forma que queda in- 
dicad». 

Y considerando: 1" Que la ley ha establecido una tara para 
aquellas mercaderías en las que se hace impasible ó por lo me- 
nos muy difícil la verilicacion de su peso neto. 

2 P Qué la mercadería de que se traía se encuentra en esas 
condiciones. En efecto, la diversidad de tamaño de los cajones, 
la importancia de la partida, y la especialidad del envase impo- 
sibilita la operai ion de tomar el peso neto, la que por otra parte 
ocasionaría perjuicio a La mercadería : pues no podría ésta en- 
vasarse en la furnia en que ha sido introducida. 

3" Que siendo la tara legal una disminución dada á ¡a merca- 
dería por el puso de su envase, no puede haber gran diferencia 
entre el peso neto y el peso bruto, deducido el 5 por ciento. 

4 o Que aun cuando en el presente caso haya sido manifestada 
la hojalata por su peso neto, el comerciante ha recibido ta mer- 
cadería por su peso bruto con deducción dé la tara, aceptando 
el resultado de dicha verificación. 

5 o Que no hay i-ntodo to actuado constau- ia de haber recla- 
mado el coweniante por la forma con que se ha procedido en 
la entrega de ¡a mercadería. 

Por estos fundamento*, fallo declarando caídos en comiso los 
1041 kilos de exceso a beneficio «leí denunciante y demás cu- 
partícipes, de muerdo con los artículo* 12*, 930, IGSiy 1055 
de la? Ordenanzas. 

Mmifleste el interesado siesta dispuesto a satisfacer el im- 
porte de la pena ó bace abandono de la mercadería. 

Hágase saber y repónganse los sellos, pur el despachante. 

Juan Martin Castro . 
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Fallo 4«l Jhci 



Y vistes: t §t<>H autos traídos por apelación <1 1* una resolución 
de la Administración de Rentas nacionales. 

Y considerando: i 6 Que dada la forma de manifestación de 
la mercadería y los procedimientos observados por la aduana, 
se hace imposible determinar con exactitud su peso, y por cou- 
siguicnti' si exi-te el exceso sobre <|iie di*ba r<-eaer la .-uní 'ion |»e - 
nal de Lis Ordenanzas >te aduana. 

2" Que en presencia de esta dificultad el juzgado iii'-n-a que 
la solución más equitativa que corresponde á este asunto es la 
que indica la contaduría de la aduana en su informe de foja 14, 
de cuyo < álculo resulta uu exceso de liMi,50 Kilos, sobre lo* 1-tfi 
cajunes raanií* «fados. 

3" <¿uf ein-ontrandoM- id exceso á qne se relirre el anterior 
Considerando dentro de la tol< nn*¡a >\ue establece en su última 
parte el artículo I2H d- ias i indas Ordenanzas, es indudable 
que nu <•« de apli'-aeiun a! raso mh-judicf Ja deposición del ar- 
ticulu 930 de la- mismas. 

l'or estos fundamentos, fallo revocando la resolución de adua- 
na de f- ja 15, declarando al recurrente es. uto de toda pena. Há- 
gase saber con el original, ven oportunidad devuélvante los au- 
tos á la aduana previa reposición de -ellis. 

Gervasio F. Granel, 
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VISTA DEL SEÑOR PROCURAUOR GENERAL 

Suprema Corte ; ^ S,ltÍH,,brt; * de 14(99 

El despacho de aduana solicitado por el señor Bonhome, desig- 
d aba el peso neto de loa 14<> cajones hojalata en lámina» sin 
trabajar. En la diligencia de foja 2 se expresó por el interesado 
que debía pesar* neta la mercadería» pidiéndose por lo tatito la 
verilicacion correspondiente. Y en Jos informes de Tojas 5 y 6 
así se aconsejó y fué resuelto también, en el decreto de foja 6 
vi. el ta. 

Si aquella verificación pedida, aconsejada y ordenuda no se 
verificó, de su omisión tío pueda deducirse eonse.-uemiias desfa- 
vorables al interesado, contra quien no resulla demostrado he- 
cho ú infracción, que íiutorice Ja imposición de pinas con nuje- 
cion ó las Ordenanzas de Aduana. 

Fundándose la 8eotencia de foja 29 en aquellos antecedentes 
y apoyadas sus conclusiones en el término medio de diferencia 
de peso obtenido según el informe de la contaduría corriente á 
foja Í4, no encuentro fundamento legal para impugnarlo y opi- 
no que procede su confirmación, salvo el más ilust rado criterio 
de V. E, 

Snbiwano ffiVr. 



T. MHI 
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Buenos Aifí-i, Olubre H Je 189&. 

Atento ln expuesto y pedido por el señor procurador general 
en su escrito de foja t reinta y tres, devuélvanse estos autos al 
juez de la causa reponiéndose el papel, 

BENJAWN PAl. — ABEI. BASCAN. 
— OCTAVIO BLNGK. — JUAN. 
t TOltliKNT. - H« MARTINES. 



< UNA «1UI 



El doctor don Juan José Homero ij otros contra don Múreos 
Nartiiji'tm, por desalojo ; sobre ejecución de sentencia y 
apelación. 

Sumario. — Si la sentencia qu>- decretó el desalojo del cam- 
po ocupado por oí demandado, fui pronunciada en forma con- 
dicional, si dicho campo resultase ser el de propiedad de los 
demandantes á que dicha se nteneia se refiere, no puede invo- 
carse la autoridad de Ja cosa juzgada para ordenar el laniimien- 
to y negar la apelación del auto que lo ordena. 

No habiéndose practicado las diligencias de investigación 
necesaria pura establecer que el campo ocupado es el mandado 
desalojar, de propiedad de los demandantes, debo revo arse la 
órden de lanzamúnlo. 
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Mandado reponer al demandado en posesión, la remataría 
pedida por loa demandantea no puede resolvere sin abrir el 
ítindente ¡i prueba. 

Caso. — Resulta de las siguientes pi, zus : 



Hueoos Aire*. Abril al de Itífti. 

Vistos en el acuerdo : Considerando : Que stgun resulta del 
■ "forme precedente la sentencia ejecutoriada á que el Juea « 
7™ se refiere, no contiene decsmn ,ipresa sobre ul punto rela- 
tivo á que el campo ocupado por Martigena ó su* euc irgad-s es 
de propiedad de ios actores 8 ,„ res Rosa. Romero y Bonifacio 
en el juicio de desalojo de que se trata. 

Que estando subordinada en la bolencia mencionada á la 
eondírion de ser cierto este hecho, la ejecución de {a orden de 
lanaarniento dictada eontra Martigena t no puede invocarse U 
autoridad de la cosa juagada para negar i lite el recurso de 
apelación deducido contra el auto que uo hace lugar á la sus- 
pensión del lanzamiento ordenado. 

Por esto, y trayendo graráraen irreparable dicho auto, ae 
declara mal denegado el r.cnrau interpuesto por don MArcos 
Martigena, 

Ubrese oficio al jne* do s.'ccion par a que remita losautoB con 
noticia du las partes. Repóngase el papel. 

BENJAMIN PAZ — ABEL BAZAS.— 
OCTAVIO BUNGB. — JOAN E. 

fOHwrr. 
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Uuon»K Aires. Diciembre 10 d« 189G. 

Vistos : Por los fundamento» del auto de esta Suprema Corte 
de foja ochenta y don y considerando además : Que no se han 
practicado las diligencias de investigación necesaria para esta- 
blecer si el terreno ocupado por MaTtigena ó sus encargados 
es el mismo á qué se refiere ta sentencia pronunciada en forma 
condicional que ¡Je trata de vjecular. 

Que entreunto, el esclarecimiento de ese. hecho efectuado con 
las formal ida des iIp ley, es un complemento indispensable de 
la expresada sentencia. 

Tor esto : se reto na el auto apelado de f... y repuestos los 
«ellos, devuélvanlo al Juei de sección para que, procediendo 
con arreglo (l tas precedente* consideraciones, rewlva lo que 
corresponda. 

BENJAMIN PAL - LUIS V. VA- 
hKl.A. — ABEL RAZAN. — 
OCTAVIO BimCK. 



rali» del Jura Federal 

f.íi Piola, Febreros de 1K>7. 

i 

En virtud de lo resuelto por la Suprema Corto al revocar el 
auto de foja 43 vuelta, debiendo quedar las cosas en su estado 
anterior mientras tatito se demuestre en autos la ocupación por 
parte de Martigena del campo que expresa la demanda, líbrese 
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el oficio que se pide para que le sea entregado a) demandado el 
campo de que ha híiJo desposeído, podiendo hacerse uso para ello 
si necesario fuere líe ta fuerza pública. 

Aurrecoechea, 



La Piula Febrero 24 de 1897. 

Y vistos : El recurso de reposición deducido contra el decreto 
que manda reponer a dou Múreos Martigena en la posesión del 
campu de que ha sido desalojado y te niéndose en consideración 
que no existen en el caso los elementos de convicción necesarios 
á cerca de si el campo desalojado es el mismo de la demanda, 
según te resuelto por la Suprema Corte y que en tal concepto' 
es de rigor que las cosas delnm quedar en su estado anterior y 
es por esto que se ha mandado librar olicio para la restitución 
del campo. 

Que la prueba ofrecida no es admisible sino en juicio suma- 
rio ó contencioso y dentro de las formalidades proscriptas por 
la ley de prncidimñntos. 

Por esto, se deja sin efecto el decreto de 5 del corriente á 
foja 109 vuelta ; no se hace lugar al recurso de reposición in- 
terpuesto por el señor Ferrari y se concede el de apelación para 
ante la Suprema Corte. 

.lf. S. Aurreeoechea. 

Iludios Aires, Octubre 14 de 1899. 

Y Tístos : Considerando : Primero : Que el auto de fojas ciento 
doce vuelta á ciento trece ha debido re^lm el incidente pro- 
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movido por el escrito de foja ciento trece t>astanciado como se 
hallaba por el auto de foja ciento seis y subsiguiente contesta- 
ción al traslado conferido por el escrito de foja ciento ocho. 

Segundo i Que decretándose por dirho auto de foja ciento 
doue vuelta dejar sin efecto el que por error se dice corriente 
i foja dentó nueve vuelta, debiendo ser el de foja ciento dos 
por Ja fecha que en aquel se designa y no blcer lagar á la 
reposición pedida áfoji ciento tres, se admite resolfer precisa- 
mente sobre loa hechos fundamentales del referido incidente v 
contradicho por Ja parte de Martigeria han requerido el reci- 
bimiento á prueba del mismo incidente y ajustándose su discu- 
sión y la resolución que él provocaba á lo dispuesto eu el auto 
de esta Suprema Corte de foja noventa. 

Por esto : se revoca el auto apelado .le fojas ciento doce vuel- 
ta á ciento in*#! v devuélvanse para que, de acuerdo con esta 
resolución y la de foja noventa, se resuelva lo que Tuere arre- 
glado á derecho, según el mérito de tas pruebas qup se produ- 
jesen. Notifíquese original y repóngase el puptd. 

benjamín imz (en disidencia). — 
aüel razan. — octavio bunce, 

— JUAN E. TOKRENT. — H. 
MAItTINEZ. 



DISIDENCIA 

Vistos y considerando : Qu t - el auto de foja cuarenta y tn s 
* vuelta que dispuso oí lauiamienU de Martigena, fué revocado 
por el de foja noventa. 

Que en couseeuen.-ia, Ja resolución de foja ciento dos que 
ord«naque las cosas se restablezcan al estado que se encentraban 



V 
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antes fiel auto revocado y que no se modificaron si nú en virtud 
de ene auto no importa siuó el cuni)ilimiento del citado de foja 
noventa que tiene la autoridad de la cosa juzgada. 

l'of esto se confirma el apelada de foja cieato dos, con costas. 
Notifíquese original y devuélvanse, repuesto los sellos. 

BF.NJAMIM 



I 

Contra don Pedro rhrtstop/wrsen ; sobrv dererhot de aduana 

Sumario, - No prosiguiéndose por el señor Procurador ge- 
neral li apelación interpuesta pnr el procurador fisrai, y desisti- 
do el recurso deducido por parte del interesado, deben devol- 
verse fus autos at juez de la causa. 

Caso.— Resulta de la* siguientes piezas: 



rail* «*» Jm r?««r«¡ 

, Unenos Aire», Abril 10 de 1899 

Y fistos : estos autos seguidos contra don Pedro Christo- 
pliersen por defraudación de renta* fiscales, de los que resulta: 
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Que con motivo de la denuncia de don Pedro I.. Medina de qne 
por el tí por « Sud-Aménca > , paquete número 1286, entrado 
en Octubre de (886, babía venido un cajón marca (i. L. numero 
626, el que no ba sido presentad., á Jos depósitos fiscales j por 
consiguiente introducido sin pugar derecho*. 

Que instruido el sumario respectivo fué interrogado el leftoi 
Watlace Üell, representante del señor Christophersen, quien ma- 
nifestó que el bulto mencionado fui entregarlo junto con la 
dunas carga del vapor «Sud-Amé- ica» á los depósitos de la 
Boca donde debe encontrarse. 

Que pedido informe al aub-inspector de lo-, depú^itos de la 
BocavBarracan este funcionan. ■ informó que no constaba como 
recibido en ese depósito el bulto déla reíereucjay que la oficina 
de control recien fue creada en Üctubrede 1887 f ceba posterior 
á la operación de aduana verificada por el vapor «Sud-Auiérica» 
á que se refiere el parte de foja i. 

Que citado el lanchero, declaró que con fecha 3 de Agosto de 
1887 .según consta en la papeleta agregada á foja 5 hizo entre- 
ga en el depósito á cargo del señor González Kobert de 60 
bultos demercaderias desemban -adas del vapor «Sud~Amé"ríca» s 
que en esa fecha era de práctica no otorgar recibo de las mer- 
caderías entradas en depósito como lo prueba la papeleta agre- 
gadas, pues habiéndose entregado 60 bultos no consta recibido 
alguno de ellos. 
Que pasado el expediente i esle juzgado presentó el procti- 
su acusación á foja 17 vuelta pidiendo se le apli- 
Ja pena que determinan los artfcu- 
de Aduana, 

corrido traslado de ta acusación fué contestado á foja 
liendo la absolución de toda pena en mérito de las razones 
amentos alegados por la defensa, 
abierta Ja causa á prueba se produjo la que corre agrega- 
oja 31 á foja 59. 




Y considerando: Que de 1 1 prueba producida resulta clara- 
mente que el cajón de la referencia fuá introducido en lo* de- 
pósito» fiscales con íeeba 3 de Agesto de 1887 como constado 
lu papeleta del lanche™ Cfajaparra agregada á foja 5. 

Que ii foja 49 vuelta corita del manifiesto general el cajón 
marra G. L. numero ím venido por el vapor <Sud-Aménca» en 
su viajo de Afj.wio l°d e f KKÍf, paqueé núm-ro I28H. pormnsi- 
guiente hay error en el parte de foja) al referirse al viaje del 
.Sud-América» de Octubre, paquete número 128ÍS, cuando de) 
informe de foja 47 resulla que el número del paquete que le co- 
rrespondió á ese viaje fué 17,12, y por mmuguienlc, l« fecha d- 
la papeleta de foja 5 coincida con 1» entrada del vapor «Sud- 
America» en su viaje de Agosto de 1887. 

Quede lasdeclaraciones prestadas por los señores Moreno, foja 
34, y González, foja 41, resulta que efectivamente la oficina de 
control en los depósitos de la Boca y Barracas se estableció re* 
cien Afines del año í«87 es decir que con anterioridad fi esa 
fecha no se acostúmbrala firmar las boletas de descarga, loque 
explica que se encuentre sin firma la boleta de foja 5. 

Por estos fundamentos : y uo obstante lo dictaminado por el 
procurador fiscal en su vista de foja 17 vuelta, fallo absolviendo 
de toda pena ¿don Pedro Christopliersen de la defraudación im- 
potada en la denuncia de foja í . 
Notifíquese con el original y archívese. 



P. Olacchea y Alearía. 



CALLOS UE LA SI PRftJÉA COHll. 



VlftlA ÜfcL fiElon PHu< UfUÜUH GEflEHAL 

Hu- n... \irt-* U,.r,. ¿ü .1- WJ 

S uprema Curte: 

La prueba rendid* tu demostrado la exactitud de loa hechos 
aleados por loa agente, del vapor tSud-Aménea» en la denun- 
cia sobre defiaudaciun de rentan íiv alea. 

Khüs berilos i onstituyen el fundamento pr tnripnt de U seR- 
tencia recurrida de Toja ÜO i cuyas conclusiones creo deber 
adherir no obstante el recurso interpuesto por H procurador 
fiscal. 

Kn a 11 consecuencia circunscribiéndome á invocar paia evitar 
repeticiones los considerando-, de aquella sentencia pídoáV. E. 
?e sirva confirmarla sin especial condenación en < pstuspor cuaa- 
to la acción no procede con malicia ruando eonv> en el e»so ema- 
na dd cumplimiento de deberes legales. 

Sabiniano Aier. 



WmUm úm ím »«pr«M» frt* 

Buenos Aires Octubre M di- 18W. 

Atento el desistimiento formulado en el precedente escrito de 
la apelación interpuesta & foja sesenta y cinco y de acuerdo con 
lo expuesto y pedido por el señor Procurador general en su es- 
crito de foja sesenta y nueve, devuélvanse estos autos al juez de 
la causa reponiéndose el papel. 

BENJAMIN PAX. — ABEL BAEAH. 
— OCTAVIO BUHGE. — JUAN E. 
TOnREflT. — H. MABTINE2. 
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Contra don Federico Moreno, por defraudación 
de impuestos internos 

Sumario. — No existiendo prueba bastante sobre la defrau- 
darían imputada, procede la absolución de la actuación. 

Caso. — Resulta dH 



rucuown, Marzoll de i«b. 

1 vistos; esto» auto» spguidoi por il procurador fiscal, con- 
tra don Federico Moreno, sobre defraudación de impuestos ¡u- 
ternoa, de que r sulla : 

El 2 de Agosto de 1802, el inspector de impuestos internos, 
darlos F. Castellanos, denunció á don Federico Moreno, expo- 
niendo: Que según el informe eipedido por la gerencia del 
Ferrocarril Noroeste Argentino, la fá lírica de dicho señor Mo- 
reno ha despachado por dicha línea desde el mes de Abril del 
año próiimo pasado hasta el mismo mes del corriente uño, la 
cantidad de tiento treinta y nueve mil veinte kilos de alcohol ; 
que esta cantidad representa en litros lo siguiente : el peso de 
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cada TMij.1 con su oontemdo ta de cíenlo sesenta kilo»; divi- 
diendo por «le número «! total que eipre*a el rilado uiform. . 
se llenen ochocientas sienta y orbo vasija» 868). que multipli- 
cada- por ciento treinta y cinco (135) que e^ tu numero de litros 
que rada una conti.-ne, resulta un total de ciento diei j Mete mil 
ciento ochenta íitro> II 7.180) ¡que e »M i I» cantida-l de al- 
cohol que ha s.J ido de la fábrica del señor Muren», segun .| 
informa de referencia ¡ que esto sentado, segnu las declaran» 
nes juradas de dicho aeíior, correspondiente* i lo» tmsmus mi - 
IM de Abril d i año próximo pasad., hasta Abril del presente, 
que las adjunta ron rargo de devolución, asi como lambón 
acompaña un r. numen de ella» con lai lumtl respectirie, apa- 
rece que in fábrica sólo ba ejpendido la canti-lad de cincuenta 
mil doscientos noventa litr.» (50.490), qufl deducida de la su- 
ata que da el informe del ferrocarril, resulta una diferencia 4> 
—uta v wli milochofiicntoí n ^enta litms itfti.890); que esta 
diferencia entre la . anudad declarada por el fabricante y la 
que bu salido de su fabrica, ,egm, -I referió inf ni,,, estable- 
ce la falsedad de su declaración, y por conaiguñ Dte, ha llegado 
**■ ca.n de aplicji ¡a lev de la materia en ¿u artículo 5\ 

funcionario «a expide exponiendo: gue fundado en lúa cons- 
tancias de uuUs y en virtud de la- consideraciones aducidas 
por el inspector en su escrito de f... que reputa fundadas y 
aceptables, derla ce formal acusación contra" don Federico Mo- 
reno, propietario del ingenio A fábrica de azúcar y alcohole», 
inscrita «n el Registro de la sección ti», bajo el número 31. por 
falsa declaración y defraudación en el pago del impuesto na- 
cional sobre alcoholes ; que dicha defraudación, aegnn monta 
de autos, consiste en el vitliir correspondiente a sesenta v seis 
mil ochocientos noventa litros, cuyo impuesto lia dejado de 
pagar; que en consecuencia y de conformidad á I» dispuesto en 
el artículo 5 a de la ley número 2856, pide quo >e aplique á 



Momio una multa de Te.nt, Uht0s lt , , umi ^ h(i ^ 

tendido defraudar, coadunándole « ocho mesa» de arresto, y á 
la» co»ta* 

Kl acusado, i quien M mandó dar tr*sl ido .1,. I* precedente 
acusación, contesta : que nn debe hxc»r>e lugar á la acusación 
promovida por el fiscal, absolnendob. de culpa y cargo; que 
desde luego di- '-onnc* eompM imeut.- o! infirme del rVrroo.rr.l 
Norofsl " Ar^tnlina, rehtiro al transporte de alcoholes; que 
mega igualmente que e! haya elaborado ó fabricado mayor 
■ ■ani.d id de aguardiente que lo declarad > en lo* formula! .oh de 
fojas 15 A 27; que aceptando hipolétictmente dicho informe y 
el número de kilo* de alcohol transportado que >e n preta l 
f»ja íd. y l. red inri un que *e l, a0 e íi f„ja 29, es el easn de pre- 
guntar á prueba ese hecho que el |,a fahrieado mayor cantidad 
de abobo! que el declarado? ¿ Demuestra que el eiceso huida 
elaborado en et ingenio Santa Lucía? 

Entre una y otra comí, hay una distancia inmensa; pues pen- 
sar de esa manera, serla ir en contra de la* reglas d ■ la lógica, 
q-ie nos ensena, que d> una nremiia no pueden deducirse otras 
consecuencias que las que fluyen naturalmente, y contraria- 
riamos esta regla si acepta--,. mus la conclusión del inspector 
quesee: *e han transportad,, tantos litros de alcohol por el 
■•flor Moreno, luego é,le ha fabricado y elaborado esos tantos 



fcn resumen, el acusado sostiene en su largo escrito que, 
suponiendo derto el transporté de alcohol A que se refiere el 
ínform- de foj i 13. siempre quedarla por averiguar si ese al- 
eohol ha sido fabri ado por el s-ñor Moreno, en cuanto eicedr 
á la cantidad denunciada por él, por cuanto el impuesto no ee 
paga sino sobre el nl-. n hul elabora lo pur quien lo elaboro ó fa- 
bricó, y no por si que «pendió alcohol sencillamente, porque 
eI « X P haber adquirido el alcohol de cualquier otra 
manera que no sni la fabricación. 



aaaw. 
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Habiéndose recibido esta Miau A ptu b», no te ha producido 
ninguna por fas partes. 

Y ouusiderando: Que la acusación j la denuncia han llegado 
A tu fin sin base que «ostenten Un pretensiones en ente 
juicio, que «| informe de foja 1 S, expedido por la gerencia del 
Kerrycarril Noroeste Argentino se- un el cual el acusado don 
Federico Moreno, ha despachado por dicha línea desde el mea 
d- Abrí, del ,iüo próximo pasado (1891) liUbta il uismu mes 
<t«] BOTTiente (181r2) la cantidad de ciento treinta y nueve mil 
relate kilos de alcohol. 

Ijiif habiendo sido desconocido por el acunado, el citado in- 
forme en 1 « relativo al transporte de alcoholes, es el cuso de 
pp'guntar: ¿qu¿ valor tune, qué importancia sustenta dicho 
informe parí probar nn»* Mu ¡uno expendió alcoholes por el 
Ferrocarril Noroeste Argentino? ¿Es acaso instrumento públi- 
co de los que conforme á la ley hacen plena fé, hasta que son 
argüidos de falsedad de los hecho* que contienen ? (artículo 093 
del Código Civil). No existe disposición ni ley que declare á 
las gerencias de los ferrocarriles, oficinas publicas, ni A sus 
gerentes oliciales revestidos de autoridad para expedir infor- 
mes, con fuerza de instrumentos püblics, sobre lo que ha pa- 
sado en dichas oficinas. El mencionado informe de foja 13„ no 
revistiendo carácter público rehaciente, no prueba, poes, que 
el señor Moreno haya transportado el alcohol que se asevera en 
el mismo. 

Que, por ..tra parte, negado el hecho de fabricación por el 
señor Moreno del ít< or expendido por él, según el informe alu- 
dido, ninguna prueba se ha producido aobre este hecho funda- 
mental de la demanda, dado que el impuesto en cuestión no es 
á la materia sinó á la fabricación, no es al expendedor binó 
al fabricante, según lo tiene resuelto la Suprema Corte, en 
Febrero 22 de 1894 en la acusación del inspector nacional y 
procurador fiscal contra el en argado del establecimiento so- 
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< iai -Córdoba del Tucuman » en ésta proyocia; de modo, ^ne, 
no estando estableado que el señor Moreno elaboran 6 fabri- 
case todo el alcohol que aparece expendido por él según el in- 
forme en cuestión, ninguna responsabilidad le puede alcanzar 
por no haber denunciado al inspector un licor que no ha fabri- 
cado, si bien expendido. 

Que supuesta siempre la verdad del informe de foja 13, ;i la 
demanda incumbía otra obligación, cual era la de demostrar 
que la cantidad de aguardiente que se dice transportado por el 
Ferrocarril Noroeste Argentino, sea superior á la declaración 
jurada, ó en oíros términos, que esta es falsa en mérito del 
exceso que demuestra aquél, Nótese que la base del peso de 
160 kilos por cid* basij i que bane el inspector ¡i foja 29, no 
habiéndose justificado legalmente, como era deber hacerlo, 
apare -e caprichosa j la operación fundada en ella, sin ralor ni 
fuerza, quedando así por aaberse si el alcohol contenido en 
esas TRüijaa es inferiora! declarado en los formularios de fo- 
jas 15 4 37. 

Por estos fundamentos, fallo : no haciendo lugar á la acusa- 
ción, y absolviendo ¡il acusado don Federico Moreno de toda 
culpa y cargo. Hágase saber y notiffquese con el original. 



Dueños Aires, Octubre 14 de 1899. 

Vistos y considerando : Que no existe prueba bastante de 
que don Federico Moreno haya fabricado alcohol en cantidades 
superiores á las por ét declaradas, y por las que hubiera debido 
pagar el impuesto nacional á que esta en usa se refiere. 
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Que esa prueba era tanto más necesaria cuanto que se traía 
de materia penal. 

Que la parte de Murena presentó sus libros ante el juez de ta 
causa para que fueran compulsados, no habiendo dependido de 
él que la compulsa no se realizara. 

Por esto y fundamentos concordantes, se confirma la senten- 
cia apelada de foja setenta y cinco vuelta. Notifique» original 
y repuestas los sellos devuélvanse. 

BENJAMIN PAZ. — ABEL BAZAR. — 
OCTAVIO BUIfGE. — JUAN E. TO- 
HIIENT. — H. HAHTINEZ. 



«AIJMA <|»V 



Castilla wntra H tktneo Sacionat: 
ite sentencia y daños y perjuicios 

Sumario. — Tratándose de ejecutar Ja sentencia condenando 
á restituir el precio de) inmueble Tf ndido con daños y perjui- 
cios, la indemnización de estos no puede mandarse hacer con 
el pago de la diferencia en mus entre el precio de venta y el que 
tenga el inmueble el día de la eTiccion, cuando resulta que el 
aumento procede de causas extraordinarias, sinó en defecto de 
prueba suficiente para fijarla sobre otra base, con el pago de los 
intereses legales del precio pagado, desde el día de la compra. 



- 
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COSO. — Resulta de las siguientes pieias : 



"osario, Julio ti de I895. 

Y vistos: M,brerump]ímiento de sentencia por 

perjuicio. áquehasido condenado el J ílinco Nacjona| 
en liquidación por demanda de dou Carlos Castilla 

Y considerando: i- Q„ e en vista de fe mwmto de la Su- 
prema Corte contólas en este expediente, la presente cues- 
tío* ha quedado «nmplilicuda ú clorar éqwm de lo» danos 
y perico* que dehe ,-agar el Banco al acreedor por Ja ¡neje- 
cuoion de su obligación. 

*Que por los artículos 5,0 v 520 del Código Civil, l os daño, 

e ingeses son el r.lor de la pérdida que haya 8ufridu T fl d , 

la utilidad qn, haya dejado depenibirel acreedor de Ja óuii Ra - 

cion, comprendiendo*, en ello, los daños r perjuicios que fue- 

ron consecuencia inmediata j necearía &í falta de cumpli- 
miento de la obligación. F 

* «¿uesogun la opinión de los autores Marcad é v Pnthíer 
otados p„rel codificado, en las notas de los artículos mencio! 
..ados, compréndese en el damnum emergen* et tucrtnn cessans 
en un casocomo el présenle en que el vendedor no ha ,n< reca- 
do la cosa á su debido tiempo al comprador, comprende, dicen 
«o sólo la restitución del precio convenido, sinó también el 
mayor „a¡or r,UB tiene ella el día en que hubo de ser la resti- 
re,™ : estos dos elementos eonstituyen, ta representación 

Jí t ^ C " ,a TthitÍt " cio » ^ vuelto imposible. 
V. Marcade, tomo 4". pagina 435, su nota). Potbier en el 
tomo i|V)ttMH «pone el mismo principio diquelares- 
* 1,1111 Si 
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titucion por daños y perjuicios, comprende el mayor valor de 
1% cosa que tenia el día en que *e demanda la restitución pero 
cita una ley de Justiniano que limita la indemnización al doble 
del valor de la cosa, que no es ¡iplicablo en Ta actualidad por los 
principios que rigen la materia do los daños é intereses. 

No haber podido aprovechar la segura ganancia de vender 
uu terreno en 3a época de especulación, es precisamente una 
pérdida que proviene por consecuencia directa é inmediata de 
no haber pos-.-ido el terreno porque el Banco ñola entregó al 
comprador. 

No es lógica ta argumentación de que así como pudo vender- 
lo, tambu-npudo no hacerlo; pues en la ¿poca de especulacio- 
nes, lo lógico es Tender, por la seducción de alza délos valores, 
saívo prueba contraria, que no existe en autos. 

La Corte Suprema nueiona), ha sentado igualmente la doc- 
trina de que la indemnización, abarrad mayor valor de la cosa, 
en la época en que se reclama su entrega, según fallo de ta 
causa XXXIV de la sém- 2*. tomo 6 a , páginas 36 y 37, con- 
siderando 9 o . 

4° Quaen autos noeiísten otros elementos de juicio pura 
api «ciar el valor del terreno en cuestión que la prueba produci- 
da por el a<tor t on ¡ente de fojas 254 é 278 y las tasaciones 
practicadas por los peritos señores Ortiz, Bustos y Zavalla á 
fojas 322, 324 y 369 respectivamente, y también se debe to- 
mar en cuenta el precisen que el señor Castilld ha vendido por 
la escritura de foja 338 sus derechos y acciones di doctor 
Manterola. 

Como la prueba del demandado, no demuestra que el terreno 
haya disminuido de valor en la época de la demanda, ó en la 
de la sentencia, hay que atenerse á las resultas combinadas de 
tas diversas avaluaciones y obtener la media proporcional como 
resultado más equitativo para Ja apreciación del quantum de 
los daños é intereses ; esa operación aritmética da como justo 
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medio que el terreno valía 117.771 pesos moneda nacional. 

P.ir estas consideraciones, fallo u> Unitivamente : condenado 
al Baneo Nacional en liquidación, a pagar al doctor José* Man- 
terolaó á quien su derecho represente, por toda indemnización, 
la suma de 117,771 pesos de curso legal. Coíi costas por haber 



MI* de I» ffeiprcM» Cert* 

líuenos Aires, Octubre 11 de 1899, 

Vistos: resulta: Que habiendo vendido el Banco Nacional á 
don Javier Munuse entre otras varias propiedades, todas por un 
solo preda, nn terreno situado en el término del arrojo de 
Ludueiia, departamento del Rosario de la provincia de Santa 
Fe, con la extensión y linderos que se expresa en la escritura 
de foja cinco, y iiabiendo Munuse vendido, á su ve* este mis- 
mo terreno á los señores Germán Oldendorfí, Carlos F. Pala- 
cio y Cá ríos Castilla, se presentó este último, ante el juzgado 
de sección, comn cesionario por compra de los derechos de sus 
dos condominos, demandando á dicho Hunco para que le hiciese 
entrega del referido terreno dentro de un término perentorio 
y bajo apercibimiento que de no hacerlo pagaría su valor ac- 
tual y los perjui ios que Je ocasionase. 

Que sustanciada esta demanda con la intervención de) repre- 
sentante dal Banco, se dii?tó la sentencia de fojas ciento dfess, 
en que se resuelve, invocándose Jo dispuesto por el articulo mil 
cuatrocientos nueve del Código Civil, que el Banco Nacional 
debe entregar y entregue i don Cirios Castilla el inmueble ven- 
dido dentro del plazo de treinta días contados desde la ejecuto- 
ria de esta sentencia, y en su defecto, restituirle dentro del 
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mismo térmico el precio pagado de conformidad .i lo estableci- 
do en el articulo mil cuatrocientos trece del mismo Cóligo cou 
indemnización d< las costa*, daños; perjuicios ocasionados. 

Que habiendo pedido al juzgado la parte del Banco aclarato- 
ria de dos puntos de esta sentencia, á saber, si el preein pagado 
á que ella se refería, era el abonado al Banco por Muuuse, ú el 
paparlo por los que i éste compraron el terreno; y si los daños y 
perjuicios deque habla la misma sentencia eran, ó no, los inte- 
reses del precio mandado restituir en defecto de la entrega del 
terreno vendido, aquel se negó A hacer la aclaratoria pedidii, 
fundándose en que su fall" era claro y cit que si las part"S pu- 
diesen darle diversa interpretación, sería ello materia sólo de 
un otro juicio sobre cumplimiento de sentencia . 

Que apelada la sentencia d>> luja ciento diez por el Banco, la 
Suprema Corte la continuó ú foja ciento cincuenta y ocho en la 
paríe relativa á los danos y perjuicios y costas por haber el 
apelante reconocido su obligación de entregar el terreno en cues- 
tión, ó de abonar, en su defecto, el precio pagado por él deman- 
dante, desistiendo de la apelación que 4 este respecto tenía in- 
terpuesta. 

Que devueltos los autos á primera instancia la purte de. Cas- 
tilla, a tin de dar cumplimiento á la sentencia y por cuanto el* 
Banco había declarado que no podía entregar el terreno vendi- 
do y debí i pagar, en subsidio, la indemnización procedente, 
pidió una audiencia verbal para el nombramiento de peritos que 
ilustrasen al juzgado acerca del valor que dicho terreno tendría 
en la época actual. 

Que corrido traslado de esta petición, el Banco la evacuó, 
sosteniendo que ta sentencia debía cumplirse, pagando su 
parte, como estaba dispuesta á hacerlo, el precio recibido del 
terreno con sus intereses, que eran los daños y perjuicios, y que 
Castilla podría entenderse con su vendedor por el precio que 
decía haberse pagado. 
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Llamados -tutos, el juzgado dictó el de foja doscientos uno, 
por el cual declaró que, de acuerdo con la sentencia pronun- 
ciada en esta causas debía el Banco Nacional abonar, á mis del 
precio recibido por la cosa rendida y sus interese* > costas del 
juicio, los daños j perjuicios materia de este incidente, para 
cuyo justo precio debían hs partes concurrir en el día que allí 
se designa, para ti nombramiento de per ti ■■>. 

Que apelado este auto por el Banco, en raífin de no estar 
conforme sobre la extensión de los perjuicios que se le manda- 
ba pagar, esta Suprema Corte le revocó por su sentencia de 
foja doscientos treinta, declarando, en primer lugar, que se 
estuviese á lo dispuesto por la sentencia de foja ciento dit-t, con- 
tinuada por la de foja ciento cincuenta y ocho, donde no se 
hnbía mandado pagar á más del precio, en defecto de la entrega 
del terreno, los intereses de aquel y los daños y perjuicios 
acumulativamente, como lo disponía el auto apelado; y en se- 
gundo lugar que debía abrirse la causa ú prueba sobre el quan- 
tum de los daños y perjuicios reclamado!) y mencionados en las 
sentencias ya atadas, y estimarse judicialmente, en su mérito, 
el valor de las indemnizaciones que deben abonarse al deman- 
dante. 

Que puesta la causa á prueba, en cumplimiento de esta sen- 
tencia, se ha producido la que se registra desde foja doscientos 
cuarenta y unoá foja trcscieu tos cuarenta y tres, dictándose, 
en consecuencia, la sentencia apelada de foja trescientos se- 
tenta y cuatro, por la cual se condena al Banco Nacional á 
pagar por toda índemniiacion la suma de ciento diecisiete mil 
seiscientos setenta y un pesos moneda nacional con mis las 
costa*. 

Y considerando ; Que la sentencia de foja ciento diez, con- 
firmada por la de esta Suprema Corte de foja ciento cincuen- 
ta y ocho, ha condenado al Banco Nacional según se desprende 
de su claro texto, á entregar el inmueble Tendido dentro del 
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te>mino t queene]laseeipr^a, y en su defacto, i restituir i) 
precio pagado con indemnización de costas, daños y per- 
juicios. 

Que w liahieuiKj realizado el Banco la entrega del inmueble, 
ordenada en primer término en dicha sentencia, quedaba obli- 
gado, según lo dispone la misma, á la restitución del precio pa- 
gado con la indemnización délos daños y perjuñios ocasiona 
dos, cuyo monto debfu fijare judicialmente según el mérito de 
Ja prueba que al respecto se produjese, como lo estableció la 
sentencia de iMa Superna Corte de foja doscientas treinta. 

Que tratándose de u«a indemnización de daños y p^rjuicies, 
procedente de no haber cumplidrj *j Banco una obligación, que 
no tenía por objeto una suma d* dinero, sinóla entrega de una 
cosa, como ser el inmueble vendido, esa indemnización conste 
en el pagoda la pérdida ,ufrida y déla utilidad que dejó do 
percib.r el acreedor de la obligación para la ,jecucion de esta 
•11 su debido liempo, conforme á la disposición del articulo nui- 
n lentos diecirtm-ve del Código Civil. 

Que as de observar, sin embargo, que esta regla no es abso- 
luta en el sentido de que deba indemnice, en todos los caso, 
vomo pérdida .ufriday ntilidad que ha dt-jado de percibirle 
e] aporte de la diferencia entre el precio de venta y el qué 
tenga la cosa vendida el dia de la eviccion, cuando el aumento 
de precio de ellauu nacido de causas eitraordiuarias > pues „l 
vended,* no está obligado, en tal caso, á pagar comu indemui- 
zaeion de daños y perjuicios el importe de esa diferencia, se- 
gún asilo establece el anfculo dos mil ciento veintiuno del Có- 
digo civil. 

Que juzgado el caso sub-judice con ai reglo á la disposieion 
de este artículo, no puede haber duda, de que la sentencia ape- 
lada por al llanca es agradante á sus derechos, en cuanto I.» 
condena á pagar a favor del demandante Castilla, ó del cesio- 
nario de sus dereclius, por toda indemnización la cantidad de 
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ciento diecisiete mil setecientos setenta y un pesos moneda na- 
cional. 

Que paru demostrarlo, basta observar que en esta cantidad 
estiin comprendidos, el precio pagado por don Cirios Castilla, 
que según la sentencia de foja cientodici debía restituirle el 
Banco, y que asciende a la suma de diez tuil pesos moneda na- 
cional que pagó a Rita dos consocios en la compra ile Munuse, 
(escritura de foja...), y el tercio del precio que pagaron á este 
por tudo el inmueble los tres consocios eu la compra, precio que 
si bien no consta ■ nal fuese* es de presumir que no excediese de 
la mitad que pngó id mismo Castilla ó sus leferidos consocios, 
los señores Oldendojff y Palacio, en la favorable hipótesis de 
que éstos se lo vendieran sin realizar ganancia alguna, duda la 
proximidad de fechas entre ambas rentas, que son de once y 
dieciseis de Abril de mil ochocientos ochenta y siete, según ge 
ve pur lu escritura de foja siete, ío que da como ¡.recio calculado 
pura ser restituido por el Banco la soma de quince mil pesos mo- 
ni da nacional, fuera de la indemnización de daños j perjuicios. 

Que desea rtatia esta cantidad de quince mil pesos moneda na- 
cional» de la Mima de ciento diecisiete mil setecientos setenta y 
un pesos moneda nacional, que por toda indemnización lija la 
Sentencia apelada, resulta como diferencia de precio entre el 
valor del inmueble deque se trata el dieciseis de Abril de mil 
ochocientos ochenta >■ siete y el que se le atribuye al vencimien- 
to del término en que el Banco debió entregarlo y no lo entregó 
la sumadecieDlo dos mil setecientos setenta y un pesos mone- 
da nacional. 

Que esta enorme valoriiacion del inmueble que excede en más 
de seU veces el precio de su venta en el mes de Abril de mil 
ochocientos ouh cuta y siete, corresponde próximamente al tér- 
mino medio del precio en que lo lian avaluado los peritos nom- 
brados en esta causa, fundándose en las numerosas transaccio- 
nes de venta de terrenos situados en la misma localidad y que 
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se celebraron entre los años de mil ochocientos ochenta y ocho 
y mil ochocientos noventa, según lo acreditan Ins respectivos 
certificados eipedidos por varios escribanos del Rosario y que 
corren en autos. 

Que con tal motivo, es incontestable que la pniebu producida 
para fijar el quantum de ta indemniza'.- ion debida al demandan- 
te, ha venido n demostrar á la evidencia, que esa enorme di- 
ferencia entre el precio de venta, y el que Be ha dado al inmue- 
ble de que se trata, á la fecha en que no pudo entregarlo el 
Banco, que fué en Junio do rail ochocientas ochenta y nueve, 
ha sido un aumento de precio que no puede atribuirse, sinó fí 
las causas extraordinarias que alimentaron, en omi época, la 
febril especulación que se hizo con el precio de los terrenos, 
tanto en La ciudad del Hosariu de Sun ta Fé, como en otras ciu- 
dades du ta Bepúbli.-n, llevándolo » sumas fabulosas por lo exa- 
geradas. 

Que, por lo tanto, es lógico y de justicia concluir que al Jíancw, 
de acuerdo con lo dispuesto en el artículo dos mil ciento vein- 
tiuno del Código Civil, no está oMigado á pagar, como indemni- 
zación de daños y perjuicios la su nía de cien tu dos mil setecientos 
¿clenta y un pesus moneda nacional ;i que por dicho concepto lo 
condena la sentencia apelada, siendo en tat caso, equitativo 
establecer, que aquel, en cumplimiento de las sentencias ya 
mencionadas, y en defecto de prueba suficiente que sirva de 
fundamento para fijar sobre otra base el monto de los danos y 
perjuicios, debe pagar por vía di- indemnización á ese título los 
intereses corrido» al tipo de lo qne cobra el líanco de la nación en 
sus dt 'SCDCntos correspondientes al capital pagado por Castilla 
como precio del inmueble y á contar dichos intereses desde el 
diej y seis de abril de mil ochocientos ochenta y siete, por cuan- 
to no debe considerarse otra la pérdida sufrida por el deman- 
dante Castilla, que la privación de esos intereses, toda vez qne 
el Banco no esta obligado por dicho concepto ú pagar en el 
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caso el aumento deprecio del inmueble, según si- ha demos- 
trado. 

Por estos fundamento* se declara que el Banco deb« satisfacer 
¿don Carlos Castilla ó su legítimo cesionario le cantidad de 
quince mil pesos moneda nacional como precio del inmueble, y 
como indemnización de perjuicios los intereses corridos sobre 
dicha cantidad, al tipo de los que cobra el Banco de ta Nación 
Argentina, en sus descuentos, y á cont¡ir dichos intereses desde 
el diez y mis de Abril de mil ochocientos ochenta y siete, en 
cuyos términos queda modificada la sentencia recurriría de 
foja trescientos setenio y cuatro, debiendo pagarse en el órden 
causado las costas del juicio que se resuelve por esta sentencia. 
Notifíquese original y repuestos los sellos devuélvanse. 

BENJAMIN PAZ. — A DEL IIAUfl. — 
JUAN E. TOHUfcNT. — OCTAVIO 

rumie (en disidencia), 
DISIDENCIA 

Vistos y considerando : Primera ; Que por la sentencia co- 
rriente \ foja cié uto diez, del juzgado de sección de la provin- 
cia de Santa Fe, fué condenado el Banco Nacional á entregar á 
don Carlos Castilla el inmueble que éste reclamaba, ó en su 
defecto, á restituirle el precio pagado, con las costas, daños y 
perjuicios ocasionados. 

Segundo : Que el Banco, á toja ciento diez y ocho, pidió acla- 
ratoria de esta sentencia, diciendo que entendía que los daños 
y perjuicios debían ser los intereses del dinero recibido por su 
parte, de acuerdo con lo establecido por el articulo seiscientos 
veintidós del Código Civil, á lo cual no hizo lugar el juzgado 
de sección. 
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Tercero ,* Que el Banco apeló de la sentencia y al expresar 
agrarios man ¡f estuque estaba conforme en devolver el inmue- 
ble 6 su precio pero no con el pago de las costa?, daños y per- 
juicios, hiendo confín» ida dich* sentencia por esta Suprema 
Corte en In parte recurrida. 

Cuarto; Queá fojacíento veinte expuso Castilla que el daño 
sufrido de lía ser la diferencia entre la suma que pagúy el valor 
del inmueble en el momento en que fuese chancekda la obliga- 
ción, a lo que tepliuú el B.mco {foja ciento nuventa y cuatro) 
que los perj aicius, en este cas.., eran Únicamente los intereses 
del precio recibido. 

fjuittlo: Que á foj i doscientos uno resolvió el juzgado de 
■eccton que el Biinco Nacional, debía abonar ú más del precio 
recibido, sus intereses, las cosías, los daños y perjuicios, y en 
el considerando cuarto de esa resolución se establece, que el 
líanco debe resarcir los interósea de la suma entregada como 
precio de la rosa y también los daños y perjuicios á que se re- 
fiere el artículo dos mil ciento veintiuno «leí Código Civil 
c eomo i'tnicu medio de indemnizar los dos motivosde la pérdida 
sufrida y que se sintetizan, mediante las expresiones de daño 
emergente y lucro cesante », 

Sexto: Que el artículo dos mil doscientos uno citado dispone 
que el importe de los daños y perjuicios sufridos por laeviccion 
se determinará por la diferencia del precio de la venta con el 
valor de la cosa el día de la evicc ion si su aumento no nació de 
causas extraordinarias. 

Sótano: Que la Suprema Corte revocó la referida resolución 
íl« foja doscientos ano, sólo en cuanto disponía el pago acumu- 
lativo fíe Eos daños y perjuicios y de los intereses de la suma 
pugadu quedando pnr lo tanto subsistente en todo lo demás que 
contiene (foja doscientos treinta). 

Octavo: Que recibida la causa á prueba a fio de comprobar 
el quantum de los daños y perj ti icios, se produjeron los informes 
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de lus escribanos Asencio Sánchez, Lisandro Paganini, Javier 
Muuusey Pnntaleoii Ezurvide, que demuestran el aumento con- 
siderable del valor de los terrenos cercanos al que fué vendido 
por el Banco, y aún de una fracción de este mismo, por lai, 
ventas en que intervinieron (foja doscientas cincuenta y cua- 
tro á foja doscientas sesenta y nueve). 

Sovtm : Que don Emilio D. Orti*, perito nombrado por parte 
del Banco, para valuar el terreo, dice que Castilla ha probado 
que pudo obtener un precio mayor que cuatro pesos el metro 
cuadrado y fija en estu cantidad mi valor actual, ó sea, setenta 
y cinco mil doscientos nueve pesos moneda legul por todo el in- 
mueble (foja trescientos veintidós). 

Décimo: Que don Inocencio Bustos, perito nombrado por 
Castilla, tasa 1» propiedad en cincuenta y cuatro mil doscientos 
ochenta y cinco pesos con setenta y seis centavos, oro sellado 
(foja trescientos veinticuatro). 

Undécimo; Que habiendo alegado lab partes sobre el mórito 
de las pericias practicadas, nombro el juez de sec. ion á don 
Pedro Zavalla, como tercero, el que aprecia el valor del metro 
cuadrado en diez pesos moneda nacional, ó gea, todo el terreno 
en la suma de ciento setenta y tres mil pesos con veinte centa- 
vos (foja trescientos sesenta y tres). 

Duodécimo: Que no se ha pretendido probar ni probado que 
el aumento considerable del valor del terreno deba atribuirse a 
causas extraordinarias, por lo que procede Ja aplicación de lo 
dispuesto por el articulados mil ciento veintiuno del Código 
Civil, como se resolvió por el auto de foja doscientas una, para 
fijar elimporte de los daños y perjuicios que debe abonar A 
demandado. 

Por este, siendo equitativa la «urna que se fija en la sentencia 
apelada y por sus fundamentos concordantes, se confirma eata, 

con coatas y devuélvase. 

■ 

OCTAVIO BUKGE. 
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Criminal contra Alejandro Pesoa, por circulación de un billete 

de curso leyal falso 

Sumario. — La circulación de un billete de curso loga! fai- 
no, á sabiendas de la falsedad, pero adquirido de buena fé, de- 
be bit castigada, como término m"lio. con la inulta del do- 
ble de su valor. 

Cas». — Resulta de las siguientes piezas: 



r«n« M Jura *>4«m 

La Piala, Febrero 'H de 1899. 

Vistos y considerando: t" Que del sumario instruido con 
motivo de la circulación de un billete falso de 100 pesos mo- 
neda nacional, resulta comprobado que el individuo Alejandro 
Pesoa lo i-ircuio en la casa de tolerancia de Juana Flores, sita 
en el pueblo de Guaní i ni, el día I a de Febreru de 1897 de 40 % 
M de la mañana (de fojas \ á i). 

2" Que esta circulación la efectuó con pleno conocimiento 
de la falsedad del billete, puesto que después de habérsele ob- 
servado en el almacén del Indio que no se lo cambiaban por 
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parecerle falso (véase Toja 15), ocurrió á tu casa antea mencio- 
nada y pagó un pequeño gasto con el billete observado. 

3° Que la fftliedud de usté billete se baila comprobada por 
el informe 'le foja 17, y el procesado al ponérsete de manifiesto 
declara ser el mismo con que efectuó el pago antedicho, luego 
tenemos plenamente probado todas las circunstancias constitu- 
tiva* del delito, como igualmente la personadel delincuente, uo 
sólo por las declaraciones <le testigos sitió que también por la 
confesión del procesado. 

Por estas consideraciones, y de acuerdo con lo solicitado por 
el procurador fiscal, fallo : cundenando al procesado Pesoa co- 
mo autor del delito de circulación de un billfte falso de 100 
pesos, al pago del triple de In multa establecida por el articulo 
63 de la ley de 14 de Setiembre de 1863, indemnización del 
daño causado y las costa», debiendo deducirse el tiempo de 
prisión sufrida con arreglo a lo dispuesto en el artículo 92 de la 
ley invenida, y hiicerse el cómputo por secretaría. Notiííquese 
con el original, regístrese y repónganse lus fojas. 

Mariano S. de Aurrecoechea. 



VI8TA ÜEL StSoit IMUKIMADOR GKREHAL 



Suprema Corte: ■«-« Ai*. , 3 de «w. 

La sentencia recurrida de foja 44, aúlo ha sido impugnada 
por la defensa en cuanto impone al procesado la pena máxima 
que prescribe el artículo 03 de la ley sobre crímenes contra la 
nación. 

La impugnación resulta improcedente, ai so observa que se 
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trata de la circulación de u n billete de subido ?alor, ron que se 
bü sorprendido á sabiendas ¿unas mujereB ignorantes; y que el 
beehode esa circulación fraudulenta, ¡te reproducía después de 
iimi tentativa fimtru la con idéntico propósito en el almacén 
del Indio. 

Subsistiendo los fundamentos de la sentencia recurrida de 
foja 24, pido á V. E. se sirva confirmarla; y observando la de- 
mora que lia sufrido esta causa después de la providencia de 
autos, siendo de tan fácil resolución, ruoomendar al señor juez 
tuda la actividad posible en el danparho, con sujeción á las dis- 
posición^ respe tivas del Código de Procedimientos. 

Sabiniaiw Kier. 



bueno* Aires, ílciubrc 17 de 1899. 

Vistos y considerando : i¿ue en virtud de la acusación focal 
y de la sentencia de primera instancia recaída en .so mérito, 
*-u Suprema Corte no puede dHr al delito de que Me trata en 
esta causa una i ¡ulifkacioo que lo agrave, porque no habiendo 
«ido apelada la expresada sentencia sino por la parte del pro- 
cesado, no es permitido modificarla en sentid» desfavorable al 
mismo. 

Que partiendo de la base de perseguirse el castigo del delito 
de circulación de billetes falso* con conocimiento de su falte- 
dad, pero recibidos d e btiuuafé por el procesado, la pena á éste 
aplicable debe bit Ja del término medio de la prevenida por el 
artículo sesenta y tres de la ley' de crímein-a contra la nación, 
con arreglo á lo dispuesto en el >rtículo cincuenta y dos del 
Código Penal. 
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Por esto, y fundamentos concordantes de la nentencía ape- 
lada de foja veinticuatro, demostrativo!» dfl que Alejandro Pe- 
soa es autor del delito de circulación fie bilí.-; es fahox en la* 
condiciones establecidas en Ui misma, se reforma lu eipresuda 
íentencio, reduciendo Ja multa al doble de la d «terminada por 
el citado artículo sesenta y tres, y s" la confirma en cuanto a los 
demás condenaciones que contiene. Notifrquese original y rtnufl- 
tus los sellos, rievuúWuase. 

BENJAMIN l»AI. — OCTAVIO MM- 
r.R. — II, MAllftM/ 



lAl'NA €I»VII 

Criminal contra don .i (¡atónico Acuna, por violación 
tic domicilio ; sabré cmnpelencia 

Sumario, — No iforresponde A la justicia federal el conoci- 
miento de la cauita aobre violación de domicilio cometido con- 
tra un empleado d«- ferrocarril en la esturión del mismo. 

Caso. — Uesulta de las siguiente:! pieza*: 

Valí» «leí Jm> Federal 

Santiago, Julio H du 18üü. 



Autos y vistes: Tratándose en el ca*o sub-judicc, de avuri* 
guar si los acusados Acuña, Juárez y Pigueroo han infringido 
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la ley especial del congreso nacional número 3873 relativa ú 
ferrocarriles nación ule», para imponer aquellos la pena en 
que hubieren Incurrido, atento lo terminantemente dispues- 
to en el locho I o del artículo de la ley sobre jurisdic- 
ción y competencia de Jo» tritio nales federales de 14 de Se- 
tiembre de 1863, incion 3 o , del artículo 3 o , de la misma 
ley y doctrina que surtfe dolo* Fallos de la Suprema Corte 
Contenidos en la ¿éríe 3 a , tomo 3 o , página 63; tomo II, pá- 
gina 2tiüy2Ü7; tomo 17, pá;;iua232; série 4% tomo 8' página 
315, y tomo Iti, páginas 181 , 188 y 203, que ponen bajo la tiom- 
petencíd privativa de la juntí* ¡a federal el connei miento de los 
hechos que violen las disp iliciones de ta referí \a ley sobre ferro- 
carriles eicloyendo ¡í loi juzgados de provincia, conforme al ar- 
tículo 12 de la mencionada ley sobre jurisdicción nacional. 

Por tanto, no se liaw lugar a la declaratoria de incompeten- 
cia pedida por ul Procurador general en el dictamen dí foja tíO 
vuelta* 

Tengase |mr cerrado el «umario y niel van los autos en vista 
pur seisdf.is al referido función trio, ejecutoriada que sea la pre- 
sente. Notifiques»- con el original, 

Saturnijio Salva, 
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Buenoi Aires, Aposto \J de 1899. 

Suprema Corle; 

Esta causa no se relie re á un delito del fuero federal por ra- 
zón del heclio, del lugar ó las personas. 

£1 hecho de detener lu policía de una provincia á un emplea- 
do del ferrocarril ó del telégrafo por un supuesto delito de ca- 
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ricter común no autoriza el ejercicio de lu jurisdicción federal. 

La aprehensión del imputado en sus habitaciones ó en la es- 
tación misma del ferrocarril, lo qii" no ha sido claramente 
determinado en el oaso sub~jttdice no importa un atentado con- 
tra el mismo ferrocarril y las g irautía-i une le acuerda la ley 
de 1891 sobre ferrocarriles. 

Segun esa ley son las relaciones jurídicas de loa mismos 
ferrocarriles nacionales, toqui' se sujeta A su preicri peion, fuera 
de sus términos y de sus propósitos maniliestos de garantía por 
parle de 1» nación de la construcción y administración de ferro- 
carriles, actos dirigidos no contra la institución ferrocarrilera, 
sinó contra los individuos aunque emplead»* en ella, no consti- 
tuyen delitos de carácter especial, pin m no eaen bajo ninguna 
de las prescripciones del artículo 3 o de la ley *obre competencia 
nacional. 

En mérito de lo expuesto y de conformidad con lo solicitado 
por el procurador fiscal á foja 60 vuelta, pido d V. B. se sirva 
Tevocar el auto recurrido de foja 03 vuelu, y declarar que el 
conocimiento de la causa promovida por don Obdulio 
en esio proceso corresponde á la jurisdicción coinun. 



Kier. 



de> i» fiupffwa €'«ri« 

«unios Aire*, Octubre 17 de 1890. 

Vistos y considerando : Que el hecho que motiva el proceso 
do se halla comprendido entre los delitos y faltas contra la se- 
guridad del tráüco previ-toa y penados por la ley general de 
ferrocarriles, ni entra en la categoría ue Ion tlpeoiQcadoi en el 

T. ti III írj 



ase 
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inciso tercero, artículo veintitrés del Código de Procedimientos 
•n materia criminal concordantes con el inciso tercero, arti- 
culo tercero de la ley sobre jurisdicción y competencia de los 
tribunales nacionales. 

Que reducido así el caso á ta imputación de un delito de de- 
recho común cometido en territorio provincial y en logares en 
que el gobierno nacional no tiene absoluta y exclusiva jurisdic- 
ción la incompetencia de la justicia federal por su naiuralria 
improrrogable, resulta de Insertados artículos veintitrés del 
Código de proeedimientoH y tercero de la ley de jurisdicción y 
competencia. 

Por esto, y de acuerdo non lo expuesto, y pedido por el señor 
Procurador general se revoca ta sentencia apelada de foja sesenta 
y tres vuelta» declarándose que el conocimiento de la presente 
causa no corresponde & la justicia federal. Repónganse loa sellos 
v devuélvanse. 

BENJAMIN PAZ. — ABEL BAZAN . 
— ■ OCTAVIO BUNGE, — II. MAR- 
TINEZ. 



t'AUKA «itviu 

Criminal contra Ignacio IHgoyen, por circulación de billetes 

de curso h>(jal falsos 

Sumario. — La circulación á sabiendas de un billete de curso 
legal falso, pero adquirido de buena fé, es castigado, como tér- 
mino medio, con multa del doble de «ti valor. 
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Caso. - Resulta del 
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La Pin lo, Febrero i i iji< 1891. 

Vistos y considerando: I o Que délas declaraciones agrega- 
das á foja 2, foja 4 y foja 10, resulta probado que Ignacio Iri- 
goyen compro, el dCall de Febrero de 1899 en el pueblo de Lis 
Flores d un vendedor ambulante llamado Domingo CrUtan, ra- 
riai mercader fu j cuyo pago lo efectuó con un billete falso de 
50 pesos, 

4' Que este billete agregado á foja üy reconocido por el 
uroecsado como de su propiedad ha sido por ¿ote circulado con 
pleno conocimiento de su falst-dad, ¡tues anteriormente le habla 
bíiIo rechasado por don Carlos Capredni, farmacéutico de di- 
cho pueblo (foja 3 vuelta), y cuya circunstancia era también 
conocida por lu señora Üelfina Eítso dt l'leni según se despren- 
de de la declaración de ésta á foja 2. 

3° Quo comprobados estos extremos como igualmente la id uti- 
lidad del procesado y su culpabilidad corresponde la aplicación 
de la pena prescripta per el artículo 03 de la ley 14 du Setiem- 
bre de 1863 solicitada por el procurador nVat en su actuación 
de foju 15 y no el sobreseimiento pedido por la defensa en sus 
escritos de foja 16 y foja 18 vuelia. 

Por estas consideraciones, constancias de autos y dittprulcion 
inroi-nda, fallo; condenando á Ignacio Irigoyen como autordfll de- 
lito de circulación de un billete falso de 50 pesos ú la multa del 
triple de su Talor y las costas debiendo deducirse de esta pena el 
tiempo de prisión sufrida y hacerse el computo por F .Tetaría con 
arreglo á lo dispuesto por el artículo 92 de la ley federal antes 
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citad*. Not 'íqnese con el original , regfctreíe y repónganse las 
fojas. 

Si de Aurrecoeehea. 



VISTA DEL SEflOH PHOCURAIlOn GENERAL 



(Iupdos Aire*, «.•yo 17 d<; 1H09. 

Suprema Corte : 

Aún cuando el procesado Irigoyeo parece haber recibido de 
buena fé en pago de una oteja Tendida en bu chacra el billete 
falso agregado á foja 12 él mismo ha reconocido á fuja 2 vuelta 
n,ue varias personas le manifestaron que era falso. Ksto unido 
ó lo grosero de la falsüicacion, al largo tiempo que lotuiro en 
bu poder y i las diversas tentativas de circulación, demuestran 
que procedí» de mala Té, estando convencido de su falsedad, 

En tal ooneepto et caso cae bajo el régimen del artículo 03 
de la ley sobre crímenes contra la Nación qoe ha sido justa- 
mente aplicado en la sentencia recurrida de Toj a 20. 

Pido a" V. B. se sirfii confirmarla por sus fundamentas. 

Sabintauo Kier. 



rail* de I* IvfpeMB Verte 

Bueuoü Aires, Oniulire 17 de 1HÍR 

Vistos y considerando : Que como se establece en la senten- 
cia de primera instancia consentida por el ministerio ll«cal, el 
procesado Irigoyon es autor del delito de circulación de billetea 
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falsos <on conocimiento do su falsedad, recibidos por 41 de bue- 
na fé. 

Que en tal caso y de conformidad con lo dispuesto en p| artí- 
culo cincuenta y dos del Código Penal, corresponde aplicar al 
procesado el término medio de la pena prevenida por el artículo 
sesenta y tres de la ley de crímenes contra la Nación. 

Por ésto y fundamento» concordantes de la sentencia apelada 
de foja veinte se reforma fisto, reduciendo la multa al doble de 
la determinada por el artículo sesenta y tres y se la confirma en 
cnanto i tas demás condenaciones que contiene. Xotiff'iucse 
original, repónganse los sellos y devuélvanse. 

RESUMI* PAI. - OCTAVIO 
BLNGE. Q* MARTINEZ. 



CAUSA CD1X 



El doctor don Uutjo Bunye, don Francisco Píá y don Lorenzo 
lartigue contra la provincia de Santiago del Estera; sobre 
indemnización de perjuicios. 



Sumario. — Sin la prueba de que la cosa vendida no perte- 
necía al enajenante cuando ta vendió, sinó ú un tercero, no 
puede admitirse la acción por indemnización qne la ley concede 
contra el vendedor de cosas ajenas. 



» mu» de u mmtMA corte 

Caso. — Reautti del 
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Himno» Ai roí, Oclubre il de 1899. 

Vistos estos autos Iniciado |»or el doctor Hugo A. Bunge por 
sí y en representación de don Pranolaoo Pié y don Lorenzo Lar- 
tigue contra la provincia de ttanlhigo del Hatero, por cobro de 
pesos, de los que resulta i 

Que el demandante expone en la demanda que la provincia 
de Santiago, por el ¿rgano de mus poderes competente», Tendió 
en veintiséis de mil och ocien ton wetenta y ocbo a" favor del 
general don Octavio Olascnaga un terreno denominadu « Isla 
Vfirde » t compuesto de diez legua» de frente al este sobre el 
río Dulce por tres de fondo, lindando por su frente con la ribera 
occidental del mencionado río, por el oeste eon terrenos aséa- 
les y por el wi con el puKodo la* Montabas, 

Que en Junio seis d« mil ochocientos noventa y nueve, el 
comprador Olaicoaga recormoiú en escritura pública el condo- 
minio sobre la tierra comprada y por partes iguales á favor de 
don León Monguillot. 

Que en treinta y uno de Noviembre de mil ochocientos ochen- 
ta y tres, don León Mongulllot y doña Martina (Jache de 
Olascoaga, como viuda dej general Olaucoaga, en represen- 
tación de su hijo único, menor de edad, enajenaron á favor de 
don Francisco Pli y de don Lorenzo Lartjgue, la mitad sud del 
terreno comprado tt lu provincia do Santiago, habiendo iná 
tarde declarado Ion adquirentea Plu y Lurtiguc que las quince 
leguas cuadradas por ellos adquiridas pertenecían igualmente 
al doctor Bunge, por partes igualen, consignándolo a*! en la 
escritura publica correa pendiente, 
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Que según datos fidedignos que. ha podido recoger, el terreno 
de que son titulares los actores á consecuencia de la ena- 
jenación hecha por la provincia de Santiago figura en el 
plano general de la provincia de Córdoba como perteneciente 
á la misma ha sido por ella vendido, en tal concepto, en 
tutes ¿varios particulares. 

Que &egun lo* informes que ha recogido, la provincia da 
Santiago del Estero ha reconocido formalmente el derecho 
de Córdoba á esos terrenos y á muchos situados más al nurte, 
invocaudo en ese sentido la Constitución de la primera de 
isas provincias anterior ú la existente en la época de la 
demanda, en la que se dice que sus límites son « por el 
sud la provincia de Córdoba, por ti sud -este t Los Altos i, 
por el camino de los Porongos, y por el este ka Punta del 
Monte. 

Quu el camino de los Porongos, eu lo que se refiere ¡i la 
localidad en que se haltu situado el inmueble comprado por 
los demandantes, tiene su recurrido al este del río Dulce á 
partir desde el paso de Beltran, de lo que resulta que la Pro- 
vincia de Santiago ha vendido lo que no le pertenecía, como lo 
ha reconocido ella en sus actos públicos más solemnes. 

Que con esos autedeutes y en virtud de lo dispuesto en los 
artículos mil trescientos veinte y nueve y quinientos diez y 
nueve del Código Civil pide que la provincia de Santiago sea 
condenada por vía de indemnización al pago del valor que tenga 
la tierra al darse cumplimiento á la sentencia con sus intereses 
desde la demanda y las costas del juicio, estima el actor por su 
parte, eu mil pesos nacionales por le^ua y agrega que ni ellos 
ui sus causantes tuviei ni conocimiento que la provincia de 
Santiago vendió lo que no le pertenecía. 

Que contestando el demandado, dice que Olascoaga no adqui- 
rid derechos en virtud del contrato celebrado con la provincia 
de Santiago por cuanto esa adquisición estaba subordinada á la 



«W PAL 1,08 DI LA SUYRKMA €l>UTK 

condición, un cumplida, de poblar la tierra TPjidida dentro 
de) año de) otorgamiento de la escritura de enajenación, 

Que a u oque era verdad, que el mapa de la provinoia de 
Córdoba encierra dentro de sus límites los terrenos de la 
ouestion y aunque otro» situado más al este y a) norte, uo lo 
era que lu úv Suntiago haya reconocí Jo el derecho que aquella 
se atribuye. 

Que las declaraciones sobre límites de Ja Constitución de 
Santiago, anteriormente en vigor, en la hipótesis de que tu- 
vieran positiva importancia en derecho, no lo tendrían en el 
hecho por carecer de la necesaria precisión. 

Que á ser exacto que esa constitución demostraba que Ja 
cosa enajenada no pertenecía el vendedor, el comprador, que 
ha debido saberlo, no podría decir «le nulidad de la venta y 
solicitar la restitución del precio. 

Que oido el actor á consecuencia de haber el demandado 
presentado con la contestación los documento de foja treinta 
y seis á cuurenia y dos, afirma que la obligación de poblar se 
cumplió; dice que Olascoaga no debió tener cotiocimimicnto 
de las declaraciones de una constitución que no estaba ya 
en vigencia en la época del contrato, y abunda en ruzonainientos 
■obre loa hechos alegados en la demanda y en .cuya exactitud 
insiste. 

Que vista Ja causa se recibió ésta á pruebu á objeto de 
acreditarse, según el auto de foja ochenta y ocho vuelta ; 
t que les terrenos en cuestión no han pertenecido en propiedad 
a la provincia de Santiago anti s de la venta de ellos verilicada 
á don Ootavi o Olascoaga ». « Que así lo ha reconocido el gobierno 
de dicha provinciu », < «j ha cumplido ú no de parte de loa 
demandantes ó sus causantes con la obligación de poblar im- 
puesta por el contrato á foja treinta y seis ; y Analmente cuál 
sea el valor actual de los terrenos enunciados ■. 

Que el actor ba producido las pruebas á que se refiera 
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certificado de foja ciento ochenta vuelta, y habiendo alegado 
aiubuK partes «obre su mérito y demás constancias deleipedien- 
te, la causa está en estado de sentencia á cuy»* íin se ha dicta- 
do la providencia do foja doscientos cuarenta y cuatro. 

Y considerando: Que nliruiandose por el actor que la provin- 
cia demandada liabín vendido cosa agena al enajenar ó favur 
del entonces conme! don Uctavio Glascoiigu, segnn la escritura 
de fitja treinta y seia, ^1 terreno á que esta escritura se reliare, 
deber suyo era probar la verdad de esa afirmación que importa 
el hecho base cornil ilutiva de ta demanda, acreditando que la 
cotia pertenecía á un tercero. 

Que *hí In mandan las leyes treinta y nueve, título segundo 
y primera, título catorce, partida tercra, y así lo establece 
el mencionado auto de prueba dictad.» de conformidad con es¡is 
leyes, porque al negar el actor que el terreno vendido sea de 
Santiago atirma que es de Córdoba. 

Que los elemento» de comprobación, at Jin expresado, traídos 
por el actor con posterioridad al mencionado auto de prueba, 
consisten en el informe de) Departamento topográfico de la pro- 
vincia de Córdoba, de foja ciento veintiocho vuelta ; en el in- 
formo del gobernador de la provincia de Santiago, de foja ciento 
cincuenta y dos, ea la declaración del testigo don Faustino 
iVries do ciento sesenta uno. 

Que el i u forme citado del Departamento topográfico sólo sirve 
para demostrar la posesión del camino de Súnchales según el 
plano del agrimensor don Eleazar Garzón; que el gobierno de 
Córdoba mandó practicar mensura de tierras situadas al este 
y al ueste del camino de Súnchales, dentro de las que está 
comprendido el terreno en cuestión ; que el mismo gobieno 
vendió parte de estos terrenos á varias personas, que cobra la 
contribución directa á uno y otro lado de dicho camino, ha- 
ciéndolo aún al norte del paralelo treinta; y que ejerce juris- 
dicción en cuanto cobra impuestos en los lugares en que están 
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ubicados log inmuebles sobre que el impuesto se paga, deducien- 
do del hecbo de ese pago que Santiago reconoce la expresada 
jurisdicción. 

Que apreciando él mérito del citado informe, se observa desde 
luego que ni siquiera se dice que Ja mensura practicada por 
Garion fuese anterior á la fecha de la Tenta efectuada por la 
provincia de Santiago á favor de Olascoaga y que se asevera 
que ia venta hecha por Córdoba á varios, es posterior en años 
Ala primara deesas enajenaciones, lo que «stá también acre- 
ditado por la prueba testimonial producida por el actor, demos- 
trandühe por ta) hecho que ha sido asimismo posterior el cobro do 
contribución directa de que da testimonio dicho informe, porque 
ese cobro presupone el hecho de haber salido de la propiedad 
del Estado la cosa base del impuesto. 

Que el informe del gobernador de Santiago, de foja ciento cin- 
cuenta y dos t drclurand.ique por decreto de do* de Knero de mil 
ochocientos setenta y nueve fueran nombrados eu comisión los 
señaren doctor Pedro Olaechea y Alcor ta, don Francisco Olive- 
ra y el í' iscal del estado para hacer la recopilación de documen- 
tos relativos á la cuestión de límites interprovinciales y en que 
se declara asimismo haber sido comisionado don Alejendro Gau- 
cedo por decreto de Noviembre cinco de mi) ochocientos ochenta 
uno para preparar la memoria descriptiva de la provincia de 
Santiago á objeto de presentarla á ta exposición continental, 
usí como el mismo Giiucedo fué subvencionado por ley de Knero 
doce tle mil ochocientos ochenta y cinco, para ayudar á los gastos 
de publicación de dicha memoria, agregando que la edición no 
reviste carácter oficial, no contiene aürmacion alguna que im- 
porte reconocer que Santiago no es propietaria de los terrenos 
cu cuestión á la fecha de la veuta á favor de Olascoaga, ni que 
ol dominio y jurisdicion sobre las mismas tierras pertenecería 
A la provincia de Córdoba, basándose en el hecho de lu defensa 
que ella, dice, bacía contra los indios eu las suertes, doce, trece. 
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dlci y ocho, dtei y ocho bia del placo do foja ciento cincuenta y 
cinco, imponiendo que prestaba igual protección á las demás! 

Que aparte de la singularidad, el testigo sólo depone por cien- 
cia propio en relación á suertes que están fuero de la cuestión ; y 
lo quu es mus pertinente, afirma que Santiago cobraba dere- 
chos en lu suerte doce, o sus alrededores 6 sea en las misma*, 
que dícou eran protegidas por Córdoba contra las invasiones de 
indios, 

Que en el informe producido por Ja comisión ya mencionada 
para lo recopilación de documentos relativos á la cuestión de 
limite* Interprovinciales; informe que se registra en la memo- 
ria descriptiva encomendada a Oaucedo y de que hace mérito el 
demandante en el sentido de sus pretensiones, si bien hablando 
de los límites entre Córdoba y Santiago, se dice que la línea re- 
conocida actualmente es, en lo que á la cuestión se refiere el 
cauce del río Dulce desde Beltran hasta la MarChiquita.se 
agrega que • un deslinde es de urgente necesidad para conocer, 
ó mejor dicho restablecerlos límites que la Provincia tavo en 
su origen; que hasta mil ochocientos, Córdoba no había llega- 
do il U orilla derecha del rio Dulce y Santiago se extendía so- 
bro arobai ■■oslas », 

Que clfnbicrno de la provincia de Santiago enajenando á 
favor de Oloicoaga las tierna á que este pleito se refiere, realizó 
octo* demostrativos de que podio vender bienes do esa provincia 
y Olaicoogo, comprando, deiuostró'por su parte, que creía en* 
tenderse en su contrato con el representante del verdadero 
dueño, correspondiendo presumir que uno y otro obraron, de 
buena f| t desde que no hay datos suficientes en contrario. 

Que con cíe antecedente basta para concluir que la declaración 
sobro límites interprovineialea quo contenía la constitución de 
Santiago de mil ochocientos cincuenta y seis, que repite el 
artículo dos de lo de mil ochocientos sesenta y cuatro, según 
que la dol territorio do esa provine a se eitiende al sudeste 
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hasta lo* Altos por el camino de Súnchate», no es suficiente- 
mente ciara y eiplícíta, en el concepto á lo menos de los inte- 
resados, en e) sentido de haber por cierto que esas declaraciones 
ponfun fuera di-I territorio de Santiago el terreno que compró 
Ofaacoaga, porque tanto el enajenante romo el adqui renta 
debían conocer de una provincia en cuyo nombre obraba el uno 
y de quien el otro pretendía adquirir, siquiera fuera en la 
parte relativa á la negociación en que con? inierondesde que rila 
estaba en vigencia con la declarucioit recordada en la época da 
contrato. 

Que esta consideración adquiere aun más fuerza si se tiene 
presente que fué Olaseoaga quien denunció el inmueble como 
perteneciente a Santígo y lo solicitó en compru. 

Que si Olaseoaga hubiese celebrado el contrato de compra- 
renta á sabiendas de que la cosa no pertenecía al vendedor, 
los actores habrían carecido de derecho para demandar la nuli- 
dad de la renta, con arreglo a la última parte del artículo mil 
trecientos veinte y nueve del Código Civil en que basan su 
acción. 

* 

Que en mérito de las precedentes consideiracionea, los hechos 
que le sirven de fundamento y del milpa de la provincia de San- 
tiago que se registra al final de la memoria deGaucedo, según 
el que Ja línea divisoria desde el paso de Beltran al sud deja 
dentro de Santiago terrenos ubicados al oeste del río Dulce, 
sólo puede darse por plenamrnle averiguado que los gobiernos 
de las provincias de Santiago y Córdoba han obrado atribu- 
yendo ú la provineia de su respectivo mundo, las tierras de lu 
'■uestíou par reputarlas comprendidas dentro de sus límites 
territoriales, lo que hace que, en el estado de las cosas no sea 
posible declarar á cuál de ellas pertenezcan realmente por nu 
haberse lijado todavía el límite separativo del territorio de las 
dos provincias (artículo sesenta y siete, inciso catorre de la 
Constitución Nacional). 
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Que, cu consecuencia, lo» uutos no ofrecen prueba bastante en 
el sentido de la procedencia de le acción deducida en e*te «anua, 
porque como ya se ha lu cho constar, es d la parte demandante 
á quien correspondía la prueba de ser agena la cosa que et go- 
bierno de Santiago enajenó á favor de Olascoaga. 

Que ei tanto más deficiente esa prueba cuanto que el actor 
afirma que tomó y conserva la posesión de la tierra, en virtud 
del contrato con el gobierno du Santiago, y eu cumplimiento 
de' deber de aprobarla que esc contrato imponía al adquireute. 
Por estos fundamentos se declara no haber logar á la deman- 
da interpuesta i foja veinte, absolviendo de ella en consecuen- 
cia á la provincia de Santiago del Estero, sin especial i ondeua- 
cion en costas. 

luese original, y repuesto los «(.líos, archívese. 

# 

BENJAMIN PAZ. — AIKL BAJAN. 
— JUAN K, TOABKRT. — B. 
HABT1NEE. 



Don Miguel A. Ituiz t par tercería de dominio t en ta ejecución 
det Uanco Nacional en liquidación; contra don í'edro A. 
Guevara y don Hicardo T. ttuiz. 



Sumario, — Los deudores d e una letra no pueden dar á em- 
bargo los bienes de un tercero, ni aun en el cuso de haberla 
suscito por cuenta de éste. 
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Cato. — Resulta del 

Palto 4*1 JsM»Mml 

Mendoza, Diciembre 18 de 1897. 

Vistos : Don Miguel A. Ruiz entabla demanda de tercería 
de dominio contra el Banco Nacional en liquidación y los se- 
ñores doctor don Pedro A, Guevara/ don Ricardo T. Ruis, en 
la ejecución seguid* en los autus número 2866, por haberse de- 
nunciado al embargo una finca de su propiedad ubicada en la 
provincia de San Juan. Sostiene que la tinca embargada la hu- 
bo por herencia de sus padres don Clemente Ruiz y doña Belct- 
mtna Montero de Ruiz y también de su fina hermano, don 
David Rui?,. Que pnr causa del embargo se han paralizado ios 
trabajos del arrendatario que tenía eu su propiedad, con obli- 
giicion de plantar una viña y de hacer otras mejora»; que en el 
crédito que robra el Banco, nada tienen que ver ¿I ni su her- 
mano, pues si* trata de una obligación A 90 días de plazo, fir- 
mada en Abril di- 1891 por los doctores Guevara y Ruiz.de 
7000 pesos que éstos se comprometen á pagar solidariamente, 
que no ba tenido conocimiento del documento ni de la deuda y 
que sólo el doctor Guevara dice, al requerírsele de pago, que 
contrajo esa obligación eu el carácter de tutor suyo y de su 
hermano; pero no se hu producido prueba ninguna del hecho y 
los términos del documento destrujen su aürniacion. Que el 
hecho .Je ser suya la finca está reconocido por el doctor Gue- 
vara y consta del juicio testamentario de sus padres, que posee 
la finca como heredero legítimo y no ha podido ser embargada 
por haberla ofrecido et deudor. Por lo cual solicita se declaro 
procedente la tercería y se desembargue y entregue la propie- 
dad, con costas, daños y perjuicios a la parte contraria. 
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Conferido el tras I ¡ido cor respondiente conten» i foja 7 don 
Pedro S. Anbone por el Banco Nacional, y dice: que al solici- 
tare! embargo ¡o higo en virtud del ofrecimiento hecho por 
uno de los ejecutados a) requerí riele de pago. Que no ha cono- 
cido lai circunstancias que ixpono el tercerista y que habiendo 
«ido su tutor el doctor Guevara, que hizo el denuncio, pide se 
resuelva lo que sea de justicia» según tu contentación de tos 
ejecutados. 

A foja U contesta el doctor Guevara, manifestando que el 
tercerista falsea la verdad, cuando nonti ene que nada tiene 
que ver con la obligación suscrita por él y et doctor Ruiz, res- 
pecto del Banco ejecutante. Que su intervención en el compro- 
miso de que se trata, fué única y exclusivamente en represen- 
tación del tercerista y fie su hermano don David Ruíi T de quie- 
nes fué tutor, y que en defensa de rus intereses He rió en la ne- 
cesidad de firmar con el doctor Huir, administrador de la tes- 
tamentaria de don Clemente Ruii, el documento cuyo pago 
exige el Banco. Que el compromiso de la testamentaría, respec- 
to del Banco, ascendía á una cantidad de niá» de 1i. 000 pesos 
y ha quedado rcduci-la ú loa términos del documento, median- 
te las gestiones qu»< hito en la liquidación de la extinguida so- 
ciedad «Serú hermanos y Ruis • de iiue procede el crédito en 
cuestión. Que don Miguel Ruiz no lia entrado en posesión le- 
gal de los bienes y que al denunciar la tinca al embargo, ha 
sido para que tomara esa posesión y lo reti-vara de las obliga- 
ciones contraidas en su representación. Que ninguna respon- 
sabilidad le incumbe por el embargo. Y pide que se haga lu- 
gar, con costas, á la tercería instaurada por don Miguel A. 
Ruiz. 

Decuido el derecho de contestar la demanda el doctor Ricardo 
Ruiz, se abre la cansa á prueba, produciéndose la que corre 
ngregada de fojas 20 á 85. 

No alegun las partes ; ú foja 05 vueltu, se cita para senten- 
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ría y se pide para mejor proveer loa autos testamentarios fie 
don Clemente Ruiz y el informe del Banco Nacional acerca de 
todos ios antecedentes relativos al crédito (fojas 66 vuelta á 71 ). 

A foja 72 don Miguel Ruiz opone la excepción de prescrip- 
ción, de conformidad á los artionlos 347 del Código de Comer- 
cio y 3963 del Código Civil, porque habiendo muerto sn pa- 
dre en Diciembre de 1886, los compromisos que ge le atribu- 
yen, en la hipótesis de que fueran cierto», cosa que niega, es- 
tarían prescriptos con arreglo á las disposiciones legales re- 
cordadas. 

Los doctores ltuiz y Guevara y el representante del Banco 
sostienen por su parte qn<- la prescripción noeiiste. pues la obli- 
gación ha sido reconocida, renovada por los herederos de don 
Clemente Euiz y pagados varios servicios de la deuda hasta 
producirse la demanda, sin que en ningún término se alcanzase 
la prescripción que, por otra parte, al oponerse por el terce- 
rista, importa el reconocimiento implícito de la obligación. 

Y considerando: 1 Que el tercerista, don Miguel A. Kuiz, 
con sus hermanos David, Ricardo, Arturo y Vicente Ruiz, han 
sido coherederos en la sucesión de don Clementi' Ruiz (posicio- 
nes de foja 62, respecto de la pregunta l\ interrogatorio de 
foja 61). 

t° Que á la época del fallecimiento de don Clemente Ruix, 
existía entre éste, los señores doctor Juan E. Serú y Vicente 
R. Seru, míe sociedad comercial que giraba en Mendoza bajo la 
razón social c Será herman >8 y Ruiz» (posiciones de foja 63 
respecto de la pregunta 3 U y constancias de los autos testa- 
mentarios traídos a la vista). 

3 A Que por resolución judicial de 22 de Febrero de 1888, 
fué aprobado un convenio entre don Ricardo T. Ruiz, por sí y 
como representante de sus hermanos don Arturo y doña Vicen- 
ta Ruiz, y el doctor don Pedro I. A n /ore na. como tutor de los 
menores Miguel y David Ruiz, en cuyo convenio se estableció, 
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entreoirás cláusulas, * que se procediera á la liquidación le 
los bienes de las sucesiones de don Clemente Rui* y dona Bel- 
cimlnaM. do Rui», deduciendo det caudal un legado de tres 
mi) pesos (3000) á favor de lo* señores Ricardo y Arturo Rui», 
que el valor de los bienes realizados éb distribuiría entre toa 
beri'd ( .ros adjudicándose una oncena parte á cada uno délos 
st-ñores don Ricarda, do» Arturo y doña Vicenta Ruiz y él res- 
to, con deducción de los 3000 pesos, por iguales partes a los 
menores don Miguel y don David Rniz; que hiendo la succión 
de don Clemente Rnk sol i dar i ame uto responsable de las obliga. 
ctruie« contraidas por la extinguida sociedad t Sera hermanos 
y Ruiz n las pérdidas Úg.mancias que ella hubiese tenido se- 
gún la liquidación que se prartique, disminuirán ó aumentaran 
el caudal partióle al efeeto de hacera .ntre los herederos las 
indemnizaciones correspondientes según la base establecida pa- 
ra la división (fojas 187 ¡i 101 del -ludiente tegumentario 
número 2085, traído i la vista). 

4" Que por sentencia de 7 de Diciembre de 1895, duda en ía 
provincia de San Juan, se de«!aró ñ don Miguel A. Ruiz here- 
dero universal de mi hermano legítimo don David Rniz v en 
posesión de su haber hereditario (foja 22 de estos autos). 

5" Que con fecha 5 de Octubre de 1895, fué aprobado judi- 
cialmente un convenio celebrado por el doctor Ricardo T. Ruiz, 
por sí y en representación de sus hermanos Arturo y Vicente 
R. de Onh y don Miguel A. Ruiz, por sí y por los derechos de 
su linado hermano don David Ruiz; en el eual lijan come capi- 
tal líquido de la testamentaría Ruiz la cantidad de 47.295,50 
pesos, que se divide así : á do>i Miguel A, Ruiz por sí como 
heredero de so hermano «9.051 , 33 pesos, que se le entregan en 
finca ubicada en el departumento de Pocíto provincia de San 
Juan, avaluada en 28.100 pesos y 1551,33 pesos recibidos en 
dinero; á los herederos don Rírardo, don Arturo. v doña Vicen- 
ta Ruiz, 18.244,23 pesos recibidos en muebles y dinero (foja*7 
t. mu jV 
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de estos autos (posiciones de foja 62 respecto de 1* pregun- 
ta 2"). 

6° Que durante la liquidación de la sociedad Seru hermanos 
y Ruü, entre los socio» Serú y i i representantes de la testa- 
mentaría Ruiz, el doctor don Pedro A: Guevara era tutor de don 
Miguel Ruiz y de su hermano David, y el doctor Ricardo T. 
RiiÍi era administrador de la testamentaría de don Clemente 
Ruiz y representante de sus hermanos Arturo y Vienta (posi- 
eione-í de foja 6i respecto de las preguntas 3', 4* y V, interro- 
gatorio de foja 61). 

7» Que justificad» la deuda de la sucesión de don Clemente 
Ruiz, el tercerista don Miguel A. Rui?, ha reconocido que co- 
rrespondería á los heredaros repartirse dicha .leuda en la misma 
prupor.-ionen que habían participado de la herencia (posiciones 
de foja 62 respecto de las preguntas 10- y 12* del interroga- 
torio). 

8 n Que la deuda de ta extinguida razón social Serú hermanos 
y Ruiz por 32.000 pesos con el Banco Nacional en liqmdacion 
íué.-haucelada el 10 de Abril de 1889 con tres letras por valor 
10.073,10 pesos cada una, suscrita* respectivamente por don 
Vicente R, Serú, don Juan lí. Serú y don Ricardo T. Huía. 

9" Que respecto de la Ivtra lirmada por don Ricardo T. 
Ruiz, se hizo el 18de Julio de 1889 una amortización d.873,10 
pesos firmándose Una nuera letra de 10.000 pesos por los doc- 
tores Ruiz y Guevara; después s.- han hecho las renovaciones 
suresirus por los mismos señores hasta el 20 de Noviembre de 
1891, en euya fecha dejo de servirse la deuda, con el protesto 
dé la letra última por 7G0Opesos de de Abril dedicuoarV., á 
90 dius de su fecha (informe de íoja «8 vu> Ra de estos autos y 
foja 3 del expediente ejecutivo número 280*/ . 

10» Que no obstante haberse arreglndo la división eitrajudi- 
cial de ciertos bienes entre los heredero» de la sucesión Ruiz, 
ha^ta el presente no se ha liquidada lft sociedad « Serú herma. 
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nos y Ruiz», habiendo solicitad o el mismo don Miguel Rail el 
emplazamiento del perito liquidador de dicha sociedad para que 
diera cuenta de su misión (expediente sucesorio antes citado), 

f1° Que la anca del Pocito fué adquirida á iniciativa del tu- 
tur doctor Guevara para los menores Huíz (expediento testa- 
mentario y posiciones de foja (33, á la pregunta 3 a ). 

12? Que la existencia de la deuda del autor de la sucesión res- 
pecto del Banco Nacional en liquidación por su parteen la so- 
ciedad Serú hermanos y Ruiz, no ha sidu desconocida oategó- 
rícamente por el tercerista, y por el contrario, han mediado 
convenios acerca de la responsabilidad de los herederos en esa 
deuda. 

13" Que el Banco ejet-uíant? defiere á ta defensa de los eje- 
cutados en cuanto á la responsabilidad del inmueble denuncia- 
do por el extutor doctor Guevara, respecto de la deudn en cuyos 
servicios ha intervenido con el administrador de la sucesión Ruiz 
por la representación que en ella ejercía. 

14° Que la letra de foja 3 del expediente ejecutivo, fué pro- 
testada por el Banco Nacional con ferha 5 de Octubre de I8ÍH 
y la demanda te inició el 2 de Octubre de 1803, habiéndose 
citado de remate á los deudores. 

15" Que habiéndose hecho la división antes del pago de la 
deuda y reconocido La responsabilidad por ella desde el primer 
convenio (núm, 3' de esta resolución), cada heredero debo efec- 
tuar el pago al acreedor en proporción de la parte porque fué 
llamado á la herencia (art. 3485, 3490 y 3491 del Cód. Civil). 

16" Que si bien 1 denuncio de la (inca ha sido heeho por el 
que fué representante legal <lel tercerista en su menor edad, el 
requerido personalmente como firmante de la letra, no obstan- 
te que el ejecutante dobiii dirigirse contra los deudores actua- 
les, esta circunstancia, unida al estado de la causa y al reco- 
nocimiento de la deuda por el tercerista, subordinado á prueba 
de ta obligación, aunque no se le hura requerido directamente 
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de pago, no impide la actual determinación de su responsa- 
bilidad, y la consiguiente obligación de solventarla con sus 
bienes. 

17° Que, por la tanto, el dereebo del tercerista respecto de 
su propiedad se reduce á la parte eieedente sobre el valor que en 
la deuda le vi asignable, puesto que el embargo se ha hecho 
por el total y en ejecución de toda la deuda; pero encontrándose 
embargadoel inmueble y siendo responsable el tercerista en la 
deuda del autor de la sucesión Ruiz, eu proporción de su parte 
hereditaria, el embargo debe mantenerse sobre cantidad bas- 
tante ñ la responsabilidad del tercerista, sujeta al resultado de 
la liquidación y sin perjuicio de los derechos del ejecutante por 
la* demás partes respecto de los ©tro* herederos en la sucesión 
deudora. 

18" Qae ni hasta la fecha del protesto, ni hasta la inicia- 
ción de la demanda ejecutiva, se ba preseripto la obligación 
respecto del tercerista, no habiéndose sustituido á sus repre- 
sentantes en el do*- uniente de obligación (autos testamenta- 
rios: considerando 14 y artículos 817 y 848 del Código de Co- 
mercio). 

19" Que del misino expediente sucesorio consta la aproba- 
ción judicial de la rendición de cuentas por el administrador 
de la sucesión en que liguran intereses abonados al Banco Na- 
oional. 

Por estos fundamentos, fallo : declarando procedente la ter- 
cería de don Miguel A. Huii sobre la parte de la finca embarga- 
da de su propiedad que exceda del valor proporcional de su deu- 
da para con el Banco Nacional en el documento de foja 3 de los 
autos ejecutivos, responsabilidad que se determihanl previa- 
mente al embargo, en atención ¿su porción hereditaria, siendo 
improcedente la tercería en cuanto al embargo de la parte ne- 
cesaria para el pago de la deuda personal del tercerista ycostus 
que tienen de su cargo. 



nt JUSTICIA NACION Al. 



405 



Hágase saber ron el original, devuélvanse los autos traídos 4 
la vista y en oportunidad archívese 
Repóngase el papel. 



1 vistos: considerando ; Primero; Que está justi [icario y es- 
tablecido por la confesión del ejecutado Guevara en él escrito de 
foja trece y por el informe del Banco Nacional A fnja veintiuna 
que la ejecución que ha motivado el embargo origen de eata ter- 
cería, procede de una letra suscrita en favor del Banco por los 
señores Ricardo P. Kuiz y Pedro A. Guevara como obligación 
personal y propia de estos, sin referencia alguna á la persona 
del tercerista don Miguel A, lluiss. 

Segundo : Que igiuln ote está reconocido por los ejecutados 
que la propiedad embargábalo ha sido por haberla ofrecido i 
la traba el referido ejecutado Guevara al ser reconvenido por 
el Banco para el pago de la expresada letra, lo cual ratifica el 
representante de) Banco en su escrito de foja siete. 

Tercero ; Que la comprobación do ser ta finca embargada de 
propiedod del tercerista, está igualmente reconocida por los 
ejecutad fuera de estar suficientemente acreditada por el 
testimonio corriente ú foja veintisiete. 

Cuarto: Que tratándose de una obligación como la descrita 
enol citado informe de foja veintiocho, que nadie ha contradicho, 
ninguno de sus susoritores lia podido, al ser requerido por el 
pago de la letra, presentar ¿embargo bienes de un tercero extra- 
ño á los términos del titulo de la ejecución, de acuerdo con lo 
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Iliirnos Aires, Ortubro lii de 18**9. 
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que disponen los artículos setecientos treinta y cinco y sete- 
cientos treinta y seis del Código de Comercio. 

Qüinío : Que la facultad i que se refiere el precedente con- 
siderando no le h.úh acordada al suscritor de una letra ni aún 
eu el caso de haber hecho la suscricton por cuenta de un terce- 
ro, según et artículo seiscientos cuatro, como se determina en 
el artículo seiscientos sesenta y nueve (inciso último) del 
mismo Código de Comercio. 

Por esto se declara precedente ¡a tercería deducida, levan- 
tándose, en consecuencia, el embargo trabado, quedando enes- 
tA forma reformada la sentencia a pelad a de foja ciento doce, 

Jíutifíquese original y repuestos losseHt.s, devuélvanse. 

BENJAMIN PAZ. — ABE!. BAZA» — 
OCTAVIO BUNGE. — JUAN E. TO- 
RRENT. — B. MARTINEZ. 
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Criminal contra Pedro Vera, por muerte y heridas causadas 

por imprudencia 

Sumario. — La muerte y heridas cansadas por imprudencia 
con atenuante, hace pasible ;í so autor de la pena de dos años 
de prisión. 
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. — Resulta del 



Tul» man, Hayo 11 de 1899. 

i* 

X fjgftdl ; En el proceso seguido contra Pedro Vcru, soltero, 
argentinu, ron motivo de la muerte de Juan Agüero y heridas 
de Viviano Pinto», resulta: 

4 a Organiaado el sumario por lu Policía, como se ve de 
fojas 1 á 19 3' sometí iio al juez de instrucción, fojas 18 vuelta 
á 19, &e pructicuron por ante ese juagado las diligencias que 
corren de fojas 10 vuelta ú 183, ordenándose á foja 183 vuelta, 
remitir el expediente a este juzgado y recibido se dictó u solici- 
tud del seíiot procarador fiscal el auto de foja 106 vuelta, 
practicó nd o se luego lus diligencias que corren de fojas 107 á 
123, con lo que .se declaró clausurado el sumario, foja 124 vuel- 
ta, elevándolo a plenario y mandando pasarlo á dicho funcio- 
nario a loa efectúa de lo dispuesto cu el artículo 457 del Código 
de Procedimientos. 

2° El señor procurador üscal se expide en el escrito de fojas 
126 a 129 en el que después de una breve reseña de las cons- 
Uncías que arroja el sumario expone: que es fuera de duda que 
Vera era un simple foguista tanto por el sueldo que ganaba 
cuanto porque únicamente desempeñaba las funciones de tal 
con excepción de que el mismo Vera ha hablado en sus declara- 
ciones. 

Que en el viaje en que ocurrí,- el accidente originario d este 
proceso el personal de la máquina era incompetente según re- 
sulta de autos, pues Vera no era maquinista y Maturano que 
hacía de foguista reconoce á foja 56 uo ser sinó un pasa-leña. 
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Que esta es la verdad do Jo ocurrido á posar de qoe toda em- 
presa debe tener el personal necesario é idóneo siendo respon- 
sable de los daños y perjuii iva causados (c ita el art. tt de la 
ley núm. W73 y el I o y 4* del reglamento ie ferrocarriles). 

Que así pasaron la» cosas, sin embargo de que las locomotoras 
sólo pueden ser oondueidas por persona* competentes y de que 
toda máquina debe Herir un maquinista y un foguista (art. 16, 
17 y 77 del reglamento citado). 

Que Ja locomotora conducida por Vera constituía un tren es- 
pecial y sin embargo fué despaohadu sin anunciar su itinerario 
(art. 45 de diclio reglamento), todo lo que demuestra la série. 
de faltas cometidas por la administración del Ferrocarril Cen- 
tral de Córdoba. 

Que le expuesto no obsta »i la tuina bilí dad del maquinista 
Vera por el torpe descuido con que procedió por más que no fué 
avisado de Ja existencia de la aorru en la ría según se asevera a 
fojas 35 vuelta, 48 y 50. 

Que consta de uutosquc la ierra en que iban Agüero y Pintos 
tenía la señal de peligro exigida por eí artículo 111 del Regla- 
mento á que se agrega qui- el maquinista pudo ver la zorra desde 
bacante distancia por no haber obstáculo que lo impidiera. 

Que es opinión uniforme de Jos testigos del sumario aceptada 
por el mismo Vera que el maquinista eb culpable por no haber 
tocado el pito ni tratado de parar ta maquina llegando á dete- 
ner el tren eomo á los 400 metras más ámenos de distancia del 
punto en que se produjo ei choque ¡ 

Que en consecuencia es de aplicarse el artículo 83 de lu ley 
número 2873 y en su mérito pide contra Vera la pena de prisión 
por ciiiooaños» con coatas, sin perjuicio de Ja responsabilidad de 
la impresa del Ferrocarril Central Córdoba de acuerdo con la 
ley . 

3" Corrido traslado al defensor del procesado, lo evacúa en el 
escrito de foja 131 pidiendo se deseche la acusación fiscal y se 
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absuelva de culpa y cargo a sn defendido, exponiendo : que cons- 
ta do una muñera que no deja lugar A duda» que Vera desempe- 
ñaba til puesto de foguista de * clase con ¡sueldo de 60 pesos en 
la empreia dul Ferrocarril Central Córdoba así comoque el per- 
sonal de lu máquina quu ocasionó el accidente era incompetente, 
pues aquella era dirigida por Vera y UeTaba como foguista ú 
un timóle pasa-leña. 

Que por decreto del Suprior Gobierno de 29 de Agosto 
de 1897, conQrmadoe» 20 de Dieiembrcdel mi.mu año, se prohi- 
be ñ lu* empresas ferroviarias cuuliar las máquinas á personas 
incompetentes, llegando basta eligirse exámen de competencia 
é idoneidad : que deja al jungado lu apreciucioa sobre la persona 
responsable de la imprudencia cometida en el hecho que ba mo- 
tivado ta muerte de Agüero y heridas de Pintos, pues, ¿cómo 
responsabilizar ií una personu en acto, de imprudencia cuando 
notoriamente coiibte lu incompetencia en las funciones que La- 
bia sido obligado ri ejecutar. 

Que al salir de. la o4aion Sau Felipe el tren conducido por 
Vera se le dió fía libre, sin prevenirle la existencia en la vía de 
la zorra en que trabajabau Agüero y Pintos, no obstante estar 
obligado el jefe de la estación á hacerle »ab.-r esa circunstancia 
al maquinista : que acepta la relación de los hechos que trae 
lu vista riscal y estudiando el artículo 83 de la ley número 2873 
se ve que él entumece lu pena de uno á cinco año. de prisión 
para cuando el accidente haya producido la muerte de una ó 
mis personas y según un principio general de derecho consig- 
nado eu el attkulo 52 del Código Penal debe graduarse aquella 
teniendo en cuenta las circunstancias agravantes y atenuantes 
del hecho ; y en el presento caso el procurador fiscal no hace- 
ndar ninguna cirouuitaiu-ia agravante para solicitar el maii- 
mun de la pena ; 

Que en la hipótesis de que pudiera responsabilizarse á Vera 
de culpa ó imprudencia en el accidente referido ¿cría de estricta 
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justicia aplicar al reo el mínimuD de la pena establecida eo la 
ley citada en razón de las circunstancia» atenuantes ele falta , 
de competencia é idoneidad y de no haber tenido conocimiento 
da la presencia en la vía de la zorra <sn que ataban Pintos y 
Agüero y cu tul caso esa pena estaría agotada con la prisión 
preventiva sufrida y correspondería ordenar la libertad de Vera. 
Concluyo solicitando para su defendido ia absolución de culpa 
y cargo. 

4 Llamados los autos y recibida la causa á prueba foja 134 y 
vuelta se produjo la de que da cuenta <•! certificado «le foja i 53 y 
puesto el expediente .1 la oficina conforme ¡i la disposi -ion del 
artículo 490 del Código de Procedimientos se designó día para 
t i informe i» roce, foja 134 vuelta, presentados los mitos < on la 
nota de no haberse verilicadu aquel >e inundaron practicar, en 
cali lad de para « mejor proveer », las diligencias que corren de 
fojas 155 vuelta á 164 vuelta, ordenándose ¡i foja 165 de nuevo 
he tr;iiga el expediente para dictar sentencia. 

5* De lu relaciou precedente surgen sujetas ¡i resolución ju- 
dicial las siguientes cuestiones : 

1" ¿Está comprobado en untos el becbo que motiva el proceso 
r constituve él un delito ? 

4' 1 ¿Se bii demostrado quién sea su autor ? 
3" Kn caso afirmativo, ¿ quó pe na debe aplicarse? 
Y considerando : Con relación A la primera cuestión : 1" Que 
de lasdecíaracioiits leí sumario fojas 1,4 vuelta, 4, 5 vuelta, 7, 
9 vuelta y 11 vuelta ratificadas á fojas 37, 161, 66,67, 49 
47, 44 y 55 y de las prestadas por el procesado á fojas 1*, 40, 
44, 107 y 110, consta que el díai47 de Diciembre de 1897 antes 
de llegar al puente dd Manantial en el kilómetro 535 y 536 vía 
del Ferrocarril Central de Córdoba, ó 
Felipe y Río Lules el tren especial que mu i 
máquina «Lamida », número 57, dirigida por Pedro Vera llevó 

cíou por parte de tos testigos 
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varia entre 5 y media y media tic la mañana la torra de la 
cuadrilla de via y obras, produciéndose con el «hoque la muerte 
de Juan Agüero y heridas graves al capataz de dicha cuadrilla 
ViTiano Pintos, aparte de la rotura de zorra y muerte del ca- 
ballo que la tiraba. 

2" Que & esas declaraciones de los testigos y del procesado se 
ugreganen loque respecta al hecho ile la muerte de Juan Agüe- 
ro y heridas de Pintos el certificado de defunción defoja57yd¡- 
ligenoiaa á ella relativas do fojas 92 A lOOy los certificados mé- 
dico» de fojas, 84 y ratificado á fojas 87 v vuelta, 39 y vuelta 
y 161. 

3 U Que como se ve en los dos considerando precedentes del 
cheque de la máquina con la rorra en que iban Agüero y Pintos 
resultó muerto el primero y gravemente herido el segundo, du- 
rando ];i enfermedad de Pintos mucho tiempo y habiendo que- 
dado ion el brajy izquierdo inutilizado (informes citados de 
fojas 84, 89 y I5f ). Ambos hechos son previstos y penados aún 
en el caso de producirse involuntariamente por el artículo 83 de 
la ley número 2873 de 24 de Noviembre de Í89I. 

Considerando : Con relación á la 2» cuestión : 4 o Que de las 
declaraciones mencionadas en el primer considerando resulta 
que el aotor del hecho allí mencionado es Pedro Vera en su 
calidad de conductor de la máquina ■ Lapri.:^ *, número 57, que 
produjo el ehoque ; y el mismo Vera en sus declaraciones tam- 
bién citadas lo reconoce explícitamente. 

5 o Que el defensor del procesado en el escrito de defensa de 
fojas 131 á 133 vuelta, no «¡61o no desconoce sino que admite 
expresamente que la muerte de Juan Agüero y heridas de Pin- 
ios fueron producidas por el choque de la máquina conducida 
por Vera con la sorra en que iban aquellos. 

t considerando con relación á ta 3- cuestión : 6 o Que la pena 
aplicable en el caso debe de ser proporcionada al grado de res- 
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referencia y para graduar ésta débele analizar prolijamente las 
diferentes che un stancias que pueden establecerla, modificarla 
6 atenuarla. 

V Que entrando en ese análisis y estudiando cuidadosamen- 
te tos autos no se encuentran en ellos nada que demuestre en 
el procesado Pedro Vera la intención directa de producir el he- 
cho que ocasionó la muerte de Agüero y las heridas de Pintos 
y las circunstancias que h;in de estudiarse en los considerandos 
siguientes asi como la falta de hechos demostrativos o «le pre- 
sunciones sobre el linó móvil que hubiera podido determinar 
tal intención, infunden la lirin- convicción de que ella no ha 
existido en el procesado- 

Jíl <eñor procurador liscal en el escrito de acusación do foja 
196 tíntá do perfecto .«cuerdo con esta conclusión como lo de- 
muestra la circunstancia -le fundar aquella únicamente en e! 
artículo 83 de la ley citada, lo que no polría suceder si se con- 
ceptuase intencional el accidente. 

8 o Que si bien lo dicho en el considerando precedentt eiiuie 
á Podro Vera dé la intención criminal de producir el choque 
que mató á Agüero é hirió á Pintos, no por eso deja de eiistir 
delito, pues el artículo allí mencionado declara tal el becho de 
«•ausar i urol un tariamen te por imprudencia, negligencia 6 inob- 
servancia de los reglamentas un a- cidente del que resulten per- 
sonas muertas ó heridas. 

9" Que lainiprudoncia por parte de Vi-ra, conductor de la má- 
quina, está evidenciada en el presente caso por las declaraciones 
del mismo Vera ya citadas, y las de fojn^ 96 vuelta, 33, 47,51, 
143, 153 y 163 en que consta que aquel no ra competente, no 
ora maquinista de profesión, sinú foguista M'l según-' cías- 

que sólo habla andado dos veces antes del accident iiiiqui- 

nas que recorrían el mismo trayecto y en ambas con personas 
cuya competencia par eco indudable. Este» hechos de que Vera 
no podía dejar de darse cuenta, le imponían la necesidad y el 
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deber de abstenerse de tomar á su cargo la dirección y atención 
de la máquina en el deagraciado viaje qué dió lugar al acciden- 
ta, j debieron en su conciencia presentirle como una acción 
sumamente imprudente la de tomar «obre >t tal comisión con 
las responsabilidades inherentes. N» puede ni p >r un mnmonto 
admitirse la idea de que Vera no se diese cuenta á sí mismo de 
su falta de idoneidad, y menos puede admitírsela ai se ob- 
serra que tanto él en sus declaraciones, como su defensor Mi el 
el escrito de foja 131 , echan man>» de esa circunstancia para tra- 
tar de disminuir la responsabilidad 1 del probado. V ai es ver- 
dad que la falta de iduaeidai corrobora lo dicho en el constdi- 
ranilo 7° sobre laño existencia de intención crimina 1 , demues- 
tra la grave im|irudencia que cometía el prooes ido prevista en 
el artículo 83 de la ley citada, i'or consiguiente, la falta de 
idoneidad puede cuando m.is eximir i Vera d** la imputación de 
un delito muelio mis grave pero no del consistente en la im- 
prudencia prevista y castigada en aquella disposición legal, 

10' Que el hecbo de no haber verilieade con el silbato de la 
máquina las señales necesarias (declaraciones defojas 5 vuelta, 
7 ( 9 vuelta. II vuelta y 2¿ vuelta), y el de no haber prestado 
bustanteateucion para ver la zorra, siendo así que ésta y la iná- 
quina marchaban en línea recta sin obstáculo que estorbara ta 
vista (declaraciones de fojas 7 y II vuelta), llevando la zorra 
según creen algunos testigos y |n alirma Pintos, la señal de pe- 
ligro establecida por el artículo III did reglamento de ferroca- 
rriles (declaraciones de foja* 35, 43, 48 y 146), f aunque no 
hubiese llevado esa señal demuestran que bubo negligencia 
por parle de Vera. 

II a Que no obstante lo dicho, hay en amitos constancias su- 
ficientes para afirmar que la imprudencia, negligencia é inob- 
servancia no permiten uplieur en el presente guso el máiimum 
de la pena lijada en el artículo 83, tales son las siguientes : I o 
la situación pecuniaria de Vera que o -upado con uu empleo tn- 
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ferier debe presumirse lo necesitaba como un medio para ase- 
rar *u subsistencia ; 2" lu influencia que debió ejercer «n su 
ánimo la previsión de lag consecuencias que podrían ocurrirle 
si no tomaba á su cargo la dirección de la máquina en el viaje 
de referencia máxime si se tiene en cuenta que no había otro 
empleado ene m liciones de realizarlo (declaración de foja 156), 
la posición de la máquina que marchaba en dirección al sud 
teniendo miriñaque hacia el norte, lo que para un maquinista 
poco idóneo, hacía doblemente difícil el trabajo, pues debía di- 
vidir su atención entre la máquina cuyos aparatos quedaban 
para él en una dirección y la vía en la opuesta; 5 o el reconoci- 
miento que liare Vivi.ino Pintos en su declaración de foja* 142 
¡í 149 sobre la inculpabilidad de Vera de quien dice que cree no 
tuvo tiempo de parar oportunamente ta máquina y que. le parece 
lo vió (ti él y íl Agüero) coando ya estaba sobre ellos, afirmando 
además haber oído decir que Vera es corto de vista (alírmacion 
que el suscrito no toma en cuenta por no habeTla invocado el 
pro* e.-ado ni su defensor). 

t2° Que además de esas circunstancias hay otras desque me- 
recen especial mención por su importancia, y son éstas : 
i" cuusta de autos fojas v ¿. ;$8 y VJ vuelta, que el tren cuya ma- 
quina era dirigid» por Vera salió de la estación San Felipe con 
vía libre y sin aviso de precaución, loque implicaba un aviso 
oficial al maquinlsti d.' que no había obstáculo en ta vía, co- 
nocida por lo^ jefes délas estaciones San Felipe y Rio Lules, 
y sí bien Pintos en su declaración de foja 142 dice que antes de 
ponerse en marcha se dirigió u) jefe de la estación Sau Felipe 
preguntándole si iba algún tren, y como aquel le contestara que 
iba el de lefia, pasado éste se puso e n movimiento. Cal afirma- 
ción íin mudilica lo considerado hasta aquí ya porque ella ea 
contradicha por la nueva declaración tomada al jefe de la esta- 
ción San Felipe ú foja i6( , en la que sostiene no haber sabido la 
marcha de lu zorra y no haber hablado i Pintos ni vístele si- 
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quiera; ya también porque éste último en la declaración de foja 
1G3 manifiesta no recordar ai habló con el jefe titular ó con el 
telegrafista ¡ y finalmente püTque Pintos en la declaración de 
foja "42 uo afirma tampoco haber dicho que trataba de ponerse 
en marcha ¡ y 2* el artículo 17 del reglamento de ferrocarriles 
previene que los foguistas reconocidos aptos para manejar una 
locomotora no podrían hacerlo sino en las estaciones y en caaos 
excepcionales teniendo un peón para apretar el freno, disposi- 
ción que implica prohibir que los foguistas mane jen las loco- 
motoras aún dentro de las estaciones sin que haya otra persona 
que atienda el freno, lo que no orurrió en el viaje dj referencia, 
pues resulta de autos que el personal de la máquina se reducía 
á Veni que la dirigía, un foguista y un pasa-lena. 

Por estos fundamentos y demás constantes de autos, fallo de- 
clarando : sobrt-la primera cuestión, afirmativamente según lo 
dicho en los considerandos I o , 2 ft y 3*. 

Sobre la segunda : afirmativamente también en el sentido ma- 
nifestado en los considerandos 4" y 5*. 

Y sobre la tercera : que la pena a| .icable es la de prisión es- 
tablecida en el artículo H3 de 1 1 ley o uñero 2373 graduada cao* 
forme á lo expuesto en los siete últimua considerandos. 



que que ocasión- i la muerte de Juan Agüero y heridas de Viriauo 
Pintos por imprudencia y negligeueia previstas en la ley y artículo 



con descuento de la preventiva sufrida, siendo á su cargo las costas 
del juicio; absteniéndose el insorito de pronunciarse sobre las 
acciones civiles á que se alude al final del escrito de acusación por 
no ser oportuno ocuparse de ese punto en este fallo. Hág is.- saber 
con el original, transcríbase, repónganse los ¿ellos y archívese 
oportunamente el expediente. 




al procésa lo Vera culpable del cho- 




en l»s considerando*» H 
ínade 2 años de prisión 
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VISTA DEL SESOK PllUCIj1UI>Olt GENERA I. 



Suprema 



Uucnos Aires, Julio 17 de im*. 



De las declaraciones del procesado de fojas 14, 20 y 22 ra- 
tificabas i fojas 107 y 110, incompleta concordancia ron otras 
constancias de autos, resulta comprobada la negligencia cnlpa- 
ble del recurrente que sin ser maquinista, ni tener las aptitu- 
des -letal dirigía la máquina tLaprida », número 57, del Ferro- 
carril Central Córdoba, cuando produjo la muerte de Juna 
Agüero y las heridas graves de ¥i*ialo Pintos» constata-las á 
fojas 84 y 90. 

La situación loga! del procesado del punto di* vista de la pe- 
nalidad lia sido determinada por el artículo 8tt de la ley nacio- 
nal de ferrocarriles, de 2t de Noviembre de f H'*1 , dado su ca- 
rácter de emplea fio del Ferrocarril Central Córdoba. 

En tal concepto la pena aplicable al reo sería la de 3 años de 
prisión que importa el término medio d.' la que establece «1 
referido articulo en virtud de lo dispuesto en el artículo 52 del 
Código Penal, Pero no puede desconocerse que un el cas.- sub- 
judiw lian intervenido circunstancias atenuantes de la respon- 
sabilidad del procesado, 

Lo es en primer término el babor desempeñado el olii i*, de 
maquinista en el momento del suceso por orden expresa de sus 
superiores, circunstancia que si no excluye su responsabilidad, 
atenúa la negligencia culpable edil que procediera, la disminuye 
jecíon á lo dispuesto en el artículo 81 , inciso 15, y artí- 
I» del Código Penal, loes también la de no ha- 
ber tenido intención de causar el daño que se produjo según ta 
expresión del mismo artículo 83, i no i so 3*, del Código citado y 



I>E JUSTICIA NACIONAL 



417 



es en mérito de las circunstancias atenuantes espresadas que 
creo procedente la disminución de la pena establecida en la ley 
de ferrocarriles nacionales en la proporción determinada por el 
criterio judicial. 

Por ello pido á V. K. se sirva confirmar por sus fundamentos 
la sentencia de foja 170, no obstante el recurso interpuesto por 
el procurador Jisca en razón de no encontraren las constancias 
de autos mérito legal para sustentarla. 



r*1|» 4* ta SuprcM» CW«? 

Hueno» Aire*, Octubre lü de 1899, 

Vistos y considerando: Que está plenamente probado que el 
procesado dirigía el tren quu chocando con la zorra en que se 
encontraban Agüero y Pintos, causó la muerte del primero y la 
lesión del secundo. 

Que está igualmente averiguado que el accidente se ba pro- 
ducido por culpa imputable al mencionado procesado por no 
haber adoptado las precauciones indicadas para evitar el Uecbo, 
precauciones tanto más necesarias, cuanto muyeres el pdigro 
que comporta la marcha de los trenes. 

tjue la responsabilidad penal del encausado por efecto de su 
culpad negligencia, además de estar establecida por los prin- 
cipios de derecho común, según el artículo quince del Código 
Penal, lo está especistmente por el artículo ochenta y tres de 
la ley general de ferrocarriles nacionales que se invoca en la 
sentencia apelada, siendo en virtud de esta disposición legal 
que el caso corresponde al conocimiento de la justicia federal. 

Que hay 4 favor del procesado la circunstancia atenuante 
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del incido primero, artículo orhenta y tros del Código Penal, 
relacionado con el inciso quince, artículo ochenta y uno del mis- 
mo como lo hace notar el señor procurador general. 

Que en consecuencia debe tenerse encuenU esa circunstancia 
para la graduación de la pena (artículo cincuenta y dos del ex- 
presado Código). 

Por ésto j fundamentos concordantes de la sentencia apela- 
da de foja ciento setenta, se confirma ésta con costa*. Notifi- 
ques» original y deruélvase. 

BENJAMIN PAI. — ABEL BAZA V 
OCTAVIO BtfflGE. — JUAN E. 
TOHHUrr. — II. MARTINEZ. 



l'AUHA 4 1»* II 



Criminal contra José .11, itamirez (a) Severo Machado, Varán 
D. Cubraly Juan li. Lopes, por hurto de animales) sobre 
competencia. 

Sumario. — No corresponde á la Suprema Corte la apelación 
en causas criminales por delitos comunes fallados en 1 a instan- 
cia por los jueces letrados de los territorio» nacionales, 

Caso. — Resulta del 
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Posadas. Junio i 30 de 1899. 

Vistos: Estos mitos s.guido* .ontra José Al, Ramírez á Se- 
vero Machado, Dardo O. Cabra! y Juan B. L^pez, por hurto lie 
animales de propiedad de los señores Juan 8. Márquez, Eduar- 
do Kriever, Cosme Botelli y Enrique Belluni, y de los cuales 
resulla lo que sigue: 

ijue los referidos procesados condujeron una tropa da cin- 
cuenta y cuatro ó cincuenta y cinco animales at Paraguay, don- 
de la vendieron los dos primeros, valiéndose para justificar la 
legítima procedencia de los mulos, caballos y yeguas que com- 
ponían la tropa, de una guía que en copia legalizada corre agre- 
gada al pruebo á foja 3, que aparece expedida por la Recepto- 
ría de Santo Tomó y visada por el Departamento Central de 
Policía do este territorio con fecha 8 de Julio dt-1 año 18%, 
guía expedida á favor de un tal José M. Ramírez. 

Quode la comisaría marítima de San Juan (República del 
Paraguay) se dirigieron á Piropo con el objeto de negociar ó 
vender los animales, operación que no pudo realizarse por ha- 
ber sido embargada toda la iropa por Ja autoridad paraguaya 
do este Último punto por no aparecer en la guía la marca de 
tres animales, circunstancia que obligo ¡í Ramírez ó Machado 
y Cabra! á venir hasta Posadas en busca de los respectiva 
comprobantes, y qiif al regresar nuevamente al Paraguay lle- 
varon si-is muías y dos caballa más con los certificados ó guías 
que en copia se registran i fojas 19 y 57 vuelta, expedidos á 
favor de un tal Juan Rodrigue* y un tal Víctor Areco. y sus- 
critos, el primero por Victor Blanco, y el segundo por Julio 
Martínez, como empleados de policía de esta localidad, certili- 
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cados que fueron trtnsfVrílos ií José M. ftatuirez, y recibido-, 
loa animales por Dardo O. Cabra!, loa que fueron tendidos en 
el Paraguay a un señor Acuña un iii suma de. trescientos pesos, 
así como á don Rafael Olouc fujrou enaienado* cuarenta y cin- 
co animales en la suma de dos mil pesos, habiendo prévi&inent< 
marril lo con una letra l\ unos cuantos anímalos, operación que la 
efectuaron en la casa de don Kstuiiislao López, los citados Katni» 
rezyOabral, valiéndose para ello de tina marca fabricada por 
ellos mi -mus y con el objeto de que dichos animales aparecieran 
marcados con la marca que ligara en la j nía Ti sea con ta letra l\ 

Que en la declaración pn-stada por Ramírez ante las autori- 
dades paraguayas confiera que tfu verdadero nombre es Severo 
Machado y que por indicación de don Francisco López, dueño 
de la tropa conducida, efectuó el cambio de nombre á fin de que 
el supuesto coincidiera con el que iraía la guía expedida cnu el 
mi mero 239, y que 1>» hacía aparecer como dueño de los anima- 
les, y que en tal virtud conchará á Dardo Cabral y á Juan I!. 
López, ofraieudo at primero trecientos pesos y al segundo una 
retribución que se lijaría después, habiéndole ú él asignado don 
Francisco Lopes la retribución de cien posos, declaración corro- 
borada por Cabral y Juan B. López, por lo que á ellos se reliere. 

Que los animales hurtad oh pertenecían treinta y uno ú Juan 
S ( Márquez, entre muías y yeguas, doce muías ¡i Eduardo Krie- 
yer, seis muías r dos caballos á Hotel ti y cinco muías £ Bel Ion i 

Que el ministerio fiscal pide para Oabral la pena de dos años 
y dos meses de prisión, con sus accesorios legales, y para Juan 
B. Lope* sobreseimiento provisorio, y los querellantes Eduardo 
Krieyer y Enrique Belloni, solicitan la pena de tres años de 
prisión para Cabral y seis meses de arresto para Juan B, López, 
con más el pago de daños y costas para ambos. 

Y considerando: Que las investigaciones y diligencias proce- 
sales, si bien deficientes por varios conceptos para determinar 
cumplidamente la responsabili l»d de todos los que hayan in- 
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tervenido en la ejecución del hecho, como autores 6 mmplices, 
no lo son sin embargo busta el extremo de no rK jar evidenciada 
la existencia del cuerpo del delito y m\pmm*ñ de algunos de 
los (jtie han intervenido en su realización. L«is deposiciones de 
ios encausados pregadas ante las autoridades paraguayas y ra- 
tificadas la» de Cabra! y López, ¡inte este tribuna] á foja!, de 
esteprineso, no arrojan indicie alguno, ríe cómo y quiénes, han 
sido tos autores de sustracción de los animales de poder de sus 
dueños pues todas .-lias se reducen á .<»ii fosar que los anima- 
les fueron pusados con Jas guías en que aparecen interviniendo 
empleados de la policía, circunstancia esta última que tampoco 
se ha esclarecida por falta de los originales, ya que las personal 
indicadas como suscritoras de tales guías exhibidas sólo en co- 
pia, han negado toda intervención en ella. Su obstante esto, el 
hecho de hallarse en poder de tales personas los animales hur- 
tados las hacen aparecer corno ejecutoras del huno Ó hurtos 
con la responsabilidad que ii coila una incumbe según tas cons- 
tanrias que arroje el proceso. 

Que aún cuando Cabra! pretenda excusar su participación en 
«d hecho delictuoso alegando haber sido un simple peón de Ra- 
mírez ó Machado, múltiples circunstancias demuestran sin em- 
barga lo contrario, como va á verse. Ka efecto, el misino Ca- 
bra! manifiesta á fo>... que Ramírez le declaró eu la intimidé 
que su verdadero apellido era Machado, dándole la explicación 
de tal cambio de nombre, y por tanto, desde este momento, toda 
participación en los actos ulteriores practicados en compañía 
de Ramírez, lo hacía igualmente responsable. A más de esto, 
ambos fabricaron una marca en la casa de don Ladislao López 
para marcar con ella algunos animales, como lo hicieron, cuyas 
marcas no coincidían con las señaladas en las guías respecti- 
vas. Pero se tiene más aún, y es la nueva delincuencia cometi- 
da con ocasión de venir á liadas en busca del comprobante de 
los tres caballos q üe motivaron, según -líos, el embargo de la 
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tropa pnT el comisario de Pompó, Ks 61 quien ha recibido aquí 
los seis mulog y dos caballos con las guías falsas que el mismu 
las mandó risar por rl consulado paraguayo, romo se desprendí* 
de la nota de Tuja,., y los condujo bajo el nombre mi puerto de 
Jnsé M. Kaillircz, circunstancin para el bien < ^nocida desde i|i¡» 
aquel le b iibía declarado ya su verdadero nombre. Pero ai algu- 
na duda pudiera Quedar aún respecto al rol ó función principal 
de Cabra! en la ejee.un.ni de los hechos de f|ue se le a*'usa, que- 
daría desvanecida eon el siguiente dato sugestjTo : (¿ue á Ca- 
bral se le tomó por la autoridad militar del Curmen dtl Para- 
guay (declaración de foja 7 vuelta) la caii totalidad del dinero 
producto de la venta de ios animales, y muchas prendas, y que 
á Uamirez ú Macis ido, que figuraba como dueño, sólo se le tomó 
una ins'giiilicaiite suma en el secuestro, detalle confirmatorio 
de la declaratoria de este último, cuando dice que Cabra! iba 
ganando trescientos pesos moneda nacional, y él solo cien pesos 
déla misma moneda. 

Todas esta- presunciones é indicios re lae i un tul o*, todos con 
lus hechos ikdnu uusos que informan el proceso, colocan al pro- 
e.esailu Cabi al en la categoría de autor principal, porque aparte 
de su responsabilidad en el hurto reiterado de animales, es in- 
dudable también que si no ha fa Isi tiendo las guías por lo menos 
le i-uustaba su falsedad y á sabiendas hacia liso de ellas (artí- 
culo 282, Código Penal). 

Que por la importancia ó talor de lo- objetos hurtados la 
penalidad (le C jbral eae hajo la sanción del articulo 103, inci- 
so 2", debiendo tenerse presente para la graduación de la pena 
las circunstancias ya mencionadas de acuerdo ron la regia es- 
tablecida por el artículo 85. 

<¿ue respecto de Juan H. López un existe en el profeso dates 
que justifiquen su co ud > n ación p >r ¡ihora, por cuyo motivo pro. 
Cede el sobreseiuiieuio provisional e. w relación ¡i fl, de acuerdo 
con lo solicitado por el ministerio li*ca). 



DE JUSTICIA KACIOIfAI. 

Por los fundamentos consignados en los considerandos ante- 
riores, falJa: conde» nudo al procesado Dardo O. Cabra), de 
25 años, soltero, comerciante, argentino y domiciliado en este 
territorio, á la pena de dos años y siete meses de prisión, con 
sus accesorios legales, por el delito de hurto de animales y el 

contarse el tiempo de prisión sufrida de la pena impuesta, y 
en caso de estar ésta compurgada, ordeno se te poi^a en liber- 
tad, tina vez ejecutoriada la presante sentencia. Híguse saber. 



Ante mí: 



Cruz E. Costa, 
Secrettrio, 



VISTA liM StSoR PKOCUHAOOlt GENEKAL 



Suprema Corte : 



Buenos Aires. Agosto lá de 1899. 



La si ntencia de foja en el proceso seguido contra va- 
rios por hurto de animales de propiedad privada, condena á 
Dardo Cubral á la pena de prisión, y manda sobreseer provisio- 
nalmente respecto de Juan tí. López. 

El recurso instaurado contra ese sobreseimiento á foja 237, 
pienso que no procede para ante V, E., pues se refiere á un 
delito común cual es el hurto de animales, que no está com- 
prendido entre los >iue Biirte el fuero federal. Esto resulta á mi 
jaicio con claridad, de las disposiciones délo* artículos 3 de la 



ley de competencia federal y 23 del 
en lo Criminal» 



limientM 
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Siendo así, revistiendo el hecho juzgado en este proceso ca- 
rácter común, la apelación no procede para ante V. E. aegun 
la prescripción expresa del artícolo 22, inciso 1 del Código de 
Procedimientos, ha debido otorgarse par» »nte 1 1 Cámara do 
Apelaciones de Ja Capital, según lo dispone ?l artículo 33, íftcí- 
so 1*, del mismo Código, y lo lia declarado V. K. en l.i resolu- 
ción registrada en el tomo 38, página 137 de sus fallos. 

Pido á V, E, se sirva así declararlo también en el caso suA- 
judice, y mandar pasar en consecuencia Ja can . a, á ta Kxina. 
Cámara di- Apelaciones respectiva. 

Sabiitiumt Aíe#\ 



t'Mlto rfr I» Suprema Corte 

llueuns Airi's T i'riiilm- l!t d,. \m*. 

Vistos : De conformidad con lo ai puesto y podido |tor el se- 
ñor Procurador general y en mérito de las disposiciones legales 
citadas en su dictamen, remítanse en la forma de estilo ¿ la 
Kima. Támara de Apelaciones de lo Criminal de esta Capital. 
Notifíqtiese original. 

BINJAHIM |>AZ. -- OCTAVIO BUKGtí. 
— JL'AN E. lOAItEYT. — II. HAH- 
TINEZ. 



II»: JUSTICIA MACIOfUI. 



«AUNA 4 III 



fio ña ¡toso /tcofctlo tic Snh'rm» ron tro >hu Xhoíús Miluinuvtch 
¡ior tluñwt tf perjuicios; sobre arraigó 

$ tonar io. — La manifestiii ¡<m d- 1 apoderado de que el man- 
dato ;í ÍJ coiifíTiil-i sirve A garantir las costas riel juicio, impurta 
la obligación (te pagarlas en su caso, y basta pura llenar los 
propósitos de la excedo» do arraigo. 



fr-iNí>. — Lo explica el falla de la Suprema Corte. 



tullo del Juri l>«vr»l 

Hii. tj(i> Aires, lielubrí' ¿1 de 1«)7. 

Y ri*tos : Kn la excepción rir arraigo deducida, y consideran- 
do: Que según lo ti aun t stable< ido la Suprema Corte eti el caso 
di- Vicente Kutz y José Rodríguez contra Antonio La nuase, por 
cobro de pesos, contenido en id tomo 62, página 111 de mis fa- 
llos, e-ita excepción no pr ¡cede mundo id actor time apoderado 
ffifB lo represente en el juicio, jurisprudencia aplicuda ya por 
el juzgado en el caso citado por el demandante, no ha lugar 
ú la eieepcion de arraigo deducida y contéstese, en ennseciien - 
cía, derechamente la demanda en id termino de ley. 

r. Otaechea y Atcorttt, 
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Buimios Aires, Oelu' il dn 1899, 

Vistos v considerando: Que la manifestación tJt'l apoderado 
Iiaxtoli de que el mandato a él «inferid" sirve ú garantir ¡ti 
demandado de las costas que el juicio le causase y & cuyo pagu 
fuera condenado el demandante, importa la obligación de pa- 
■j¿ir las cosías en su caso, 

«¿ne cun esto basta para llenar los propósito* de la lev de 
procedimientos en su artículo setenta y cuatro. 

Per esto se confirma el auto apelado de foja veintinueve 
vuelta ; declarándose que las costas dril incidente deberán ani- 
ñarse en el órden causado, por no haber mérito para imponerla** 
al i eiieido. Notifique** con el original y respuestos los selles 
"ie vuélvanse, 

UfcNJAHIN PAZ. — ABEL BAI*N. — 
OCTAVIO «UNGE. — JUAN t. To- 
KIltPiT. — II. %UKT1M./. 



4 .USA tU.llV 



El risco Nacional contra don .tose ¿árala: sobre escriturad >n 

ile anu donación 



Sumario, — I o La sentencia condenando al pago de daños y 
perjuicios por faltad* escrituración de una donación no guarda 
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la conformidad indispensable con la demanda deducida sobre 
dhba escrituración. 

2 o Lu acción personal que la lt»y acuerda al donatario pam 
obtener la ejecución de ia donación de un inmueble no puede 
acreditarse con otra prueba que con la de la correspondiente es- 
critura pública. 

Caso., — Resulta del 



fr «ti» del Jun t>il«rul 

Paraná. Setiembre ¿" de IHfli, 

Y vistos : la causa seguida por *>1 procurador tiscal especial 
contra don José Y. /avala para que se I- obligue a escriturar 
en donación á favor del gobierno nacional el terreno en que está 
el Hotel de Inmigrantes ó X satisfacer los perjuicios. Los he- 
chos que resultan plenamente prohados son: 

1" Que Zavalu compró á Stagnaroen 25 de Febrero de 1880 
el terreno en que >e edificó el Hotel de Inmigrantes Mcndoeuti- 
venídn que ¡¿avala entraría inmediata me nte cu posesiva de dos 
ouairas de! terreno comprado (boleto de foja 36). 

2 P Que dns días después, el 27 de Febrero, Kuiebio Taburda 
ufreció a la comisión nacional de inmigración, donar el terre- 
no en que boy se encuentra edificado el Hotel de Inmigrante* y 
qtie forma parte del que /avala compró á Sta^uaro, 

U" Que Kusebio Taborda fué encargado por Záfate para re- 
mover y reconstruir los almiarados del terreno en cuestión. 

4" Que Zavala en diferentes ocasiones se reconoció obligado 
á escriturar al gobierno nacional la donación h ■•ha por Taborda 
ó p >r lo menosd. claró que la escrituraría tao hie-o como Stag- 
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naro le escrituran á él el contrato de compra venta {declara- 
ciones «Je Stagnaro, foja» 37 y 8; Pinza, foja 58; doctor Kuiz, 
foja 40 t y González, foja 53. 

5" Que el mismo Zavala su ofreció al doctor Kuiz Moreno 
presidente de la comisión dr inmigración para buscar á Za- 
borda y hacerle que firmase el furo.ulario que id ductor Huiz 
Moreno k* presentara en el sentida de la ^soril urarion de la do- 
nación, 

Y considerando: Quo todos estos hecha» s»n concordantes y 
de ellos ne deduce de una manera precisa y clara que Zavala in- 
dujo R Ensebio T;« borda ¡i ofrecer en donación, a" la comisión 
general de inmigración con destino ui Hotel de Inmigrantes, 
el terreno en que con posterioridad se ediíicó éste. 

Así lo demuestran las circunstancia» de ser Ta borda, un cu- 
cargado de /avala para alambrar y correr ron el terreno, lude 
ofrecerlo aquel en donación precisamente dos días después de 
lirmar Zavala el boleto de compra de él, el interés que wi tal 
donación tenia /avala como adquirentc del resto del terreno si 
se edificaba el Hotel para que fin* ofrecido, por el mayor valor 
que daría ú la parte restante que tenía comprada. Y es>U pre- 
suncinn so vigoriza aún más con las promesas que hacía ya el 
vendedor Stagnaro y su abogado al presidente de la comisión 
de inmigración de que él escrituraría e>a donación, prometa que 
eiM iiM to modo importa una confesión eitraju Jieiat de haber 
procedido Taborda por su orden ó con su autorización al donar 
el terreno á la c misión de inmigración y nn se explica de otra 
manera la concurrencia de él al terreno en el acto en que Ta- 
borda ponía en posesión de él al ingeniero Cavmona, y su silen- 
cio en presencia de este hecho (informe de foja 12 vuelta). 

Que lo expuesto por el doctor Huiz Moreno en su interroga- 
torio de foja 65, de haberle dirigido Zavala una carta á él como 
encargado de Ja oficina de inmigración prometiéndole escritu- 
rar la donación y la declaración de l'laza de foja 58. de naher 
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visto csii carta, aunque no <;nnstituyen una pru< lia pinna de la 
promesa que se dicu hecha en l t carta ; I o porque el doctor Ruiz 
Moreno es el mirtino que uctuu como fiscal en la cansa y debí 1 
considerársele interesado en el buen éxito de su gestión, y 2 f * por- 
que faltaría demostrar la autenticidad deesa carta que no se ha 
presentado e juicio, con lodo tiende á dar fuerza ti la demos- 
tración que como se ha rist i resuelta de lo» liedlos probados. 

Que ¡i esta conclusión aólose opone la declaración de Ensebio 
Taburda, quien dice haber hecha ta donación por orden de su 
ceñado Stugnuro, pero aparte de que é¡ no ba aducido prueba 
alguna que compruebe esta autorización Stagnaro la contradice 
á foja... y lo declarado por Ti borda e.s inverosímil, pues mal 
podría hucer donar Stagnaro en 27 de Marzo de 1880 lo mismo 
que el habla tendido á un tercero el 25 del misino inca, dos dius 
antes; resultando de esto y de la relación de dependencia pro- 
bada en que Tu borda se encontraba respecto do /¿avala que ) 
expuesto por aquél es falso, y sólo envuelve el propósito de poner 
á Zavala á cubierto de toda responsabilidad. 

Que tratándose de un acto doloso como lo es el de inducir ¡t la 
emisión central do inmigración en nn error perjudicial, por 
medio de procederes artille ¡osos (artículo 039, Código Civil) es 
admisible á su respecto la prueba de presunciones (artículo... 
código citado). 

Que si bien no aparece Zavala como directamente obligad*, 
por contrato á escriturar la donación, él es responsable al go- 
bierno de la nación de los daños y perjuicios que le ha ocasio- 
nado según el artículo 1107 del Código Ciril, que impone esa 
obligación al autor de un hecho que por su culpa ó negligencia 
causa dañrni ui; tercero; y el 1801 de aplicación a los hechos sim- 
plemente ilícitos, la hace extensiva úlos consejeros ó cómplices. 

Que no obstante que la demanda se dirige á pedir que %-irala 
escritúrela propiedad del terreno ó satisfaga los perjuicios, 
siendo asi que Zavala no contrajo U obligación de cumplir este 
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hecho, ella ha sido probada respecto del segundo miembro de la 
alternativa desde que resulta que ni Taborda ni Zavala son 
dueños del terreno objeto déla donación y por lo tanto, no pue- 
den escriturarlo. 

Por estas consideraciones : fallo que don José* l\ Zavala está 
obligado á satisfacer al gobierno nacional loa perjuicios ocasio- 
nados por falta de la escrituración de la donación del terreno 
Ofrecido por don Ensebio Taborda ú foja... pani el Hotel de In- 
migrantes, loa que consistían en un valor igual al precio de 
venta que deba satisfacerse al vendedor propietario para obtener 
i a escrituración y que srrá fijado por peritos, que nombran las 
partes, con más los gastos de la tasación y costas de este juicio, 
llágaai' saber en el original y repóngase los si llos. 

W. de T. I'uito. 



VISTA DEL SüSOK PROCURADO» GENEIÍAI. 

Bueno* Aires, Abril 11 u> 1«jc|. 

Suprema Corte: 

Fue don Ensebio Taborda quien Uizn donar itjit, donación del 
terreno necesario p ¡ra la construcción del Motel de Inmigrantes 
en la ciudad del Paraná, según la copia autorizada de foja 9. 

Fué á la donación hecha por el señor Taborda, que se reuriú 
textualmente la diligencia de aceptación de fojas 3 y 4. 

Fué finalmente esa donación, que haee el señor Taborda, do 
un terreno par3 construcción del Hotel de Inmigrantes en el 
Paraná, que aceptó expresamente el gobierno nacional por de- 
creto de foja 5. 

Estos antecedentes, exhiben al señor T borda como el solo 
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autor, el solo obligado, el solo responsable ilo las consecuencias 
de la obligación contraída á su solo nombre, 

Las actuaciones de Ja rausi, no suministran mérito legal 
bastante para extender esa responsabilidad, al demandado 
'/. ¡i va ¡a , 

Es cierto quo graves presunciones contra él, se desprenden 
del heclii) constante á foja 36, de haberse otorgado á su favor 
dos días antes de la propuesta de donación boleto de venta y 
del de haber presenciado la entrega del terreno donado, sin 
protesta, según la diligencia de foja «Vo vuelta. Pero talos 
prestí liciones no constituyen una prueba fehaciente, desde que 
un la promesa de venta pndo ser copartícipe el demandante, y 
en el arto do la entrega de posesión, intervenir el recurrento 
t omo simple testigo. 

Contra esas prestí liciones aparecen en autos las manifesta- 
ciones del dolante, que en carta de foja tü, ratificada en I a 
declaración de foja 70 vuelta, afirma que fué autorizado por su 
ruñado Stagnaro para tia- er donación de su terreuo, el que, no 
ha ejecutado acto alijmw ¡msrsoriu por cuenta ¡t Órden tic 
/.ava/a. 

Las declaraciones de testigos, no pueden tomarse entonces 
como contraprueba fehaciente, un voz que, esos testigos abo- 
gados y procurador de las partes, están comprendidos en la* 
generales de la b y; j, por otra partn, se relleren ú actos po- 
sesorios, sin a ti r mar por conocimiento persona!, que Z avala 
hubiera autorisadu expresamente la donación heclja bajo la 
sola responsabilidad de Taborda. 

No osiste, pues, prueba evidente del mandato, que constituya 
á Taborda representante de /avala. 

Por otra parte. Ja donación no se presume^ según ol artícu- 
lo 1818 del Código Oívíi, y tratándose de donación de bienes 
raíces el mandato, cuando tenga por objeto un acto redactado, 
ó que deba redactarse en escritura pública, según el artículo 
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inciso 7*, del Código Civil, debiera constar por earritura 
pública, b&jn pena de nulidad, 

Y no sólo no existe tal escritura en el caso, si nú que el su- 
puesto mandataiio ha procedido á su solo nombre en los actúa 
de donación y aceptación que constituyen el contrato ; .según 
el articulo 1929 del Código Civil, contratando el mandatario 
en su propio nombre, no obliga al mandante ». 

Por ello, pienso que la acción dirigida contra Zabala no ha 
sido justificada con arreglo á dereohn, adhiriendo, ui eon&ccueii- 
OÍa, ¡i| pedido de revocación de hi sentencia recurrida, sin per- 
juicio de las acciones fiscales á que hubiera lugar con arregla 
a derecho. 

Suh ¡titano Kirr. 



f-alio ■> I» 



Buenos Aircí, Octubre ¿1 de imt. 

Y vistos : Considerando : Vriuwrtt : Que r| pedido de l¡i de- 
manda de f o ja trece, establecí' que ella tiene por fin obligar a 
Z aval a á otorgar la escritura de donación riel terreno á que se 
rcjjt-ru la misma demanda, bajo apercibimiento de pagar daños 
y perjuicios (foja catorce). 

Si'tjUHttn : 1 1 ti e condenando la sentenciado fojas ochenta y dos 
á ocliHiita y cinc » á / avala á que pague los perjuicios cansados 
por falta de escrita ración de la donación del terreno ofrecido 
por Taborda, no guarda con la acción deducida, la conformidad 
indispensable requerida por el artículo tro-e de la ley de Pro- 
cedimientos de los tribunales federales, de catorce de Setiembre 
de mil ochocientos sesenta y tres, pues los daños y perjuicios 
se han reclamado como pena para el demandado si no ej-c utase 
la escrituración 
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Tercero : Que la demanda de foja trece carece de los recaudos 
necesarios para que pudiese prosperar, por cjauto, partiendo 
de la base de la donación de un inmueble, la acción personal 
que el artículo mil ochocientos treinta y cuatro del Código Ci- 
vil acuerda al donatario para obtener la ejecución de la dona- 
ción, es decir, la transferencia de la propiedad lie la eosa 
donada (artículo mil setecientos ochenta y tata); no ha podido 
acreditarse cou otra prueba que con la de la correspondiente 
escritura pública en que se hubiese lie:ho U donación, como Jo 
dispone el artículo mil ochocientos doce del Código Civil. 

Cuarto : <¿ue tal prueba, única admisible unte la negativa 
del demandado, no se ha producido por la parte actura, sinó 
la testimonial, cuyo mérito es inconducente examinar, faltando 
la legalmente requerida como condición sitie (¡un non, etc.» etc. 

Por esto y loa fundamentos concordantes aducidos por el 
señor Procurador general en mi vista de fojas cien á ciento uno, 
se revoca la sentencia apelada de fojas ochenta y dos a ochenta 
y cinco, absolviéndose, en consecuencia, á don José Zavala 
(hijo de la demanda de foja trece, sin especial condenación en 
¿oslas. Notifí'iuuie original y devuélvanse. 



BENJAMIN PAZ. — AI1EL BA1AN. 
— OCTAVIO BUNGfc. — JUAN E. 
TOKKENT. — II. MAHTINEZ. 
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4 auna mw 



Kt doctor don Heñíanlo de Irigoym contra doña M.C. de Copel te 
}>ur desalojo; sobre recuno de hecho 

Sumario. — No es apelable A auto ordenando el desalojo de 
la cosa locada. 



i mito «le I* lupre-ü Vori* 

Uiif-noi Airt*, Ovlubn* ¿I iU< 1K«J. 

é 

Resultando de la propia exposición de la parte, que el pretentu 
recurso se deduce contraía sentencia dictada en un juicio de 
desalojo que le señala el plazo de diez d ¡aspara efectuarlo, y de 
¡icuerdo con lo dispuesto en el articulo quinientos noventa y 
dos de la ley de Procedimientos de la capital, incorporado al 
procedimiento federal por la ley número tresutil trescientos se- 
tenta y cinco, y no siendo el caso del articulo quinientos noventa 
de la ley citada, no lia lugar al recurso interpuesto. Repóngase 
la foja. 

BENJAMIN PA2. — ABEL BALAN. - 
OCTAVIO BUNGE. — JUAN E. TO- 
NRENT. — II. MARTINEZ. 
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«AUNA «DA VI 



contra Oírlo* Secchi por complieutad en ta defrauda- 
nacionales cometida por un empleado nació- 



Sumario, — No procede la excarcelación si la pena correspon- 
dí en t«> a¡ hecho imputado es de t .abajos forzados. 



Caso. — Resulta del 



1*1.11.1, 

Autos y tintos: Considerando: <¿ue delinque se le im- 
puta at juez doctor Mariano S. de Auirecoechea está regido por 
el artículo 80 de la ley de Hdw Setiembre de 1863 por tratar- 
se de un acto cometido por tía empicado nacional, según lotieae 
establecido ta Exun. Suprema Curte en multitud de casos. 

Que la declaración indagatoria prestida por don Cárlos Secchi, 
resulta que él era cómplice en primer ¡irado en el delito impu- 
tado al doctor Aurreeoec-bea, puerto que prestaba ayuda para 
que éste se realizar,! empleando, á subiendas, fondos que por la 
ley tenían una inversión determinada, pagos de deudas particu- 
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lares de! doctor Aurrecoei-hca y al mismo tiempo suscribiendo 
recibos de suma- de diiie ro que no habían s i ■ I * > entregadas á las 
corporación''» favorecida-, para que con ellos el doctor Aurre- 
cu'chea ocultara su delito al Superior Gobierno. 

Que U pena que d«-be corresponder al doctor Aurrreoecheu 
es la de ü á 10 ¡ifes -i-' trabajos forzados, según .-I artículo KO 
de la ley de i-i (te Setiembre de 1803, desde que el reintegro de 
los fondos distraídos no lia sido li-eho . 

Que correspondiendo al doctor Aurrecoeeliea la penil ¡ndica- 
4a. que equival*' :í la 'le presidio ó penitenciaria por 3 á 5 años, 
" de acuerdo á lo establecido en el inciso 3" del OTiíetfta 31 del 
Código Penal. 

Que la excaretílaei.m no procede ■■uando se trata de delitos 
cii.vu tériniuo medio d ■ la pena exced.- di* dos años, de acné ni- 
con la iillimi modiüeaeinn be ha al artículo 37fi del (Yolrgo de 
Procedí mi «utos por el Honorable Congreso. 

Por estos fundamentos y dej'cmrd.. cun lo pedido por el se- 
ñor procurador fiscal n > s.< baee lugar á la escare. lacíon soli- 
citada p *r Cúrlos SecehL 

f^írfos Chenaui. 



VIST* liEL SF.Soil PllOCt;UAl)i»ft (iEMlllAI 



Jlueno^ Aire*. (Mulm-4 ■ \m>. 

Suprema Cortr ; 

Punso que la vista fiscal de foja 3 ha establecido con exac- 
titud la situación legal del procesado Secchi, con referencia al 
delito de defraudación imputado al ex-juez Aurree.techea, 

Con sujeción á aquellos antecedentes, la situación actual del 
procesado es la de un cómplice en primer grado, en un delito 
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sujeto por la ley federal á pena de 5ú 10 años de trabajos for- 
zado*. ; y ú esa situación correspondería una juna mayor at tér- 
miuo iik'-Ii i de 2 años de prisión que refiere el artículo morüÜ- 
eado 376 de1 Código ílc Procedimientos - u lo Cnmiiwl. Kn su 
mérito no hiendo admisible lu eivarocl ación en el n»o, con su- 
jeción al principio de la I y número 3508, pj leed* la confir- 
mación M aitto dé&egatoio «le foja 1i vuelta, que solicito 
de V. K. 

Safiimaiiu Kier. 



KmIIu ilr tm Mnprrnm C'arfr 



Buenoí aire*, Oriubp- i i d« mu». 

Visto> y considerando : que atenta ta naturaleza del delito 
imputado á doii i \ir los Sec< hi y en ■•uva virtud se dicto contra 
él el ¡Mito de prisión preventiva, según se ve á fnja catorce, no 
procede la excarcelación bajo de Lianza, porque en el casn de ha- 
berse oomotido el delito la pena aplicable sería de trabajo» for- 
zador (artículo ochenta de la ley de. crímenes contra la Nación). 

Que á Ion objetos de juzgar sobre la excaivelacioii, no es. per- 
tiiii-iite apreciar la criminalidad del procesado, debiendo limi- 
tarse esa apreciación á la uat uraleza dtd lucho imputado. 

Por e-tos fundamentos y de acuerdo con la ley de la materia 
y con lu pedido por el señor Procurador general ac confirma el 
auto apelable de foja 4 vuelta. Nulifique**, original y devuél- 
vanse. 

BENJAMIN PAZ, — A 8 El. BAlAN, 
— OCTAVIO BL'HGE, — JUAN E. 
TOHBI.NT. — H. HAETIIIBl. 



i 
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« aína iin ni 



Don José Tarantín roa t ra Quintana, fj-zen y nnnfttit¡'ta 
por exonerarían fie fianza ; stére embürtj» preventivo 

- 

Sumario. — No [.roceflv el embarií « preventivo pedido en 
mí rito di* documentoa privados, cuya autenticidad uu lia sido 
recuiiociila, ni acreditada en otra forma. 

Caso. — Lo explica 1 1 fallo de la Suprema Corte, 



1 Mil* «Ir» Jupi »>ite»l 

liutiiOí Aire?, ArosI'p de IMW. 

¿utos J ristus : En la revocatoria solicitada y considerando : 
Qu<- la demanda iniciada contra Quintana, Lezca y cuitipañíu, 
tiene por objeto, precisamente la liber icion do la Baoia, funda- 
d a en el artículo 2062 del Código Civil, t|iie acuerda al fiador 
ese derecho ú el de solicitar embargo $Méttí$m en bienes del 
deudor. 

Qm< esa rJispoHt ion legal autnriza A pedir una ú "tra cosa: 
la liberación ú embargo preventivo, fu ro no las dos cosas al 
umniij tiempo; por lo que, iniciada la demanda solicitando li- 
beración di* la tiiuaa, se ha hecho ns«» de uno de los meduis que 
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U ley, en forma alternativa, ofrece al fiador, 

sus interese». , 

Foresto M ha l*p 1 l * revocatoria solicitóla y se HMH 
en relación y aitthos efectos el recurso de apelación, subsidia- 
riamente interpuesto, elevándose los antas ;i la Suprema Corte 
en la furnia de estilo. 

V. Olaecheatj licorta. 



rallo de *» ÜLii|»mH« C'nrtr 

Boeuns Air.-,-, Oi-mlin* 31 <lr- 189M. 

Vistos y considerando : Que la solicitud de eiubarg. preven- 
tivo Lecha por ilrecurreute se funda 80 oJ mérito de documen- 
tos privados que no están reconocaos ni acreditados provisoria- 
mente en otra forma, 

Que e 11 tal cas., no lia podido pedirá.- el embarco preventivo 
para asegurar el resultado de la acción iutenta-la sobre exone- 
ra- ion de la fianza, porque ese pedido no reúne ninguna de las 
condicione* eligida* por el artículo cuatrocientos cuarenta y 
tres del Código de Procedimientos de La Capital incorporado al 
procedimiento federal por la ley número tres rail trescientos 

setenta y cinco. 

Por esto se confirma el auto de foja cuatro vuelta en *n parte 
apelada, con costas. N.rfifíuue.e original y, repuesto loa sellos, 
devuélvanse. 

bfcnJAHlft PAZ. — ABEL BAZA». 
, —OCTAVIO ÜUSUE. — JWAM 

* -B. -TüJíhbNT, — U. MAHIHU. 
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4 AUftA < 

Don Jesús ¿ímm mira don Manuel M. I'aez 
.wbi-fí cubro de ¡tesos y nulidad 

Sumario. — r Kn tan cuestiones Je puro derceuo no corres- 
ponde abrir la causa i¡ prueba. 

2 o La existencia ó no de un liadur de la obligación, no exime 
de ella al deudor principal. 

Caso. — Lo explica el 



Valí* d*l Jttr. i>4er*l 

la Pti% Setiembre 30 de 1896, 

Y vistos : Los unios seguidos por don Jesú;, Arias contra don 
Manuel M. I'uez para que su establezca la fecha del cumpli- 
miento do una obligación. 

Y considerando : i Que en el documento con que se ha ins- 
truido la demanda el demandado se expresa en esta forma : 
« Conste por el presente de como soy deudor á don Jesús Arias 
de la suma de 1000 pesos moneda nacional legal, etc. 

- 1 Qu*-' t'l ^mandudo reconociendo este documento ha nega- 
do ia obligación de pagarlo, en razón de la cláusula final de ese 
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documento, en Ucual establece que debe jugarlo don Gervasio 
F. Paei corno garante del mismo valor. 

3 o (¿lie en el documento aludido no aparece la tirina de la 
persona que se * ¿ce fiador, p«m aun suponiendo que éste acep- 
tara la obligad ,n de tal fiador, siempre resultaría la obligación 
principal del demandado qu» reconoce ver deudor de don Más 
luías, 

A* Que no batiéndose esf ihl-.-cid - ta fecha del ni mpl i miento 
do la referida obligación, es indudable que Ja demanda receb- 
ada en p*íte, como que la vi puesto es proceden ti- y debe acep- 
tara para que el triUnal d-tt-niiiu- la fecha del cumplimiento 
de dicha obligueion. 

l*or estas coijsid.'racioiit s sh n stu lve, de acuerdo con el ar- 
tículo HfH del Código Civil t que don Manuel M. Paez debe pa- 
gar al demándame el documento de roja i, en el termino de 90 
días, contados desde la fecha de u notificación de este auto. 
Repónganse los sellos y archívase. 

'/. S. dé Autrecoéeheá, 



mm de la «upriiuo Ci-fe 

Bunios Aire*, Octubre ti 1SS©. 

Vistos y considerando: en cuanto al recursode nulidad : Que, 
según resulta del escrito de contestación á la demanda, el 
demandadu -in desconocer el documento de foja una, que sirve 
de base ó la acción, se limita á expresar que de su contexto, 
resulta»" Ber íl el dendor, ennvirtiondo así el juicio en una 
cuestión do puro derecho que bace innecesaria la recepción de 
la causa A prueba desde que no hay excepciones fundadas en 
hechos que deban justificarse. 
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Por esto no se hace lugar á la nulidad deducida. 

Y considerando, en cnanto a la apelad mi : 
de foja unii Btmado por el demandado cuya 
sido cuestionada Contiene en mí primera j 
formal que hace el firmante de *er deudor del ador por la sumí 
di> mil peso* en r¡izon de la «ansa que es presa. 

Que este reconocimiento no puede ser desvirtuado por la 
Última parte drl citado documento, haciendo recaer ladeudi 
que eomprm-Ua ácurgo de don Oervnsin F. Paca, no sólo porque 
este último no upareoe sus ribiendo el acto de foja una, smó 
porque dicha part.- no tiene por objetode exonerar del pagoda l.i 
deuda al firmuntc, cwno resulta de su propio texto. 

Q(I0 sirndo esto a*í, y no conteniendo el dueutucnti* de foja 
una plazo para él migo, etdé estríela aplicación el artículo seis- 
cientoB diez v ocho del Código Civil* 

Por < sto, f fiin-lament»» concordantes, se cnnihtna con es- 
ta- f-l aui" apelado d<: luja trece. 

Notifique^- original y. réspucstuá lus sello-, devuélvanle. 



l!t>JA»lN l'A*. — A HUI, HAZW 
OCTAVIO ItUNCE. — JUAN K. TO- 
IIIIEJST. — II. MAHTWE2. 
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1 AINA < I»\I\ 



Wtt/moi'tv y comfKihia mntm tina mu* tj DOiíero, por cobrv 
</e ¡tesos ; sutitv absolución de ¡nMtctones 



V vL-to- : Kn t¡i PT'-catoriu deducida ú fija 27, y consideran- 
do: I o Qne según el artículo 108 <iu ta ley nacional del proce- 
dimientos, cada partí tiene derecho á pedir que «u adversario 
absuelva posiciones hasta antes de ve rae el pleito «P definitiva, 
tjiie líi prá< *ica constante del juzgado y jurisprudencia de 
la Suprema Corte, tienen establecido queese término debe enten- 
derle hasta el llamamiento de « autos > para -enteucia (véase 
»'ntre otroa caaos, el de dni Adolfo K. Carnuza con Ja familia 
ÚV A- lúval, resuelto por sentencia de la Suprema forte y de fi - 
cha 30 rieMavodr l corriente año), 

3" (¿ue f segimid aitfculo 178 de h í< y nacional d>- proci- 



Sttttutrhi. — l'ucíl'* ordt'iiar.it* la absolución de posición?* 
de-pues del llaniamiento de autos, si fué pediila antes de él. 




«1*1 JUfA t>4Í4»l«t 



lUfw» .Vites íl.-lnhre ;'de lisyii 



FALLOS DE LA SUPIlEMA <:OHTE 



dimientos, la oportunidad pura el lluminuicntu di' autos para 
definitiva, es panudo los seis días en que el expediente se en — 
cuentratn la oficina puraque las partes puedan iiiHtruir.se sobre 
la prueba producida y presentar, si 1* 8 conviene, un alegato so- 
bre su mérito, por lo que, las providencias de fojas 23 ¿ ¿6, en 
que se Humaba * autos > pura sentencia, no e^tiin de acuerdo con 
esta disposición legal, en cuanto ellas restringen el término 
dentro di I cual puedan ! is partes peiJir absolución de posiciones, 
acordado por el artículo 108. 

4° Que seguu resulta del precedente certificado del actuario, 
el escrito i" ii que >c solicitaba esta prueba fui presentado den- 
tro de¡ léruiiiK pues aun no habían transcurrido los seis días 
de artículo 1 77. 

Foresta» consideraciones y los concordantes del es'-rito de 
luja 29, no Ira lugar á la revocatoria deducida y se concede en 
relación y en amito- efectos el recurso de apelación subsidia- 
riamente interpuesto, elevándole lo> autos ¡i la Suprema Corte 
en la forma de estilo y se señala el término de tres días para 
que las partes comparezcan ¡i estar ¡i derecho ante el superior. 
Repónganse la fojas. 

/'. Olaechea tj Aliaría. 



Buenos Aire», Uriulin- Ji> ■)«> 

Vistiis y considerando : Que aunque aegun resulta del informe 
de foja cuarenta y lies, la providencia de autos que con fecha 
catorce de Setiembre recayó en el escrito de foja veinticinco, fué 
dictada en oportunidad legal, no es dudoso que la absolución de 
posición ?* se solicitó cuando la causa se hallaba aún en estado 
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á ese í'fi-cto, puesto que ew pedió o »<■ hizo el dí¡i trece» últimu 
de los señalarlo» por la lev para alegar de. bien probado, ó sen 
con fecha anterior ttl citólo llannent» <! > autos. 

i'ur esto y ftin I im»nt'N e-m cardante- de Cuja cuarenta y cua- 
tro, se confirma, con costa*, el auto apelado de foja, veiutictia- 
tro vuelta, Notifícese original, y repuesto los sellua, devuél- 
vanse. 

JEMAMIX l'AZ. — ABEL «AI AS, 
— OCTAVIO ItüXCE. — JUAN 
E. TOltHENT. — II. MAlVTIPiEg. 



Ifan Jesüs Arias contra ti»n Juan J, Aramhuru 
sof/rr ntmjilt miento de una tran.sacciun 

Sumario. — Convenido por transacción de una parte el otor- 
gamiento de una escritura de cesión, y de la otra el pago de una 
suma de dinero en dos plazos, debe al cumplirse la transacción 
pagarse la totalidad de la xilina, si por culpa di* la última el 
cumplimiento de la misma tiene lugar después de vencidos 
los plazos. 



rano. - Resulla del 
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t alt* d#l Jafi federal 

La Plflifl, Junio :f> «ii* i 891. 

Y vistos estos autos seguidas por don Jesús Arias contra don 
•Juan A, Arsmboru ¿obre cumplimiento de transacion, resulta: 

l n Que. aluja "21 so presenta dicho Arias diciendo que en és- 
to- ¡míos se celebró una transacción r¡ n e obligaba tanto a] de- 
mandante Arias como al demandado y Mgun ella el demanda- 
do Arambuni debía abonarle unos dineros; que no pudú veri- 
Jicar por su parte por causa de imposibilidad, la entrega de la 
príl&erB cuota, y que tampoco Araiuburu le ürmú la escritura 
respectiva, en cuyo aetu debía hacerse \\i entrega del dinero. 

Cjue posteriormente ha recláma lo de Arunibtiru el cumplí- 
mientodela transacción sin haberlo podido conseguir y deseau- 
dn terminar, viene á pedir al juzgado se ii.time il don Juan J. 
Arauiburu une dentro del término que se le se lab-, otorgue la 
escritura ¡i qti" se relieie la cláusula primera de la transacción 
con apercibimiento de que en caso de no hacerlo así, se resol- 
verá esa obligación en el pago de pérdidas c intereses quedan- 
do sin efecto las obligue iones iioril raídas en ul cuntí ato do 
transacción; y declara, por su parte, que haru bastante tiempo 
qm está dhtpjesto al cumplimiento .le *us obligaciones : u^rc- 
gando algunas cnuiider aciones que invoca, mudadas en la refe- 
rida transacción, 

2 Ü Qiif> contestando la parte euntiariu, á foja 24, expone : 
Que se «or prende de la actitud aeiit.r Arias al pr-sentarse 
demandando el cumplí miento di» la transacción cuando, si no se 
ha cumplido basta esa fecha, es por milpa suya exclusivamente, 
y que así lo reconoce en su escrito al mencionar que no se ex- 
tendieron la» e erituras porque carecí* ¿I del dinero que en eso 
acto debía entregar. Que ta escritura (léWa extenderse según la 



cláusula quinta «Je la transacción dentro de veinte días, que fué 
la .Je 17 de Julio As 189b'. Que al día siguiente Arainburu puso 
los ' í t ii los en manos del escribano Bravo, que era el señalado 
para autorizar dicha escritura sin que hasta entónces haya 
cumpa re cid o Arias con el dinero á firmarlas, á pesar de los 
'■mjinms particulares que ha hecho el demandado, y constante- 
mente Ai i;is cun testaba no tener los fondos disponibles. Que 
«■orno el tiempo pasara ron esas y otras excusa s, se vió en la 
m -i'sidad de dem indar a Arias, cotilo lo hizo il telar;! rulóse este 
juzgado incompetente, por residir Arias en :a Capital federal. 
Que iip < ló de esa resolución y <nyo expediento se h uía en ape- 
iaoiao y si Arias istaba Ta en condiciones de cumplir (a tran- 
sacción, no tenía paraqué venir con este pleito, pues hubiera 
büfttnd" que dirigiera á Arambiiru hab iéndole saber el día que 
ocurriría con el dinero ¡i la escribanía del señor Bravo. Que 
Arias quiere ahoia que se le extiendan las escrituras abonando 
solamente en ese acto 6000 pesos y dejando los 5500 restantes 
para entregarlos recien dentro de tos cuatro meses deque habla 
\a cláusula segunda d- la transacción, á lo que nh está fiis- 
puesto Aramburu; agrega otras consideraciones en apoyo de su 
tísisi y l<-nujua contradi mandando á Arias para que se le obligue 
.i ii bunareii el acto de la escrituración el total de I o* 1 1 .500 peso* 
moneda nacional convenidos ; y si Arias estuviese conforme con 
esto como lo eslá Aramburu á escriturar, no habrá materia de ti- 
ti^io y pide el rechazo de las preti nsiouea de Arias, con costas 
por impertinente, deduciendo ¡a reconvención con el objeto in- 
dicado. 

¡I" Qui' á foja 42 se presentó Arias diciendo que había lle- 
gado A su conocimiento que con la conformidad é intervención 
de Aramburu se lia vendido judicial mente el campo que sé 
cuestiona, y que se ha rt¡ndido por 28.000 pesos moneda nacio- 
nal, con lo que qii puede estar conforme con ese cambio de oesaS 
porque impide el cumplimiento de la transacción y reservando- 
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»e SUS derechos y acciones, protesta eoutra cIIq, y por lus I ifios 
y perjuicios. Esa protesta fué rechazad ¡i á foja 44 por la pai te 
contraria, 

4* Corrido traslado de la aoat ra demanda por el decreto de foja 
45, fué contestado á foja 55. negando ios hechos la parte d - 
Arias, aíi< mando que si la trausaeeion no se cumplió, fué porque 
el plazo para es.-riturar fué prorrogándose por voluntad de las» 
partes, y á no ser así se hubie:.i reclamado el cumplí miento ale 
la transacción on la forma que la ley m iroa, *}a'¡ sobre la base de 
ú l*Ia transacción hubo conr u ucioues p\»sl#rlftfes, cuino ofrece 
probarlo; no lubiéndnse pod ido Negar ó mi arreglo so presentó al 
juzgado, ijuces falso lo que se le «Uriliiuv do un haber concurrido 
ú la escribanía para pagar, pero que puede n firmar que jjinas el 
señor Arambuni ha pedido los eertilkndos ú ha eoncurrido á lír- 
mar la esentura ; que de todos modos Ja transacción es un todo 
armónico, cuyas cláusulas deb»n cumplirá en todo su conjunto 
sin que sea lícto á las partea pret"uder mod i libaciones que 
signiliqueu miüs derechos qiní los establecidos. Que el termino 
para escriturar se suspendió de común acuerdo, pot lu tanto, 
no puede pr»teuderse una inora ; tenuina diciendo que no 
tiene me- inveniente en que se cumpla la transacción tal como 
ha sido establecida, es decir, transfiriéndosele los derechos 
reales de ¿ramburu sobre el campo n la misiui ciotid id 
y cr idad que éstos tenían en la transacción contra el pago 
de 11.500 pesos que haga en la forma y tiempo conteni- 
dos, adelantando por su parte que no aceptará cu cambio de su 
dmero, otra cusa que lo mismo que le fué ofrecido y du otro 
modo no aceptara la escritura ni se considerará obligólo á 
pago alguno, restirándose acciones oportunas. 

5 o Que & foja 58 se recibió la causa á prueba lijándose los 
puntos sobre los que debía Tersar la testimonial rindiéndose 
por parte de Arias las que corren de fojas 80 á 85; posiciones 
de foja 88 absueltas i foja 90 ; el telegrama de foju 05. La pro- 
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duudn por la parto de Aratnliiiru ronsU del iijiediciite agre- 
gado -aramlado t Araaiburu, Ju m J,, C(J ,,tra don | M ¿ 4,^. 
lotee «obro de peso* » ¡ | a s porción** 1,. foju io;i ab* 11 el tos \m 
Aria- 11 foja 101 y el informe que .-orre d<* foj OH .i 70. I W lo 
quequi-d» concluido, alegando ( ,1 - p 1 r 1 , y lüm¡titl,. íw autos 
para senteuaia. 

Y ciiiuiiletruiulu : I o Q H * f svgnn la transacción de foja 15. 
áramburu celia at señor Arias tod>u sus derechos y n clones en 
él campo cu-itioiu lo, par líisiiuH ,j . ii.síiü p..,.< ,,».,«,. |« llit . 
rioual, que del»eff(i Uñarte él seflot Aña* -mi <d Beto de In nur-, 
lu eser.ttKa correspondiente da cesión y transferencia ; y ní ^ti- 
no púdica abanar id din de l.i "scriuraeion toda la simia indi- 
rada, alonaría por lo monos 0000 pesos d^ igual m. m edn y t >\ 
reato den tiM d- los e Ul tro meses siguientes 4 U IWha de lu 
escritura, quedando hipotecado - I rampo ¿ favor d» Aramburu. 
K»t« ílé6!a, según la cláusfla quiñi 1, o^crititrur á favor del 
señor Aria, dentro I- ios 20 düs de b, fecha de esa tramad".. 
(Jiüio 17 do 1800). 

4" Q<*i! en autos está compraba lo y confinado, q< I señor 

Arias n,. pudo dar cumplimiento ¡i ello t .ur su parte, causa dé 
no haber eonvgiiidu dinero, m con los títul o de Aiumburu, ni 
con otros bienes {segunda posbion de pliego do f„j« H), hibien- 
do obteni.lo por esas eatmay, alguna* prórrogas que le fueron 
acordadas por A ni m bu ni ú sus ra presen unten, 

& Que resulta asimismo confesado por Araitiburu (pri- 
inera posición del pliego de foja 88, abtuoltA por ¿j á foja 00) 
que éste ofrecí 6 a Arias despuc» dü «has espera* 8000 pesos 
moneda nacional por toda cancelación, cargaude Arairihuru 00» 
la hipoteca .Je Chichina que grara el campo, y que conocía dé 
anU-uuno Arias; y esto está reconocido por las partos. So ha- 
biendo aceptado éste tal propuesta, lo que hubiera dejado sin 
efecto, ó modilicido la transacción ¡interior, ha quedado ésta 
incólume y en las ruismig condicionen en que mi> reallió Ó milico, 
r. um ^ 
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4° Que colocados en esa situación, ambos pretenden tener 
igual derecho á eiigír el cumplimiento de ella. Arias pretende 
por su parte hallarse en pleno goce de los plazos que le acuerda 
el acta de transacción referida, que según él no han sido alte- 
rados por las esperas que ha obtenido de Arauiburu, fum 
se en que ellos lian sido de común acuerdo, Aramburu 
que esos plazos han vencido y que las esperas acordadas no han 
podido perjudicar en el transcurso de ellas, y por lo tanto, exi- 
ge la ejecución de todo el importe de 11,500 pesos moneda na- 
cional por lo cual se transaron las cuestiones anteriores, exi- 
gencia que formuló Arias en seguida de no haber ¿copiado éste 
el ofrecimiento de los 8000 pesos que le hizo por toda extinción 
de obligaciones pendientes. 

tratándose de una transacción, hecha con ¡aterveu- 




sus r 




sus efectos y consecuencias, no pueden 
as en él dejuT sin efecto aisladamente 
obligaciones sin el mutuo consentimiento ó 



En el caso ocurrente, no puede sostenerse seriamente por 
parte de Ari¡ia, que las esperas que le fueron concedidas por 
Aramburu, y en la turma que lo han sido hayan podido des- 
obligarlo de la observancia de hs clisólas convenidas ó conte- 
nida en la transacción; porque esas esperas no han podido 
importar una modificación ó alteración de ellas, sinó una con- 
debceiidencia por parte de Aramburu. Asi lo demuestra la exi- 
gencia por parte de éste, del cumplimiento del todo que impor- 
taba la obligación contraída por Arias, quien después de 
vencidos los plazos convenidos, exige el cumplimiento por parte 
de Aramburu, pero en los términos qiiu lo pretende, es decir, 
como si se estoviera en el día en que verifico la t ransacción. Y 
áeste respecto, debe tenerse muy en cuenta, que como resulta 
del t-xpediente agregado, Aramburu intentó compeler a Arias 

- 
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al cumplimento de lo pactado; y sino prosperó su acebo fué 
porque este juzgado se declaró incompetente ; esto fué en 10 de 
Noviembre de 1896, mientra que Arias se pr.sentó recien eD 30 
de Abril siguiente próximo pasado. 

6" Que no puede estimarse sincera la pretensión de Arias 
después dejas dificultades con que ha tropezado para hacerse 
de fondos y cumplir la transacción, sin poder conseguir aque- 
llos, obteniendo en cambín esperas de la otra parte con ese 
motivo, de que >e le reintegra ius plaz.is vencidos, cuno no co- 
rridos, sin ni siquiera hacer la consignación de importe del pri- 
mer término para cohonestar <u pretensión. 

7 o Que se ha comprobado la resistencia púr parir de Aram- 
buru á cumplir con la transacción, fuera de la forma que queda 
referida y a ta que su obligó en aquella, y ante por el contrario, 
resulta Je autos que entrego los títulos al escribano que desig- 
nó Arias para la escrituración coa ese objeto, lo que demuestra 
que tuvo la voluntad de cumplir la obligación que contrajo por 
su parte, no llevándose el acto ¡í debido efecto por las causas 
que deja explicadas. 

8* Que en cuanto á la ejecución por Chiclanadel campo cues- 
tionado, dado lo alegado y probado en autoa, es inocuo en 
cuanto a las obligaciones derivadas de U trarxa.-cion, de cuyo 
cumplimiento se trata, sería cuando más consecuencia del lu- 
cho de no haberse cumplido aquélla, y de cuya responsabilidad 

se hubiera hecho culpable por la inejecu- 





V Queco el presente caso adera is, el señor Arias, ofrececuni- 
plir la transacción en los términos que fué concebida y aproba- 
da por el juez de la causa; pero no se ha clocada dentro de los 
gjjj ¡¡22 ™ ! ™ CÓJ *° Civi| . V textualmente 

drá demandar su cumplimento si no probase ella Imber^cum- 
plidoíí ofreciese cumplirlo, ó que su obligación es á plazo.» 
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Desde luego, ai Arias no ha probado que ha tratad.) de cumplir 
con los deberes que le imponía la transacción de que ha hecho 
mérito aun cuando la ofrece cumplir (según la expresión de su 
demanda) fuera de loa esperas que su contrario le acordó, y an- 
tes de las cuales no aparece en autos twm eompelido, no puede 
en la lecha da su demanda pretender huber salvado sus dere- 
chos. Por otra parte, para extinguir las obligaciones creadas 
por e>a transacción, como lo pretende Arias, sólo el mntuo con- 
sentimiento, cnm» queda dicho, podría consagrar sus pretensio- 
DBS (artículo (200 del Código citado). 

10" Reasumiendo resulta : a) que Arias :io pudo cumplir con 
la transacción por falta de fundos; b) que Aramburu le conce- 
dió o un ese motivo esperas a que no estaba obligado por la 
transacción; c) que Aramburu no ha sido compelido para otor- 
üar la Pfcritura dentro fie los términos de La transacción ; </) que 
antes por el contrario, Arias ha sido demandado piir Aramburu 
por el cumplimiento de la misma como resulta del expedien- 
te agregado; e) que después del tiempo transcurrido, y dado lo 
que queda relacionado, Arias no puede pretender los plazos que 
la misma transacción le acordó en su tiempo, porque han fene- 
cido en cualquier forma que quiera apreciarse, y entonces debe 
cumplirla m (otuin, sin plazo ni espera alguna. 

Por todo lo expuesto y concordantes i 
viendo de esta demanda á don Juan J. 
Í don Jesús Anas al pago á don Juan J. Aramburu dentro de 
diei días de ejecutoriada la presente, de la suma de 11.500 pe- 
sos moneda nacional á que se obligó en la transacción de foja 
15, con sus intereses desde el 10 de Noviembre de 1896 y las 
costas del juicio, debiendo de ese término otorgársele por Aram- 
buru la respectiva escritura a que á su vez se obligó en dicha 
transacción. Notifique, con el original, regístrese y repónganse 
las fojas. 

M. S. de Aurrecocchea, 
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Buenos Aires, Octubre 2íi ite 1899. 

Visins lus ret urs«>> de nulidad y de apelación interpuestos 
contra la sentencia de foja ciento sesenta y cinco. 

Cunsiderundti : Que la demanda y reconvención deducidas en 
estos autos tienen por nbjelo pedir et cumplimiento de la tran- 
sacción de foja quince. 

Que la diferencia que se nota en fus res pe-divas pretensiones 
de las parles, consiste en que el actor don Je^ús Artas pide que el 
demandado don Juan J, Arauiburn sea condenan"" ¡i extenderle la 
esentura de cesión de derechos y acciones de que habla la tran- 
sacción ya citada, estando |mr sn parle dispuesto á abonar á 
Aramburu la cuota de seis mil pesos moneda nacional á que se 
comprometió por el artíi ulo segundo de dicha transacción, en 
tanto que el demandado Aramburu alegando hal>er estado 
siempre pronto á otorgar la escritura convenida, y que si no lo 
hiao fué por culpa de Arias, que no tuvo el dinero que debí i 
entregarle al firmar la dicha escritura en el phszo estipulado, 
reconviene al ¡ictor para que se le obligue á abonar eu el acto 
de la escrituración la suma total de once mil quinientos pesos 
moneda nacional, que por la transacción se comprometió á 
pagarle, en razón de haberse vencido los plazos Señalado* á este 
efecto. 

Que negada la reconvención, el actor fundándose en que 
Aramburu le habí ti prorrogado el término para pagar la prime- 
ra cuota estipulada en la transacción, y que no estaba, por lo 
mismo obligado á abonarle el resto de la Huma convenida, sinó 
al vencimiento del plazo de cuatro meses desde el día de la es- 
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cri tu ración, como se había establecido en la transacción, abrió 
la causa á prueba por el auto de foja cincuenta y ocho en que 
se determinaron los puntos en que ella debía versar. 

Que de la prueba producida de que instruye el certificado de 
foja ciento siete vuelta, resulta que el actor Artas no ha justi- 
ficado de modo alguno que haya acorde do la prórroga que alegó 
pura dejar de abonar las cantidades que debía en los plazos es- 
tipulados. 

Que bailándose esos vencidos con excuso cuandu ge ha dedu- 
cido la contrademanda de foja veinte j cuatro, y estando probado 
por las constancias de autos, de que hace mérito la sentencia 
apelada, que ai no ae ha extendido tu escritura de cesión, ha sido 
solamente por falta imputable á don Jesús Arias, justo es el 
pronunciamiento apelado. 

Por estos fundamentos, se couiirnm, con costa?, la sentencia 
apelada de foja ciento sesenta y cinco, no haciéndose lugar al 
recurso de nulidad que aparece abandonado por el recurrente. 
Notifíquese original, repuesto los sellos, devuélvanse. 

BENJAMIN PAZ. — ABEL BAZAN. — 
OCTAVIO BUKGE. — JUAN E. 
TOHKENT. — D. MARTINEZ. 



